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INTRODUCCIÓN. 



Siendo de tan alta importancia y de tanta tras- 
cendencia, para el porvenir del pais^las cuestiones 
promovidas por los capitalistas nacionales ante la 
Excma. Corte Suprema, con relación al contrato 
celebrado por el Gobierno en 17 de Agosto último 
con Dreyfifus hermanos y C^ de París, nos propo- 
nemos recopilar los principales documentos de los 
juicios de despojo y de retracto, á fin de que, en 
todo tiempo, se pueda juzgar la conducta de cuan- 
tos han intervenido en dicho negociado y en los 
incidentes á que ha dado lugar. 

Nuestro objeto, al emprender esta tarea, es de- 
jar consignados, de una manera permanente, todos 
los hechos que han ocurrido en el origen y en el 
desarrollo de estos asuntos. La vida de los perió- 
dicos, asi como la de los folletos y hojas sueltas, 
es precaria; y por lo mismo conviene que las di- 
versas producciones y escritos registrados en esos 
órganos diarios de publicidad, tengan la vida esta- 
ble de un libro, que, en todas circunstancias y en 
cualesquiera épocas, pueda ser consultado por 
cuantos se interesen en conocer á los hombres de 
hoy y en informarse del modo como se han mane- 
jado los mas grandes intereses nacionales. 



— 4 — 

Por nuestra parte, no haremos apreciación al- 
guna, dejando desde ahora al juicio individual y 
á la conciencia pública, el examen y la calificación 
de los hechos ocurridos y de los procedimientos 
empleados. 

Los capitalistas nacionales, á quienes representa 
el Procurador Zenteno son: 

J. Domingo Castañeda. 

Carlos González de Candamo. 

Clemente O. de Villate. 

Juan Mariano de Goyeneche y Gamio. 

José TJnanue. 

José María Sancho Dávüa. 

Dorca Ayulo y C^ 

José Francisco 'Canevaro. 

Felipe Barreda y Osma. 

Juan de Ugarte. 

Emilio Althaus. 



Andrés Zenteno, á nombre de los capitalistas nacio- 
nales que me han conferido el poder acompañado, ante 
V. E. en la forma legal, me presento y digo: Que ha- 
biendo sido autorizado el Sup^pmo Gobierno por la le- 
gislatura última para arbitrar fondos con el objeto de 
cubrir el déficit del presupuesto; entre los diferentes 
medios que al intento podrian emplearse, el Poder Eje- 
cutivo opta por levantar un empréstito, remitiendo al 
señor D. Toribio Sanz, con el fin de llevar ¿ cabo esa 
operación en Europa, las instrucciones convenientes. 

Luego que en Europa se tuvo noticia que el señor Sanz 
se hallaba investido de tales poderes, se presentaron á 
^ste diferentes propuestas. Ignoro las circunstancias que 
promediaron; pero es positivo que el señor Sanz terminó 
su misión celebrando un contrato ad referendum con la 
casa comercial de Dreyfifus hermanos y C^ 

Con estos antecedentes, vino á esta capital el expre- 
sado DreyfFús; y habiéndose presentado al Gobierno otras 
propuestas, mis poderdantes que en su calidad de nacio- 
nales tenian, conforme á las leyes, el derecho de prefe- 
renciar para todo asunto que tenga relación con Iq. venta 
del guano, bajo cualquier sistema que se adopte, solici- 
taron por un recurso presentado el 13 del actual que, en 
el contrato que se celebrase, se insertara la cláusula es- 
pecial de que serian preferidos los hijos del pais, siempre 
que dentro de un término fijo quisiesen usar del derecho 
que les concede las leyes. 

Este escrito no mereció resolución alguna de parte del 
Gobierno. 

Mas tarde, y con fecha 18, mis representados que ya 
tenian noticia de que las propuestas de Dreyffus herma- 
nos y C^, gozaban de las simpatías del Gobierno, presen- 
taron á primera hora otro recurso, subrogándose á dichos 
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señores en el contrato ad referendvm que en París se 
había celebrado y mejorándolo en el precio del guano, 
en el tipo de intereses del adelanto 6 en cualquier otro 
de sus términos, á elección del , Gobierno, de tal modo, 
que la mejora produjese al Erario una ventaja de dos- 
cientos mii soles. 

Aunque este recurso se presentó oportunamente, el 
Gobierno Supremo aun no ha tenido á bien resolver 
sobro su contenido; y mientras tanto, hay la determina- 
ción de elevar á escritura páblica y de dar ejecución al 
contrato celebrado con Dreyffus hermanos. 

Habiendo pues en este procedimiento del Gobierno 
una trasgresion manifiesta de las leyes, trasgresion que 
envuelve un violento despojo inferido á mis poderdantes, 
me veo precisado á interponer ante Y. E. la querella 
respectiva que se funda en las siguientes razones: 

La posesión, conforme al articulo 465 del Código Civil, 
es la tenencia 6 goce de una cosa 6 de un dtrechú con 
el ánimo de conservarlo para si. El artículo 466 llama 
posesión natural la aprehensión corporal de una cosa^ y 
civil la que se tiene por ministerio de la ley, aun sin dicha 
aprehensión. 

Constituyendo el despojo la desposecion de una cosa 
ó de un derecho, sin juicio previo, resulta que, si el Su- 
premo Gobierno ha desposeído á mis representados del 
derecho de preferencia que, en todo lo relativo á la venta 
del guano, por cualquier sistema, les conceden las leyesi, 
existe un verdadero despojo y tienen un derecho per- 
fecto para solicitar la restitución. 

Que mis representados tienen ese derecho de prefe- 
rencia es incontestable. 

La ley de 6 de Novianbre de 1849 dispuso que el 
Poder Ejecutivo diese preferencia d los hijos del país en 
todo contrato relativo á guano, fuese de consignaciones, 
fuese de remate por asiento 6 de cualquier otro modo. 

Mas tarde, el Congreso de 1860 expidióla resolución 
legislativa de 17 de Agosto, por la cual quedó ratificada 
la de 1849, es decir, la preferencia d los hijos del país. 

Estas dos disposiciones legislativas, manifiestan, pues, 
u no dudarlo, que I09 nacionales tienen por el tanto un 
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derecho de preferencia sobre cualesq:aiera extranjeros, 
siempre que se trate de venta de guano» 

La ley, es verdad, no habí» lineado el modo de ha- 
c^se efectiva la pre£&reaaeia; pero eor 1862 tuvo esa pre- 
ferencia una apUeacion príetica, que desde ent<ía<cie(3 
constituje «na regla que, por racional y justa, debi45 ser 
invariable. Habiéndose acatado entdnees por el Sur 
premo Gobierno las propuestas de D. A. de Laski y de 
D. N. Weguelin para la consignación de guaso en Es- 
paña, se publicaron avisos en el periódico oficial de 1.^ 
de Octubre, señalando A término de veinte dias para 
hacer efectiva la pr^erencia que la ley concede á les 
nacionales. En esa ¿poca, vfuias casas oel pais exiji^on 
\» preferencia que les fué acordada, según aparece de la 
escritura otorgada ante el escribano de hacienda D. 
Lucas de la Lama, á 23> de Octubre de 1862. 

Hallándose^ pues, el actual contrato celebrado con 
Dr^yfius» que es al naisnio tiempo de venta y de con^ig- 
naciea de mano^, en las núsmas circunstancias que el oíe 
I^aski j Weffíü¿&Btf el Gobierna debió hab^ concedido 
un térttik^ para que se hiciese efectiva la preferencia. 
No lo. ha heebo: asv y V^ el contrario, ha desatendido 
los reciirikos fMresentu^os pe»* naís poderdantes reclantando 
la preferencia, y ha dispuesto se proceda al otorgamiento 
de la escritura. 

Estos hechos constituyen un despojo manifiesto. Mis 
podlerdai^t^s no Boio han reclamado la preferencia por el 
tanto, sino que aun ofrecieron al Gobierno doscientos mil 
soles mas; y sin embargo, el derecho es negado, la ven- 
taja es desatendida y se manda que la escritura se 
otorgue. 

Aplicadas, pues, lad disposiciones legales al caso pre- 
sente, resulta que el Supremo Gobierno ha desposeido á 
mis partes de h. posesión civil en que estaban del dere- 
cho de ser preferidos en todo contrato referente á com- 
pra 6 consi^acion de guano* 

Las leyes, por otra parte, no im)»onen otara obligación 
á los despojados que la de probar los dos estremos de 
JMiber poseído y dejado de poseer, estremes que, en el 
caso presente, están comprobadoB desde kego» La ^o- 
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sesión está probada con la notoria nacionalidad de mis 
repr<^sentados y el tenor de las leyes que llevo citadas; 
y la eyección está igualmente comprobada con las reso- 
ludones que registra «El Peruano» que acompaño, por 
las cuales, se adjudica á Dreyfus Hermanos y C^ un con- 
trato de renta y consignación de guano, respecto del que 
estaban mis partes en posesión del derecho de prefe- 
rencia. 

Por lo expuesto: 

A V. E. pido que, teniendo por interpuesta la pre- 
sente querella, se sirva proveer conforme á derecho ; que 
por mi parte ofrezco, en la estación oportuna, probar 
plenamente los estremos de que hablan las leyes. 

Otro sí digo: Que como la restitución en el caso pre- 
sente seria ilusoria, si el contrato que, con infracción de 
las leyes, se ha celebrado con Dreyfus Hermanos y C^ se 
llevare á cabo, ruego á V. E. se digne ordenar se notifi- 
que al referido Dreyfus, que se encuentra actualmente 
en esta capital, 7io innove. Esta diligencia precautoria, es 
indispensable como garantía de que tendrá cumplimiento 
la resolución de V. E.; pues de otro modo, y aunque el 
resultado fuere favorable á mis poderdalites, la senten- 
cia que se expidiese quedaria sin efecto. Justicia etc. 

Lima, Agosto 20 de 1869. 

Manuel Pérez. — Andrés Zenteno. 



La Excma. Corte Suprema pidió informe al se- 
ñor Ministro de Hacienda, cuyo funcionario expi- 
dió el que sigue: 

Lima á £8 de Agosto de 1869, 

Al señor Presidente de la Excma. Corte Suprema de 
Justicia. 

Tengo el honor de contestar el oficio de US. fecha 
del 21, expidiendo el informe pedido por ese Supremo 
Tribunal, en la querella de despojo interpuesta contra el 
Supremo Poder Ejecutivo por algunos negociantes de 
«sta plaza, con motivo del contrato con autorización: es- 
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pecial celebrado el 17 del presente con la casa Dreyffiís 
hermanos y C^ 

'Al hacerlo, y^ debería limitarme á exponer que, es- 
tando revestido el Gobierno de una autorización legisla- 
tiva, especial y extraordinaria, que pone en sus manos 
la suma de todas las facultades posibles en este- orden, 
sin limitación de ninguna especie, no es dable discutir 
siquiera la legalidad de sus procedimientos; no necesi- 
taria ocuparme ni del punto puramente jurídico, del su- 
puesto despojo materia de la demanda, para hacer notar, 
en una breve respuesta, toda la vanidad de tan extraña 
pretensión, demostrando, al propio tiempo, que ni el 
Gobierno, á pesar de sus omnímodas facultades en esta 
materia, ha salido una linea de sus atribuciones comunes 
y ordinarias, ni, en caso contrario, correspondería al 
Poder Judicial el fallo de este negocio. No lo haré así, 
sin embargo: las particulares consideraciones con que 
deseo tratar al primer Tribunal de la Nación ; mi deseo 
de formar en sus miembros, considerados, no ya como 
jueces, sino como notables ciudadanos, conciencia mas 
clara, si cabe, de este asunto, me ponen en el caso de 
apuntar, ante todo, siquiera que sea ligeramente, otro 
género de consideraciones. 

La cuestión de hacienda, aqui, como en todas partes, 
y mas aquí que en ninguna otra, encierra en sí misma 
todas las Cuestiones ; y, por una ley necesaria é inevita- 
ble, no solo engendra, sino que refleja el estado econó- 
mico, político y social del país. 

Llevada por el Gobierno, junto con el Presupuesto, al 
seno de las Cámaras, que debian solucionarla, absorvió, 
por eso, la atención de todos, formé la cuestión mas grave 
y capital y la verdadera preocupación de ambos poderes 
y del país entero. 

La República, entonces, tuvo que asistir á un espec- 
táculo bien doloroso ciertamente, tan doloroso que no 
podia serlo mas. Insuficientes nuestros recursos para cu- 
brir las mas precisas necesidades públicas, enagenada 
por largo tiempo nuestra mejor renta en manos de nues- 
tros únicos y excluyentes banqueros, los consignatarios 
del guano, no nos era lícito ni descontar el porvenir, 



consumiendo hoy la vida de mañana; como quiera que 
no teníamos ni prenda que empeñar para lograrlo. 

En tan extrema sitwaeion, todos los expedientes, todos 
los proyectos eran presentados, «waos en pos d© otros, y 
desechados como inútiles é impracticables; todo partido 
^a declarado imposible. Entre tanto, las penurias del 
tesoro se hacian cada vez mas angustiosas: uno y otro 
mes se venda sin que pudiera atend^se ni á la diaria 
subsistencia de los servidores del Estado : no era ya cues- 
tión de sistemar la hacienda, provey^dio á las necesida- 
des de hoy y á las exigencias de mañana: el probkma 
era vivir á costa de cualquiera sacrificio ; viver el breve 
^pacio d<e un biennio económico. 

Las Cámaras Legislativas no queriendo omitir medio 
alguno, por extraño que fuere^ para encontrar una solu- 
ción cualquiera, convocaron una asamblea de notabks, 
compuesta en su mayor parte de negociantes del país, 
de los actuales demandantes del Gobierno ; y después de. 
toda discusión, de toda tentativa, de todo inútil ensayo, 
no quedó por fin, en pi^ sino esta fatal conclusión : es 
necesario volver á los únicos que pueden socorrernos, 
á los consignatarios del guano, y volver & ellos, no solo 
pagando á ruinoso precio su auxilio, sino, lo que es peor, 
perpetuando tan desastrosa situación y las causas que la 
han producido: empréstito de los consignatarios, bajo 
hks condiciones que su benevol^cia quiera señalamos, 
y empréstito fundado sobre la próroga de sus contratos, 
condición inevitable puesta por ellos: tal fué el único 
partido á que pudo llegarse. 

Único y todo, el Jefe del Estado, con un patriot^mo 
y una previsión que harán en todo tiempo su mejor tim- 
bre de gloria, retrocedió ante semejante partido, é hizo 
en contrario las mas solemnes y terminantes declaracio- 
nes, que fueron ávidamente recogidas con aplauso por 
las Cámaras y el país entero. Una protesta uniforme de 
gobernantes y gobernados se levantó contra d propuesto 
medio, y la cartera de hacienda fué desde entonces tiki^ 
rada como inútil victimario, que todos rehuían eon 
temor. 

I>e situaciones semejantes no es posible salir sino por 
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caminos extraordinarios : el Jefe del Estado pidió enton- 
ces al Congreso una autorización que le diese los medios 
de salrar el conflicto, y ae ocupó de buscar quién qui- 
siese compartir con él el sacrificio, y se prestase resiga 
nado á soportarlo en todas sus consecuencias, para 
secundar lo que su patriótica previsión habia concebido. 

Gúpome el penoso honor de ser el escojido para esta 
temida empresa y el de obtener una autorización espe* 
cial y extraordinaria, tan amplia y tan completa, como 
nunca faé dada, como no es posible concebirla mayor, y 
como era necesaria para el objeto. 

Ahora bien, esta autorización tiene de significativa 
para el asunto, no solo su ilimitada amplitud y la plen« 
confianza que envolvia en el Jefe del Estado, sino que 
era concedida, al mismo tiempo, á un Ministro que no 
podia ofrecer al Congreso ni su importancia nacional, ni 
su experiencia de los negocios públicos, ni su compro- 
bada destreza en tan delicada situación. 

Esa autorización no era, pues, concebible, siendo yo 
el Ministro de Hacienda, sino por cuanto estaba intima- 
mente unido al pensamiento y á los deseos terminante- 
mente manifestados diel Jefe del Estado; por cuanto lle- 
vaba al Gobierno (declaración hecha por mí en el seno 
de las Cámaras) « las ideas dominantes del Congreso; » 
por cuanto se me hacia el honor de confiar en la firmeza 
de mi resolución y en la verdad de mis propósitos, pres- 
tando f é á mis declaraciones, que voy á recordar aquí: 
por que ellas precisan la situación, el espíritu mismo de 
la autorización legislativa, el objeto de ella y el progra- 
ma que el Grobierno ha ejecutado religiosamente después. 

Debatíase con calor en el Congreso la autorización 
pedida por el Gobierno; y llamado á él, me vi bien pronto 
abrumado por interpelaciones á cual mas precisas y des- 
tinadas todas á obligarme á formular un programa: na- 
tural y legítima exigencia de los representantes de la 
Nación, que, sin embargo, era peligroso y p^r demás de- 
licado satisfacer en tan azarosas circunstancias. 

La justa y fundada oposición que á la demanda del 
Grobierno se hacia, crecia en el debate, y hube, por fin, 
de persuadirme que era forzoso ceder y formular el pro- 
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grama qne se me pedia, y declarar textualmente: — 1.^ 
que el sistema establecido para el expendio del guano te- 
nia vicios V defectos, qice el Gobierno se proponia corre- 
gir , sostitwyéndolo por otro en que apareciesen remediados; 
^ que^ por consiguiente, no prorrogaría los actuales 
contratos de consignación; So que su objeto era buscar 
los medios, no solo de vivir en el biennio económico, sino 
de preparar el balance fiscal en el próximo, extinguiendo 
completamente el déficit, si era posible; 49 que buscaría 
los recursos que habia menester, empleando para ello un 
sistema complejo y haciendo uso de los rnedios que le per- 
mitiesen las circunstancias; y que, por último, para lo- 
grarlo, Jiabia menester el Grobierno no tener embarazo ni 
limitación de ninguna especie.» 

Hechas estas declaraciones, toda discusión desapare- 
ció, y la autorización, tal como era exijida, fué otorgada 
inmediatamente por una extraordinaria mayoría. Y á 
fin de que, no quedase de ella duda alguna, á fin de que, 
en ningún caso, pudiera discutirse su ejercicio y su com- 
pleta amplitud, tué desechada la adición que imponía al 
G-obierno el cargo de dar cuenta de su ejercicio á la Co- 
misión Permanente del Cuerpo Legislativo; otras varias 
que, sobre diferentes objetos, fueron propuestas limitán- 
dola, y, por fin, hasta la obligación de someter á la previa 
aprobación del Congreso los medios que emplease. 

Ahora bien, después de todo esto, no es lícito cierta- 
mente discutir la facultad con que el Gobierno ha pro- 
cedido en este asunto; no puede desconocerse que solo 
^1 es competente para decidir acerca de su conducta en 
esta materia, mientras llega el caso de que dé cuenta de 
ella al Poder que le otorgó su mandato, y que es el úni- 
co á quien tendrá, por lo mismo, que responder de sus 
actos; nada que cuestionar siquiera en el orden constitu- 
cional, y, mucho menos, en el orden judicial y de los 
Tribunales. La Suprema Corte lo habrá comprendido 
así, al recibir la original demanda que me ocupa y aun 
antes de pedir este informe. 

Si el Gobierno ha cumplido, ó nó, religiosamente y 
con rara fortuna, sus promesas, que sirvieron de funda- 
mento á la autorización; si, en el contrato ajustado por 
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él, han sido consultados todos los intereses del Estado; 
puéstose remedio á todos los males, que, los que alguna 
vez se han ocupado del guano, han tenido que deplorar; 
satisféchose á las necesidades de hoy y mucho mas á las 
de mañana; si, antes de la autorización j después de 
ella, se creyó posible, no diré llegar á un resultado se- 
mejante, sino apartarse siquiera de la ruinosa senda se- 
guida hasta entonces, son cosas que dejo, no á la alta 
penetración de los miembros de ese Supremo Tribunal, 
sino á la común apreciación de todo el que, desapasio- 
nada y detenidamente, lea la& estipulaciones ajustadas. 

¿ Cuál era la situación de ayer ? ¿ Cuál es la de hoy ? 
Yo lo diré en pocas palabras. 

El Congreso habia votado un presupuesto de egresos 
por la cantidad de treinta y tres millones d^ soles anua- 
les, y para cubrirlo, no figuraba como ingresjo verdadero 
sino el escaso producto de nuestros pequeños impuestos, 
que debian ser paulatina y penosamente colectados. du- 
rante el año: el grueso de nuestras entradas, la verda- 
dera y principal renta del Tesoro habia desaparecido: 
ella estaba enteramente absorvida por los consignatarios 
del guano, que no nos permitían tocarla, mientras no 
estuviesen enteramente cubiertos de la enorme suma que, 
por operaciones verdaderamente usurarias, celebradas 
anteriormente, nos cobraban. El déficit del Presupuesto 
no era, pues, un vacío en las arcas que encontraríamos 
al fin del biennio: era el completo Vacio desde el primero 
hasta el último dia: era la absoluta imposibilidad de vi^ 
vir; la absoluta imposibilidad de atender, ni al alimento 
del soldado, del empleado público, de la viuda y del 
huérfano, ni á los mas sagrados compromisos del Estado. 

¿ Cémo habíamos podido llegar á tan ruinosa y deses- 
perante situación? ¿cómo era concebible que las admi- 
nistraciones anteriores, colocadas en la dura necesidad 
de descontar el porvenir, hubiesen consentido en enaje- 
nar por entero, en favor del prestamista, todas nuestras 
entradas? ¿ cómo no habian buscado otros negociantes 
que les hiciesen adelantos menos exigentes y menos usu- 
sarios que éstos? ¿Cómo? Yo lo diré también aquí, po- 
niendo el dedo en la llaga; revelando el malhadado 
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sistema empleado por nu^tros banqueros para aprisionar 
el Tesai*o sin esperanza de salvación: por mucho que 
cueste revelar al país cosas que deberían quedar por 
siempre ocultas, por mucho que cueste levantar la espada 
de la justicia sobre personas muy honorables, por otra 
parte, j á quienes se profesa estimación y personal 
afecto. 

Para imposibilitar toda operación con personan extra- 
ñas, para mantener el monopolio de banqueros, el dere* 
cho exclusivo de negociar con el Estado, siempre que el 
Gobierno habia buscado un adelanto, le hablan contes- 
tado:*-«Está bien, os lo daremos; pero es con una con- 
dición: condición inevitable y sin la cual no tendréis 
dinero para vivir: nos reembolsaremos de él con el ínte- 
gro producto del guano,»— de lo cual inevitablemente 
tenia que seguirse la conclusión fatal de que, una vez 
terminado ese adelanto, para vivir era indispensable pe- 
dir otro con nuevos y mas terribles gravámenes, y luego 
otro y otro, marchando de usuta en usura, hasta Ja mas 
completa falencia y la mas espantosa consunción. 

Para huir de ese fatal camino, no quedaba sino un 
medio, un solo medio, que el Gobierno ha pretendido, 
aunque en vano, intentar muchas veces, tal era el de 
buscar, en el país 6 en el eesLtranjero, otros negociantes 
que nos prestasen con menos onerosas condiciones, dán^ 
doles en prenda Ubramientoa contra los consignatarios, 
que serian <;ubierto8 cuando estos estuviesen pagados de 
sus adelantos. Nuestros intransigentes banquerotí, lo sa- 
bían, y resueltos á cerrar todo camino de libertad para 
el Estado; resueltos á conservar, como hoy y corno siem- 
pre, el derecho exclusivo de negociar con él, le contes- 
taban siempre é inflexiblemente: — «Bi nos mandáis 
vuestros libramientos, nosotros os los protestaremos, y 
nadie podrá obligarnos á aceptar giros que no tienen 
fecha fija y que no sabemos si, cuando estemos cubiertos 
nosotros, se venderá guano, y tendremos ]productos con 
que cubrirlos. »- — Y este último refugio quedaba también 
cerrado por completo. 

¿Qué hacer? Las exigencias del servicio, la necesidad 
de yirir no admiten, ni aplasamientos ni tregua^f. Para 
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no hablar sino de mí xaismo, apenas llegado al Ministe- 
rio y colocado en el duro tranoe de tener que buscar 
fondo3 para alimentar d servicio diario del Tettoro, du« 
rante mes j medio, he luchado, dia por dia, hora por 
hora, para cojaseguir alguna ventaja en favor del Estado, 
alguna concefiion que modificase siquiera tan terribles 
condiciones: todo era inútil: no t^ia los medios de lo- 
grarlo, y d resultado obtenido en aquellos dias ha sido 
d Baismo que siempre. 

Penetrado de tan ajaaarga situación, el Gobierno re- 
solvió entonces salir de día á todo trance. ¿Lo ha obte^ 
nido ? Mea allá de lo que pedia esperarlo. 

La gran necesidad de la situación era obtener un em- 
préstito barato, y lo ha obtenido mas aún que ks mejo* 
res proposiciones, juagadas como el non plvs uUra de 
las vent^gas; peyó un ampréetito que no absorviese toda 
nuestra renta de matlana, y ha logrado asegurar una 
mensualidad fija por casi la «totalidad de su producto y 
que no ser¿ toc%da por el prestamista para su reembolso; 
iqiensuaUdad. fija de aue nosotros solos somos dueños y 
de la que podemos aisp<»^er libremente* Ha obtenido 
algo, mas: gracias á la baratura del préstamo y á las de- 
mas condiciones de una operación bim combinada, ha 
logrado satisfacer permanentemente las necesidades dasl 
Tesoro, asegurar al soldado y al empleado púbUoo que 
habrá de faltarle su salario, y dejar completameirte ex- 
pedita y sin deuda á nadie el ingreso del guano en Eu- 
ropa á fines de 1871, extin^mmdo así completamente el 
déficit del Freaupuesto. 

Ha ido aún mas l^jos el Grobiemo: ha alcanzado un 
verdadero y fijo aumento en el producto del guano, li- 
bertándolo de los gravámenes que sobre éste hacían 
pesar las enormes e:s:portaciones que cada contrato de 
adelanto nos imponía; percibiéndolo, né uno 6 dos años 
después de llegado á los depósitos, como antes sucedía, 
sino casi en su totalidad al embareanr el guano en los de- 
pósitos: pues no á otra cosa equivale la mensualidad que 
está obligado á dar al contratista, y el resto solo al año 
de la exportación: por manera que, no solamente recibe 
su producto al contado y uo con la enorme postergación 



— 16 — 

que hoy acontece, sino que, respecto del residuo, en 
cualquier dia, no ha menester sino saber qué cantidad 
ha embarcado en sus depósitos, para contar, á plazo mu- 
cho menor y determinado^ con su líquido producto, ex- 
pidiendo órdenes y libramientos contra él, que el Estado 
podrá emplear como lo tenga por conveniente. 

La experiencia de largos afios, nos ha hecho previso- 
res y cautos; el ruinoso sistema seguido hasta hoy, ha 
quedado abolido por completo; y no estaremos en ade- 
lante sometidos á la exclusiva dominación de nuestros 
agentes, convertidos en imponentes banqueros nuestros: 
serán lo que deben ser: compradores de nuestro guano, 
y banqueros nuestros solo en el caso de que nos traten 
con mejores condiciones que los demás. 

Ataques varios se han dirigido, en Verdad, al contrato 
ajustado por el Gobierno: nada mas natural. «Las ver- 
dades geométricas» ha dicho un gran pensador, «no se 
desfiguran ni se combaten porque no hay interés alguno 
en negarlas;» y, si algo demostraría en favor del Estado 
la conveniencia de aquel, seria precisamente el calor con 
que sus estipulaciones se impugnan. 

Inútil, aunque fácil tarea, seria ir señalando una á 
una la conveniencia de sus cláusulas, escrupulosamente 
meditada por personas entre las que, debo decirlo, el 
señor Sanz^ uno de los negociadores de contrato, posee, 
jttnto con una severidad y honradez notorias en la Re- 
pública, los mayores y mas completos conocimientos so- 
bre un ramo que por muchos años ha tenido á su cargo 
en el Perú, como director de él, y luego, como inspector 
fiscal, en los lugares mismos de expendio; y sin embargo 
el Gobierno ha podido obtener sobre aquellas, mas ven- 
tajosas condiciones. 

¿En qué se parece el contrato ajustado hoy, ya sea 
como sistema de expendio, ya como comisión fiscal de 
las actuales consignaciones, ya como operación de em- 
préstito, á cuantos contratos de uno ú otro género le han 
precedido en la República, en épocas incomparablemente 
mas felices y menos comprometidas que la presente? 
¿ Cuándo se ha presentado al Gobierno del Perú impo- 
niendo la ley á los mismos que hace un mes se la impo- 
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nian á él en las duras condiciones; atrayendo hacia si 
á importantes asociaciones nacionales y europeas que se 
disputaban la preferencia; recibiendo de los consignata-' 
ríos del guano una propuesta que, según su propia con- 
fesión, era el último esfuerzo imaginable; asediado y 
combatido para repletar sus arcas de dinero por ágenos 
y extraños, y aprobando un contrato superior, sin em- 
bargo, bajo todos aspectos, á las mejores proposiciones ? 
¿ Cómo acuden hoy los que hasta hace pocos dias mira- 
ban impasibles al Gobierno arrastrado á las mas ruino- 
sas operaciones ? j Cuál sería hoy la suerte del Tesoro, 
si el Gobierno hubiese fracasado en sus tentativas en el 
extrangero? Y ¿es la concurrencia extrangera, que nos 
ha salvado, la que se quiere desterrar hoy para siempre? 

¿Qué ha producido semejante y tan provechoso, como 
inesperado resultado en favor del pais ? Una sola cosa: 
la voluntad eficaz y constante de servir al país á costa 
de todas las dificultades y de todos los sacrificios; la vo- 
luntad eficaz y constante de destruir, una vez por todas, 
el fatal privilegio de negociar con el Estado; de destruir 
ese derecho de preferencia, qve hoy con tanto calor se 
reclama; la voluntad eficaz y constante en el Gobierno 
de dejar establecido que, para el Perú, no hay negocian- 
tes privilegiados; que para él no hay otras distinciones 
que la consideración y las ventajas que puedan ofrecerle, 
vengan de donde viniesen. Y no se invoquen en contra- 
río, estas 6 las otras mejoras ofrecidas en el instante 
supremo y que tanto contrastan con las operaciones an- 
teriores? ¿Qué importa ese fujitivo provecho de hoy, 
si con él vamos á perder por entero el omnipotente re- 
curso de la concurrencia nacional y extrangera, que ha- 
brá de servirnos en toda circunstancia, para hacer dóciles 
y humanos á los que en adelante negocien con nosotros? 

Reflexiones son estas que no pueden menos de ocurrir 
al tratar de esta materia, que se prestaria á un largo y 
provechoso desenvolvimiento, y que, sin embargo, aban- 
donaré para ocuparme de la demanda de despojo bajo el 
punto de vista constitucional y jurídico. 

La querella de despojo viene fundada en un preten- 
dido derecho de preferencia que se supone acordado á 
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los demandantes por la ley y desconocido por el Gobierno. 
La primera cuestión en esta materia es, pues, la si* 
guiente: ¿existe ese tal derecho de preferencia? Fácil 
me será demostrar que nó, con una muy sencilla consi- 
deración. 

El acto legislativo que se invoca no es una ley, sino 
una simple resolución del Congreso; y como todoy los 
actos de su especie, dictada para un caso determinado y 
especial y despojada, por su naturaleza, del carácter de 
perpetuidad que solo la ley puede tener; y por lo mismo, 
sin desconocer toda noción de derecho constitucional y 
político, no es posible pretender hoy su subsistencia. 
Creería ofender la ilustración de ese Supremo Tribunal, 
si me detuviese á señalar la enorme distancia que media 
entre una ley y una resolución legislativa, que no es 
otra cosa que la manera con que el poder legislativo 
provee á casos determinados y especiales, y con tan res- 
tricto y transitorio carácter, que, para" mantenerlas, es 
indispensable hacer la declaración expresa, 6 de que 
servirá como regla general, 6 de que será aplicada á los 
demás casos de su especie que se presenten en adelante. 

Que el acto legislativo en cuestión era, por sí mismo, 
provisión especial y transitorio, se desprende de su pro- 
pio contexto. 

«Lima seis de Noviembre de mil ochocientos cuarenta 
V y nueve. — Excmo. Señor: — El Congreso ha aprpbado 
(í el contrato celebrado en Londres, el 4 de Enero del 
<í presente año por el Ministro Plenipotenciario D. Joa- 
íc quin J. de Osma con la casa de Gibbs é hijos, sobre la 
(( consignación temporal del guano, y ha resuelto que 
« V. E. provoque en el mundo, por medio de sus agentes 
« y cónsules, una consignación que sea mas económica, 
f( concluida la préñente ó el remate por asiento ú otro 
«r medio de expender el guano mas provechoso á la na- 
« cion, dando siempre la preferencia á los hijos del país.» 

(fLo comunicamos á V. E. etc.» 

En virtud de la prescripción legislativa dictada, como 
s e vé, para el caso en que terminase el contrato con 
Gibbs é hijos, el Gobierno convocó en Mayo de 1860 
propuestas para el expendio del guano, estableciendo 
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aue» á tenor de aquella, daría la preferencia <r en igiuíU 
aad de circunstanciasy d la propuesta presentada per 
los hijos del país» y el Congreso reuniao en esa época 
expidió, con motivo de los contratos por hacerse, la dis« 
posición siguiente: 

« Lima Agosto 27 de 1860.— Excmo Señor: El Con- 
V greso con motivo de la convocatoria hecha últimamente 
« por el. GobiemOj para celebrar nuevos contratos de con- 
K signacion para el expendio del guano: Ha resuelto: 1^ 
« Que los contratos que el Gobierno celebre para la con- 
<r signacion del guano, 6 sobre otro modo mas ventajoso 
« de expenderlo, se hagan con sujeción á las prevencio- 
« nes que contiene la resolución legislativa de 10 de No- 
ce viembre de 1849; 29 que, celebrados que sean dichos 
« contratos j se sometan al conocimiento 'del Congreso, 
(c con todos los documentos á que ellos se refieran, para 
« su aprobación definitiva, sin cuyo ^requisito no se ten- 
« drán por perfeccionados, ni producirán efectos legales; 
<í 3^ Que la condición de someterse los referidos contra- 
di tos á la deliberación del Congreso, debe insertarse en 
K ellos como cláusula especial. 

« Lo comunicamos á Y. E. etc.» 

Ahora bien, como se vé en uno y otro caso, el acto 
legislativo no tuvo otro valor que el de aquel á que era 
aplicado: no se dio siquiera á la resolución dictada ma- 
yor extensión que la que por sí misma, tenia y, mucho 
menos, se expidió una ley que otorgase derechos poste- 
riores y permanentes. Tan cierto es que las resoluciones 
legislativas no tienen este carácter, que no han menester 
para su caducidad derogatoria del Congreso, sino que 
terminan con las circunstancias para que fueron dic- 
tadas. 

Mas, suponiendo que las transitorias disposiciones que 
me ocupan debieran perdurar y tener fuerza de ley, á 
despecho de su propio contexto y de las mas claras no- 
ciones de derecho constitucional y político; suponiéndolo 
todo, digo, ellas habrían caido y quedado completamente 
borradas al sancionarse en Noviembre de 1860 la Cons- 
titución Política del Estado, ante la cual no hay ley, ni 
disposición alguoa contraria que pueda subsistir. 
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Ahora bien, la Oarta fundamental cierra, precisamente 
el titulo de las garantías ípdividuales, con las cuales 
ampara y defiende Á todo el que pisa el territorio de 
la República, con esta terminante j solemne decla- 
ración: 

Art. 32. Las leyes protejen y obligan igualmente d 
todos: podrán establecerse^ añade leyes e$peciáles porque 
lo requiera la naturaleza de los objetos^ pero no por solo 
la diferencia de las personas. 

Y este altísimo principio, sancionado por la primera 
y fundamental de nuestras leyes, nb es aislado y sin 
concierto. La mas absoluta y completa igualdad civil 
entre nacionales y extranjeros está también sancionada 
y reconocida en la misixía Constitución; en nuestra le< 
gislacion entera, en nuestras relaciones, en nuestros pac» 
tos, con los otros pueblos de la tierra. Para reconocer, 
pues, el absurdo derecho que hoy se invoca, necesitaría» 
mos destruir y borrar desde la Constitución de la Repü* 
blica hasta el último de nuestros tratados. 

y digo igualdad civil, porque derecho civil es el que 
96 reclama; porque solo en el orden civil caben la pose-* 
sion, el despojo y el retracto, de que se trata: porque, 
fuera de él, no cabe discusión alguna entre nacionales y 
extrangeros: porque, fuera de él, no tendrían personería 
ni voz alguncí los demandantes, y mucho menos, en la 
forma y de la manera que lo han intentado. 

Si de derecho político se tratara, solo los represen- 
tantes del orden político estarían autorizados para diri- 
gir reclamaciones en la y de la manera s^aladas por las 
leyes. T para este caso también, al Gobierno le bastarla 
agi^egar que, en presencia de Ip. autorización, especial y 
extraordinaria de 26 de Eneró, que marca al Gobierno 
la mas amplia libertad de acción, invistiéndolo de las 
facultades que, no pudiendó ejercer por sí mismo, le 
confió el Poder Legislativo, y que llevaba, por lo mismo, 
consigo la suspensión, no solo de las resoluciones legis- 
lativas; sino de las leyes mismas, si existiesen, con toda 
su magestuosa perpetuidad^ — toda cuestión habrá ter- 
minado en este punto. Quede, pues, establecido que, ni 
el pretendido derecho de preferencia snhsiste en nues< 
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ira legislación, ni, menos, podio, se redamado en pré« 
sencia de la autorización de 26 de Enero. 

Quiero, sin embargo, conceder por un momento que 
aquella prescripción existiese y que fuese obligatoria pa- 
ra el Gx)bierno, á pesar de sus omnímodas facultades; y 
la sencilla historia de la negociación bastaría á demos- 
trar cómo ha presidido su conducta, aún sin reconocer 
su existencia. 

Encargado de arbitrar los medios de cubrir el déficit 
del Presupuesto, proveyendo á las necesidades de la Ha- 
cienda pública, después de estudiarlas maduramente, el 
Gobierno formuló las bases de la negociación que de- 
seaba; y extendiendo los poderes é instrucciones conve- 
nientes, confió su reaJizacion á dos comisionados, encar- 
gados de llevarla á lá práctica en Europa, cen prevención 
especial, abundantemente cumplida,, de proponer la nc'» 
gocian á las principales Gasas de Inglaterra y Francia. 
Esta operación fué ejecutada con la circunspección y 
reservas convenientes y cuya necesidad han demostrado 
sucesos posteriores que no seria grato conocer á ese 
Supremo Tribunal, como ha sido penoso al Gobierno se-* 
guirlos paso á paso. Esa reserva no llegó, sin embargo^ 
hasta impedir que, desde el primer dia, fuese conocido 
el hecho de la negociación y su objeto, y que, d^sde los 
periódicos hasta el último ciudadano, se ocuptóen de 
ella, sin que nadie hubiese pensado en dirigirse á los co- 
misionados, ó al Gobierno, para hacerles alguna propo-* 
sicipn. 

Ño entró tampoco en el ánimo del . Gobierno excluii^ 
de la operación á los consignatarios del guano, á pesai* 
de las fundadas razones que para ello pu<uerán asistirleí 
Sin amores, ni odios, superior á toda preocupación y to« 
do interés, y buscando solo lo mejor y mas provechoso 
para el país, con la severa tranquiUdad del que gobierna, 
tan pronto como hubo transcurrido el suficiente tiempo 
para que no se esterilizasen sus trabajos en Europa^ y 
pudiese tener alli competidores que le asegurasen el re<* 
sultado que todos han podido presenciar y de que ya 
hecho memoria, el Ministro de Hacienda, por orden y . 
oon acuerdo del Presidente de la República, provooó ¿ 



— 22 — 

los consignatarios del guano á dirigirle propuestas dobré 
las bases que habia trasmitido á Europa, dióles copia 
de ellas, que circularon de mano en mano, y sobre las 
cuales solo pudo obtener el ruinoso proyecto de contrato 
anexo al de empréstito de 27 de Mayo último y que ha 
sido publicado en el diario oficial. 

La prensa y los círculos mercaiitiles y financieros se 
ocuparon de este negocio; por la prensa y en privado se 
declararon estériles los trabajos de los comisionados en 
Europa, y teniéndose por ilusorias las tentativas del Go- 
bierno para encontrar recursos fuera de los consignata- 
rios del guano, nadie pensó en hacerle proposiciones ni 
en venir en su ayuda, para libertarle de la desastrosa 
situación que se le preparaba. La llegada del vapor de 
8 de Agost.o cambió por entero la faz de las cosas: el 
Gobierno habia obtenido en Europa proposiciones acep- 
tables y sus comisionados hablan llegado hasta aji^stat 
un ventajoso contrato, ad referendum y al cual solo fal- 
taba la aprobación del Gobierno. 

Los consignatarios del guano, por una preferente con- 
cesión que no tenían derecho de esperar, fueron enton- 
ces llamados por el Gobierno para pedirles sus últimas 
propuestas; y después de luchar en vano, por sí y por 
medio de sus socios, llamados nacionales y demandantes 
del Gobierno para conseguir, nó las bases de éste, que 
ellos conocían y tenían en copia, sino los términos mis- 
mos del contrato ajustado, términos que no era posible 
comunicar sin traicionar el decoro y la dignidad del Go- 
bierno y los mas preciosos intereses del país, se deci- 
dieron á presentar la propuesta del día , juzgada por 
ellos como el deeideratum de las mas ventajosas condi- 
ciones, y que inmediatamente fué. tomada en seria con- 
sideración: vinieron en seguida mejoras hechas por la 
Compañía General Sud-Americana, compuesta de na- 
cionales también, y también tomadas en cuenta. 

Durante mas de ocho días, en los cuales ni se pensó, 
ni se ha,bló de otra cosa en la prensa y en todos los cír* 
culos, fué sometido el negocio por el Gobierno al mas 
prolijo y concienzudo examen, declaró que aceptaría 
cuantas propuestas se le presentasen y, en efecto^ aceptó 
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cuantas le fueron presentadas; y todo bien estudiado y 
maduramente conocido, eligiendo entre las propuestas 
que tenia para escojer, aprobó por fin el contrato ajus- 
tado en Paris con la casa Dreyfus Hermanos y C^, — 
pues, siendo mejor que todas las demás, y, no pudiendo, 
en el caso negado de que estuviese obligado á ello, dar 
la preferencia á los. nacionales sino en igualdad de ctr^ 
cunstanciaa, era forzoso y legítimo llegar á aquel resul- 
tado. 

Concediéndolo todo, y en el falso supuesto que he 
combatido, el derecho de preferencia reclamado por los 
nacionales, no puede ser entendido sino respecto de 
aquellos que manifiesten su propósito de tomar parte en 
la concurrencia; mas aún, de aquellos que en efecto la 
hubiesen tomado. Ahora bien, dé los actuales deman- 
dantes de despojo y pretendientes de retracto^ quizá no 
hay uno solo que no sea miembro ó accionista de una 
ó varias consignaciones, y como tal, representado en la 
concurrencia, y por lo menos, dos de los demandantes, 
han asistido á ella personalmente, con sus propuestas y 
su nombre. 

Debo hacer notar también aquí, porque esto le dá su 
verdadero carácter á las cosas que, durante los ocho 
días que se empleó en la discusión y examen del asunto, 
los señores demandantes ni pretendieron tomar parte en 
la concurrencia; que el último dia y cuando se creía de- 
cidida la cuestión á favor de Dreyfus Hermanos y C^, 
presentaron un recurso solicitando que en el contrato se 
insertara la original cláusula de que á ellos se adjudi- 
caría el contrato, si lo encontraban conveniente, y que, 
sabedora la Casa contratante de que se colectaban fir- 
mas en la plaza para dirigir aquella solicitud, se apre- 
suró también á exponer al Gobierno que consigo estaban 
varios negociantes del país. No necesito decir que el 
Gobierno no detuvo su consideración^ ni en una, ni en 
otra de estas solicitudes. Por último, los actuales de- 
mandantes no se presentaron á hacer una propuesta, lo 
cual, en todo caso, era lo único legal y aceptable, sino á 
á mejorar en ddscierUoa mil soles una propuesta que no 
oonocian, y no lo hicieron sino al siguiente dia de apro- 
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bado el contrato de París, cuando los señores consigna- 
tarios se ' habían ya retirado de la escena, y cuando no 
era ya posible admitir proposiciones, aun en el absurdo 
supuesto de- que en cualquier negocio y menos en los de 
esta especie, pudieran aceptarse propuestas como la de 
los demandantes. 

Quede pues, establecido, que á la concurrencia de que 
ha surgido el contrato Dreyfus, han sido llamados y ad- 
mitidos los nacionales; que á nacionales también ha sido 
adjudicado el contrato, y qué, si los primeros no fueron 
preferidos, fué solo porque su propuesta era inferior & 
la de estos últimos. 

Pero no: la pretensión de los demandantes iba y vá 
ahora mismo mas lejos. Lo que se buscaba no era la leal 
concurrencia del que espera triunfar, no ya mejorando, 
sino equiparando, al menos, la propuesta agena, con la 
inmensa ventaja de ser preferido en identidad de cir- 
cunstancias; lo que se buscaba era el derecho de no ha- 
cer ninguna concesión en favor del país que no fuese 
indispensable para triunfar; lo que se buscaba, lo diré 
en unja palabra, era el derecho de perpetuar la antigua 
posesión del negocio con todas sus consecuencias, bur- 
lando la competencia que el Oobierno habia obtenido, y, 
lo que es muy grave, haciéndola imposible en ade- 
lante. 

Cómo! sin reñir con toda justicia y con toda conve- 
niencia nacional ¿habría sido posible consentir ni por un 
momento en tan temeraria pretensión? 

¿Cuál habría sido, cuál seria en todo tiempo la res- 
puesta del negociante extrangero á quien se le dijese: — 
Discutamos y ajustemos un contrato con las últijínas 
concesiones que os sea posible: pero tened entendido que 
los negociantes del Perú gozan del derecho, cuando vean 
vuestro contrató de tomarlo para sí, lo encuentran ven- 
tajoso; si no lo es, os lo dejará cumplir sin inquietaros 
en lo menor, y tendréis que soportarlo y os lo haremos 
ejecutar? 

Si se estableciese hoy, como lo quieren los demandan- 
tes, tan fatal y monstruoso preeedente ¿cuál seria en 
adelante la suerte de la República? ¿quién consentiría 



en tratar con ella? ¿qué recurso nos quedaría abierto 
contra el inevitable monopolio de nuestros negociantes, 
seguros de un privilegio exclusivo para negociar con el 
Estado; de un privilegio cuyas consecuencias ha palpado 
el país y que pernos sufrido especialmente aquellos á 
quienes nos ha cabido la angustiosa tarea de pedir pres- 
tado para viviry luchando en vano por una concesión que 
no teníamos medios de arrancar? Para proceder como lo 
ha hecho el jGrobierno en este punto, no se necesitan ni 
autorizacipúes, ni facultades extraordinarias: las atribu* 
ciones^^as comunes y ordinarias del que gobierna; la 
previsión mas vulgar del que tiene á su cargo la salud 
pública; el sentimiento de la patria; la conciencia de lo 
recto y de lo justo le señalaban este camino. 

Quien compare la desesperada situación de ayer y la 
propicia á que hemos vencido, no podrá menos de asom- 
brarse y de bendecir los beneficios de tan saludable con- 
currencia, y sin embargo, esa concurrencia quedaría 
cerrada para siempre, y, junto con nuestro crédito como 
Estado, muerta toda esperanza para lo futuro, una vez 
satisfecha la pretensión de los demandantes. No: el Go- 
bierno no habria consentido, no consentirá en ella jamás; 
y cumpliendo sus deberes ordinarios, y desempeñando 
de extraordinaria misión que se le ha encomendado, no 
trepida en declarar su inquebrantable resolución de no 
dar acceso á injustificables pretensiones que llevan con- 
sigo la ofensa de la justicia y de los intereses públicos. 

Por fortuna, su acción será prevenida en este punto 
por el primer Tribunal de la República, á cuya prover- 
bial y respetada justificación toca ahora cerrar las barras 
de su audiencia á tan infundada querella, sobresellendo 
é inhibiéndose en el conocimiento entero de este negocio, 
que, como la habrá comprendido á primera vista, no es 
ni puede ser de su competencia: con tanta indyor razón, 
cuanto que emana de un expreso mandato de la ley, 
cumplido por el Gobierno en uso de autorización extror- 
dinaria y especial para el objeto. 

Nada seria mas grato, ciertamente al Gobierno que 
poder confiar á la severidad é ilustración de los vene- 
rables miembros de ese Supremo Tribunal y Vajo, todos 
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Bus aspectos, el examen de un asunto en que tanto se 
han consultado la ley, el derecho ageno y los intereses 
públicos; buena prueba de ello es este informe. Nada 
seria en él, sin embargo, mas grave. La incolumidad de 
la ley: el respeto que debe á la acción propia de cada 
uno de los poderes públicos: el mantenimiento del orden 
constitucional en toda su plenitud, que es la primera y 
mas sagrada de sus obligaciones: los principios mas altos 
y mas claros de administración y de gobierno: el inque- 
brantable respeto que debe á sus propios actos y en cu- 
ya inamobilidad y firmeza reposan el bienestar, el crédito 
y la dignidad del país, todo seria juntamente sacrificado, 
si consintiese en someter á agena decisión, por respeta- 
ble que ella fuese, su propia decisión, bajo cualquier as- 
pecto que se la considere. 

La Corte Suprema de Justicia estará de perfecto 
acuerdo con el Gobierno en este punto: y no podria du- 
darlo, si aparte de todo lo expuesto, tuviese solamente 
en cuenta la naturaleza del asunto que se ventila. 

El Gobierno en su marcha puede cometer dos géneros 
de infracciones de la ley, y lastimar dos clases de inte- 
reses y de derechos esencialmente diferentes; correspon- 
den los primeros al ¿rden político; los segundos están 
comprendidos en el orden civil. Para uno y otros hay 
establecidos procedimientos diferentes y tribunales di- 
versos, que lo sustancien y fallen; y no necesito afirmar 
que solo de los segundos toca entender al Poder Judi- 
cial, no pudiendo ser sometidos á él los primeros sino 
por el Poder Legislativo, único á quien compete decidir 
á cerca de su infracción y de la responsabilidad que ella 
impone. 

Jamás, ciertamente, puede darse una infracción de la 
ley política que en alguna manera no toque el derecho 
de los ciudadanos: la jurisdicción del Supremo Tribunal 
de Justicia está, si^ embargo, limitada por las leyes á 
objetos muy especiales: éste no podria extenderla mas 
allá, aún supuesta terminante infracción de lasJeyes, 
sin destruir por entero la indispensable independencia 
de los poderes públicos, sin desnaturalizar la función 
propia de los Tribunales, constituyéndólbí en poder ad- 
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ininistrativo, con derecho de revíéár y anular Ía8 íésolu- 
ciones del Poder que gobierna; y la Suprema Corte de 
Justicia del Perú jamás consentiría en establecer tamaña 
descomposición y desorden, tan abierta violación del es- 
píritu y de la letra de la Carta fundamental. 

En ningún caso es, ahora, tan sensible é hiriente todo 
esto, como en el presente. Para que pudiera darse pre- 
texto siquiera en los querellantes de acción contra el 
Gobierno, y de acción sostenible ante los Tribunales, 
seria necesario que la decisión de que reclaman, hubiera 
aunque lejanamente afectado su derecho como individuos: 
que solo como tales tienen ellos representación y pueden 
demandar el cumplimiento de la ley, que suponen vio- 
lada. Pero, mirada bajo este aspecto, su pretensión lle- 
garía á ser temeraria y absurda. 

La demanda y la competencia de la Suprema Corte 
de Justicia se fundan en que los querellantes han sidtr 
despojados de la posesión de que gozaban; y la «pose- 
sión (según la definición de nuestro Código) la tenencia 
6 goce de una cosa ó de un derecho, Oon el ánimo de 
conservarlo para sí;» y, por lo mismo, la posesión supo- 
ne en el que la goza, la aprehensión corporal 6 legal de 
alguna cosa 6 derecho, del cual están excluidos los 
demás. 

Ahora bien, suponiendo la subsistencia legal de dere- 
cho de preferencia acordado á los nacionales, con lo de- 
mas que sea necesario conceder, y que he negado, es 
incuestionable que no son los querellantes el sujeto de 
este pretendido derecho; que no lo gozaban con el ánimo 
de conservarlo para sí; que de ¿1 no podian excluir á los 
demás. Sí tal derecho existiese, no seria ciertamente en 
uno 6 algunos de los ciudadanos, sino en todos ellos; y 
por consiguiente, solo el país entero, por el órgano de 
sus representantes, podría reclamar su satisfacción, y 
por eso su desconocimiento, si lo hubiese, constituiría 
una responsabilidad puramente política, justiciable solo 
por el Poder Legislativo; y por eso es desatinada la pre- 
tensión de someterla al conocimiento de la Corte Supre- 
ma. No insiatiró mas sobre este punto. 

Creo haber dejado dólidamente establecido: 1? que no 
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existe el precepto legal que obligue al Gobierno á dar la 
preferencia á los nacionales en contratos como el que 
acaba de celebrar: 2? que, supuesta su existencia, y sin 
reconocerla, habria caducada ante la resolución legisla- 
tiva de 25 de Enero: 3^ que, concediéndolo todo, el Go- 
bieru',» no lo ha violado: 4^ que no puede ser entendida 
con la extensión que se pretende: 5^ que en todo caso, 
no puede ser reclamada su observancia por los deman- 
dantes, ni menos ante los Tribunales de Justicia; j 6° 
que, el Gobierno ha hecho ^ un inmenso y positivo bien 
al país, libertándolo de una inevitable bancarrota y sis- 
temando acertadamente su hacienda, en condiciones su- 
periores á toda promesa. 

Yo terminaré, por fin, este informe, recordando por 
ultima vez, que el Gobierno se halla investido de una 
autorización legislativa especial y extraordinaria, ante 
la que no tienen valor alguno cuantas disposiciones j 
derechos pudieran invocarse en contrario; autorización 
de cuyo conocimiento ha sido terminantemente inhibida 
la misma Comisión Permanente del Cuerpo Legislativo; 
de cuyo uso solo el Gobierno es ahora, por 'consiguiente, 
el Juez, y autorización de la que solo tiene que dar 
cuenta, y la dará complacido, al país, representado por 
sus legisladores. 

Con la conciencia clara de haber obrado teniendo solo 
en mira el bien del país; seguro de haberlo alcanzado, y 
apoyado en expreso mandato legal, que ha cumplido en 
su espíritu, en su letra y en toda su plenitud. El Go- 
bierno está firmemente resuelto á mantener su decisión 
y á llevarla á cabo, sin detenerse por obstáculo de nin- 
guna especie. Este es su deber, y lo cumplirá. 

La Suprema Corte de Justicia, cuya severa imparcia- 
lidad é ilustrada justificación, han sido tantas veces de- 
mostradas, contribuirá también en esta ocasión, el 
Gobierno no lo duda, á mantener incólume la ley y las 
conveniencias públicas, inhibiéndose y sobresellendo en 
el conocimiento. entero del negocio indebidamente lleva- 
do á su conocimiento por los querellantes. 

Dios guarde á US.— (Rubricado por S. E. y firmado) 

Nicolás de Pibrola. 
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Este informe fué pasado en vista al señor Fis- 
cal de la Excma. Cortó Suprema, cuyo magistrado 
expidió el siguiente dictamen* 

ExcMO. seSor: 

Interpuesta por los capitalÍ9tas nacionales, represen- 
tados por el procurador Zenteno, la querella de f. 6 
considerándose desposeídos gubernativamente del dere- 
cho de preferencia en contratos sobre expendio de gua^ 
no, al ceiebrarse en 17 de Agosto último con Dreyfus, 
Hermanos y C^, de Paris, el de venta de dos millones de 
toneladas, pidió Y. E. informe al señor Ministro de 
Hacienda, quien ha expedido el de f. 11 á 31. 

En ese informe, «resuelto el gobierno á mantener su 
a decisión y Ilwarla á cabo sin detenerse en obstáculo de 
(T ninguna especie,» se declina en lo absoluto de la juris- 
dicción de y. E., para que sobresea y se inhiba del 
conocimiento entero de este negocio, porque el gobierno 
ha procedido con autorizaciones ilimitadast de cuyo 
ejercicio á nadie mas que al Congreso debe dar cuenta; 
porque no existe ni conviene el derecho de preferencia 
en favor de los hijos del pais; porque tal derecho no po- 
dría dar acción ni ser materia de que conociese el Poder 
Judicial; porque, en libre y ofrecida concurrencia, han 
intervenido los nacionales que han querido contratar, 
pero sin aproximarse ninguna propuesta suya á las ven- 
tajas admitidas; porque los actos administr^itivos y las 
decisiones del gobierno no están sujetos á que el roder 
Judicial los revise y anule; porque, en fin, el primer tri- 
bunal de la República no establecerá tamaña descompo- 
sición y desorden y tan abierta violación del espíritu y 
letra de la Carta fundamental. 

Son tan graves, delicadas y trascendentales, por su 
naturaleza y por su forma, las cuestiones complicadas 
en este negocio, que se hace preciso examinarlas, á fin 
de que no se interrumpa la armonía constitucional entre 
los altos poderes del Estado, no se pertube el ejercicio 
de sus respectivas atribuciones y no se comprometan 6 
dafien cuantiosos intereses fiscales 



^80 — 

«Autorizado el Poder Ejecutivo ( por la ley de 25 de 
Enero último ) para que procure los fondos necesarios, 
á fin de salvar el déficit que resulta en, el presupuesto 
general de la Nación, que debe rejir en el presente bie- 
nio, dándose cuenta al Congreso:» sabido por el presu- 
puesto redactado en 31 de Marzo, que ese déficit ascen- 
dia á 16.838,790 $; y que para cubrirlo, se destinaba 
(cel valor resultante de los bonos de 65 depositados para 
cambiar bonos de 62: la existencia de lo reservado en 
Europa para obras públicas: los bonos existentes de 
las reserva» que se hicieron en 65 para pagar libramien- 
tos en garantía de a,delantos, y la dicha autorización 
concedida al Poder Ejecutivo»; se celebró por el Supre- 
mo Gobierno con Dreyfus Hermanos y C^, de París, el 
mencionado contrato, con el cual está satisfecho de ¿aber 
llenado el déficit del presupuesto del Ij^enio corriente, 
evitádolo en los venideros y cumplido sus promesas, 
mediante ventajosas estipulaciones. 

Estas estipulaciones que constituyen el contrato, en 
todos sus efectos fiscales no dependen de que sea ésta 6 
aquella la persona del contratista 6 comprador. Lo con- 
tratado es y llena, según el propio señor Ministro, el 
objeto de la autorización que consiste en procurar los 
fondos necesarios dfin de salvar el déficit. Si estos fon- 
dos se aumentan todavía mas, sobre las mismas bases, 
sobre el mismo sistema y sobre la misma cantidad de 
guano, natural es que el Gobierno llegue á ver contento 
la fecundidad de su obra, como el Congreso verá la efi- 
cacia de su autorización. 

A este respecto, no cabe duda ni disputa en que son 
deseables y admisibles cuentas mejoras se puedan alcan- 
zar por medios lícitos y recto procedimiento. En la Ad- 
ministración de la cosa pública, el aceptarlas es ademas 
un rigut oso deber. Hasta ahora los mejoramientos que 
aparecen en rebajas y adehalas, exeden de tres millones 
de soles, y no se presentan con carácter definitivo, sino 
como bases para seguir aumentando los beneficios del 
Tesoro. 

Lo único que dá verdadero motivo al pleito, es la per- 
sona del comprador, si deba ser la casa francesa 6 los 
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oapitalistas nacionales, suponiendo én todos probidad y 
responsabilidad; cualidades que, sin mengua del pais, 
no son controvertibles qn los Ga{)italistas, asi como no se 
.cuestionan las de la casa francesa. 

Ni en el Congreso ni en el Gobierno ha habido jamás la 
intención, aun remota, de contratar mas bien con los ex- 
trangeros que con los nacionales. (cSin amores, sin odios, 
« ( ha dicho el señor Ministro de Hacienda en su informe,) 
« superior á toda preocupación y á todo interés, se ha 
« buscado solo lo mejor y mas provechoso para el pais 
« con la severa tranquilidad del que gobierna». La auto- 
rización del Congreso se contrajo solo al objeto real de 
procurar loa fondos necesarios dfin de salvar el déficit. 
No han consistido, pues, los intereses del ñsco ni las 
miras de los poderes Legislativo y Ejecutivo, en que 
fueran compradores los naturales ó los extraños. 

Este punto ( la persona del comprador,) con cuya de- 
signación no se menoscaba la autorización, la autoridad, 
ni el contrato, es lo único sin embargo que dá origen al 
pleito; porque los hijos del pais, invocando el derecho 
de preferencia en contratos ae expendio de guano, quie- 
ren para sí la quinta parte de los provechos que el con- 
trato pueda dejar á Dreyfus Hermanos y C^, de Paris, y 
quieren las otras cuatro quintas partes para los demás 
peruanos que quieran suscribirse. Y no quieren íntegros 
todos estos provechos; de ellos participan al Erario mas 
de tres millones de soles. Por manera, que la pretensión 
de los nacionales, si modifica el contrato, es tan solo 
acrecentando considerablemente los derechos fiscales 
estipulados en él. 

Si es justa esa pretensión, lo decidirá Y. E. cuando 
pronuncie su fallo. 

Entre tanto, y como el señor Ministro de Hacienda, 
harto de las amarguras que le han hecho saborear las 
consignaciones de guano en las mayores angustias del 
tesoro, se espresa sentidamente y teme las consecuencias 
para la fé del Gobierno y para los recursos del crédito, 
comparando al intento la inflictiva situación de ayer con 
la abundancia de propuestas ventajosas que hoy apare^ 
cen, por fruto de su acción inteligente y previsora: como 
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el fiscal ( cuando los gobiernos han querido saber su 
dictamen) ha sido siempre, aunque sin buen éxito, se- 
vero también con los consignatarios en los mas graves 
negocios, ya de contabilidad, ya de intereses y amorti- 
zación de adelantos, ya de igualación de favores, ya de 
empréstitos, etc.; preciso es advertir que este ministerio 
no ve ahora ni puede ver & las oompañias eonsignatarias, 
en los capitalistas nacionales que invocan el derecho de 
preferencia. 

Los capitalistas nacionales directa y personalmente 
empresarios en el nuevo expendio de dos millones de 
toneladas de guano, y dando sobre su responsabilidad 
80 p.0;0 de acciones para ser colocadas en el país, for- 
man claramente una sociedad colectiva esclusivamente 
peruana bajo todos aspectos, en todos sus desenvolvi- 
mientos, y para todos sus resultados. No son, ni deben 
confundirse con lascompañias de las consignaciones, cu- 
yos intereses, sistema y medios son distintos, y están 
por sus respectivas conveniencias en manifiesto antago- 
nismo con los nuevamente creados. De esas compafíias 
no quedará mas que su historia. 

La actual empresa de peruanos y para peruanos, es 
una institución nueva en que se emplean y acrecentarán 
capitales peruanos; se dará lugar á la creación y al em- 
pleo reproductivo de otros capitales, formando todos 
parte de la riqueza nacional. 

Si estas consideraciones traen á la memoria los fines 
que .se propaso el Congreso de 1849 al establecer para 
los hijos del país, en las contratas sobre expendio de 
guano, el derecho de preferencia que han sostenido los 
Congresos posteriores; hay precedentes muy significati- 
vos que demuestran no ser indiferente, para las conve- 
niencias del país, la observancia de la ley protectora de 
los nacionales. Centenares de millones de pesos, en va- 
lores de guano nacional han pasado por las manos á% las 
consignaciones Gibbs. Estos han quedado opulentos en 
Londres; y de esa opulencia nó se ha formado en el Pe- 
rú la pobre fortuna de un aldeano. 

Siendo el guano producto esclusivo del Perú y nece- 
sario el consumo anual de mas de medio millón de tone* 
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ladas en los grandes mercados del mundo, forzosa será 
la concurrencia para encargarse del expendio, en razón 
de la inmensa utilidad de la negociación, y de la mejor 
colocación de capitales. L03 abundantes de Europa or- 
dinariamente producen 3 ó 4 p.O^Q al año, y concurrirán 
con facilidad y con ventaja sobre los nacionales en busca 
de múltiples ganancias, aseguradas con prenda en mano 
para la venta y reembolso. Puede, pues, se dijo en el 
Congreso de 1849, expenderse el guano sin crecidos gas- 
tos, y darse á los nacionales, para que no sean exclui- 
dos, el derecho de preferencia como medio de equilibrar 
la ventajosa posición natural de los capitalistas extran- 
jeros. De ahí nació la resolución lejislativa de 6 de No- 
viembre de 1849, en la cual, dejando aprobado un con* 
trato anterior, se eotablecieron las reglas que debian se- 
guirse en el futuro expendio; 6 saber, convocatoria, pa- 
ra que fuesen conocidas la oportunidad y las bases del 
concurso y preferencia siempre á los hijos del país. 

De las circunstancias en que se sancionó, de su pro- 
pio contexto y de su naturaleza y objeto, aparece que 
dicha ley no se destinó para un caso particular, sino que 
se ordenó en general el procedimiento para contratar el 
expendio, desde que terminase el contrato anterior. Por 
eso se vé, que la disposición comienza con la regla, y que 
solo como advertencia incidental, está la frase concluida 
la presente. 

En la convocatoria oficial, con plazo de cien dias, pu- 
blicada en 12 de Mayo de 1860, sabiendo el • Gobierno 
que esa resolución lejislativa era ley permanente, dijo : 
« En cumplimiento de la ley de 10 de Noviembre de 
1849, que se reimprime á continuación, ha determinado: 

se anuncie que previniéndose que 

e^ igualdad de circunstancias, tendrán la preferencia 
los hijos del país, conforme á la citada ley. » 

Hasta entonces se usaba, pero no estaba determinada- 
mente proscripto, el requisito de ser sometidos los con- 
tratos de expendio de guano á la aprobación del Con- 
greso. Lo creyó necesario el que se reunió en ese año 
♦ oOy dio la resolución lejislativa de 27 de Agosto. Aun- 
que ella/u^ dcida con motivo (fe la úUima coíwooatoria 



— S4 — 

para eoTigiffnaeioneSj sn parte dispositíva, enteramente 
absolata en su tenor y separada en su forma, demuestra 
que es una lej permanente; pues por el articulo 1^ s« 
manda : r/ue los cotiíratos que el GMñemo celebre peora la 
carmffnaeíon degaano^ ó sobre otro medio mas ventajoso 
de expenderlo^ se hagan con sujeción á las prevenciones 
que contiene la resolución lejislativa de 1849, y por el 
artículo 2*? que, celebrados dichos contratos (ios mencio- 
nados en el artículo 1^) se sometan á la aprobación del 
Congreso, etc. Si se hubiese lejislado para el caso parti- 
cular de las consignaciones, por hacerse pero ya convo- 
cadas, no habría dicho el artículo 1? sujetándose d las 
Í revendones (en plural) de la resolución lejislativa de 
849, supuesto que esas prevenciones eran únicamente 
dos, la convocatoria ¡/ la preferencia, y de ellas la convo- 
catoria estaba ya hecha, y cumplido su plazo : si se hu- 
biese lejislado no mas que para las consignaciones con- 
vocadas, no se habrian tampoco comprendido genérica- 
mente los contratos sobre otro modo de expenderlo. Las 
disposiciones de esa ley que abrazaron para todo tiempo 
los diferentes medios de expender el guano, no pudieron 
pues referirse únicamente alas consignaciones convoca- 
das, que dieron la ocasión de lejislar. 

Porque eran leyes permanentes las resoluciones lejis- 
lativas de Noviembre de 1849 y Agosto de 1860, por 
eso se mandó en la resolución lejislativa de 14 de Fe- 
brero de 1861, que se insertasen en las contratas que de 
todas las consignaciones se celebraron en 1860. No se li- 
mitó el articulo 1^ de esa nueva resolución lejislativa á 
solamente aprobar las contratas, con las modificaciones 
2^ y 8^ relativas á plazos y goces; dedicósecon singula- 
ridad la 19 modificación, á ordenar que se insertasen 
en las contratas, las dichas resoluciones lejislativas 
de 49 y 60. 

Si estas leyes hubiesen sido determinaciones transito- 
rias, á que se sujetaba por entonces la celebración de 
esas contratas, inútil habría sido su insefsioú, y estrava-* 
gante el ordenarla; porque : 1^ constaba de las mismas 
contratas hechas, que la convocatoria, con calidad de dar 
siempre la preferencia á hijos del país, la adjudicación 
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ie las consignaciones á los consignatarios, j el someti- 
miento de las contratas á la aprobación del Congreso, 
todo estaba practicado desde el año anterior, con expre- 
sa referencia y con arreglo á las disposiciones de 1849 y 
1860; y 2^, porque la aprobación lejislativa, que era el 
último requisito, lo llenaba el Congreso preciadamente con 
esa resolución que expedia en 14 de Febrero de 1861, 
única que se debería agregar. Se mandó la insersion, 
por una solemne modificación legislativa, para que cons- 
tase de los mismos títulos de las consignaciones, cuales 
eran las reglas y formalidades esenciales y permanentes 
que regian en la república y se habian observado en esas 
contratas, y que, concluidas las presenteity regirian y se 
observarian también. 

En 25 de Setiembre ie 1 862, celebró el Gobierno con 
las casas de J. Ilomberg y C^ de Paris, y J. Thomspon 
T. Bonard y C^ de Londres, el contrato de conbignacion 
de guano para España, con un empréstito de ¿£180,000 
y un adelanto de 600,000 $. Dos dias después, los re- 
presentantes dejas casas contratistas, convencidos de la 
justicia con que el Gobierno deseaba salvar el derecho 
de preferencia de los nacionales, ratificaron por escrito 
lo que habian dicho verbalmente, y dirigieron al Señor 
Ministro de Hacienda, con fecha 27 de Setiembre, la si" 
guiente carta oficial: 
«Sr. Ministro: 

« Siguiendo vuestro deseo, os confirmamos que esta- 
mos de acuerdo con el Gobierno en que haga publicar 
las condiciones bajo las cuales la consignación de guano 
en España, nos ha sido concedida, invitando á loa hijoi 
del país á hacer proposiciones mas ventajosas, y hacer . 
por este medio efectiva la preferencia de que gozan se* 
gun la ley^ los nacionales, relativamente á contratas de 
consignación de guano. » 

El Gobierno mandó publicar el correspondiente Aviso 
Oficial^ y se publicó el l°de Octubre, refiriendo las prin- 
cipales bases del contrato y concluyendo con estas pala^ 
bras : «r se publica esta prevención para hacer efectiva 
« la preferencia que la ley acuerda álos nacionales, quie*' 
« nes podrán dirigir sus propuestas al Señor Ministro 
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« de Hacienda hasta el 20 del presente.— Octubre 1^ 
« de 1862. )) f * 

Zaracondegui y Ca y otras casas del comercio nacio- 
nal, pidieron al Gobierno en 1 8 de ese mes, aubrogarae 
á las casas de Londres y París en el contrato de 25 de 
Setiembre, aceptando sus bases, aumentando con 
500,000 $ los adelantos y proponiendo otras cláusulas 
que no desmejoraban el contrato: y el Gobierno decla- 
ró por decreto de 20 del propio Octubre, subrogadas las 
casas del comercio nacional á las extranjeras y mandó 
devolver á éstas las cantidades que habían entregado 
en tesorería. 

No era, pues, dudoso en 1862 para el (Jobierno ni pa- 
ra las respetables casas de París y Londres, que exis- 
tían vij entes y debían cumplirse las leyea que concedían 
á los nacionales el derecho de preferencia, en contratos 
sobre expendio de guano. 

Los Señores Diputados Echenique y Lavalle, presenta- 
ron en su Cámara y se aprobó inmediatamente, en 30 de 
Setiembre de 1864, una proposición que tuvo por objeto 
pedir al Ejecutivo los contratos que para la venta de 
guano hubiese celebrado y los de proroga que hubiese 
estipulado. Los fundamentos escritos en esa proposición 
son los siguientes: « Las resoluciones lejislativas de 10 
de Noviembre de 1849 y 24 de Agosto de 1860, dispo- 
nen que los contratos para la consignación y venta de 
guano en los diversos mercados del mundo, se hagan 
provocando propuestas al efecto y que, ce- 
lebrados que sean esos contratos, se sometan al Congre- 
so para su aprobación El Poder Ejecutivo ha 

. celebrado y prorogado diversos contratos para la venta 
y consignación de guano, los cuales no han sido remiti- 
dos al Congreso, como debían serlo, en cumplimiento de 
las resoluciones dictadas; y para que aquel cuerpo pue- 
da ejercer las facultades que éstas le señalan! pre- 
sentan la siguiente proposición. » 

Por resultado foial, se dio la resolución lejíslativa 
de 12 de Diciembre de 1864, cuyo tenor es: «El Con- 
ff greso de la República atendiendo á que en los, contra- 
er tos de consignación de guano celebrados de^pueu de la 
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•r eUnuura del Congreso de 1862^ no se han cumplido 
ic las preeeripciones de las leyes de la materia^ ha desa- 
<r probado diehos contratos, en ejercicio del derecho que 
ff se reservó en el artículo 2? de la resolución lejislati* 
ff va de 24 de Agosto de 1860. » 

Se vé pues que, por esta resolución lejislativa, se de< 
clararon expresamente leyes de la materia, sobre expen- 
dio de guano, las resoluciones lejislativas de 1849 y 
1860, cuyo cumplimiento exijieron originariamente los 
señores Diputados, y que si no se mencionó determina- 
damente el derecho de preferencia concedido á los hijos 
del país, fué solo porque no tratándose de ese punto, si- 
no de la falta de aprobación del Congreso, no habia ob- 
jeto especial para citar el artículo 1^ de la ley de 1860, 
que mandó guardar las prescripciones de convocatoria 
y preferencia ordenadas por la ley de 1849; y la habia 
únicamente para recordar el artículo 29 que se contrae á 
la aprobación. Quedó, por consiguiente, declarado que 
la convocatoria, la preferencia y la aprobación lejislati- 
va, eran las prescripciones de las leyes de la materia que 
debieron cumplirse. 

Tan cierto es, por otra parte, que las mencionadas 
leyes de la materia comprendian todos los contratos so- 
bre expendio de guano, que en las escrituras celebradas 
en 10 y 17 de Setiembre de 1864, sobre diversas ventas 
de ese abono para la China y para Cuba y Puerto Rico, 
se previno que a conforme d lo dispuesta por la ley de 27 
« de Agosto, publicada en 3 de Setiembre de 1860, se 
(c someterian á la deliberación del Congreso sin cuya 
<f aprobación no quedarían perfeccionados. » 

No es necesario detenerse en distinguir las leyes de 
las resoluciones: aquellas se dan para objetos generales, 
éstas para cualquier ramo especial. Muchas veces se ha 
dado indistintamente á los actos lejislativos los nombres 
de leyes ó resoluciones, sin dejar de ser incuestionable la 
obligación de obedecer y cumplir su contenido, cualquie- 
ra'que sea eí nombre con que se expidan. 

Todos los actos, decretos y leyes anteriores y poste- 
riores á la constitución de 1860, demuestran, pues, que 
ni los. particulares, peruanos y extrangeros, ni los Qo- 
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biernos, ni los Congresos, nadie ha oreido 6 sospechado 
siquiera, que hubiese incompatibilidad entre el derecho 
de preferencia en contratos sobre expendio de guano, 
concedido á los hijos del país desde la ley de 6 de No- 
viembre de 1849 y el siguiente artículo constitucional : 
<c 23. Las leyes protegen y obligan igualmente á todos: 
«f podrán establecerse leyes especiales, porque lo requie- 
(T ra la naturaleza de los objetos, pero no solo por la di* 
« ferenciá de personas. » 

Este artículo 32 es literalmente el que ere 31 de la 
Constitución de 1856. Cuando esta rejia, fué cuando el 
Congreso dio la ley de 27 de Agosto de 1860, en cuyo 
artículo 1° se reiteró la de 6 de Noviembre de 1849, su- 
jetando los contrato» sobre expendio de guano, á las 
reglas de convocatoria y de preferencia siempre á los hi- 
los del país. Los lejisladores de 1860, que asi procedie- 
ron, vijente el artículo 31 de la Constitución de 1856, 
fueron los que trasla lanm, días después, ese artículo 
al 32 de la Constitución de 1860, y fueron también los 
mismos que posteriormente, en la resolución lejíslativa 
de 14 de Febrero de 1861, mandaron insertar en lai con- 
tratas las dos leyes de 49 y 60. 

Si hubiera alguna duda, que no hay, sobre la inteli- 
gencia de este artículo constitucional, resultaría que, 
por interpretación auténtica del mismo Congreso, está 
esplicado que no hay incompatibilidad entre el citado ar- 
tículo constitucional y las leyes que establecieron y pro- 
tejieron el derecho de preferencia de los hijos del país, 
en contratos sobre expendio de guano. 

En el artículo constitucional, nO se ha hecho tampo* 
co igualación de nicionales y extrangeros en el goce de 
los derechos civiles. Necesario es demostrarlo, aunque 
el artículo es claro, á ñn de que la idea de igualación, 
sostenida en un serio documento oñcial, cómo es el in- 
forme del señor Ministro de Hacienda, no pueda dar lu- 
gar á graves y trascendentales consecuencias. 

tf Las leyes protejen y obligan igualmente á todos: » 
esto no es mas que decir, que todos son iguales ante la 
ey, que todos son igualmente protejidos en sus respec- 
tivos derechos, y que todos están igualmente obligados 
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& cumplir sus respectivos deberes. Si « pueden estable- 
cerse leyes especiales, porque lo requiera la naturaleza 
de los objetos, » no puede haber en la República leyes es- 
peciales « por solo la diferencia de personas. » Con efec- 
to: los diversos derechos que pueden resultar de leyes 
especiales, provendrán de la diversa naturaleza de los 
objetos; pero nó de la sola diferencia de las personas. 
Jamás dará lugar á leyes especiales la mera diferencia 
personal de los individuos; mas las personas podrán te- 
ner distintos derechos si ellos resultan de la diversa natu- 
raleza de los objetos á que se contrajeron las leyes es- 
peciales. El articulo constitucional no ha instituido pues 
la dicha igualación de derechos civiles entre extrangeros 
y nacionales. 

Tal igualacon de derechos civiles no existe en el Pe- 
rú ni en Francia, á cuyo imperio'pertenece la casa Drey- 
fus, Hermanos y C^ 

En Francia: « todo francés (dice el artículo 8^ de su 
« Código Civil) gozará de los derechos civiles, b El ex- 
trangero gozará en Francia (dice el artículo 11) de los 
mismos derechos civiles que están 6 fueren concedidos 
á los franceses por los tratados de la Nación á que el 
extrangero pertenezca. Así es que « no basta, como re- 
« piten unánimemente los expositores del Código fran- 
ff cés, no basta que las leyes de un país extrangero 
(c acuerden ciertos derechos á los franceses para que esos 
(X extrangeros gocen de las mismas ventajas en Francia: 
« es menester que esta reciprocidad de derechos, sea es- 
te tipulada en los tratados; pbrque, de otra suerte, la 
« Francia estaría d discreción de los otros países. Solo pa- 
cí ra heredar y recibir donaciones, no se requiere estipula- 
« cion en tratados, ni reciprocidad alguna, porque la ley 
<f de 14 de Julio de 1819 acordó estos derechos á los 
« extrangeros en Francia, aún cuando no los gocen los 
« franceses en el país del extrangero. » 

En el Perú: « todos los peruanos gozan de los dere- 
chos civiles » (dice el artículo 31 del Código Civil.) Y 
(artículo 33:) «Los extrangeros gozan en el Perú de^to- 
« dos los derechos concernientes á la seguridad de sus 
« personas y de sus bienes y á la libre administración 
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« de estos. » En los tratados coii Francia, qué Gratifi- 
caron en 10 de Diciembre de 1861, no se estipuló la. 
igualación de derechos civiles, ni se concedió ninguno 
que destruyera el derecho de preferencia de los nació* 
nales en contratos sobre expendio de guano. 

Como se ha calificado de monopolio á este derecho de 
preferencia, sin embargo de que, siendo general para to- 
doé los hijos del país, comprende á cuantos pertenecen 
á la República, y como anexo la nacionalidad es contra- 
rio aún á la idea de monopolio, que supone exclusión, 
de los que tienen iguales derechos, para que los goce úni- 
camente alguna persona 6 compañía privilegiada, aúH 
bajo este aspecto de monopolio y privilegio de todos los 
peruanos en su patria; y dado que se arguyera alegando 
que, así como se pactó en el tratado con Cerdeña en 
1854, la no renovación de monopolios, al expirar sus 
términos, sin concederse los mismos favores á los italia- 
nos, así también han de ser admitidos los franceses y 
cuantos extrangeros gocen de los derechos de la Nación 
mas favorecida; debería contestarse que por sej un mo- 
mopolío que no está sujeto á duración determinada, y 
por tratarse de expendio de guano, objeto de la privati- 
va disposición del Estado y de propiedad nacional, é'a 
un monopolio á que no tienen ni pueden tener igual de- 
recho los extrangeros, según la espresa excepción con- 
tenida en el referido tratado con Cerdeña. Toda suposi- 
ción de monopolio de nacionalidad, es peligrosa. — No 
hace diez y seis años qu,e, tachándose como de monopolio 
el derecho esclusivo del Perú en sus guaneras, y califi- 
cándolas de don providencial de que debían gozar perua- 
nos y extranjeros, se pretendió diplomáticamente limitar 
bajo diversas formas, los derechos soberanos de la Repú- 
blica. El señor Ministro de Relaciones Exteriores de 
aquella época, salvó el conflicto restableciendo la verdad 
de los principios. 

Este derecho de preferencia no es, por último, de ca- 
rácter personal, ni se concedió por solo la diferencia de 
personas. Inherente á la nacionalidad común á todo» y 
destinado á fijar en la República la riqueza que resultó 
de las pingües utilidades de un producto esclusivo del 
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Peirú, BU objeto, úttíco y permanente, 6b protejer los in- 
tereses generales, sean quienes fueren los hijos delpais 
que lo ejerciten.' 

En la actualidad, no seria menos positiva la existencia 
dé este derecho, aúnenla hipótesis de que las leyes de 
1849 y 1860 se hubiesen limitado á concederlo transito- 
riamente para casos determinados. 

Si por haberse dicho en ellas « que el Gobierno provo- 
ff que en el mundo una consignación que sea mas econó- 
(c mica, concluida la presente^ 6 el remate por asiento ú 
« otro medio de expender el guano mas provechoso á la 
«r Nación, dando siempre la preferencia á los hijos del 
<r país » se reconoce ser cierto é indudable que, concluida 
la consignación entonces presente^ gozarian los peruanos 
del derecho de preferencia; es indispensable convenir en 
que ahora ha llegado ese caso, conforme á la modifica- 
ción 1? artículo P de la resolución lejislativa de 14 de 
Febrero de 1861. Por esa modificación se mandó inser- 
tar en las consignaciones contratadas en 1860 la misma 
ley de 849 con la misma cláusula ((Concluida la presente;» 
luego, concluidas esas consignaciones, tienen lugar la 
convocatoria y el derecho de preferencia. Y como esas 
consignaciones son las que van á concluir, y para la con- 
clusión de ellas, es la venta de' los dos millones de tonela« 
das, cuyo expendio harán Dreyfus Hermanos y Ca, es 
evidente que, para este contrato, es para el qiíe tienen 
derecho de preferencia los hijos del país, en cumplimien- 
to de la ley especial de 1861, 

Y no se diga que las prórogas de 1864 ó las modifi- 
caciones para restrinjir esas prórogas en 1866, impiden 
el cumplimiento de la ley. Las prórogas se otorgaron 
sin alterar de las contratas, mas que el interés, ei cam- 
bio y la comisión de venta que se aumentaron; y las mo- 
dificaciones se hicieron, previniendo que continuaba la 
consignación bajo las condiciones del contrato primitivo^ 
aprobado por el Congreso de 1861^ sin mas diferencia 
que la del interés y la comioion de venta, que se fijaron. 
Esas prórogas y modificaciones, sobre las mismas con- 
tratas de 1861, y cualesquiera otras que se hubiesen ce- 
lebrado, tío perjudicaban al derecho común de los hijos 

6 
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del pais, ya porque se hicieron, subsistentes las mencio- 
nadas contratas, ya porque no se observaron las forma- 
lidades escenciales, que prescriben las leyes de la mate- 
ria^ insertadas en las escrituras primitivas. 

Los legítimos derechos de tercero no se extinguen por 
actos viciosos y abusivos, cuya nulidad está declarada 
por el Congreso: por lo mismo, no ha pasado todavia el 
caso especial, previsto en la ley, aún en la hipótesis in- 
dicada; y se encuentra hoy vigente y expedito el derecho 
de preferencia de Iqs hijos del país. 

Atendiendo á la naturaleza y al objeto de este dere- 
cho de preferencia, creado por una ley, no es controver- 
tible su conveniencia pública, en la hora de su aplicación. 
Si durante 20 años, en diez Congresos renovados, no se 
ha levantado ninguna voz, ni se ha dirijido iniciativa 
alguna por los Gobiernos sucesivos, ni se ha insinuado 
de otro modo la opinión, solicitando que se derogue la 
ley protectora de la nacionalidad, y por el contrario* ha 
sido tres veces ratificada; error será de la República, 
error venerable, mientras no sea correjido por otra ley, 
haber creido con tan sostenida perseverancia, que les 
convenia manttfyr ese derecho en los hijos del país. 
Sancionada la rey no hay otro medio de impugnar su 
conveniencia, para los encargados de ejecutarla, que el 
de pedir su abolición á los legisladores. Entre tanto, la 
ley debe cumplirse. 

De otro lado, los precedentes manifiestan que con este 
derecho no se perjudica la concurrencia, ni corren ries- 
go los intereses fiscaL?.s. 

En la primera convocatoria universal que, señalando 
el plazo de cien dias, hizo el Gobierno en 12 de Mayo 
de 1860 para contratar las consignaciones de guano, 
después de declarar que procedia en cumplimiento de la 
Uy de 10 de Noviembre de ISIfS^ dijo con entera fran- 
queza: «previniéndose que, en igualdad de circunstan- 
ff cias tendrán la preferencia los k^os del país, conforme 
a día citada ley.a En ese concurso hubo 35 propuestas, 
y varios oficios de observaciones comerciales proceden- 
tes de Nantes y de Amberes; y en ninguna de las pro- 
puestas y comunicaciones extrangeras, ni en los prolijos 
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informes del jurado, que para la apertura y examen de 
las propuestas se instituyó con asistencia del Ministerio 
Fiscal, ni por la imprenta ni de otro modo, nadie hizo 
la menor indicación, ni se insinuó la idea de ser un in- 
conveniente el derecho de preferencia de los hijos del 
país: no hubo retraimiento sino animación sostenida, en 
ventaja de los intereses del Estado, hasta que se pro- 
nunció el Supremo Decreto definitivo de 24 de Octubre, 
y cuyas contratas fueron aprobadas por el Congreso en 
14 de Febrero de 1861. 

Guando por no haberse hecho previa convocatoria se 
ejercitó de otra manera el derecho de preferencia, en 
1862, las casas inglesa y francesa, contratistas de la con- 
signación del guano para España el 25 de Setiembre, no 
estrañaron ni hallaron poco conveniente el derecho de 
los nacionales; reconociéronlo lealmente en su carta del 
27, porque era la preferencia según la ley^ y pidieron la 
fijación de un plazo determinado para el ejercicio de ese 
derecho, lo cual produjo la ventaja de que se duplicase 
por los nacionales los quinientos mil pesos de adelantos. 

Este derecho de los nacionales publicado repetidas 
veces, circulado en Europa por todos los Cónsules pe- 
ruanos con la convocatoria de 1860 y escrito en las le- 
yes que se mandó en 1861 insertar en todas las contra- 
tas, sin esceptuar la de consignación que desde entonces 
tiene hasta ahora la casa de Tomas Lachambre y C^ de 
Paris, donde se halla también establecida la casa de 
Dreyfus Hermanos y C^; no sirvió de obstáculo hacen 
dos meses, á esta casa, actual contratista, para hacer 
propuestas al Gobierno, ni desalentó á las demás que 
presentaron las suyas á los comisionados fiscales en Paris 
para comprar dos millones de toneladas de guano. Los 
mismos comisionados fiscales encargados de recibir en 
Paris las propuestas extrangeras no insinúan siquiera 
que su acción diligente fuese estorbada por la existencia 
del preferente derecho de los peruanos. 

Y sobre todas estas pruebas, aparece en este momento 
otra positiva y palpable, que demuestra las ventajas que 
reporta el fisco de la existencia de este derecho anexo á 
la nacionalidad. Hay, en virtud del mencionado derecho, 



— 44 — 

la perBona del comprador es cueitían para el Hitado de 
mas de tres millones de soUs. 

Si antes no se han conseguido tan copiosos frutos sino 
duros gravámenes para subvenir á los gastos públicos 
mas urgentes, tales gravámenes no han resultado de 
existir el derecho de preferencia de los hijos del país, 
sino de no haberse dado la oportunidad legal de ejecu- 
tarse, en pública y ordenada concurrencia, para la reno- 
vación periódica de los contratos, que ha debido hacerse 
y no se ha hecho; de haberse esperado á la última hora 
de la necesidad para buscar recursos com que satisfacer- 
la; de no haber ejecutado la amortización de los antici- 
pados gastos, deduciéndose únicamente los que corres- 
pondian al guano vendido, en cada vez que se verificaban 
las ventas conforme á la cláusula 11^ de las contratas 
primitivas, ni exijidose el cumplimiento de la cláusula 
199 por la cual las casas consignatarias solo debian 
cargar al Estado el cuatro por ciento de cualesquiera 
anticipaciones que hiciesen, siendo el cambio de cuenta 
del Gobierno; de haberse olvidado que el comercio, no 
es filantropía, ni en parte alguna son filántropos los 
comerciantes en su hora de negocios; y finalmente, de 
no haberse recordado, que el único medio de sacar 
provecho de toda negociación, es difundir el conoci- 
miento de sus ventajas, iniciar su ejecución previsora- 
mente y medir por el punzante estímulo de las ganancias 
que mueve á todo contratista la extensión de las conce- 
sioneis que de él se pueden obtener. 

Bajo todos aspectos, el derecho de preferencia de los 
hijos del país en contratos para expendio de guano, no 
es una cosa fantástica, respecto de la que no fuera po- 
sible el ejercicio de la jurisdicción de la Excma. Corte 
Suprema: es como todos los derechos, una cosa positiva 
aunque llamada incorporal (artículo 454 Código Civil); 
cosa que pertenece por ley terminante á los nacionales; 
que, nacida de la ley, se conserva y está amparada por 
ella, y que por lo mismo existe mientras la ley no sea 
derogada; que, si por incorporal no es susceptible de que 
esté materialmente aprehendida, se posee en realidad 
(artículo 465) y por ministerio de la ley aún mn dicha 
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aprehensión {ñriícnlo 466), lo cual es citasi posesión^ ju- 
rídicamente hablando; que, si de su goce no puede ser 
excluido ningún hijo del país por otro del mismo país, 
porque con igual nacionalidad todos son poseedores le- 
gítimos, éstos pueden excluir á los estraños del derecho 
de preferencia que es solo propio de los nacionales. 

pomo poseedores de una cosa incorporal^ los nacio- 
nales que hayan sufrido despojo 6 cualquiera perturba- 
ción, tienen el derecho de defenderla; peruanos, gozan 
todos de los derechos civiles (artículo 31 del Código Ci- 
vil,) y él de libre y fácil acceso á los Tribunales de Jus- 
ticia para demandar ó defender sus personas, bienes y 
derechos en todas las instancias y grados establecidos 
por las leyes, es un derecho civil que compete universal- 
mente aun á los extrangeros (1^ parte, artículo 3° del 
tratado con Francia y todos los tratados.) 

El poder de administrar justicia, la jurisdicción^ cor- 
responde á los magistrados y jueces (artículo 1° del Có- 
digo de Enjuiciamientos,) porque la justicia se administra 
en la República por los Tribunales y Juzgados (artículo 
124 de la Constitución,) encargados del Poder Judicial, 
que en el ejercicio de este ramo de la soberanía nacional 
es independiente de los poderes legislativo y ejecutivo, 
no pudiendo ninguno de los tres, salir de sus respectivos 
límites constitucionales (artículos 3o y 43 de la Consti- 
titucion y 49 y 26 del Código de Enjuiciamientos.) 

Por administrarse la justicia en el modo y en la forma 
que determinan las leyes (artículo 124 de la Constitu- 
ción,) compete en general á los jueces (artículo 1366 
del Código de Eujuiciamieñtos) conocer de las causas de 
despojo en que se demande la restitución á la posesión 
de alguna cosa de las comprendidas en los artículos 465 
y 466 del Código Civil; esto es, de las cosas y de los de- 
rechos incluidos expresamente en el artículo 465, ó en 
general, de las cosas corporales é incorporales según las 
deiiominan los artículos 454 y 466. Si el despojo se im- 
puta al Supremo Poder Ejecutivo, conoce de la caúsala 
Excma. Corte Suprema, ejercitando la especial atribu-^ 
cion 5^ artículo 18 del Reglamento de Tribunales. 

Consiste el despojo imputado en esta causa al Supre*^ 
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ino Gobierno, en haber celebrado con la casa Dreyíus 
Hermanos y C^ de Paris, el contrato de venta de dos 
millones de toneladas de guano, sin haberse salvado ni 
atendido el derecho de preferencia de los nacionales de- 
mandantes, á pesar de que ellos, con noticia de haber 
recibido el Gobierno de sus agentes en Paris un contrato 
ad referendum, le pidieron desde el 13 de Agosto se in- 
sertase una cláusula para usar de su derecho en el plazo 
que se designase, como lo hizo el Gobierno en 1862; y 
á pesar también de que ofrecieron á primera hora del 
18, aún antes de que fuese publicado el contrato en JEl 
Peruano de esa fecha, doscientos mil soles, mejoiando 
las condiciones en que se subrogaban, y obligándose á 
ceder bajo su propia responsabilidad 80 pGQ de la nego- 
ciación al público. 

A estas alteraciones, mejorando siempre el contrato, 
se ha agregado después por los mismos nacionales la re- 
baja de 25 pOo en la prima, y del 20 pOg en el interés, 
y se dá por adehala al fisco dos millones de soles. 

El señor Ministro de Hacienda, para manifestar que 
los hijos del país, habian tenido bastantes oportunidades 
para usar del derecho de preferencia, que niega, y que 
de ellos y no del Gobierno habla dependido el no igua- 
larse en coadiciones con la casa francesa, refiere: 1^ que 
en Europa los comisionados fiscales invitaron para el 
contrato aun á los nacionales, según lo prueban las pro- 

Euestas de la Compañía Sud Americana establecida en * 
lóhdres: 29 que aquí fueron también invitados por el 
señor Ministro de Hacienda los consignatarios: 3? que 
dos de los demandantes firmaron las propuestas de la 
Gompañia Sud Americana y de las consignaciones: 4^ 
que todos 6 casi todos los demandantes tienen acción en 
consignaciones de guano: y 5^ que de las dos propuestas 
del 18 y 18, la primera solicitando se insertase en el 
contrato una cláusula para usar del derecho de prefe- 
rencia, si les convenia, era una burla, y la segunda ofre- 
ciendo doscientos mil soles y aceptar condiciones que no 
conocían, se hizo tarde y era inadmisible por su propia 
naturaleza. 
Lo que se deduce de todo esto es, diligeocia de parte 
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áe ios comisionados fiscales en los puntos de Europa 
donde estuvieron, buena voluntad del Gobierno en actos 
singulares j de determinadas personas, intervención de 
dos individuos representando especiales derechos ágenos, 
no los propios de nacionales, y manifestaciones positivas 
de algunos peruanos de querer ejercitar su derecho, lo 
que no les fué p'.«sible hacer porque carecieron de reglas 
á que sujetarse, desde que faltó la formal convocatoria 
que debió haber precedido. 

La convocatoria es la citación legal para que, dentro 
del plazo que se fija, sobre las bases que se determinan 
y con las formalidades que se les señala, usen de su de- 
recho todos los hijos del país que quieran y puedan ha- 
cerlo. La citación á personas incierta» y numerosas, 
como lo son las comprendidas bajo el nombre genérico 
hijos del país, se hace por medio de avisos públicos se- 
gún los principios generales consagrados en los articules 
609 y 6i0 del Código de Enjuiciamientos. La citación 
por medio de convocatoria con plazo cierto, es conve- 
niente también por regla general, en las ventas que in- 
teresan al Estado, sea que se verifiquen en la forma or- 
dinaria de remate (inciso 4o artículo 1514 del Código 
Civil) ó sea por medio de propuestas como estaba man- 
dado por el Consejo de Gobierno en el artículo 69 del 
Supremo Decreto de 18 de Noviembre de 1826, antes de 
que se restablecieran por decreto legislativo de 9 de Oc- 
tubre de 1827, las leyes que arreglan los remates. 

Mandada la convocatoria, por las leyes de la materia, 
para proceder á contratos sobre expendio de guano en 
los que se dard siempre la preferencia d los hijos del 
país: conocidas prácticamente las formalidades de esa 
convocatoria por las que realizó el Gobierno en 1860 y 
en 1862 para que pudiese hacerse efectiva la preferen- 
cia que la ley acuerda á los nacionales: aprobadas por 
el Congreso esas formalidades citatorias, desde que fue- 
ron aprobados en 1861 los contratos de 1860 celebrados 
con ellas: ajustados esos procedimientos de citación á las 
leyes generales; resulta que sin citación, bajo de ningu- 
na forma, que hiciera posible á los hijos del país, gozar 
de preferencia en igualdad de circunstancias, se les ha 
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Hermanos y C^ de Paris. 

Si algunos 6 muchos tienen 6 no acciones de consig- 
nación, las cuales circulan como valores del crédito mo- 
biliario, eso no los trasforma en consignatarios, así como 
las noticias con que estos fueron favorecidos y las pro- 
puestas que presentaron, no suplen por la citación gene- 
ral y solemne que debió hacerse á los peruanos en el 
Perú, para poder imputarles la omisión en el ejercicio de 
sus legítimos derechos. 

D0 ser igualmente poseedores del derecho de preferen- 
cia todos los hijos del país, no se deduce que el Poder 
Judicial no deba oir las demandas particulares de los 
que se consideran perjudicados, ni menos que sea el Con- 
greso el único que deba reclamar en favor de todos. 
Cada cual ejercita, 6 reserva ó renuncia su derecho según 
le conviene. Independientes las personas que tienen un 
derecho idéntico, pueden instaurar sus respectivas accio- 
nes individual y colectivamente ante el poder encargado 
de sustanciarlas y resolverlas. El Judicial empleará su 
jurisdicción en el modo y forma que corresponde á cada 
caso particular, y el legislativo deliberará, ya sobre los 
intereses generales, ya sobre la responsabilidad política. 
ííing,uno de los dos poderes se excluye en el ejercicio 
peculiar de sus diferentes atribuciones constitucionales, 
que son demasiado conocidas. 

La pesca es un derecho de na,cionales; mas no po^ ser 
de nacionales, podria decirse que, si se impidiese á al- 
guno ejercitarlo, este no seria el svjeto que tuviese expe- 
pedita su acción .ante loB Tribunales, ^i que los Tribuna- 
les carecian de jurisdicción para administrar justicia en 
ese ca^o, ni mucho menos que «solo el pais entero, por 
ft el órgano de s^us representantes, podria reclaiinar su 
«satisfacción.» 

Cuando la Exorna. Corte Suprema juzga de los despo- 
jos hechas por el Supremo Poder Ejecutivo, y de los 
pleitos que se sucitan sobre contratos celebrados por el Su 
prendo Gobierno ó por sus agentes (atribuciones 4^ y ó^ 
artículo 13 del Reglamento de Tribunales,) está dentro de 
los líinites prescritos por la Constitución (articulo.43,) 
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admimitriiado la lusticyk en el modo y la fama quelM 
leyeci determinan (artículo 124.) 

En imo y otro caso, revisa ciertamente los determina 
dos actos del Gobierno que son objeto del juicio: os 
examina con la pi efunda circunsp^ccion que. requiee 
misión tan delicada, en sus relaciones con las leyes qi^e 
tiene el deber de cump^r, porque no puede ni del^ de^ 
f jar de. apreciarlas, ni juzgar sino por lo dispuesto en 

I ellas: (art. Yin, título preliminar [del Código Civil y 

obligación 11? art. 40 del Código de enjuiciamientos. 
I Sobre estos sólidos fandaxxiLentos, la Corte Supi;ema 

pronuni^ia su sentencia constitucional (art. 123;) y en 
ella» si la acción entablada es de despojo y lo ha habido, 
ma^da la restitución, y si la demanda es de nulidad ó 
rescisión y el contrato ^s anulable ó re^cindible en todo 
ó en parte, lo rescinde ó anula; pero si no hay despojo, 
rechaza la querella, y si no hay justicia para rescindir 6 
anular el contrato^ desecha la demanda. Se contraven* 
dría á la Constitución, se alteraría el orden establecido 
por ella y se comprometerla la mas. importante de. las 
garantías sociales, que, es la libre y expedita administra-* 
ciQn de justicia, si la jurisdicción que exclusivam^te 
compe^ á laExcma.i Corte Suprema, no pudiese, revisan 
y acular, habiendo mérito pajira ello, los detem^na(Íos. 
actps. gUtVernativos sometidos por la ley á su cooüQGÍ- 
miento. 

Lajorisdiccion de la, Excma. Corte Suprema en los 
dos casos iniciados, es la, último sajvagu^jrma que la Be.* 
pública ha establecido, para que se mantengan efectíva* 
miente bajo la protección d^ la ley, los bienes y derechos 
individuales y los bienes y derecnos del Estado. 

A las consideraciones de interés general y de. conve- 
nienpia pública en que se funda 1& veneración que en tp* 
dps los paises organizados se tributa á la potestad de 
juzgan, afianzándose la religiosa observancia de los pre- 
ceptos de. la Constitución, distribuidora de los diversos 
ramos en que se ejercita la soberanía nacional, se agrega 
otara muy digna de discreta ateixpion. La^ d^isiones ju- 
dicialea de la Suprema Corte de un Estadp, manifestan- 
do autorizadamente todo lo qu§ en justici^^,^, corresponde 
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en cada caso cuestíonado, producen moral, legal é ínter* 
nacionalmente, el bien fecundo de poner fin á las con- 
troversias sin exponer el crédito ni la responsabilidad de 
los gobiernos. 

Reconoció la verdad y las ventajas de esta Suprema 
Jurisdicción, el señor Ministro de Hacienda, cuando pre- 
vino en la 3^ instrucción dada á los comisionados fiscales, 
que podria llegar el caso en que los anteriores contra- 
tos de consignación de guano se anulen ó rescindan por 
autoridad judicial: los reconoció también el mismo Gro- 
bierno para el actual contrato Dreyfus Hermanos y C^; 
y e^ta casa contratista se sometió expresamente á la Ju- 
risdiccionn acional para todas las cuestiones que sobre- 
viniesen, cuando se estipuló en el artículo 83 que « to- 
te das las desaveniencias á que diese lugar el presente 
(T contrato, se decidirían por los tribunales de la Repú- 
(r blica. » 

Lejos, pues, de que con el cumplimiento de las leyes, 
ni con las decisiones que con arreglo á ellas pronuncie 
la Excma. Corte Suprema, se lastime el crédito del Go- 
bierno ni se debilite la fé que merece: se mantendrá el je- 
fe del Estado en sii excelsa posesión; no desguarnecerá 
el Poder de la Justicia peruana, atraerá mayor respeto á 
las instituciones de la República y cumplirá con lealtad 
BU palabra esplícitamente empeñada en el contrato, si 
deja libre y expedita la jurisdicción de la Excma. Corte 
Suf)rema, para que decida conforme á sus atribuciones 
permanentes las desavenencias á que ese contrato ha da- 
do lugar, y si cuando se le presenten, en forma de eje- 
cutorias, esas decisiones del primer tribunal del Estado 
dijere « la Constitución en el inciso 8^ artículo 49 pres- 
cribe que el Presidente de la República haga cumplir 
las sentencias de los tribuna^ es\ pues que se cumplan. » 

La independencia del [)oder judicial no es desarmonía 
en el Gobierno, cualquiera que sea su forma: « es el úhi- 
« co medio práctico, según la observación de Fritot, es- 
tf tablecer verdaderamente el orden, la justicia en todas 
« las instituciones, en todas las partes de la organización 
cf y de evitar el yugo y los peligros y lo^ excesos de to- 
«r da clase de despotismo, a 
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Oonoluyendo el fiscal respecto de la declinatoria, en 
virtud délos procedimientos referentes & ella, dice: que 
puede y. E. servirse declarar que tiene espedita su ju- 
risdicción para conocer de la querella de despojo guber- 
nativo interpuesta por los capitalistas nacionales, repre- 
sentados por el procurador Centeno. 

Ureta. 

El Tribunal Supremo pidió mtUosp y habiendo 
solicitado el contratista Dreyfus que se concedie- 
ra la palabra á su abogado para informar á la vis- 
ta de la causa; la Corte, sin embargo de no tener 
personería Dreyfus en este' asunto, accedió por 
equidad á esa solicitud. 

A la audiencia de 17 de Setiembre concurrieron 
pues ambos abogados y tuvo lugar lo siguiente: 

(audiencia del' 17 DE 'setiembre.) 

El señor Pérez. — Excmo. sefior: En la cuestión de 
despojo interpuesta por los capitalistas nacionales con- 
tra el Supremo Gobierno, no es parte el señor Dreyfus; 
sin embargo, su distinguido abogado ha pedido la pala- 
bra, y yo he concurrido al tribunal para tener el honor 
de oirlo y ejercer el derecho de contestar. 

El señor Presidente del Tribunal. — El abogado que 
interpone el recurso tiene la palabra, según el orden es- 
tablecido. 

El sefior Pérez. — Tributo muy alto respeto á V. E. 
pero me permito alegar que en la cuestión de los capitalis- 
tas nacionales, se ventila por ahora la declinatoria de ju- 
risdicción interpuesta por el supremo poder ejecutivo; y 
al pedir la palabra el abogado de la casa de Dreyfus, juz- 
go que venga á sostener la declinatoria de jurisdicción 
que contiene la iniciativa en la palabra. 

El señor Presidente del Tribunal. — ^Ya se ha manifes- 
tado el orden establecido. 

El señor Pérez — Ha resuelto el Supremo Tribunal 
que tengo la iniciativa en la palabra? 
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El sefior Pretidenie. — Está resuelto. 

£1 señor Pérez. — Me someto á la resolución de V* B. 

INFO&MB. 

Exorno. Señor. 

Col el permiso de V. E., señor Presidente, vengo á 
informor, por parte de los capitalistas nacionales» en la 
caestion de jurisdicción promovida por el supremo poder 
ejecutivo al sustanciarse la querella de despojo iniciada 
por los capitalistas nacionales contra ese poder del Esta- 
do, para que se sirva V. E. declarar expedita su juris- 
dicción. 

Vengo á defender una causa nacional y á pediros el 
cumplin^iento de las leyes, la justicia que es la base del 
drden público. 

Sin pasiones, sin odios contra el poder y con recta in- 
tención, vengo á tratar ante los mas respetables jueces 
del país, las altas cuestiones de derecho público, de ad- 
ministración, de derecho civil y político que comprende 
esta interesante contienda. 

Voy á pediros sí una gracia que no me negareis. Re- 
connzco mi insuficiencia para tratar tan elevadas cues- 
tiones, y por lo tanto dejaré vacies en mi defensa. Es- 
pero de vuestra * benevolencia que los llenéis con vues- 
tra ilustración y saber: que, mas que á los abogados, á 
los jueces cumple desatar los lazos que se forman á las 
instituciones, á las libertades y á las leyes. 

Voy á informar con todo el respeto que inspiran el Su- 
premo Poder Ejecutivo, 4 la primera majistratura del 
país, con la mesura y circunspección dignas de una cau- 
sa que comprende los mas sagrados intereses de la Re- 
pública; pero también con la libertad propia de la defen- 
sa y digna de las instituciones que nos rigen. 

Cuando la autoridad del Supremo Tribunal de la Re- 
pública es desconocida, y se le trata no como á un po- 
der público, sino como á una asamblea de notable^ ciu- 
dadanos; cuando las leyes son holladas y sus garantías 
desconocidas; sintiendo el abogado latir el corazón der 
ciudadano, es indispensable toda la calma y todo el re* 
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poso que la libre investigación y la ciencia demandan 
para tratar una cuestión en la cual solo deben tener im- 
perio las leyes y el poder de la justicia, que debe ejer- 
cerse únicamente por los Tribunales de la República, se- 
gún la carta fundamental. 

Entro, Excmo Señor, al debate con temor, con gran 
temor; pero la conciencia que tengo del derecho que de- 
fiendo deja en mi la noble ambición de convenceros de 
la verdad, para pediros la justicia que por las leyes no 
podéis negar. 

Excmo. Sefior. 

En 17 de Agosto del año presente, el Supremo Go- 
bierno aprobó el contrato ad referendum que sus comi- 
sionados fiscales habian celebrado efi Paris con la casa 
Dreyfus Hermanos y C^, en 5 de Julio del presente año 
de 1849. Esta negociación practicada bajo las bases é 
instrucciones dadas por el Ministerio de Hacienda en 
27 de Marzo, solo fué conocida por el país, cuando el 
Gobierno de la República aprobó el contrata con las mo- 
dificaciones de 16 de Agosto y se publicó en el periódico 
oficial. 

No era justo, no era legal que el sistema económico se 
comprometiese, administrándose la hacienda nacional sin 
buscar la luz de publicidad y con ella el apoyo déla opi- 
nión, pero el Ministerio juzgó conveniente ajustar en se- 
creto el contrato Dreyfus, y él es un hecho administra- 
tivo consumado por el Supremo Poder Ejecutivo, cuya 
tüision ha concluido: principia ahora la de V. E., Su- 
premo Tribunal, llamado á juzgar en las cuestiones que 
se han desprendido del contrato de 17 de Agosto y de 
los procedimientos gubernativos.. "^ 

Los capitalistas nacionales á quienes defiendo, ejercie- 
ron el 13 de Agosto el derecho de preferencia, que las 
leyes de 6 de Noviembre de 18-Í9 y 24 de Agosto de 
1860 les conceden, presentándose al Gobierno para que 
en el contrato se pusiese la cláusula especial, de que se- 
riati preferidos los hijos del país, siempre que, dentro 
d^ un término fijo, quisiesen usar del expresado dere- 
cho. El Supremo Gobierno desatendió esta petición, y 
mis defendidos en 18 de Agosto, cuando aun no se h^bia 
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publicado el contrato, presentaron á primera hora una 
petición, subrogándose á los señores Dreyfus y C^ de Pa- 
rís, en el contrato ad referendum de 5 de Julio, j mejo- 
rando sus condiciones. 

Mis defendidos han hecho mas, han ofrecido la rebaja 
de 20 p. Ojo en el interés y 25 Ojq 6n la prima y un me- 
joramiento de 2.000,000 de soles. El Supremo Gobier- 
no ha desconocido y negado todo derecho á mis defen- 
didos. 

Se han visto pues, precisados á traer á este Supremo 
Tribunal dos demandas: querella de despojo contra el 
Supremo Gobierno y demanda de retracto contra Drey- 
fus y C^ de Paris. El Supremo Poder Ejecutivo en el 
informe pedido por V. E. ha negado la jurisdicción al 
Supremo Tribunal. El distinguido abogado de Dreyfus 
entabló á su vez una excepción que la llamó de falta de 
jurisdicción, y después de reconocer en V. E* la facultad 
de juzgar, en su primer escrito, la negó posteriormente 
de una manera absoluta y completa, después de publicado 
el informe del Supremo Poder Ejecutivo. 

Abogados del foro peruano á quienes ha consultado 
el letrado de la casa Dreyfus, niegan á V. E. la jurisdic- 
ción en las consultas absueltas y publicadas en los dia- 
rios de la capital. 

Preciso es pues, Excmo. Señor, que el abogado de los 
capitalistas nacionales, que no ha tenido aun tiempo pa- 
ra dar segunda lectura á esas consultas, haga cuanto 
pueda por cumpler su deber; que no sera una tarea di- 
fícil; porque según la máxima de un célebre lejislador, 
las leyes claras hacen innecesarios á los jurisconsultos. 

Yo voy á consultar la historia y la lejislacion. El de- 
fensor de la casa Dreyfus ha consultado á algunos abo- 
gados: yo á mi vez, Excmo. Señor, consultaré á los le- 
jisladores de mi patria. 

Cuando el Perú, Excmo. Señor, efa colonia de Espa- 
ña; cuando esta nación daba leyes para pueblos con- 
quistados, sometidos á la servidumbre; cuando existia la 
Éeal Audiencia, también los que fueron subditos de los 
reyes de España, el derecho de apelación y de queja an- 
te la Real Audiencia, por los actos gubernativos del vi- 
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í^einato español, que atacaban los ddrechos civiles de 
los 4ue no eran ciudadanos. (Leyes 16 y 35 de Indias, 
título 16, lib. 29) 

Cuando fué necesario que se levantase en el país el 
poder militar para hacer la independencia de la Repú- 
blica, la alta cámara de justicia establecida el año 21, 
por decreto del protectorado del general San Martin; 
tenia las atribuciones de la Real Audiencia y podia ese 
alto Tribunal conocer aun de las quejas contra el Su- 
premo Gobierno cuando sus actos invadian el derecho 
privado. La Constituyente del año 23 creó la Corte Su- 
prema del Perú y*os di6 facultad para conocer aun de 
las causas criminales contra los Ministros de Estado: La 
Constitución vitalicia del año 26, despótica, inspirada 
por la gran ambición del libertador Bolívar, dio á V. E. 
facultad para conocer de las causas criminales contra el 
Vice-Presidente de la República, Secretarios de Estado 
j miembros de las cámaras, cuando el Poder Lejislativo 
decretaba haber lugar á formación de causa. La liberal 
Constitución del año 28 sancionó la independencia del 
poder judicial y concedió á la Corte Suprema, facultad 
para conocer aun de las causas criminales que se forma^ 
sen al Presidente de la República, y os daban la potes** 
tad para juzgar de los pleitos sobre contratos celebrados 
por el Supremo Gobierno ó sus agentes. La Constitu- 
ción del año 34 os concedió también estas mismas facul- 
tades, y la de conocer en los despojos causados por el Su- 
premo Gobierno para solo el efecto de la restitución* El 
Reglamento de Tribunales dado por el Protectorado de 
1835 os concedió facultad para conocer de los despojos* 
La retrógrada Constitución de 1839 os dio la potestad 
de juzgar los contratos del Gobierno en los despojos que 
causara, para el efecto de la restitución. El Reglamento 
de Tribunales del año 53 promulgado por la ley de 16 de 
Diciembre del mismo año, concedió facultad á esta Su- 
prema Corte para conocer de los pleitos sobre contratos 
celebrados por el Supremo Gobierno ó sus agentes, y de 
los despojos que causara, para solo el efecto déla resti* 
tucion. [Atribuciones 4? y 5^ art. 18 del R. de T.] Las 
OoBstltuciones del año 56 y 60 declararon que la justi- 
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<^ia éi^a á^dmSitíSf^Sda en el país por los trikOfaies y fx%- 
gados, con arreglo á las leyes. 

V^d ahí, Excmo. Señor, la historia de la jurisdiedocí 
privativa del Stipretno Tribual del Perú. 

y. E. tiene la potestad decfotiocer de lascan^üB crimi- 
nales que se forman al Presidente de la República,- á l09 
íniombros de las Oámatas, á los Ministros de Bstado: del 
juicio de residencia del Presidente de la Reptiblica. 

V. E. tiene la alta potestad de conocer de las infrac- 
ciones del derecho internacional y aun de hacer efectiva 
a i'esponsabilidad de las Cortes i^periores de la Repú- 
iblica; y solo el contrato Dreyfns tiene privilegio para 
que se cierren las barras de vuestra audiencia. 

Para ese contrato hay leyes especiales: para este con- 
trato nohay poder judicial; porque todo ha callado de- 
lante de esta estrepitosa negociación. 

Cuando la capital del Perú era la ciudad de Pizarro 
y estaban en el palacio los representantes de Carlos V,, 
había justicia contra el virey; hoy no puede la justicia al- 
canzar al contrato Dreyfus» (Aplaiusos en la barra q%e 
fué llamada al orden por el Presidente del Tribunal ) 

En todas las sociedades civilizadas, en todas las nacio- 
nes constituidas, se han establecido instituciones protec- 
toras del derecho privado, cuando es atacado por la fuer- 
za y la atitoridad discrecional de la administración, y esas 
instituciones son los Tribunales administrativos. 

Existen en la Francia itnperial, y es el Consejo de Es- 
tado el que decide en última instancia de las apelaciones 
de los tribunales. 

La Corte Suprema de los Estados Unidos de América 
impone su reto al poder lejislativo y declara nulas Us le- 
yes; y aun en España, nación que marcha á retaguariHa de 
la civilización, la ley de 6 de Julio de 1846 establecía los 
Tribunales de Administración. 

Por nuestro sistema político y legal, V. E. es un tri- 
bunal privativo que ejerce facultades, que ante la* cien- 
cia de la administración pueden lla;marse contencioso ad^ 
xáinistrativas. V. E. es el primer tribunal de la Repú- 
blica que tiene jurisdicción para yevisar y a&iilar, dentro 
déla esfera de la ley, los actos del Supremo Poder Sl|e« 
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mitívo, cuando celebra contratos mfrmjiendo las leyes 6 
atacando los derechos civiles, y cuando, en ejercicio de su 
acción, priva al ciudadano de su propiedad, de su pose- 
sdon ó de su derecho. 

Existe, Excmo. Señor, la jurisdicción de V. E. ante 
la historia administrativa del país, y según nuestra orga- 
nización política y nuestra manera de ser como sociedad 
civil establecida bajo el sistema representativo, declara- 
do en la Carta ftindamental déla República. 

No obstante, la jurisdicción de este Supremo Tribu- 
nal es negada en las cuestiones del contrato Dreyfus. 
La niega el Supremo Poder Ejecutivo: la niega el abo- 

Sado de la casa Dreyfus: se dice que las leyes de 49 y 
O no existen: que el derecho de preferencia que en los 
contratos de guano se concede á los nacionales, es una 
quimera, que no podéis juzgar sobre un derecho que no 
existe. Mi estimado amigo defensor de la casa Dreyfus 
ha consultado á letrados del foro de la capital; y estos 
dicen que esas leyes no existen, que no hay tal derecho 
de preferencia, que las resoluciones legislativas de 49 y 
60 terminaron con el objeto que las motivó, por haberse 
aprobado la contrata de los capitalistas nacionales en el 
año de 62, con preferencia sobre la casa Thompson Bo- 
nard de Landres, y Homberg y C^ de Paris. 

Se ha consultado á un consejo de jurisconsultos, y yo 
voy á consultar á los legisladores de 1860 y 1864: voy 
á hablar con ellos y aquí, desde mi humilde puesto de 
defensor de los capitalistas nacionales, voy á hacer algu- 
nas preguntas á los legisladores que pudieran decir si el 
derecho de preferencia no existe, y si las leyes de 49 y 
60 están muertas. Legisladores que así penséis, decidme: 
¿por qué cuando se levanta el sol de otro dia, habéis 
mudado de convicciones y arrojado la libre conciencia 
del legislador? ¿por qué osa confusión en las lenguas, no 
pudiendo pronunciar en el año 69 el nombre de ley^ que 
pronunciasteis como legisladores en los Congresos de 60 
y 64? ¿Por qué no nos podemos entender y por qué esta 
confusión de la torre de Babel? 

Para explicarlo, ocurriré á las fuentes de las leyes, al 
«Diario de los Debates» de 1860 y 64. Vamos á ver. 
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£xcmo. Señor, las opiniones de los legisladores, para 
encontrar ahí la verdad pronunciada en el santuario de 
las leyes. 

Discurso del señor LaválU^ pdg, 34 del Diario de los 
Rebates. El señor Lavalle dijo: «se alegó como un dere- 
cho que tenia el Poder Ejecutivo para disponer del gua- 
no y establecer los contratos que mejor le convengan, la 
ley de 10 de Noviembre de 1849.» 

El Supremo Gobierno, el año de 1860, en su nota de 
14 de Agosto de la misma fecha, del mismo año, pág. 35 
del ccDiario de Debates» dijo al Congreso de 1860: «Se- 
ré solícito al ejecutar á cumplida satisfacción lo ordena- 
do en la ley de 10 de Noviembre de 1849.» 

El legislador señor Orbegozo dijo á f. 46 del (fDiario 
de Debates:» «Si ía ley del 49 no autoriza al Ejecutivo 
para hacer los contratos de consignación, jo querría que 
se me dijese de qué preferencia se habla.» 

El señor Ministro de Hacienda dijo á f. 53 en el «Dia- 
rio de Debates» refiriéndose á la ley del año 49: ^'Usley? 
no es ley? será decreto? decreto del Poder Legislativo? 
Seria una novedad en el Derecho público,'' 

El legislador señor. Cárdenas dijo, en su discurso cor- 
riente en el «Diario de Debates» á f. 59: «2/a Zey del 49 
contiene una disposición general pa/ra lo sucjsesivo res- 
pecto de consignaciones.» 

El legislador señor Gómez Sánchez, á f. 63 del «Dia- 
rio de Debates», dijo por la ley de 1849: «Esta disposi- 
ción contiene sustancialmente dos partes. La primera es 
una sanción aprobatoria que no es del caso examinar: la 
segunda envuelve una verdadera autorización para ena- 
genar el guano por consignación 6 por cualquier otro 
medio, dejando al Gobierno la elección é imponiéndole 
la obligación de provocar la competencia y de preferir á 
los hijos del país.» 

M legislador de 1860, señor Gómez Sánchez, comba- 
tido como yo lo estoy ahora en la causa que defiendo, 
replicaba: «A los que han dicho que la ley de 840 solo 
prescribe al Ejecutivo que provoque propuestas y estu- 
dio el mejor medio de expender el guano, les contesto yo 
con las palabras de la ley que manda provocar consigna* 
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dones, y antes las habia contestado concisa, pero muy 
acertadamente el señor Orbegozo, que con tanto tino ha 
solucionado este y otros argumentos. Si la resolución de 
49 no contiene una verdadera autorización ¿qué sentido 
tendrían aquellas palabras, con que finaliza: «dando 
siempre la preferencia á los hijos del país»? 

El abogado de los capitalistas nacionales que informa 
ante este Supremo Tribunal contesta á los abogados de 
Dreyfus y á los consejos de los jurisconsultos, con las 
palabras de los legisladores. 

Vamos ahora á la legislatura de 1864. La comisión 
de hacienda de la mayoría y minoría de la cámara de 
diputados opinó porque se desaprobaran los contratos de 
próroga otorgados por el Gobierno de 1864 porque eran 
infractorios de las leyes de 49 y 60. 

El legislador sefior Larrañaga, en el «Diario de De- 
bates» pág. 52, dijo: — «Hay una ley especial para que 
ningún contrato sobre guano pueda tener efecto legal sin 
la aprobación del Congreso.» 

El legislador señor V elarde, actual Ministro de Go- 
bierno, dijo: (pág. 603 del «Diario de Debates.») .«En mi 
concepto debia la cámara decir: se anulan todas las con- 
signaciones y prórogas concedidas con infracción de las 
leyes de 49 y 60, cualquiera que sea el tiempo en que 
se hayan celebrado los contratos. 

El legislador señor Benavides en su discurso del «Dia- 
rio de Debates», pág. 572, dijo: «Parece pues que la 
cámara cumple lisa y llanamente con su deber y tiene 
facultad para decir: todas esas prórogas hechas por el 
Ministro de Hacienda son de ningún valor.» 

El Ministro de Hacienda en su discurso corriente á f. 
596 y 597 dijo. «En virtud de la autorización amplia, 
amplísima de 17 de Abril de 1864 dada por la comisión 
permanente legislativa, celebró los contratos de próroga 
y no se ha violado la ley.» 

El Congreso del 64 declaró nulas las prórogas por la 
decisión legislativa de 12 de Diciembre de 1864. Luego 
el poder legislativo ha declarado la existencia de las le- 
yes de 49 y 60. 

El legislador señor Ibarra á f. 599 del «Diario de De** 
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bates» dijo: «La antorisacion dada por la comisión per- 
manente al Gobierno, no puede de ninguna manera 
derogar las leyes del año 49 y 60.» 

£1 legislador señor Orbegozo en su discurso corriente 
en el «Diario de Debates» á f. 607 dijo: «La ley del 49 
se refiere al modo de hacer la convocatoria é impone al 
Ejecutivo la obligación de obtener el mayor precio posi- 
ble por el abono. La del 60 se refiere á la sanción legis- 
lativa que se requiere en los contratas para que entren 
en vigor. Si pues alcanzo á demostrar que los contratos 
de que nos ocupamos no son de consignación sino de em- 
préstito; entonces no podrán ser sometidos á esas leye%^ 
y por consiguiente esas leyei no podrán servir de argu- 
mento para la desaprobación de esos contratos.» 

El legislador Obregcrzo consideraba pues en la legis- 
latura del 64 existentes las leyes especiales sobre guano, 
no obstante la autorización amplia y extaordinaria de la 
Comisión Permanente, aun cuando no las creía aplica- 
bles á las contratas de prórogas, juzgando que no eran 
de consignación sino de empréstito. 

El señor Osores en su discurso que registra el «Diario 
de Debates», pág. 813 decia combatiendo el proyecto de 
que se suspendiesen para un caso dado las leyes de 49 
y 60: «La autorización de que se trata, hace callar las 
leyes vigentes sobre consignación de guano: hace callar 
esas leyes protectoras que manda se prefiera á los co- 
merciantes nacionales en los contratos de consignación.» 

El señor Derteano en su discurso corriente en el «Dia- 
rio de Debates,» pág. 752 dijo: «que aunque el H* señor 
Osores habia manifestado todos los inconveüientes que 
trae una autorización, como aquella de que se trataba, 
que era para suspender los efectos de loi leye% del año 
49 y 60; todos esos inconvenientes debia salvarlos el Mi- 
nistro de Hacienda, si en él se tenia confianza.» Así es 
ue para el legislador señor Derteano, existían en el año 
4 las leyes que se dice caducaron en el año de 68. 

Los legisladores señores Bo'za y Arrese presentaron 
el proyecto que corre á f. 749 del «Diario de Debates» 
para que se autorizase al Ejecutivo á fin de que cele- 
brase contratos de consignación suspendiéndose en esa 
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vez los efectos de la ley de 10 de Noviembre de 1 849. 
La Cámara de Senadores rechazó la adición de suspen* 
der los efectos de la ley del 49 liasta para un caso dado; 
lu^o está probada la existencia de la hy. 

M señor general Ecbenique, Presidente de la Cámara 
de Diputados de 1860 j 1864 pronunció un notable dis- 
curso corriente en el «Diario de Debates,» pá^. 612, y 
dijo: «Condición de contrato de empréstito se jdice que 
son las prórogas, porque de otro modo no se podría ob- 
tener dinero, y porque para esto estaba facultado el Go- 
bierno por la autorización de la Comisión Legislativa. 
Quiero concederlo; pero ¿estaba facultado el Gobierno 
para faltar & la ley que impone la obligación de provocar 
propuestas en todo el mundo para estas consignaciones? 
Yo digo: en bueiia bora, téngase como condición del con- 
trata de empréstito; pero ¿por qué no se dio la publici- 
dad necesaria .porque ninguna autorización puede 

abrazar la infraccum de la ley; concediendo pues, digo, 
que abrazaae la autorización que dio la Coinision Legis- 
lativa para levantar el empréstito, la facultad de proro- 
gar ó hacer nuevas consignaciones, nunca pudo ésta ex^ 
tenderse hasta faltar d la ley^nt 

Contesto pues al distinguido abogado de la casa Drey- 
fus, con las palabras del legislador Presidente del Congre- 
so del 60. 

Contesto también á los jurisconsultos que encuentran 
las leyes de 49 y 60 muertas; con la historia de la legis- 
lación, y con la fuente viva de las leyes. 

Se me dirá que las opiniones y debates de los legisla- 
dores no son leyes. Se han consultado las opiniones de 
abogados en ISod, y se mé ha dado el derecho de llamar 
á los legisladores intérpretes genuinos de las leyes, para 
que me' defiendan en la grata y satisfactoria tarea de 
sostener sus propios actos y la obra de sus inteligencias 
y de sus esfuerzos. 

Pero los capitalistas nacionales á quienes defiendo.tie- 
nen ademas en su apoyo la práctica constante de la ad^ 
niinístracion pública en. la aplicación de las leyes y las 
decisiones Legislativas de los Congresos de 1860, 1862 
y, 1864« El Congreso de 1860 en la resolución, legislativa. 
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de 14 de Febrero de 1861, aprobd las contratas de oon* 
signacion celebradas el año 60 en virtud de la convoca- 
toria de 1^ de Mayo, mandando en la cláusula 1^ que se 
insertaran en las contratas las resoluciones legislativas 
de 12 de Noviembre de 1849 y 24 de Agosto de 1860. 
En la cláusula 3^ se recomienda al celo del Poder Ejecu* 
tivo, la adopción de las providencias conducentes al 
primer cumplimiento del artículo 1^ y de cuantas seguri- 
dades fuesen bastantes para garantizar los intereses na- 
cionales; luego las leyes del 49 y 60 no fueron dadas 
para solo el caso de que concluyese la consignación de la 
casa de Gibbs é Hijos, y como dice muy bien el ilustrado 
Fiscal de V. E. en su incombatible dictamen. «Si por 
« haberse dicho en las leyes de 49 y 60 que el Gobierno 
(( provoque en el mundo una consignación que sea mas 
(' económica concluida la presente, 6 el remate por asiento. 
(( ú otro modio de expender el guano mas provechoso á 
(( la Nación, dando siempre la preferencia á los hijos del 
(( país,» se reconoce ser cierto é indudable que, concluida 
la consignación entonces presente, gozarían los peruanos 
del derecho de preferencia; es indispensable convenir en 
que ahora ha llegado ese caso conforme á la modificación 
1^ del artículo 1^ de la resolución legislativa de 14 de 
Febrero de 1861. Por esa modificación se mandó inser- 
tar en las consignaciones contratadas en 1860 la misma 
ley de 1849 con la misma cláusula «concluida la presen- 
te,j» luego concluidas esas consignaciones tiene lugar la 
convocatoria y el derecho de preferencia. Y como esas 
consignaciones son las que van á concluir, y para la 
conclusión de ellas es la venta de los dos millones de to- 
neladas de guano cuyo expendio harán Dreyfus y C^; es 
evidente que para este contrato, es para el que tienen la 
preferencia los hijos del país en cumplimiento de la ley 
especial de 1861.» 

Si las resoluciones legislativas de 49 y 60 caducaron 
el año 62, ¿con qué facultad el Supremo Gobierno ven- 
dió guano en el año 63 y 64 para los mercados de la 
China, del Japón, Cuba y Puerto Rico? ¿Por qué, 
en los contratos de venta otorgados en Diciembre de 
1863 y Setiembre de 1864, y en todos los de consig- 
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nación^ so han invocado las leyes de 1849 j de 1860? 

En Diciembre de 1865 las mismas casas consignatarias 
reconocieron las leyes que en el año de 62 habian reco- 
nocido las casas de Tompson Bonar j C^ de Londres, y 
Homberg y C^ de Paris. 

El mismo Gobierno las ha reconocido en la cláusula 
3^ de sus instrucciones de 27 de Marzo y en la 44 del 
contrato de 17 de Agosto. 

¿Y se dirá que las leyes no existen? 

Señor Exorno., cumplidlas y juzgad conforme ellas, 
porque la felicidad de las naciones está en el cumplimien- 
to de las leyes. 

«Un instante feliz, un dia de victoria, dice Filangieri, 
puede compensar las derrotas de muchos años, pero la 
infracción de las leyes, un error político puede produ- 
cir la infelicidad (^e un siglo y preparar la de los sidos 
venideros. El solo Edicto de Nantes, expedido por Luis 
XIV y un error de uno de sus ministros en el sistema 
económico, hicieron á la Francia un mal mayor que los 
bienes que produjeron sus 40 años de victorias, sus guer- 
reros célebres, sus academias, sus grandes hombres y su 
influjo despótico en Europa. 

Está destruido, Excmo. Señor, el primer argumento 
qu« sirve de base al informe del Supremo Poder Eje- 
cutivo. 

Pero ante el artículo 82 de la Constitución que dice: 
«Las leyes protejen y obligan igualmente á todos: po- 
drán establecerse leyes especiales porque lo requiera la 
naturaleza de los objetos y no por solo la diferencia de 
las. personas» han desaparecido de las leyes especiales de 
49 y 60. 

Me propongo combatir este argumento con las prác- 
ticas de la Administración de Justicia en las relaciones 
de los derechos civiles de los extrangeros, y con los prin- 
cipios de la ciencia del derecho. 

El año de 67 la legación de S. M. 6. en el Perú reclamó 
los derechos hereditarios de D^ Margarita Duncan, na- 
tural de la Gran Bretaña, en los bienes dejados por su 
descendiente legítima Margarita Stevenson, peruana, 
que falleció en la ciudad del Callao en el mismo año de 
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67. SI Supremo Gobierno remitid al poder judicial U» 
controversia: se trataba de un derecho civil que corres- 
pondia á un heredero forzoso por las leyes de la Rep4^ 
blica. La abuda inglesa pedia al poder judicial del Perú 
la herencia dejada por su hijo inglés Juan Stevenson y 
por su nieta Margarita. Y. E. negó la herencia á la as- 
cendiente legitima extrangera, porque el Código civil 
que no ha caido para el poder, judicial por el artcui- 
lo 32 de la Constitución dice; «los. extranjeros here* 
(( darán si acreditan que en |u pais gozan los peruanos 
(( del mismo derecho de heredar, a Los peruanos no pue- 
den heredar en Inglaterra, por eso V. E. declaró sin de 
recho hereditario á la Margarita Duncan. 

El Procurador general de Inglaterra juzgó injusta la 
sentencia de este Supremo Tribunal, y la Duncan llevó, 
su queja al gobierno de S. M. B. porque el poder judi- 
cial del Perú habia cometido una injusticia notoria según, 
las leyes, de la República. 

¿Qué diria el Ministro de Hacienda» si la Legación 
Británica trascribiéndole el informe dadx>, á este Supre^ 
mo Tribunal en la causa de despojo, le reclamase para, 
la Duncan la indemnización de la herencia que. le quitó 
el poder judicial? 

¿Cómo entendería entonces el señor Ministro esa. 
igualdad civil tan pomposa, tan fantástioa y tan distan- 
te de los principios de la . l^islacion de los paises consti- 
tuidos? 

Ahora bien: V. E. debe saber, que. el gobierno deS^^M, 
B. dijo que era justa la sentencia que había privado Ék 
su subdito heredero forzoso, según las. leyes del Perú, dje. 
la herencia inmueble que reclamaba de su legítimo desr 
cendiente. 

Los principios de la ciencia rechazan esta absoluta 
igualdad. Los derechos de la paternidad, los derechos 
de los hijos para heredar á los padres,- todos los dere- 
chos civiles que nacen de las relaciones particulares, to- 
dos los tratados en que se ha pactado la sejecion á las le- 
yes del país, y la misma Carta fundamental, quedaría 
borrada si se admitiese la teoría de la igualdad, de- 
senvuelta por el Ministro de. Hacienda en su infonne 
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expodido en la causa do despojo, documento oficia) la&Kt* 
do delante de la< naciones extrangeras, sin penetrar en 
la verdad de los principios y sin consultar la lejislacion 
de la República. 

Vamos á la autorización del 25 de Enero, ante la cual 
se dice han callado todas las leyes, y que le quita á V. £. la 
potestad de juzgar en las cuestiones del contrato Dreyfus. 

Tócame destruir este argumento que es el caballo de 
batalla de^ los defensores de Dreyfus. 

Oon la Constitución, las leyes civiles y las resolucio* 
nes del poder lejislativo cae esta argumentación, presen- 
tada como para deducir la cuestión en contra de la juris* 
dicción de V. E. 

El artículo 59 atribución 1^ de la Constitución d'oe: 
« Son atribuciones del Congreso. Dar leyes, interpre- 
« tar, modificar y derogar las existentes.» Si el Congre- 
so no ha derogado las leyes de 49 y 60, la autorización 
de 25 de Enero no puede derogarlas. 

El artículo 75 de la Constitución dice: « Para inter- 
« pretar, modificar y derogar las leyes, se observarán los 
» mismos trámites que para su formación; » luego la au"> 
torización de 25 de Enero no ha lerogado las leyes. 

El articulo 7^ de la Constitución dice: « Los bienes de 
«c propiedad nacional solo podrán enagenarse en los casos 
<c y en \ñ, forma que disponga la ley para los objetos que 
(T ella designe. » Xas formas que la ley dispone en los 
contratos de guano son las establecidas en las leyes de , 
1849 y 1860, luego por la Carta fundamental hay que 
respetarlas y cumplirlas. 

La comisión permanente del cuerpo lejislativo del afio 
64 concedió al Gobierno autorización especial para le- 
vantar un empréstito de 50.000,000 de pe-^os para au- 
mentar la fuerza armada hasta treinta mil hombres v los 
buques de güera hasta veinte. Esta autorización si era 
ilimitaÍM. El señor Ministro de Hacienda se presentó 
en el Congreso de 1864, cuando se trató de la nulidad 
de los contratos de próroga, y dijo lo mismo que hoy di- 
cen el señor Ministro de Hacienda, el letrado de la casa 
Dreyfus y los abogados á quien ha consultado. Sin em- 
bargo el Congreso del 64, declaró nulos los contratos de 
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prÓroMsjr las resoluoiones de 12 de Diciembre de 1864 
j 14 de Enero de 1865, prueban que, para el poder le- 
jislativoy la amplia autorización de 17 de Abril no abra- 
zaba la infracción de las leyes de 49 j 60. 

El señor jeneral Echenique, presidente del Congreso 
decía: Ninguna autorízadan puede abrazar la ir0raeeion 
de la ley. 

Ei artículo 40 del Código de Enjuiciamientos dice: Los 
jueces están obligados á cumplir las leyes que no estén ex« 
presamente derogadas, bajo pena de de responsabilidad. 
: ¿Están derogadas las leyes de 49 y 60? No; luego de- 
be y. E. aplicarlas, bajo pena de r^ponsabilidad. 

Contesto pues al abogado de la casa de Dreyfus, mi 
estimado amigo, á los letrados á quienes se ha consulta- 
do, con la ley civil, con )a Carta fundamental, con las le- 
?res del Congreso de 64 y con las palabras del presidente 
ejislador. Ninguna autorización puede envolver lainfrac* 
don de una ley. 

Que se me pruebe que un Gobierno á quien se conce- 
de autorización para salvar el déficit del presupuesto, 
tiene la dictadura en los actos de la administración: 

Qae se me pruebe que la autorización de 25 de Enero 
ha impuesto silencio al Reglamentó de Tribunales y á la 
Constitución y á la justicia de la República: 

Que se me pruebe todo esto para declararme vencido. 

Reúnanse consejos de jurisconsultos para condenar 
mis convicciones. 

Yo negaré siempre que la autorización de 25 de Ene^ 
re ha derogado las leyes, esas leyes que el abogado de 
Dreyfas quisiera hacer desaparecer. 

Yo llamaré en mi auxilio la palabra y la autoridad de 
Washigton y con él diré: 

Si las leyes tienen defectos que se corrijan^ que se enr 
mienden\ pero 7to se permita que se ultrajen mimtrastenr 
gan eonstenda. 

(Aplausos en la barra. ) 

(El presidente del tribunal llama al orden á la barra.) 

Otro argumento puesto por el ministerio de hacienda 
es que se ha atendido el derecho de preferencia de los 
nacionales. 
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Es necesario, Excmo. Señor» mucha oircunspecciou y 
macho tino, para tratar ún exaltación ciertas cuestiones 
del informe del ministerio. ' 

Espero, señor, que no me abandone la serenidad en el 
ejercicio de las delicadas funciones que estoy desempe* 
ñando. 

Se ha atendido al derecho de preferencia de los nacio- 
nales — dice el señor Ministro. 

¿Cómo se ha atendido el derecho de preferencia? El 
ministerio dio á uno, á dos, 6 á tres las bases para el 
tcontrato; actos amistosos de deferencia del señor Minis- 
ro para determinadas personas, bondades que no son 
aceptables cuando se manejan los intereses públicos; por< 
que el capital nacional no se le llama á puerta cerrada 
en un ministerio; sino que se procede oficialmente por 
formal convocatoria citando, provocando la concurrencia 
y con la necesaria condición de la publicidad á fin de que 
el mayor bien sea el resultado de la competencia. 

El Supremo Gobierno publicó en 19 de Octubre de 
1862 un aviso en el periódico oficial de la misma fecha, 
por el término de 15 dias, para hacer efectiva la prefe- 
rencia en el contrato de consignación de guano para Es* 
paña. En el mes de Setiembre del año 62 se otorgó el 
contrato de consignación de guano para España á las ca- 
sas de Thompson Sonard, de Londres y Homberg y G^, de 
París, y en el mes de Octubre se resindió el contrato y se 
dio la preferencia á las casas nacionales que abonaron á 
los primeros contratantes los adelantos que habían he- 
cho al Gobierno. 

Véase pues como el derecho de preferencia se ejercitó 
con conocimiento del contrato, y digo esto para combatir 
el error de que, con la aceptación de una propuesta, 
termina el derecho de preferencia. 

El contrato Thompson Bonard fué adquirido por los 
nacionales que ejercieron el derecho de retracto y el Su- 
premo Gobierno del 62, en su decreto de 20 de Octubre 
empleó la palabaa retraer al conceder el contrato á las 
casas nacionales y tuvo justicia el Supremo Poder Eje- 
cutivo, porque el derecho de retracto no es sino el de 
preferencia por el tanto. 
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Sí en error ha incurrido el abogado de los capitalistas 
al darle su verdadero nombre, error venerable será que 
no le deje arrepentimiento sino satisfacción, por cuanto 
el Poder Ejecutivo llamó retracto á la preferencia en el 
contrato Thompson Bonard, j el retracto no es ante el 
derecho sino el tanteo 6 la preferencia legal; derecho 
muy legitimo tiene el abogado que informa, para dar á 
la acción .su jurídico nombre; j si la cuestión es de prin-- 
cipios, no es hidalgo que se forme cuestión do palabras 
cuando el principio fundamental de la acción eslaprefe* 
rencia legal que yo llaiijp retracto y que mis contendo* 
res llaman preferencia: pero que V. E., IWado el caso, 
hará justicia declarando legal la demanda del retracto, 
relativa al contrato Dreyfus. 

Juzgando filosóficamente el derecho de prefereticia le* 

Sal, tendréis qué convenir, Excmo. Sefior en que este 
erecho es una facultad racional deliberadamente ejerci- 
da; no hay derecho sin obligación y para que el derecho 
se ejerza es indispensable conocer la responsabilidad y 
el deber: por eso en todas las legislaciones que estable- 
cen el derecho de retracto se concede término para ejer- 
citarlo, y por nuestra legislación civil no corre el término 
de retracto meintras se mantenga oculta la venta entre 
el comprador y el vendedor. 

Ningún derecho de preferencia en el orden civil, se 
ejprce por nuestra legislación sin el conocimiento previo 
del contrato; en el remate de los bienes comunes, los 
privilegiados conocen sus responsabilidades y lo que otro 
ofrece, y este conocimiento le sirve de base para ejercer 
su derecho. 

ÍPor qué pasa esto, Excmo. Señor, en el orden civil? 
^orque la filosofía del derecho es el fundamento de la 
legislación, porque el derecho no es una fuerza ciega 
sino la libertad ejercida con la inteligencia del deber. 

Para negar á V. E. la jurisdicción se appla á un so- 
fisma — que no puedo dejar sin examen. 

Se alega que el derecho de preferencia es un derecho 
político, sobre el cual no puede juzgar V. E. 

Las relaciones particulares del Gobierno con la socie- 
dad y con los individuos, son el fundamento de los de- 
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reciios civiles; las de gobernantes y gobernados son el 
fundamento de los derechos políticos; los derechos polí- 
ticos tienen su fundamento en la calidad del ciudadano. 
El derecho de preferencia no es político, y sí porque se 
le concede á los hijos del país, se le dá este carácter, 
derecho político también podría llamarse el de pezca en 
el Perú fundado en la nacionalidad, y el derecho de he- 
redar en Inglaterra, propio de los subditos de S. M. B., 
seria político. 

Entrego estas absurdas consecuencias á los que han 
establecido la teoría de que el derecho de preferencia es 
un derecho político. 

A los que dicen que es derecho administrativo y que 
por eso no puede juzgar V. E., les contesto que el dere- 
cho de preferencia no es administrativo, poraue el dere- 
cho de administrar no tiene relación con los asuntos 
civiles ni con los intereses privados. 

El derecho de preferencia concedido en las leyes de 
49 y 60 es un derecho civil, porqut se refiere á las con-» 
venciones, á los contratos, á los intereses particulares 
en sus relaciones con la administración póblica, solo son 
en cuanto esta ejerce la facultad de celebrar contratos 
sobre los bienes nacionales. 

Si el derecho de preferencia fuese administrativo por-^ 
que la obligación de respetarlo se iiapipone á la adminis^ 
tracion, y si por este fundamento no tenéis autoridad 
para juzgar ««obre el contrato Dreyfus, es necesario con^ 
venir en que Y. E. no tiene ninguna facultad en las 
contiendas civiles que se deriven de la acción de la ad- 
ministración pública, y que los Gobiernos que han re- 
mitido muchos de sus actos á vuestros fallos han proce- 
dido ilegítimamente. 

Entrego estas absurdas consecuencias á los partidarios 
de la dogmática doctrina de derechos administrativos. 

Seriamente se ha sostenido que el derecho de prefe-> 
rancia no es derecho civil porque no está escrito en 
nuestros Códigos; pero, aparté de que leyes posteriores 
los han establecido, regla de buen sentido es que el ca- 
rácter del derecho está en su propia naturaleza y no 
puede cambiar de esencia por las faltas en la codificacioui 



La Francia, tan avanzada en materia de legislación, 
en la ley de Julio de 1819, concedió el derecho de here- 
dar á los extrangeros, aun cuando los franceses no he- 
redasen en pais extrangero. 

Esta ley no está en el Código Civil francés, y sin em- 
bargo concede un derecho civil. 

Lo mismo pasa con el derecho de preferencia, conce- 
dido en las especiales leyes de 49 y 60. 

El último argumento del Supremo Poder Ejecutivo es 
que si el derecho de preferencia existe en todos los na- 
cionales, solo corresponde su ejercicio á la Nación por 
el órgano de sus representantes. 

Hablando, Excmo. Señor, con todo el*respeto debido, 
concededme el derecho de decir que este argumento 
es la creación mas absurda del informe del señor Minis- 
tro de Hacienda. 

El derecho de petición, los derechos de libertad, su- 
fragio y todos los derechos que son comunes á los ciu- 
dadanos, que los tienen todos y cada uno, no podian ser 
ejercidos sino por la Representación Nacional, así que 
el ciudadano es nada y desaparece ante el Poder Legis- 
lativo. 

El señor Ministro de Hacienda principia su informe 
por una democracia fantástica y concluye por un despo- 
tismo sin nombre. 

Y en este documento se niega á V. E. l^ jurisdicción. 

Dejo analizado, Excmo. Señor, el informe del Supre- 
mo Poder Ejecutivo y paso á encargarme de la defensa 
hecha por el distinguido letrado de la casa Dreyfus. 

Cuando se entabló la demanda de retracto ante este 
Tribanal, se le corrió traslado á la casa Dreyfus é inter- 
puso un articulo de falta de jurisdicción, alegando que 
V. E. no podia conocer á la vez de las dos demandas, 
sino qae debia dar preferencia al juicio de posesión, y 
susta iciar después el de propiedad. 

El letrado de la casa Dreyfus interpuso una esoepcion 
que en el derecho se llama ae orden; pero en sus prime-' 
ras palabras y en sus primeros conceptos y en los prin-* 
cipios fundamentales de su defensa dijo al Tribunal que 
conociese primero del juicio do posesión; luego ha reco* 
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noddo lajarígdiccion de V. E. y Dreyfus no puede ne- 
garla al Tribunal sin incurrir en una contradicción que 
no es admisible en el procedimiento judicial. 

Y aun esta escepcion fué deducida por Dreyfus dema- 
siado tarde; pues ya habia pasado el término legal. 

Cierto es que la casa Dreyfus después de haber inter- 
puesto la escepcion de orden en que reconocía la juris- 
dicción del Tribunal, la ha negado absolutamente; pero 
esto importa, á no dudarlo, una contradicción en su 
defensa. 

Dreyfus cree encontrar un medio para huir de la ju- 
risdicción de y. E. alegando que solo la jurisdicción or- 
dinaria es prorrogable, principio que no es exacto por 
que, por el artículo 88 del Código de Enjuiciamientos, 
la jorisdiceion de los jueces privativos se prorroga en 
asuntos y sobre personas que corresponden & su fuero, 
y en el presente caso corresponden al fuero de V. E., 
como tribunal privativo, las cuestiones del contrato 
Dreyfus. 

La jurisdicción en el juicio de despojo es indeclinable, 
porque V. E., no vá á resolver sobre el despojo, sino 
sobre una excepción rechazal)]e por la atribución 4^ del 
artículo 18 del Reglamento de Tribunales, y porque V.E., 
en el juicio de despojo no hace sino acceder á lü. peti- 
ción de Dreyfus, que solicitó de V. E., la preferencia en 
la sustanciacion del juicio de despojo. 

Se niega también la jurisdicción á^ V. E. alegando que 
hay competencia y que la facultad para dirimirla cor- 
responde por la Carta fundamental á la Cámara de Se- 
nadores. 

El juicio de competencia se promueve ocurriendo el 
demandado al Tribunal á cuya jurisdicción pertenece, 
pidiéndole que promueva el respectivo juicio de compe- 
tencia, (artículo 381 del Código de Enjuiciamientos.) 

Considerándose competente el Tribunal, á quien ha 
ocurrido el demandado, dirijo un exhorto al juez que 
empezó á conocer, para que sobre esa en el conocimien- 
to de la causa y le remita lo actuado. (Artículo 353 del 
Código de Enjuiciamientos.) 

Sn el joioio de despojo» el demandado es el Supremo^ 
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Grobicno, que podía haber ocurrido á la Comisión Per- 
manente Legislativa que tiene la atribución de resolver 
las competencias que se susciten entro este Supremo 
Tribunal y el Poder Ejecutivo, estando en receso el 
Cuerpo Lt'gislativo. 

¿Ante ese poder constitucional se ba ocurrido abrien- 
do el juicio de competencia? N(5, señor Excmo. El Su- 
premo Poder Ejecutivo no ha entablado competencia, 
sino ha interpuesto declinatoria de jurisdicción. 

Hay competencia cuando dos ó mas poderes intenten 
conocer en una contienda. ^ 

.¿Pretende ei Supremo Poder Ejecutivo juzgar en las 
demandas de despojo y de retracto, traídas á este Su- 
premo Tribunal? No, señor. El Poder Ejecutivo os ha 
declat^o que el contrato Ureyfus es un asunto conclui- 
do. Terminó pues la misión del Poder Ejecutivo y prin- 
cipia la de la justicia que solo toca á Y. E. administrar. 

£1 articulo 66 de la Carta fundamental en su inciso 
29 dice: que á la Cámara de Senadores corresponde re- 
solver las competencias que se sus¡citen entre la Corte 
Suprema y el Poder Ejecutivo. 

Es necesario pues controversia, disputa, intento de 
desconocer sus facultades á estos altos poderes del Es- 
tado, en alguna controversia, para que el Senado dirima 
la competencia, y en ese caso el fallo será declarando á 
qué Poder corresponde el conocimiento del asunto. 

Esa disputa no existe, esa controversia no la tiene 
y. E.: luego cae por su propia base el débil razonamien- 
to de la incompetencia del Tribunal, asilo que busca la 
casa Dreyfus para huir de la justicia y del fallo del 
único poder competente, el Tribunal Supremo de la Ror 
pública. 

Dice Dreyfus en su defensa, que no ha podido proro- 
gar la jurisaiccion, porque solo la jurisdicción ordinaria 
^es prorogable. Principio inexacto, porque la jurisdicción 
de los jueces privativos se proroga en asuntos de su fue-* 
ro, y son del fuero de V. E. las cuestiones del contrato 
Dreyfus, por lo dispuesto en el articulo 128 de la Carta 
fundamental del Estado y en las atribuciones 4? y 5^ 
del Reglamento de Tribunales. 



ila citado Dreyfus algunos fallos de V. E. en los cuá¿ 
les ha pronunciado su incompetencia. 

Los casos de Duplan, Thorne, Abraham Wendell y 
Eboli, relativo á cuestiones con el Estado, distan mucho 
de la presente contienda. 

D. Próspero Duplan, en Octubre del año 64, entabló 
demanda para que se le exhonerase de una pensión á 
favor de la escuela de medicina, y V. E. pronunció su 
incompetencia con mucha justicia, porque no se trataba 
de un pleito sobre el contrato celebrado por el Supremo 
Gobierno, ó de despojo. 

En Setiembre de 1860, el Dr. Eboli entabló demanda 
contra el Gobierno sobre daños y perjuicios y no sobre 
el contrato de afinación de la moneda boliviana, y V. E. 
pronunció* su incompetencia. 

La cuestión de D. Teodoro Thorne con el Gobierno, 
fué sobre mejoras y perjuicios, y no soDre el contrato ni 
sobre despojo. 

Establece el abogado de Dreyfus, que en cuestiones 
particulares como es el juicio de retracto, no está expe- 
dita la jurisdicción de V. E., porque el Gobierno no es 
el demandado. 

Argumento es este que á primera vista alucina, pero 
que viene por tierra al menor sacudimiento. En el juicio 
de despojo no puede hacer esta argumentación la casa 
de Dreyfus, y en el juicio de retracto comprendereis, 
Excmo. SeSor, que la demanda de retracto entablada, 
tiende á alterar la persona del contratante, á renovar el 
contrato, á rescindir la venta, á extinguir la obligación 
del contratante Dreyfus en la compra venta del guano: 
la demanda de retracto tiende á quitar el derecho al 
contratante Dreyfus, y mi mejor defensa la tenéis, 
Excmo. Señor, en la que hace lu casa Dreyfus en su 
causa. ^*\ 

Su distinguido letrado os ha dicho que prefiráis el 

juicio de posesión al de propiedad; luego el juicio de re*' 

tracto es juicio de propiedad, es sobre la esencia, sobre 

la naturaleza, y en una palabra, sobre la cosa misma, 

sobre el contrato ó su materia. . 

El artículo 18 del Beglamento de Tribunales, atribu- 
lo 
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don 4a, dá á V. E. potestad para conocer en los pleitois 
que se susciten sobre los contratos celebrados por el Su- 
premo Poder Ejecutivo; luego aunque el Supremo Go- 
bierno no sea demandado en el juicio de retracto, V. E. 
tiene la jurisdicción privativa, y la casa Dreyfus perte- 
nece á vuestro fuero en esta controversia. El mismo se 
ha sometido en la cláusula 83 de su contrato al fallo 
del Poder Judicial: y ni el Supremo Gobierno, ni Drey- 
fus pueden declinar de jurisdicción, porque ambos con- 
tratantes reconocieron la potestad de juzgar á este 
Supremo Tribunal. 

Célebres y hasta absurdas son para el letrado de la 
casa de Dreyfus las demandas de despojo y de retracto, 
porque no puede haber despojo en derecnos que no se 

tozan; porque no puede haber retracto en bienes mue- 
les, fundado todo en un derecho fantástico. 

Voy á juzgar estas cuestiones con la jurisprudencia 
de este Supremo Tribunal, y á la luz de los principios, 
de la filosofía, del derecho. 

£1 afio 49 D. José Antonio Alvarado, se querellé de 
despojo ante V. £., porque el Supremo Gobierno le ha- 
bla negado los derecnos que le concedian supremos de- 
cretos por la denuncia de los bienes de Mena y Yillalta. 

jQué posesión material tenia D. José Antonio Alva- 
rado? ¿Qué bienes tenia en su mano? 

¿Qué sentencia ejecutoriada le habia dado la posesión? 
¿Se dirá que hubo sentencia posesoria? Que se presenten 
estos títulos ante este Supremo Tribunal. 

Alvarado tenia los derechos que los decretos del Po- 
der Ejecutivo le declararon. 

£1 Supremo Gobierno privó de este derecho á Alva- 
rado *y V. £. declaré el despojo. 

£1 Ministerio Fiscal, desempeñado por mi estimable 
compañero el Dr. Loayza, calificó el procedimiento áfil 
Gobierno como espoliativo y pidió á V. E. que declarase 
el despojo. Mi estimable amigo el Dr. Gases llevó la 
demanda ante esté Supremo Tribunal. 

D. Miguel Botalde tenia derecho á ser pagado con un 
dinero mandado retener, por orden judicial, en la caja 



El Supremo Gobierno no pagó á Botalde, sino que 
entregó eí dinero á un tercero; y D. Miguel Rotalde en- 
tabló la querella de despojo, y Y. E. declaró el despojo 
en la ejecutoria de 10 de Mayo de 1853. 

Dice el señor Gisneros que cuando un comprador no 
paga el precio al vendedor y se lo niega; cuando el ar- 
rendatario niega el derecho de cobrar los arrendamientos 
á un locador; cuando el deudor niega el pago al acreedor 
¿podrá decirse que la negativa de estos derechos dá lu- 
gar á la acción de despojo? 

En todos estos casos hay derechos declarados por la 
ley y sin embargo no hay despojo. 

Argumento muy general es este, que por probar de- 
masiado, no prueba nada. 

El comprador, el arrendatario, el deudor, nopri\an 
al vendedor, ni al locador de su derecho, sino qua opo- 
nen resistencia al pago de una obligación. Pero si una 
autoridad priva al arrendatario, al locador, al vendedor 
y al acreedor de su derecho, le causa despojo. 

Por eso al acreedor Rotalde á quien no pagó el Esta- 
do lo que le debia pagar por la retención alcanzada del 
dinero de su deudor Agreda, le causó despojo. Rotalde 
no habia poseído el dinero sino que tenia el derecho, y 
por eso y. E. declaró el despojo. 

D. Manuel Alcázar fué nombrado capellán por el Su- 
premo Gobierno de la buena memoria fundada por D^ 
María Nicolasa Montalvo de Sotomayor. 

El Poder Ejecutivo nombró después capellán á un se^ 
ñor Duran y V. E. por ejecutoria de ^6 de Junio declaró 
el despojo. 

En el año 49 se sacó á remate el convento de Santo 
Tpmás de esta capitaly D. Aquiles Allier como primer 
licitador, solicitó del Gobierno la preferencia por el tan- 
to. Este poder le negó el derecho y Allier entabló que-^ 
relia de despojo. El ilustrado Dr. D. Francisco Javier 
M.mátegui expidió un notable dictamen digno de su ta^ 
lento y que yo presento al abogado de Dreyfus y á los 
letrados que dicen que los capitalistas nacionales no han 
sufrido despoio. 

Bita ba sido la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
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de la República desde qne rejia la legislación de Casti- 
lla, porque asi lo exije la ciencia y así está resuelto en 
la filosofia del derecho. 

El derecho de posesión es un derecho comprendido en 
el de propiedad: el derecho de propiedad no es el objeto 
que pasa de una mano á otra mano: es algo mas elevado; 
el derecho po tiene su origen eu la propiedad material, 
sino en las facultades fundamentales del ser humano, en 
los invariables fines que constituyen el destino del hom- 
bre sobre la tierra. El titulo del derecho en el orden 
filosófico es la naturaleza y en el orden civil es la con- 
vención 6 la ley. El titulo del derecho es la prueba de 
la posesión; y si por nuestra legislación las obligaciones 
nacen de la ley 6 de un hecho del hombre, los derechos 
civiles que le son correlativos tienen su título en las le.- 
yes 6 en las convenciones humanas. Luego las leyes de 
49 y 60 son la prueba de la tenencia, goce *<5 posesión 
del derecho de preferencia. Estos son los principios de 
la ciencia del derecho sancionados eu todas Jas legisla- 
ciones, antes que Ahrens hiciese una revolución filosófica 
en los principios de la ciencia jurídica. 

Para resolver esta cuestión de posesión no os fijéis en 
los hechos, sino en el derecho. 

En la tenencia material de las cosas no está el titulo 
fundamental del derecho de posesión. No es el objeto el 
origen del derecho, porque caeriamos en el panteísmo y 
el aerecho tiene su origen en una ley que, como dice 
Cicerón, «no está escrita sino innata, que no hemos te- 
nido ni aprendido de nuestros maestros, ni recibido de 
nuestros padres, ni estudiado en nuestros libros; la he- 
mos recibido de la naturaleza y de la cual están penetra- 
das todas, nuestras almas.» 

La posesión civil está reconocida en los artículos 465. 
y 466 del Código Civil. 

La legislación española en la ley 1^, titulo 30, partida 
79 reconoce la posesión de derecho, y concede la acción 
del despojo para alcanzar la restititucion de posesión de 
las cosas v de loa derechos. 

Esta ley dice: v las cosas incorporales como la servi- 
dumbre» acciones y derechos no pueden poseerse propia- 
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meifte, porque no pueden tenerse ni ocmparsn, mateHaU 
mente, como las corporales; pero su uso, goce 6 disfru- 
te se llama cuaftipoBicion y se comprende también bajo 
la palabra posesioné n 

La misma lejislacion española considera el despojo en 
la posesión de un derecho y lo defiende diciendo que, «ea 
el acto violento ó clandestino por el cual uno es privado 
de una cosa mueble, ó raiz que poseía^ ó del EJERCICIO 
DE UN DERECHO QUE GOZABA. » Ley 10, tit. 10 partida 79 
que es la ley 45 de Toro. 

Las modernas lejislaciones, bajo la palabra posesión, 
comprenden la de la cosa y la del derecho. El art. 465 
del Código español reconoce lai posesión del derecho. El 
art. 2134 del Código civil de Ñapóles reconoce la pose- 
sión de derecho. El art. 2868 del Código de Cerdefia 
reconoce la posesión del derecho. No hay lejislacion en 
el mundo que no conceda acción de despojo fundada en la 
posesión de un derecho. 

Nuestra lejislacion en el art. 1366 del Código de En- 
juiciamientos concede la acción de despojo al poseedor de 
un derecho, porque el citado artículo funda el interdicto 
restituturio en la posesión reconocida en los artículos 465 
y 466 del Código Civil, porque las cosas que están suje- 
tas al dominio del hombre, son corporales ó incorpora- 
les. (Art. 454 de la Legislación Civil) y las cosas incor- 
porales son los derechos y las acciones. Luego hay ac-* 
cion de despojo, no solo por la pérdida de la posesión 
material, sino por la privación de un derecho. 

La demanda de retracto que los capitalistas naciona- 
les han entablado está apoyada por las leyes especíales 
que conceden la preferencia á los hijos del país. 

Se intenta destruir esta acción, alegando aue el guano 
es un bien mueble, y que solo hay retracto ae bienes in- 
muebles, escepto en el caso de los bienes muebles que se 
rematan judicialmente á un deudor, ó al propietario de 
una casa indivisa. 

Se ha olvidado que hay retracto convencional estable- 
cido en nuestra lejislacion en el art. 1464 del Código de 
Enjuiciamientos; y si hay retracto por contrato con toda 
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olMe de bienes, con mayor razón la hay cuando está de- 
clarado por las leyes este derecho civil, leyes que rijen 
en el país; porque en la ley de 24 de Agosto de 1860, 
dada después de los códigos, se manda llevar adelante la 
de 6 de Noviembre de .1849. 

El retracto no es sino la preferencia, por lo tanto: es 
el derecho de tantear que la lejislacion española conce- 
dia en leyes especiales sobre bienes muebles. 

El contratante Dreyfus tiene pues que someterse á 
vuestro fallo, siendo muy indignos de ser tomados en 
consideración los argumentos nacidos del temor de re- 
clamaciones diplomáticas. . 

Dreyfus e^tá sujeto á las leyes del país por la Oons* 
tituciqn de, la República, por las leyes civiles, por los 
tratados celebrados con la Francia, y últimamente el 
Gobierno, por el articulo 1498, no tiene ninguna res- 
ponsabilidad, porque el vendedor no es responsable al 
comprador por los resultados del retracto ni por las 
costas. 

Por otro lado, Excmo. Señor, debe V. E. considerar, 
que mis defendidos ejercen el derecho de retracto ofre- 
ciendo una mejora fiscal de mas de 3 millones de soles, 
esos 3 millones que Dreyfus no ha entregado al Gro- 
bierno. 

El letrado de la casa Dreyfus ha dicho en su defensa: 
ir Es muy triste que el hombre que ha venido á prestar 
« millones al Perú se encuentre arraigado por orden de 
if este Supremo Tribunal. » 

¿Dónde están esos millones que Dreyfus ha entrega- 
do al Gobierno del Perú? 

El Ministro de Hacienda, en lugar de recibir dinero, 
eligió letras al cambio de 30^ pen. perdiendo por esa 
elección con que favoreció á Dreyfus mas de 80,000 $; 
y esos papeles no han podido jirar en la plaza, no han 
tenido ni tienen valor ninguno: son papeles blancos. Es- 
to es lo que ha entregado Dreyfus, ¿Dónde están las au- 
torizaciones y credenciales que inspiran confianza al Es- 
tado en una negociación en la cual el comprador, des- 
pués de obtenido su contrato, no cumple con la obliga- 
ción de hacer entregar real y efectiva de la cantidad 
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pactada? ¿Por qué no se admiten en plaza las letras de 
este poderoso contrato? ¿Por qué no circulan? ¿Por qué 
no tienen valor? Ah! señor. El Gobierno del Perú ha 
pasado por el sacrificio de abonar las letras de Dreyfus, 
de otra manera, el tesoro nada hubiera recibido. 

Dreyfus no ha dado nada: el Gobierno ha dado su 
fianza. Las letras de Dreyfus llevan, Exmo. señor, el se- 
llo de Estado. El Perú se ha prestado á si mismo: na- 
da debe á Dreyfus. (Signos de aprobación en la barra — 
El presidente recomienda mucho érden á los concurren- 
tes. ) 

Excmo. señor, V. E. quizá esté fatigado de oirme y 
yo estoy fatigado de hablar; asi ^ que necesito concluir 
este informe recordando las solemnes palabras pronun- 
ciadas por el jefe del Estado al recibir la investidura del 
poder supremo, en el santuario de las leyes. 

S. E. dijo: « TJn estudio atento de las viscisitudes por- 
que ha pasado el país desde su independencia, y de las 
desgracias sufridas en tan largo tiempo, ha llegado á 
convencerme de que esas desgracias y esos grandes ma- 
les vienen solo del falseamiento de la ley. » 

Pues bien: es llegado el caso de que las leyes se cum- 
plan respetando los fallos del poder judicial. 

S. E. dijo: a Para remediar tantas desventuras yo os 
prometo en este dia solemne que la Constitución y las 
leyes serán para mi el constante y ardiente culto de mi 
corazón. » * 

S. E. el coronel Balta es un hombre de bien; su hon- 
radez la reconocen amigos y enemigos, la reconocen los 
capitalistas nacionales á quienes defiendo, la reconoce y 
declara el abogado que tiene el honor de informar ante 
este supremo tribunal, y por lo tanto la promesa de S. *E. 
será cumplida en la mas solemne ocacion que se la- . 
presenta para tributar el ardiente culto de su core 
zon. 

S. E. dijo: — «La inauguración de un mandatario edu- 
cado en la escuela de la mas rígida obediencia, es prueba 
segura de que para él no puede haber otra norma que la 
Constitución, arca santa de las libertades públicas. » 

El presidente de la Bepública cumplirá pues con la 
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Constitución; respetará el fallo de la primera magistra- 
tura de la República. 

Excmo. señor: He hecho cuanto me ha sido posible, 
en la esfera de mis facultades, para cumplir mi deber. 

Cumpla Y. E. el suyo, aplicando las leyes y adminis- 
trando estricta justicia en la cuestión sometida hoy á su 

conocimiento. 

I' 

Tres dias empleó el abogado de Dreyfus, señor 
Cisneros (Luciano) en contestar al anterior infor- 
me, y después de su discurso, el abogado de los 
n:icionales pidió la palabra para replicar, y le fué 
concedida. Se expreSó en estos términos. 

(audiencia del 21 DE setiembre) 

El señor Pérez — Excmo. Señor: — Al principiar su dis- 
curso el abogado de Dreyfus, ha presentado algunas con- 
sideraciones generales que envuelven ataques directos á 
mis defendidos, al fiscal de V. E. y al abogado que infor- 
ma. La réplica guardará armonía con el ataque, y sin 
olvidar el respeto debido á V. E., procuraré hacer mi de- 
fensa en el terreno de los hechos y en el terreno del de- 
recho. 

Comenzó el señor Cisneros describiendo el estado del 
país por el ultraje sangriento del 14 de Abril. ¿Dónde 
estaban, pregunta, los capitalistas nacionales? íor qué 
la agitación actual cuando se discuten intereses secunda- 
rios, y porqué el silencio después de ese dia aciago para 
la República? 

El señor Cisneros puede esplicar mejor que yo ese he- 
cho. La Nación callaba, callaban los capitalistas nacio- 
nales, por que el mandatario de esa época marchaba rec- 
tamente á entregar la honra y los tesoros del país á los 
agentes de Isabel II; y cuando mi estimable compañero 
defendía con el calor que puede inspirar la buena fé, al 
hombre del 27 de Enero, el país veía claramente, con la 
intuición de la dignidad ofendida, el crimen que se prepa- 
raba. Hé allí porqué el patriotismo oomprimid sus gene- 
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rosas manifestaciones, y porque todos los círculos socia-' 
les negaron su concurso al Gobierno Pezet. 

Afirma el distinguido abogado señor Gisneros que la 
causa de los capitalistas nacionales es causa de los con- 
signatarios de guano. Si así fuera, no estaría yo infor- 
mando en este momento, informaría en lugar mió el abo- 
gado Cisneros, que estaría obligado á ocupar este pues- 
to, como constante defensor de la consignación de Ale- 
mania. 

Recorriendo la historia de las consignaciones de gua- 
no, y agitando sus mal apagadas cenizas, algunas chis- 
pas se ven caer sobre las cabezas de sus impugnadores. 

Yo vengo á hacer la ^defensa de los capitalistas nacio- 
nales, porque deseo que el país no tenga otros acredores 
que sus propios hijos, á ñn de dar al orden público ma- 
yores garantias de estabilidad, y de evitar que la riqueza 
fiscal vaya á ensanchar esclusivamente la fortuna del co- 
mercio extrangero. ¿Por qué la Inglaterra es grande y 
poderosa? Por qué los Estados Unidos son una gran po- 
tencia? — Porque ambos paises han pedido solo á sus sub- 
ditos los caudales que han necesitado. En la guerra ci- 
vil que tuvo que sostener la gran República, no apeló á 
empréstitos extrangeros, buscó sus recursos en sí misma, 
y dominó la crisis que tuvo que atravesar, sin hacerse 
tributaria del comercio de otras naciones. 

Cediendo al alto pensamiento de arraigar en nuestro 
suelo la fortuna nacional, sancionaron nuestros lejislado- 
res la ley del año 49, cuyo fin es benéfico y claro, porque 
son manifiestas las miras que la dictaron. Esa ley no ha 
sido expedida para solo un caso particular, ella tiende á 
protejer permanentemente el capital nacional: su objeto 
es perpetuo; por eso es una verdadera ley: por eso cua- 
tro congresos sucesivos la han obedecido y acatado co- 
mo tal. ^ 

Mi compañero, el Dr. Cisneros, haciendo poderosos 
esfuerzos para combatir el dictamen del señor Pscal, se 
ha permitido arrojarle, ¿pero qué? piedras falsas. Se ha 
deteñido en la forma y dice que en ese documento no es- 
tá probado que las resoluciones de 49 y 60 sean leyes, 
porque no contienen las fórmulas establecidas en la Cons* 
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titucion. El señor Cisneros es bastante ilustrado en De- 
recho Político Constitucional y debe conocer nuestra 
historia política. Que abra pues todas las Constituciones 
de la República, j verá cual ha sido la forma de que ha- 
cian uso los Congresos en sus resoluciones, y cuál, ha si- 
do la práctica que se ha observado en nuestras diversas 
lejislaturas. 

El primer Congreso Constituyente del Perú del afio 
22, al dar la ley fundamental de la República dijo: «de- 
cretafnos y sancionamoa la presente Constitución. » El 
primer Congreso Constituyente en todas sus leyes y re- 
soluciones empleaba esta fórmula: Debo íídeclarar y de- 
claro, » debo « decretar y decreto, » El Congreso Cpnsti- 
tuyente del Perú decreta, » 

El Congreso Constituyente del año 26, al dar la ley 
fundamental déla República dijo: «El Congreso Consti- 
tuyente del Perú decreta la siguiente Constitución. 

El Congreso Constituyente del año 26 en todas sus 
leyes decia: (c El Congreso Constitucional del Perú de- 
creta» i) Por qué no decia: «ha dado la ley siguiente. » El 
señor Cisneros tendría derecho para decir que no pare- 
cen ni son leyes estas constituciones? 

El Congreso del año 28 en su ley fundamental dice: 
El Congreso Constituyente del Perú decreta la siguien- 
te Constitución, y en todas sus leyes, emplea esta fór- 
mula. El Congreso Constituyente decreta. 

El Congreso Constituyente de 1834, al mandar la 
promulgación de la ley fundamental y en todas sus leyes 
dijo: cEl Congreso Constituyente del Perú decreta. » 

El Congreso Constituyente del año 39, al mandar pro- 
mulgar la ley fundamental empleaba esta fórmula: <c £1 
Congreso Constituyente decreta, » 

La Convención del 56 al derogar la Constitución de 
1839 dijo: (fLa Convención Nacional declara. » 

A los primeros Congresos del Perú, concurrieron los 
Vijíl, los Rodríguez, los Luna Pizarro, los Figuerola, 
los ünanue, los Chiarun, los Lazo, los Mariátegui, los 
Paz-Soldan y tantos ilustres y grandes hombres del Perú. 

Los Congresos posteriores han dado leyes en formado 
resolución y resoluciones en forma de leyes. Para ad- 
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quirir esta oonvieoion, Exorno. Seflor, basta conocer la 
Listona de nuestra Legislación y de nuestros Gongre* 
sos. 

El señor Gisneros en vez de vogar en un mar de fra- 
ses y de palabras, para dar solidez á su brillante defen- 
sa, y para combatir con justicia al Ministerio Fiscal, de- 
bió abrir la historia política de su patria y estudiar la Le- 
gislación positiva en los hechos, en las prácticas de la 
administración y de los altos poderes del Estado. 

El Gongreso de 1862, por resolución Legislativa de 
31 de Diciembre del mismo año, concedió á Tos vapores 
con pabellón extranjero los privilegios concedidos & la 
marina nacional (pág. 250, Colección de Leyes y Resolu- 
ciones de 1862. ) 

Ved ahí, Excmo. Señor, al Poder Lejislativo dando una 
ley en forma de resolución. 

El Gongreso de 1862, por resolución Legislativa de 
26 de Enero de 1868 declaró, que las municipalidades 
no tenian derecho de expeler á ningún Rejidor (Golee» 
cion de Leyes y Resoluciones, pág. 264. ) 

El Gongreso de 1862, por resolución legislativa de 26 
de Enero de 1863, mandó se releven en todos los ramos 
del servicio público, á los empleados interinos con los su- 
pernumerarios (pág. 258, Goteccion de Leyes y Resolu- 
ciones. ) 

El Uongreso de 1862, en la resolución Legislativa de 
29 de Octubre del mismo año, dispuso que no percibieran 
sueldo íntegro los militares que no estuviesen en actual 
servicio. 

Por la ley de 26 de Enero de 1863, (pág. 27) se auto- 
rizó al Poder Ejecutivo para la construcción de un dique 
en el Gallao, y para que concediese un privilegio que no 
exediese de 20 años á D. Jorje Petrie, representante de 
la compañia de navegación por vapor en el Pacífico. 

Por resolución Legislativa de 17 de Enero del mismo 
año, (pág. 255) se autorizó al Poder Ejecutivo para la 
construcción de un ferro-carril de esta capital á la pro- 
vincia de Jauja. 

Por la let/ de 21 de Enero de 68 se ordenó el estable- 
cimiento de un colegio nacional en Lambayeque, y por 



y 



-84- 

resolucion LogislatiTa de la misma fecha (pág. 256 ) se 
creó un colegio nacional de instrucción media en Azán- 
garo. 

Todos loa tratados celebrados por el Perú con las 
otras naciones son leyes de la nación, por resoluciones 
Legislativas. 

Véase pues, al Poder Legislativo dando leyes en for- 
ma de resoluciones, y resoluciones en forma de leyes*. 

Véase al Poder Legislativo del Perú estableciendo su 
derecho internacional, por resoluciones Legislati/as, apro- 
batorias de todos los tratados celebrados con las nacio- 
nes extranjeras. 

Puesto que la cuestión es de legislación y de adminis- 
tración pública, debe pues, el letrado de Dreyfus abrir la 
primera y última página de nuestra historia politica, pa- 
ra combatir el dictamen del ilustrado fiscal de Y. ^. y 
vea el Tribunal Supremo, que esa misma historia habla 
en contra de la acalorada defensa de mi amigo el señor 
Cisneros. 

Los Congresos han expedido también y expiden leyes 
para casos particulares y defectos transitorios como son 
las leyes dadas para la promulgación de las constitucio- 
nes, para la promulgación de los Códigos, para la aper- 
tura y cláusula de las sesiones del Congreso. Ley tran- 
sitoria fué la de 3 de Noviembre de 1862 por la que se 
concedió un premio á los marinos que se negaron á de- 
portar al general Echenique y otros ciudadanos. 

¿Y por qué pasa esto, señores, en nuestro sistema po- 
sitivo de legislación? — Por qué la ciencia de las leyes es- 
tablece la distinción de. ellas. Las leyes pueden ser civi- 
les, criminales, comerciales, especiales, facultativas, fis- 
cales, fundamentales, generales, internacionales, tempo- 
rales y transitorias, etc. 

Consúltese á todos los tratadistas de legislación y el 
importante trabajo del fiscal de V. E. Dr. D. José 
Gregorio Paz-Soldan sobre las leyes: y se adquirirá la 
convicción de que la ciencia se opone al falseamiento que 
quiere hacerse de los fundamentos y principios de la ley, 
mirando su fin en la forma y no en su naturatlez?, y en eli 
propósito y fii\ del legislador. 
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La Legislatura de 1860 que fué la misma de 1862 dio 
la ley de 24 de Agosto en forma do resolución. 

Todo razonamiento que tienda á quitar la eficacia y 
valor á las leyes, que de una manera marcada conceden 
derechos importantes, encierra un vicio que debe ser cor- 
rejido por la estricta observancia de las reglas de la in- 
terpretación. Entre estas, la 1^ es que se atienda al es- 
píritu de la ley y al motivo que revele en su estructura. 

El motivo que ocaciona una resolución no califica su 
naturaleza. Esta se vé en la intención y fin del lejisla- 
dor. El pensamiento de acordar la preferencia á favor 
de los nacionales, procedi<i de la mira de que se acumu- 
lasen capitales en el pais, y esta mira en, los altos pode- 
res de la nación y en todo el que desea acrecentar la ri- 
queza de su país, es perpetua. 

Por eso todos los poderes del Estado han llamado le- 
yes é las del 49 y 60, leyes son ante la ciencia y ante 
las prácticas de nuestro sistema constitucional. 

Nos ha hablado también el señor Cisneros con mucho 
fuego y con mucho patriotismo de la hidropesía de oro. 
Pues bien: esa hidropesía de oro la deseo para las arcas 
nacionales, á fin de que mañana no vaya el Perú & pedir 
dinero á una casa extranjera para pagar á sus 'emplea- 
dos y á sus viudas y se encuentre con las puertas cerra- 
das, cuyas cerraduras se prepararon por los patriotas de- 
fensores del contrato Dreyfus. 

Nos ha dicho igualmente que el Gobierno no puede 
retroceder, que no puede haber una moral para el indi- 
viduo y otra moral para la sociedad. Pri^^^ipio muy fal- 
so, Excmo. Señor: la moral del individuo es en este caso 
distinta de la moral de los Gobiernos. El individuo como 
particular puede regalar su fortuna, y al que la adquie- 
re no le alcanzará jamás un interdicto. El Gobierno no 
tiene ese derecho, porque su moralidad está en el cum- 
plimiento de ' la ley: el honor del Gobierno, no es como 
el de los individuos: los mandatarios en la República 
cumplen la ley escrita, no juran cumplir las leyes de un 
falso honor, ni las sujestiones desús caprichos revelados 
en contratos evidentemente ruinosos. Las democracias 
son desconfiadas, y cuando no son desconfiadas conclu- 



yen por abrir paso al despotismo. En un pais represen- 
tativo, no hay mas doctrina que la ley. Eso decía mi 
amigo el señor ex-ministro del señor coronel Balta, con 
cuyo voto se mandó á V. E. el contrato Gavard. ¿Qi^é 
ñrma tenia ese contrato? Ese contrato llevaba la respe- 
table firma del Gobierno. ¿Por qué, señor, con la firma 
de mi amigo pasó ese contrato al Poder Judicial? ¿Por 
qué, como Ministro de Estado, y formando parte de un 
Gobierno, prestó su voto para mandar á V. E. ese con- 
trato? Según su doctrina, ese contrato no podia romper- 
se, porque llevaba la firma del Gobierno. ¿De manera 
que hay una doctrina, una l^y, una moral para el con- 
trato Gavard, y otra doctrina, otra ley, otra moral para 
el contrato Dreyfus? 

Me permitirá mi estimado amigo decirle, que ha sa- 
lido del camino de la lójica. 

En el expediente del señor general Rivas ¿el manda- 
tario no retiró su firma? y después de esos hechos ¿seria 
indecoroso ahora que retirara el Gobierno su firma del 
contrato Dreyfus? ¿En donde estamos, Excmo. Señor? 
¿Se bu extraviado la conciencia, ó se quiere hacer burla 
á la razón de los hombres serios? 

En el contrato sobre el camino carretero del Callao, 
¿por qué el Supremo Gobierno borró su firma? Según 
la doctrina del abogado contrario, el Gobierno en todos 
los casos que he referido ha dado pruebas de inmorali- 
dad, no ha cumplido su palabra y merece desprecio. ¿T 
es ese mismo Gobierno el que en el contrato Dreyfus no 
puede retroceder, sino permanecer inflexible? Tratándo- 
se de la suerte del pais ¿por qué no quiere una ^imienda 
justa y patriótica? La doctrina de cueste lo que costare, 
que provocó la revolución del año 65, fué idéntica á la 
que se pretende establecer con el contrato Dreyfus, por 
mi estimable amigo el señor Gisneros. 

Noble y patriótico seria entregar á pública licitación 
el contrato Dreyfus, como lo solicitaron en 16 de Agosto 
las casas consignatarias de guano. 

Vivien, en sus estudios sobre la ciencia de la admi- 
nistración, decia: la libertad es tan santa que dichoso tm 
creería si se la debiera d Washington; me reconeiUaria 



can tm Stuart y la aciptana de Oromwd^ ti «mi Oramwtl 
pudiera darla. 

Si se trataba dé la libertad de la hacienda, asediada 
por la tiranía de los consignatarios, desde que ellos ve- 
nian á entregarse y pedian la publicidad para ^ar las 
bases del crédito interior, debió aceptarse la concurren- 
cia; pero la negociación se ha consumado en el secreto; 
no ha habido publicidad, no ha habido sino actos priva- 
dos de deferencia, actos practicados por el señor Minis- 
tro de Hacienda, no como Ministro sino como Piérola; 
actos de los comisionados, no como comisionados sino 
como particulares. Si la tiranía de los consignatarios 
venia á estrellarse pidiendo la publicidad, noble y pa- 
triótico era aceptar la libertad para la hacienda del Pe- 
rú; porque ella, según la s^itencia de un sabio, es una 
dicha cuando se debe á Washington, deja la reconcilia^ 
cion cuando viene de un Stuart, y debería aceptarse de 
un Cromwel si un Cromwel pudiera darla. (Signos de 
aprobación en la barra. £1 Presidente del Tribunal re- 
comienda el orden.) 

En fin, señor, procuraré que no me abandone la cal- 
ma en el desarrollo de todas las cuestiones que ha trata- 
do el señor Gisneros. 

Hablando sobre el derecho de preferencia, establece, 
como el que habla, que no puede ser ejercido sin el co- 
nocimiento del objeto sobre que debe recaer, sin estar al 
cabo de la responsabilidad y del deber á que se contrae. 
Mi estimado compañero dice que ha habido pleno cono- 
cimiento, porque las bases se han conocido. ¿En qué se 
parecen, Excmo. Señor, las bases entregadas privada- 
mente á uno de los con^gnatarios, al contrato celebrado 
con Dreyfus? Y aquí me permitirá V. E. que reclame 
la atención del señor Gisneros. El señor Ministro de 
Hacienda no queria tratar con las casas oonsignatarias, 
y sin embargo entregó privadamente á una de ellas las 
bases dd contrato. A esto se quiere llamar licitación, y 
esto que no es sino un aviso privado, confidencial, ha 
servido de fundamento al señor Gisneros para asegurar 
que todas las casas^cmsignatarias fueron solicitadas pa- 
ra que tomiaran parte en una conourrenoia que no se 
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tuvo la intención de provocar. Si se habia resuelto no 
tratar con las casas consignatarias ¿cómo es que fueron 
llamadas? Al solicitar propuestas de una sola casa con- 
signataria, con esclusion de las otras y de todos los ca- 
pitalistas del país, se revelaba claramente la intención 
de celebrar un contrato personal y clandestino, violando 
las prescripciones de la ley, como se ha hecho con el 
contrato Dreyfus. El hecho citado por el señor Gisneros, 
lejos pues de confirmar sus aseveraciones, prueba evi- 
dentemente que el Gobierno ha estado ipuy lejos de 
querer provocar una amplia y legal licitación. 

He dicho, Excmo. Señor, que las bases para el nego- 
ciado son muy distintas de las del contrato Dreyfus. Lo 
vá á ver V. E. ■ ^ 

Las bases fijadas para una negociación deben ser in- 
variables; pero el contrato Dreyfus parece celebrado con 
órdenes distintas de las instrucciones reveladas privada- 
mente á alguna casa consignataria. Voy á probarlo, y 
este es un punto muy esencial, porque mi estimable com- 
pañero dice, que estando conocidas las bases, ¿cómo es 
que no se elevaron las propuestas? 

El artículo 5? de esas instrucciones dice: «rLa casa 
compradora pagará 40 soles por cada tonelada efectiva 
de guano, y el artículo 5? del contrato establece que los 
compradores pagarán al Gobierno 86 soles 50 centavos 
por cada tonelada.» ¿En qué se parecen, pues, las bases 
dadas privadamente á alguna casa consignataria, con el 
contrato Dreyfus? 

El artículo 31 del contrato concede una prima de 4 
pO^o sobre los productos netos. Este es uno de los pun- 
tos mas graves. Esta condición que está en el contrato 
jestá en las instrucciones? No; luego son diferentes las 
bases y el contrato. 

El artículo 2? de las instrucciones dice: «el guano 
colocado á bordo de las lanchas de los buques, que la 
casa compradora enviare á las guaneras, será colocado 
á bordo de las lanchas de los buques por cuenta, costo 
y riesgo del Gobierno peruano, pasando por ese mismo 
hecho á ser de cuenta, costo y* riesgo del comprador. 
En el artículo 2^ del contrato se quitó la palabra riesgo. 
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para hacerte pesar sobre el Estado, espresa y determi- 
nadamente en el artículo 10 del contrato, por el cual el 
Gobierno está á las pérdidas, y el comprador siempre á 
las ganancias. 

Este es un punto muy esencial; es necesario conocerlo 
y que el país también lo conozca, porque se dice que las 
bases las tuvieron los capitalistas nacionales, y que si no 
han entrado en la competencia, ellos tienen la culpa, 
pues que pudieron presentar propuestas mejores. 

¿Qué otras diferencias hay entre el contrato y las ba- 
ses?/El artículo 11 de las instrucciones dice: «que no son 
de cuenta del Gobierno peruano las averías que sufra 
el artículo, una vez puesto á bordo de las guaneras, ni 
tendrá mas» responsabilidad y costo que el del acarreo 
oportuno en estas; pero abonará en cuenta á la casa 
compradora el valor de los cargamentos que se perdie- 
sen en el tránsito por siniestros marítimos inesperados, 
y no provenientes del mal estado de la embarcación, car- 
ga exesiva, 6 impericia del capitán, valor calculado por 
el precio que de dichos cargamentos hubiese recibido 6 
debiere recibir: y por el artículo 10 del contrito, «el 
valor de los cargamentos de guano que se pierdan en el 
tránsito, en parte ó por completo, así como las averías 
gruesas qu»:^ sufriesen por siniestros marítimos, serán de 
cuenta delGobierno.j» 

El artículo 15 del contrato dice: «Los compradores 
tendrán en todp tiempo el derecho de designar los depó- 
sitos de donde deberá extraerse el guano,» y el artículo 
34 establece que el contrato podrá prorogarse de común 
acutrdo, cuando esté para terminar, para la compra de 
otros d«s millones de toneladas de guano. 

Ni el uno ni el otro de estos dos artículos están con- 
signados en las instrucciones, y sin embargo son esen- 
ciales, porque tienden al monopolio, tienden á entregar 
á Dreyfus, no solo los dos millones de toneladas que 
ahora se le venden, sino dos millones mas. ¿Este último 
artículo está en las bases? No. ¿Lo han conocido los 
capitalistas nacionales? No. ¿Lo conocia el señor Cán- 
dame? No. Solo era conocido del Ministro de Hacienda, 
de sus comisionados, de Dreyfus y de su defensor: (aplau- 
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808 en la barra que fué llamada al orden por el Pre8i* 
denté.) 

El artículo 82, sobre el cual reclamo la ilustrada aten- 
ción de y. E., está concebido en estos términos: «Si por 
un evento no fácil de proveer, no bastase el guano para 
cubrir los adelantos que hubiesen hecho los compradores 
al Gobierno, 6 desapareciese, 6 no pudiese exportarse ni 
venderse en los mercados que están determinados en 
este contrato, el Gobierno hipoteca todas las rentas de 
la Nación, cualesquiera que sean y de donde provengan^ 
para satisfacer con ellas los adelantos que los compra- 
dores hubieren hecho, j estas reütas le serán entregadas 
mensuálmente^ desde la fecha en que no produzca sufi- 
cientemente el guano. Sin embargo de esto, los compra- 
dores respetarán las hipotecas que puedan existir sobre 
dichas rentas con anticipación á este contrato.» 

Fíjese V. E. en este artículo, falle con completa jus- 
ticia y salve la suerte de la República. El Gobierno hi- 
poteca todas las rentas de la Nación. ¿Esto estaba en 
las bases? No estaba. ¡Ah! esta frase es matadora para 
los defensores del contrato Dreyfus! Este artículo cau- 
sa una verdadera indignación. El Gobierno hipoteca 
todas las rentas nacionales, cualesquiera que sean, y es- 
tas rentas le serán entregadas mensualmente al compra-f 
dor, desde la fecha en que no produzca suficient.emente 
el guano. 

¿T este contrato es el que salva la hacienda pública? 
¿Es el que le dá lib^tad? En los paises cristianos, se- 
ñor, se concede aun á los deudores fallidos, el beneficio 
de competencia, el derecho á la ropa de uso y á los ali- 
mentos; pero aquí no se le deja al Perú para él porvenir, 
ni una pobre túnica con que cubrir sus positivas mise- 
rias. (Aplausos en la barra, que es llamada al drden por 
el Presidente del Tribunal.) 

Este artículo es tremendo; este artículo ¿lo conocian 
los nacionales! ¿Lo conocía V. E.? ¿Lo coñocia la Na- 
ción? No! Luego el contrato Dreyfus es un contrato 
clandestino. 

, Se invoca la autorizaícion de 25 de Enero. Esta auto- 
rización ha dado materia al señor Cisneros para dirijir 
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fuertas ataques á la notoria imparcialidad del fiscal de 
V. E., señor Dr. Ureta. Ha dicho, que de todo se ocu- 
paba el fiscal, menos de la autorización: que esta auto- 
rización es la que le quita la competencia al Supremo 
Tribunal, tero ¿quién puede resolver esta cuestión, 
Excmo. Señor, si no es el Poder Legislativo? El Poder 
Legislativo es el que resuelve la cuestión. ¿Qué resolvió 
el Congreso del 64? ¿Qué dijo? ¿Cuáles fueron los fun- 
damentos de sus leyes, de sus resoluciones? Veamos el 
dictamen de la comisión de hacienda en la página 596 
del (cDiario de los Debates.» 

El señor Presidente dd TríbunaL — Queda el abogado 
con la palabra en la esfera de los' hechos. 



(AUDIBNGU DEL 22 DE SETIEMBRE.) ^ 

El señor Presidente, — En obsequio á la naturaleza de 
la causa, se ha dado toda la amplitud necesaria á la de- 
fensa; sin embargo, en cuanto á los hechos, puede con- 
tinuar el abogado con la palabra. 

El señor Pérez. — Con el permiso de V. E. vengo á 
continuar la réplica en la materia fundamental de los 
importantes hechos de esta controversia. Voy á seguir, 
Excmo. Señor, en tranquila y sosegada discusión este 
delicado asunto, en el cual se encierra la suerte de la 
. República; pero antes de entrar en los hechos principa- 
les, me permitirá V. E. leer los nombres de los capita- 
. listas nacionales que han pedido el retracto y entablado 
la querella de despojo. 

Helos aquí: 

El señor Goyeneche: tiene una grande fortuna adqui- 
rida en virtud de largos años de trabajo honrado y per- 
severante, y de una moralidad que ha sido ejemplar. 

El señor Cándame: debe á la suya á una seveva eco- 
nomia y á hábiles y bien meditadas combinaciones, á 
profundos cálculos. 

El señor Unánue: posee una fortuna heredada de su 
respetado padre y adelantada con su trabajo personal. 

Él señor Castañeda: la debe á una probidad nunca 
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desmentida, al trabajo constante y eficaz, al orden y 
arreglo en su vida y en sus relaciones sociales. 

El señor Villate: la heredó de sus padres millonarios. 

El señor Canevaro representa una fortuna honrosa- 
mente adquirida en mas de 30 años de esfuerzos y de un 
trabajo perseverante. 

El señor Althaus: en pocos años, su inteligencia y 
contracción al trabajo, le han dado una fortuna propia, 
décupla de su capital primativo. 

La del señor Barreda se debe á su moralidad y su 
conducta, sus relaciones y su modo de ser, y á su tino 
y acierto en los negocios. 

Los señores Dorca y Ayulo son unos capitalistas que, 
merced á sus esfuerzos y á su constancia y buena direc- 
ción, tienen una fortuna considerable. 

El señor Sancho-Dávila ha heredado su fortuna desús 
antepasados: bien manejada y mejor dirijida, se ha acre- 
centado considerablemente. 

Estas fortunas. Exorno, Señor, no son improvisadas, 
no asustan á Ip» sociedad; porque en el pais todos cono- 
cen los lícitos medios por los cuales se han ad(^uirido. 

Mi estimable compañero ha manifestado, ó al menos 
ha dejado traslucir, que habia cierta tendencia 6 cierto 
espíritu de rebelión en la causa que se ha traído á este 
Supremo Tribunal. Me pétrece que no hay justicia eu 
apelar á este pretesto, para procurar influir, por un ca- 
mino indebido, sobre el espíritu del Tribunal. Los seño- 
res Goyeneche, Candamo, ünanue, Villate, etc, ¿pueden 
ser conspiradores? ¿pueden ser revolucionarios? Estos 
señores rechazan la imputación poco hidalga que se les 
hace: hartos males cuestan al pais las revoluciones, aun 
las justas, y todo corazón honrado y patriota desea se 
aleje esta calamidad que ha causado la desorganización 
y el atraso de «la República. 

Hechac, Excmo. señor, estas rectificaciones, sigo mi 
argumentación. 

Entro, señor, á examinar otro de los hechos que esta- 
blecidos por mi estimable compañero, y del cual dice que 
no se ha ocupado el señor fiscal de la nación. La auto- 
rización Legislatiua de 25 de Enero, quita, según ¿1, la 
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jurisdicción al Supremo Tribunal, porque es especial, ñm* 
piísima j extraordinaria. Ahora se quiere dar á la ley 
este carácter; V. E. no ignara el origen de esta y de 
otras autorizaciones, como así mismo el medio que se em- 
plea para canseguirlas. 

Cuando los ministros de Estado se presentan al Con- 
greso para pedir la sanción de una ley de esta especie, 
pintan con colores alarmantes las necesidades del pais, 
exajeran los riesgos que corre la República, y después 
de arrancar la autorización, aunque se haya dado con 
un carácter limitado, se le convierte en amplísima y ex- 
traordinaria. (Aplausos en la barra.)^ 

Vamos, señor, á juzgar con calma este punto. Se dice 
que la autorización Legislativa de 25 de Enero priva de 
jurisdicción al Supremo Tribunal. Ocurramos para des- 
vanecer este argumento á la fuente de la Legislación; 
examinemos los debates parlamentarios y las resolucio- 
nes de los Congresos. Veamos desde luego lo que dice el 
Congreso del 62. En el «Diario de Debates» de dicho año 
leemos lo siguiente: 

Señor: «Vuestra comisión ha examinado muy deteni- 
damente el contrato de consignación de guano para los 
Estados Unidos, celebrado entre el Gobierno y la casa 
de E. Witt y Séhutt, en 20 de Mayo último, comparan- 
do todas y cada una de sus cláusulas las de los contratos 
de consignación vigentes y con el tenor expreso de las 
leyes del caso; y después de haber meditado bien sobre 
este asunto, cumple el deber que le habéis impuesto, 
opinando que lo desaprobéis, por las razones que pasa á 
manifestar.» 

<r No puede revocarse á duda que este contrato es de 
consigoacion y no de empréstito; pruébalo la escritura 
pública concebida en términos entiramente conformes 
con los de las demás consignaciones aprobadas por el Con- 
greso. En el encabezamiento de la escritura» que es don- 
, de se denomina el contrato, se dice: «por cuanto ios se- 
ñor E. Witt y Schutt hicieron una propuesta al Supre- 
mo Grobierno, con el fin de dar^e un millón de pesos por 
la consiguacion de guano de los Estados Unidos del 
Norte, bajo las bases ¿[jadas en las referidas propuestas» 
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con lo 0ual quedó espresamente mamfeertada la intención^ 
de los contratantes y el verdadero objeto del contrato. 
En la primera de las bases que sirvieron de minuta, se 
espresaron los proponentes en estos términos: «en vir- 
tud de cuyo adelanto (el de un millón de pesos) el Supre- 
mo Gobierno nos concederá la consignación de guano 
de los Estados Unidos del Norte;» y casi todas las clan- 
sulas del contrato, particularmente las mas esenciales 
que lo caracterizan, se refieren esclusivamente á la con- 
signación. El adelanto se ha estipulado del mismo modo 
. que, según costumbre, se ha hecho en todos los contratos 
de esta especie, como condición, 6 mejor dicho, como el 
servicio de cambio del cual se adquiere la consignación. i> 

Siendo esta la naturaleza del contrato, es de todo pun- 
to incuestionable la competencia del Congreso para apro- 
barlo 6 desaprobarlo, según lo estime mas conveniente á 
los intereses del pais. La ley de 24 de Agosto de 1860 
dispone » 1° que los contratos que . el Gobierno celebre 
para la consignación del guano 6 sobre otro modo mas 
ventajoso de espenderlo, se hagan con sujeción á las pre- 
venciones que contiene la resolución legislativa de 10 de 
Noviembre de 1849: 2^ que celebradas que sean dichos 
contratos, se sometan al conocimiento del congreso, con 
todos los documentos que á ellos se refieran, para su 
aprobación definitiva; sin cuyo requisito no se tendrán 
por perfeccionados, ni producirán sus efectos legales: 
3^ que la condición de someterse los referidos contratos 
á la deliberación del Ccmgreso, debe insertarse en ellos 
como clausulo especial. » Esta le^ está vigente. 

« No ha sido ¿ni podido ser modificada, ni derogada 
por la autorización de la Comisión Legislativa, para que 
el Gobierno pudiera levantar empréstitos hasta la wcanti- 
dad de 50 millones; porque .según el artículo 75 de la 
Constitución, para interpretar, modificar 6 derogar las 
leyes se observan los mismos trámites que para su for- 
mación; porque conforme al artículo 59 do la misma úni- 
camente al Congreso compete la facultad de « dar leyes, 
interpretar, modificar y derogjir las existentes: » porque 
en virtud de las disposiciones del título 13 de la Cons- 
titución, que trata de la Comisión Permanente del Caer- 
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po Legislativo, cuya misión es «vijílar el cumplimiento 
de la Constitución y de las leyes, » do tiene este cuerpo 
absolutamente facultad de modificarlas ni de derogar- 
las; y porque en fin, en la referida resolución de la Per- 
manente se autoriza al Gobierno para levantar emprés- 
titos con sujeción á las leyes, y nada hay, espreso 6 tá- 
cito, que importe la derogación 6 modificación de la ley 
de 24 de Agosto. » 

« En la resolución Legislativa de 1 de Noviembre de 
1849 dispuso el Congreso que para la aprobación de los 
contratos de consignación de guano, se provocara pré- , 
viamente la competencia, por medio de agentes y cónsu- 
les del Gobierno, y que en todo caso se diera la preferen- 
cia á los hijos del pais. En el contrato Witt y Schutfe se 
han infrinjido estos dos mandatos, circunstancia que por 
81 sula bastaria pa;*a desaprobarlo. Lejos de haberse pro- 
vocado la competencia, se ajustó reservadamente, sin 
darle ninguna tramitación á la propuesta que hicieron 
los interesados, y no se ha tenido conocimiento de él sino 
después de estendida la escritura. Ninguna oficina del 
Estado, ningún empleado de la Nación ha intervenido 
en este contrato, exepto el tesorero, cuya participación 
ha estado reducida á cumplir la resolución suprema en 
- que se mandó estender la escritura, después de aprobadas 
de plano las projiuestas. 

Ademas de esto el contrato es tan oneroso, que de 
modo alguno puede convenir al pais su aprobación defi- 
nitiva. Las bases son las siguienten etc » 

Fíjese V, E. en el dictamen de la Comisión de Ha- 
cienda de la Cámara de Diputados aprobado por el Con- 
greso. Dice: 

Seflior: vuestra comisión juzga que todos los contriitos 
sobre consignación de guano celebrados, desde que se 
clausuró el Congreso prorogaí\do el plazo en favor de los 
actuales consignatarios y concedido á otros la consigna- 
ción para cuando terminen los vijentes, considerados ba- 
jo el aspecto puramente legal deben ser desaprobados^ 
porque todos estos contratos han sido celebrados sin pro- 
vocar competencia en el mundo mercantil, por medio de 
los agentes ó Cónsules del Perú, como lo previene la re-» 
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solución Legislativa de 10 de Noviembre de 49: no se ha 
dado la tramitación correspondiente en cada propuesta, 
antes de af)rovarlas el Gobierno; ni se ha cumplido el 
mandato de la ley de 24 de Agosto de 1860 que dice: 
19 que los contratos que el Gobierno celebre para la con- 
signación del guano 6 sobre otro modo mas ventajoso de 
expenderlo se hagan con sujeción á las prevenciones que 
contiene la resolución legislativa de 10 de Agosto de 1849: 
29 que celebrados que sean dichos centraros se semetan 
al conocimiento del Congreso para su aprobación difini- 
tiva; sin cuyo requisito no se* tendrán por perfeccionados 
ni producirán efectos legales: SP que la condición de so- 
meterse los referidos contratos ala deliberación del Con- 
greso debe insertarse en ellos como cláusula esencial. » 

íí En la resolución Legislativa de Noviembre de 49 se 
previene ademas que se procure por el Gobierno contra- 
tos mas económicos y que se prefica en todo caso á los 
hijos del pais; uno y otro precepto legal han sido que- 
brantados. Incuestionable es que ha podido celebrarse 
contratos mas económicos que aquellos á que este dicta- 
men se refiere, si se hubiese provocado la compatencia; 
y no es menos cierto que no habiéndolo provocado, no 
ha podido darse la preferencia á los hijos del pais, co- 
mo realmente ha sucedido en casi todos los contratos. 
Aunque en alguno de ellos los favorecidos sean peruanos 
no por eso se ha cumplido la ley, porque ella ordena la 
preferencia en el sentido de que las propuestas de los 
hijos del pais sean igualmente ventajosas que las que hi- 
cieren los ejtrangeroSy lo ciial no ha tenido lugar desde 
que se han heqho, sin concurrencia pública. 

Para comprobar aun mas qne la opinión del Congreso 
respecto de las leyes de 49 y 60, han sido conforme al 
carácter de permanencia y generalidad que yo les atri- 
buyo, me permitirá V. E. que dé lectura al dictamen de 
la Comisión de Hacienda del Senado de la misma Legis- 
latura, que entre otros conceptos contiene los siguientes; 

« Señor. La comisión principal de hacienda encargada 
de examinar los contratos celebrados por el Gobierno 
00 i las casas consignatarias, á quienes está encomenda- 
da la venta del guano en los diversos mercados de su ex- 
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pendió, con el fin de dictaminar acerca de la proposición 
venida en revisión de la H. Cámara de Diputados, que 
resuelle la desaprobación de todos los contratos celebra- 
dos en»contravencion de la ley de 10 de Noviembre de 
49 y 3 de Setiembre de 60, hace presente que habiéndo- 
se presentado por el H. señor Osores una proposición se- 
mejante en esta Cámara, se expidió el respectivo infor- 
me suspendiendo su presentación por la nota que el se- 
ñor Ministro de Hacienda dirijió al Senado solicitando 
autorización para tomar de las casas consignatarias un 
empréstito de 6 millones de pesos, ofreciéndoles la segu- 
ridad de que serian respetados esos contratos. Habien- 
do conferenciado la comisión sobre el contenido de esta 
nota, modificó su anterior dictamen, que tampoco pudo- 
presentarse, porque \ entilándose esta misma cuestión 
en esos dias én la H. Cámara de Diputados, debian re- 
gularizarse los trabajos del Congreso, y era preferible 
esperar la resolución de aquella Cámara, para que ésta 
la tomara en consideración; mas hoy que se han pasado 
esos antecedentes, y que hemos oido la exposición ver- 
bal del señor Rfinistro de Hacienda, encargado última- 
mente de la cartera de ese ramo, cumple la comisión su 
deber, pree itá idoos su opinión á este respecto, confor- 
me con la que desde su origen habia formado. » 

<r En muy pocas palabras podia la comisión manifestar 
su parecer, puesto que se desprende de la disposición 
terminante de la ley. Todos conocéis la sancionada ley 
de 10 de Noviembre de 1849, así como la resolución Le- 
gislativa de 3 de Setiembre de 1860. La primera fíjalos 
trámites que han de preceder á todo contrato sobre gua- 
no; la segunda determina los que ha de recorrer, después 
de celebrado; y como ni una ni otra disposición ha sido 
observada, parece que los contratos otorgados en con- 
travención á esta prescripción no pueden surtir efecto 
alguno legal. Observase en contrario que autorizado el 
Gobierno por la Comisión Legislativa de 17 de Abril úl- 
timo para levantar un empréstito de 50 millones de |)e- 
sos, sin señalar tipo ni condiciones, podria, en uso de tal 
autorización, celebrar los contratos referidos; mas este 
e9 un error. La Comisión Legislativa en ejercicio de sus 
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atribuciones podría autorizar al Gobierno para levantar 
el empréstito; j)ero no podifi comprender en la autoriza- 
ción la facultad de quebrantar una l^y, cuya derogatoria 
6 modificación solo compete al Congreso, según maestra 
Carta fundamental; por consiguiente en virtud de estas 
razones parece á la Comisión que debe aprobarse la pro- 
posición de la H* Cámara de Diputados.» 

«Contrayéndose la Comisión á la autorización pedida 
por el ministerio en su nota de 26 de Octubre y repro- 
ducida verbalmente en la sesión de ayer, hace presente 
que ella no puede otorgarse en los términos que se pro- 
cura, pues que habiéndose manifestado suficientemente 
lo gravoso que son aquellos contratos, y que ellos han 
sido otorgados sin autorización legal, espresándolo así 
mismo el señor Ministro en su exposición á la Cámara, 
no puede ésta conceder la aprobación de esos mismos con- 
tratos que condena; haciéndose preciso buocar un medio 
que salvando las dificultades que pueden sobrevenir por 
consecuencia de la desaprobación; preste al Gobierno los 
recursos que ha menester, en tan aflicti\ras circunstan- 
cias. » etc. • 

Ahora bien; según el artículo 75 de la Constitución 
la3 leyes se forman presentando primero el proyecto, 
tra:nitándolo después, pasándolo á las comisiones que 
deben dictaminar sobre él, y discutiéndolo, se aprueba 
6 desaprueba por una y otra Cámara. 

¿Se han suspendido Jos efectos de las leyes de los años 
49 y 60? No: lejos de eso; los dictámenes de las comi- 
siones á que me he referido, que merecieron la aproba- 
ción del Congreso, establecen la vijencia de esas leyes y 
las reconocen como principios permanentes á que debe 
sujetarse el Gobierno en la administración del guano. En 
todos esos documentos se les llama leyes, y en virtud de 
las disposiciones que éstas contienen, fueron anulados 
los contratos de consignación de que entonces se trataba. 
Y sin embargo, el Gobierno se acojía, para darles valor 
legal, á una autorización mas amplia, mas expontánea é 
inspirada por motivos mas altos y mas patrióticos que la 
de 25 de Enero. Ni era posible que se consideraran de 
ningún modo suspandilos los efectos de dichas leyes sin 
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derogarlas espresamente, para cuyo fin se necesitaban 
los mismos trámites que se emplean en sü formación. 

Después de acalorados debates el Congreso formuló su 
resolución en los siguientes términos: 

«Lima, 12 de Diciembre de 1864. 
Excmo. Señor: 
El Congreso de la República, 

Atendiendo á que en los contratos de consignación de 
guano, celebrados después de la clausura del Cong»-eso 
de 62 no han cumplido las prescripciones de las leyes de 
la materia, ha desaprobado dichos contratos en ejercicio 
del derecho que se reservó en el artículo 2° de la resolu- 
ción Legislativa de 24 de Agosto de 1860. 

Dios guarde á V. E. — José R. Echenique, Presidente 
de la Cámara de Diputados — Romon Castilla, — Presi-» 
dente de la Cámara de Senadores — Francisco Ohdvez, 
Secretario del Senado — Luis GermdnAstete, Secretario 
de la Cámara de Diputados. » 

Esta resolución qiie desaprobaba los contratos cele- 
brados con los consignatarios fué observada por el Go- 
Gobierno; pero él Congreso, obedeciendo los preceptos 
de la ley, no acepté las observaciones del Ejecutivo, é 
insistió en su primera resolución. 

¿Qué decía entonces el Gobierno para apoyar sus pro- 
cedimientos? Lo mismo que dicen hoy los defensores del 
contrato D rey fus. 

La opinión oficial está claramente formulada en las si- 
guientes palabras del señor Ministro de Hacienda deesa 
época, en el debate que se suscitó sobre esta cuestión. 

El señor Ministro de Hacienda — « En mi sentir, señor, 
los contratos á que Su Señoria se refiere no son precisa- 
mente contratos de próroga de consignación, sino con- 
tratos de empréstito celebrados en virtud' de la auto- 
rización competente que dio al Gobieruo la Comisión Per- 
manente del Cuerpo Legislativo, para que pudiera le- 
vantar un empréstito hasta la cantidad de 50 millones 
de pesos. En virtud de esa autorización amplia, amplí- 
sima, y no pudiendo el Gobierno satisfacer las exijeici is 
apremiantes de la situación, tuvo necesidad de proveerse 
de fondos, y los consignatarios, al proporcionarlos, lo hi- 
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cieron con la condición de que se les prorogára las con- 
fiignaciones. Asi se hicieron estos empréstitos y queda- 
ron celebrados con la condición de la próroga de las 
consignaciones. » 

A pesar de esto el Congreso creyó que el Gobierno 
había cometido una infracción legal y reiteró su desapro- 
bación. Pero hay mas: el Ministro de Gobierno refor- 
zando los argumentos de su- colega, decia á las Cámaras 
que aun cuando los contratos eran á juicio del Gobierno 
ilegales, por razones de conveniencia, se pedia su apro- 
bación. 

¿Será quizás esta la alta razón del Estado que obliga* 
rá al Gobierno á defender hoy con tanto calor el contra- 
to Dreyfus? 

Pero se dice que la autorización de 17 de Abril de 
1864 fué dada por la Comisión Permanente, y que la de 
2o de Enero del presente año ha sido concedida por el 
Congreso, lo cual establece entre una y otra una diferen- 
cia esencial. Es cierto que son distintas: la primera fué 
otorgada por una razón de honra y se estendia hasta un 
empréstito de 50 millones y 20 buques de guerra: la se- 
gunda fué arrancada para cubrir tan solo el déficit del 
presupuesto. En la primera ge veia traducido el senti- 
miento nacional, arbitrando medios para la salvación de 
la patria: en la segunda se han visto las promesas de un 
Ministro de Estado que alucinaba el espíritu impresiona- 
ble del Congreso con la espectativa de profundos cálcu- 
los económicos y que hoy sorprende al pais con un tris- 
te resultado. 

Pero aceptando esa diferencia, en cuanto al carácter 
de ambas au^torizaciones, no puedo reconocerla por lo 
que respecta á los cuerpos de que una y otra emanan. So- 
bre el Congreso y sobre todos los poderes públicos hay 
un poder inflexible, ante el cual todos tienen que incli- 
narse, y ese poder es la Constitución. 

Según ella la Comisión Permanente está facultada 
para autorizar al Ejecutivo á celebrar empréstitos, y esa 
autorización tiene el mismo valor que las que concede el 
Congreso^ porque saca su fuerza de 1^ Constitución del 
Estado. 
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Nada es mas peligroso para el ¿rden administrativo y 
oconómico de un pais que la violenta 6 caprichosa inter- 
pretación que se haga de sus leyes. Cuando veo la con- 
fusión que se pretende establecer en el orden legal, no 
puedo dejar de recordar el diálogo que narra Fenelon, 
entre Solón y Justiniano. Este quiere que las leyes sean 
numerosas, que se presten á la interpretación de todos, 

Í Solón le responde: Yo creo que las leyes deben ser 
uenas, claras, sencillas y amadas de todos los pueblos; 
que deben seguirse^á cada hora, á cada momento: que 
las leyes buenas no necesitan jurisconsultos, ni inter- 
pretación de vanos sofistas, ni consejos de sabios, que 
jamás están acordes entre sí. 

Se ha querido ofuscar la claridad de la autorización 
de 26 de Enero para estender j sus límites: se ha inter* 
pretado arbitrariamente y se ha llamado especial y am- 
plia, extraordinaria, cuando su objeto estaba claramente 
restriñí ido. 

¿Qué es una autorización? — Un poder concedido para 
practicar ciertos actos, sujetándose á reglas establecidas 
que para la administración pública, son las leyes preexis* 
tenten que no han sido expresamente derogadas. 

Cuando el Poder Legislativo autoriza a! Gobierno pa- 
ra que í^e procure fondos ¿qué hace? Le dá capacidad 
para obligarse, para empeñar la hacienda pública. Cuan- 
do un menor necesita celebrar contratos, el poder judicial 
lo habilita para esos actos jurídicos; lo mismo sucede res- 
pecto de una mujer cascada: y esa capacidad, ese poder 
concedido al menor y á la mujer casada, no es por cierto 
para violar las leyes, alterar todas las formas y suspen- 
der los efectos de la Lejislacion vigente. 

Esto que pasa en el orden civil, pasa en el orden cons- 
titucional, respecto de los altos poderes del Estado. To- 
do poder supone la aptitud para obligarse, pero las obli- 
gaciones tienen qué someterse á las ley«s que, según los 
principios generales de nuestra Legislación, rijen á to- 
dos, gobernantes y gobernados. 

El mandante no puede dar á sus mandatarios faculta- 
des que no tiene. El Poder Legislativo sometido á la 
Constitución no podia hacer lo que el Gobierno ha hecho 
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sin romper la Constitución del Estado: no podía <íar fa- 
cultades que no tiene en el drden constitucional funda- 
do en el sistema represeiitativo. 

La autorización da 27 de Febrero de 1850, conocida 
por todos los que l^an estudiado algo la legislación del 
país, y de la que el abogado de Dreyfus quiere deducir 
un argumento para fundar la derogatoria de la ley del 
año 49, no importa sino la suspensión que hizo el Con- 
greso de la ley vigente para un caso determinado, que 
fué el del empréstito de 800,000 $ celebrado con la ca- 
sa de Gibbs é Hijos sobre la base le la próroga de la 
consignación? 

El Gobierno no se creyó alegorizado á celebrarlo bajo 
esa condición y ocurrió al Congreso pidiendo facultades 
que le fueron concedidas sin destruir la fuerza de la dis- 
posición legislativa del año 49. No hubo pues sino un 
aplazamiento de la ley. Oigamos al señor Gómez Sán- 
chez, uno de los legisladores del Congreso de 1860, dis- 
curriendo sobre este mismo punto. 

«Señores, dijo, la ley de 49 aun no ha sido aplicada. 
Una lijera reseña histórica de los contratos de consigna- 
ción probará esto hasta la evidencia. La tomo de un 
documento público, del dictamen de la comisión especial 
sobre nulidad de las prórogas de consignación del gua- 
no, discutido en la Convención. Helo aquí á la letra: 
«La consignación de 49 celebrada solo por un año espi- 
raba el 18 de Diciembre de 1850; mas como se concedió 
á la casa de Gibbs el derecho á un año mas bajo de 
cierta condición que ella cumplió, la consignación espi- 
raba definitivamente el 18 de Diciembre de 1851. La 
resolución del Congreso quedaba en suspenso hasta en- 
tonces, amenazando, empero, de nulidad para adelante, 
á cualquiera contrata sobre espendio de guano que se 
celebrase contra su tenor espreso. No habia sino dos 
medios de salvar de nulidad á los contratos que se cele- 
braren después del 18 de Diciembre de 1851: ó derogar 
la resolución de 49, ó aplazarla: ni una ni otra medida 
podia adoptarse sino en fuerza de una resolución igual 
en autoridad á la de 849, de una resolución legislativa. 
Por desgracia, la necesidad del. momento, que no se so- 
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porta siempre con patriótica resignación, hizo dictar la 
ley de 25 de Enero de 850, por la que se facultó al Eje- 
cutivo para contratar en Europa un empréstito de 800,000 
pesos; y ofrecidos estos po^ la casa de Gibbs, á la que 
se le restaba otras cantidades por adelantos anteriores, 
fué necesario á nuestro Ministro dar á los prestamistas 
alguna seguridad, continuándoles la consignación del 
guano en uso de la autorización que se le había trasmi- 
tido para este caso.» Esta manera de espresarse del Mi- 
nistro de HacÍ3nda en su Memoria, de Agosto 20 de 
1851, era rigorosamente exacta, pues aunque la resolu- 
ción de 850 contenia en el artículo 5? la restricción de 
no levantar el empréstito sino con la calidad de no pro* 
rogar el sistema de consignación actual; sin embargo, el 
mismo Congreso, adhiriéndose . á las observaciones del 
Ejecutivo, suprimió la espresada cláusula de Febrero 27 
del mismo año; lo que importaba la facultad de consig- 
nar el guano para obtener el empréstito y el aplaza- 
miento de J3 resolución de 849. Tal es la historia legal 
de la segunda consignación del guano, estipulada con 
Gibbs desde el i8 de Diciembre de 1851 hasta el mismo 
dia de 1865.» 

í(En este dia fenecia la suspensión, y la resolución de 
849, que se hallaba en todo su vigor, debió cumplirse 
inexorablemente, pues desde el 26 de Enero de 1850 
hasta el 18 de Diciembre de 1855, no ha habido resolu- 
ción alguna legislativa que la derogue, suspenda ó ener- 
ve. Luego la consignación Gibbs, contratada en Marzo 
21 de 53 para que comenzara á rejir desde el 18 de Di- 
ciembre de 55, es evidentemente contraria á la ley de 
849, y por lo miámo nula. Y es nula de tal suerte, que 
aunque la resolución de 849 no debiera aplicarse cada 
vez que haya terminado una consignación europea, con 
cualquiera qiü se estipulase, hi resolución de 849 caería 
de lleno sobre la próroga de 853, pues según lo demos- 
trado, esta es precisamente la que ocupa el lugar de esa 
consignación, debiendo retrotraerse hasta aquella fecha; 
ó lo que importa lo mismo, la resolución de 849 es úni- 
camente desde 18 de Diciembre de 855, que libre de 
impedimentos legales, ha podido surtir sus efectos.» 

14 
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crEfl pues un hecho que la ley de 849 fué aplazada por 
el roder competente, por el Congreso. Es también un 
hecho, que el contrato celebrado en 861 y que debia re- 
jir hasta 1855, se hizo en virtud de una resolución, de 
un aplazamiento legal de aquella resolución. Posterior- 
mente, sabéis señorea lo que aconteóió. Los apuros del 
Erario provenientes de la cuestión boliviana, que, dicho 
sea de paso, tanto cuesta en todos sentidos al Perú, hi- 
cieron, que el Gobiern».» se viese en la necesidad de pro- 
rogar^ sin duda alguna contra la ley de 849, los contratos 
de varias consignaciones. A toda luz, pues, es evidente 
que la Iny de 849 no ha tenido su cumplimiento y que 
solo ha empezado á aplicarse á los contratos de consig- 
nación lel 1 2 de Mayo de este año.» 

Con este discurso contfesto yo al argumento aducido 
por mi estimable compañero. No solo la ley constitucio- 
nal prohibe la derogación de leyes sin forma ex[)re8a, 
sino también el artículo 40 del Código de Enjuiciamien- 
tos, inciso 11. Este artículo dice, que están obligados 
los jueces, bajo responsabilidad, á cumplir las leyes que 
no estén expresamente derogadas. 

No sería leal si pasara por alto el argumento relativo 
á la autorización para la reforma de las aduanas. Esta 
autorización en nada se parece á la de 25 de Enero. La 
primera fué especial para reformar el personal y sistema 
de aduana, así es que el Gobierno ha procedido en ejer- 
cicio de sus facultades: la segunda no le dá derecho pa- 
ra alterar el sistema de las consignaciones, ni para 
infrinjir los artículos 7^, 55, 75, 68, 69 y 74 de la Cons- 
titución, ni para borrar el artículo 40 del Código de 
Enjuiciamientos, ni quebrantar el Reglamento de Tri- 
bunales, quitando á V. E. la jurisdicción privativa y el 
poder de administrar justicia. 

Uno de los argumentos que con mas habilidad ha de- 
senvuelto mi estimable comf)añero el señor Cisneros, es 
el que deduce de su doctrina relativa á la posesión jurí- 
dica. Afirma que no hay posesión* «m el goce material^ 
sin el disfrute de la cosa ó del derecho. 

En verdad que me ha sorprendido la doctrina del 
abogado contrario, y ruego á V. E. que se digne pres- 
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« 

tarme su benévola atención sobre este punto, que es uno 
de los mas cardinales de la presente contioversia. 

Me basta, Excmo. Señor, abrir los Códigos para tener 
una idea exacta de Ja posesión jurídica. Posesión, dice 
el artículo 465 del Código Civil, es la tenencia 6 goce de 
una cosa 6 de un derecho con el ánimo de conservarlo 
para sí. Según esta definición la tenencia ó goce puede 
refjrirse á la cosa 6 al ''derecho: tenencia 6 goce de la 
cosa es posesión: tenencia 6 goce del derecho es posesión. 
Nuestra legislación no reconoce la cuasi posesión que 
aceptaba la legislación castellana. El derecho civil mo- 
derno de todas las naciones, bajo la palabra posesión, 
reconoce la posesión de la cosa 6 del derecho, y desco- 
noce la cuasi posesión. 

Los derechos facultativos desde que se aceptan, se 
poseen, se tienen y se gozan, sin que esto suponga, como 
respecto de las cosas, una aprehensión material. 

A los nacionales se les concede el derecho de ser pre- 
feridos; en virtud de este derecho se presentan á pedir 
la preferencia, y en este hecho evidente como cualquier 
otro material, hay ejercicio del derecho concedido, el 
cual no consiste en poseer el guano, sino en pedir la 
preferencia en cualquier contrato de enagenacion 6 de 
expendio, bajo cualquier forma que se adopte. El Go- 
bierno al negar el ejercicio de ese derecho ha despojado 
á los nacionales de la tenencia 6 goce de él, que es' lo 
que constituye la posesión. 

Si según el artículo citado los derechos se pueden te- 
ner 6 gozar, el que inmediatamente eman^i de la ley se 
puede también tener ó gozar; si así no fuera, tales de- 
rechos serian una vana concesión de la ley. Est^ es el 
carácter de que se encuentra revestido el d^erecho que 
recUman los capitalistas nacionales, el cual se tiene por 
el ministerio de la ley, y se ejerce y se empieza á gozar 
desde que se pida la preferencia. Al presentarse los ca- 
pitalistas nacionales, la inscripción de sus nombres jen la 
solicitud en que reclaman la preferencia, precisa y fija 
su acción y personería. 

Si he probado que los capitalistas nacionales han te- 
nido el derecho por el ministerio de la ley, y que han 
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bierno; si según el Código la negación de un derecho que 
la ley concede y que se reclama, cuando está apoyada 
en la fuferza^del alto poder que se separa de la justicia, 
es un verdadero despojo, el interdicto restitutorio que 
¡he interpuesto es legal, y V. E. tiene su jurisdicción ex- 
pedita para resolverlo. 

Mi estimable com[)añero dice, sin embargo, que el 
despojo es una acción real que se emplea en perseguir la 
cosa, y que aquí solo se trata de perseguir un derecho 
personal. 

Este argumento es muy serio para mi estimable com- 
pañero, que lo ha presentado con aire de triunfo; pero 
el Código, Excmo Señor, se encarga de desvanecer su 
pasajero brillo. 

El señor Cisneros dá á la palabra cosa, una significa- 
ción vulgar, que es por cierto la que el derecho positivo 
le consagra. Desde el tiempo de los romanos, las cosas 
eran corporales é incorporales, y entre estas últimas se 
han considerado los derechos. 

Hé aquí los artículos de nuestro Código que precisan 
esta cuestión, y que, á haber sido recordados por el dis- 
tinguido defensor de Dreyfus, le habrían evitado ese 
rasgo de sofística aunque alucinadora habilidad. 

«El que siendo poseedor de una cosa conforme al ar- 
tículo 3°, sección 1^, libro 2° del Código Civil, fuese des- 
poseido con fuerza ó sin ella, sin haber sido citado, oido 
y vencido en juicio, puede presentarse por escrito ante 
el juez r*es|>ectivo, exponiendo el día en que sufrió el 
despojo, y designando la cosa, su posesión en ese día y 
el nombre del despojador: ofrecerá también probar con 
testigos los dos estremos de haber poseído y dejado de 
poseer, y concluirá pidiendo la restitución.» 

El' artículo del Código Civil á que se refiere el anterior 
es el siguiente: 

«Posesión es la tenencia ó goce de una cosa y de un 
derecho con el ánimo de conservarla para sí.» 

No se necesita para que el derecho exista que se re- 
fiera á una cosa material: si esto fuera así seria necesa- 
rio borrar por inútil la frase cosas incorporales que 
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todas las legislaciones iuclusive la nuestra han conside" 
rado. 

Puede pues haber despojo de derecho 6 de cosas incor- 
porales, y en este caso la interposición del interdicto 
restitutorio es perfectamente legal. 

El error del señcur Cisneros proviene sin duda de que, 
por la lijereza que debe suponerse en una acalorada de- 
fensa, ha confundido tristemente el derecho con el objeto 
6 materia de él, y ha establecido, conforme á la doctri- 
na de Epicuro, que fuera de la materia no se conciben 
las facultades jurídicas. Esto importa una innovación en 
el derecho, que no alcanzará jamás* la sanción del buen 
sentido. 

En concepto de mi estimable compañero, para que ha- 
ya verdadera posesión es necesario que se gicste el dere- 
cho, que se })erciban sus frutos, que se disfrute de sus 
beneficios, y ha citado en su apoyo la doctrina del ilus- 
trado Presidente de este Tribunal. El respetable señor 
Mariátegui, fiscal el año 49, cuando no rejia aun nues- 
tra actual legislación civil, desarrolló la siguiente teoría 
sobre posesión, á propósito de una querella de despojo, 
interpuesta por el señor D. Aquilea Allier. ^ 

«Hay en el derecho posesión y cuasi posesión. Es la 
primera la tenencia real y efectiva de una cosa corporal. 
Las cosas incorporales como las acciones, derechos y 
servidumbres no se poseen, no se ocupan materialmente, 
pero se tienen, se usan y se disfrutan, y esa tenencia, 
goce ó disfrute se llama cuasi posesión. No solo hay 
despojo de las cosas corporales sino también de los dere- 
chos. Cualquier chorrillano (por ejemplo) tiene el dere- 
cho de pescar, el que le privase de ese derecho lo des- 
pojaría. Un empleado no tiene corporalmente su empleo, 
usa de él y lo goza sirviéndolo, el que se lo quite lo 
despoja. Supongamos que el señor Ministro diese orden 
privando al señor director de hacienda de su destino, 
quitándolo y dándolo á otro. Todos dirian y ei señor 
director el primero: aquí hay un despojo. Y dirian bien, 
porque de los derechos hay despojo, porque hay lo que 
en el derecho se llama cuasi posesión. 

«Aunque no ha recaído sobre el remate la aprobación 
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supiema, Allier es el primer rematador, y tiene el dere- 
cho que le dá la ley, apruébese ó nó, porque la ley no 
distingue.» 

Varaos á ver quien ha comprendido mejor al respeta- 
ble Presidente de este Tribunal. 

A mi juicio, Excmo. Señor, al definir el sefior Mariá- 
tegui la posesión como la tenencia, goce ó disfrute, no 
ha querido hacer uso de términos sinónimos, sino que ha 
establecido una verdadera disyuntiva y ha dicho: hay 
posesión cuando hay tenencia de la cosa ó del derecho: 
hay posesión cuando hay goce 6 disfrute. Voy á probar 
que así comprendia el mismo señor fiscal su doctrina. 

Un año después se querelló el señor Alcázar de des- 
pojo. Alcázar no tenia, como lo'ha afirmado mi estimado 
amigo, sentencia de posesión de la buena memoria de 
Montalvo y Sotomayor. Se pidió en dicha querella vista 
al señor fiscal, y el mismo sefior Mariátegui espuso su 
opinión, sobre la cual llamo la atención de V.E. porque 
ella resuelve la cuestión del disfrate. 

Hé aquí este notable documento: 

ícExcmo. Señor: Cuando el Supremo Poder Ejecutivo 
expidió á favor de D. Mfinuel Alcázar el decreto nom- 
brándolo capellán de la buena memoria fundada por D^ 
Nicolasa Montalvo de Sotomayor, adquirió un derecho 
sobre la espresada capellanía y del que no se le puede 
privar sino oido y vencido el juicio por quien acreditase 
mejor derecho. 

En la legislación hay posesión y cuasi posesión. La. 
primera se tiene sobre cosas corporales y que se tocan, 
y la segunda sobre las incorporales y derechos. Los em- 
pleos, por ejemplo, no son cosas corporales ni incorpora- 
les y se poseen. Así V. E. ha declarado despojo de un 
destino quitado por el Supremo Poder Ejecutivo. 

Dando la capellanía á Duran que ya habia dado á 
Alcázar le despoja, no de la capellanía, cu7/a posesión 
no tomóy sino del derecho sobre ella. Por lo espuesto, opi- 
na el fiscal que hay despojo y que V. E. puede decla- 
rarlo. 

LioQa, Diciembre 14 de 1850. 

Marídtegui.» 
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Alcáaar nada habia gustado, nada habia disfrutado, y 
sin embargo tenia posesión, y V. E. declaró el despojo 
de conformidad con la opinión del respetable magistrado 
que acabo de citar. 

Veamos cual fué la resolución de V. E.: 

((Lima, Junio 6 de 1851. 

«Vistos, de conformidad con lo espuesto por el señor 
fiscal y considerando 1° Que espedido por el Supremo 
Gobierno á favor de D. Manuel Alcázar el título de ca- 
pellán de la capellanía fundada por Da Nicolasa Mon- 
talvo de Sotomayor, adquirió el nombrado el derecho d 
la capellanía^ y por lo mismo el de pedir posesión de 
ella: 2^ que ningún patrón, incluso el Supremo Gobier- 
no puede revocar el nombramiento hecho á su arbitrio, 
y mucho menos, según nuestra actual Constitución, ha- 
cerlo, por sí solo, cuando un tercero disputa la legitimi- 
dad del título y pretende tener mejor derecho á él: pues 
en tal caso el Poder Judicial es el único que puede de- 
cidir sobre los derechos privados: 3^ que en la causa ac- 
tual el Poder Ejecutivo ha traspasado los límites de sus 
atribuciones, contra lo dispuesto en el artículo 14 de la 
Constitución, resolviendo gubernativamente un asunto 
que toca exclusivamente al Poder Judicial, despojando 
con ello á D. Manuel Alcázar del derecho adquirido en 
virtud del título y librándolo á favor de la hija de su 
contendor. Por estos fundamentos declararon haberse 
cometido despojo en la resolución del Supremo Gobierno 
en fecha 12 de Octubre próximo pasado, corriente á fo- 
jas 155, y mandaron que comunicándose previamente 
este auto al Ministerio y hecho saber á las partes, se 
pase el expediente al Juez de 1^ Instancia, de cuyo po- 
der se pidió por el Supremo Gobierno, para que proceda 
según las leyes. — Lazo, — León, — Estenos.^) 

Esta ejecutoria es un importantísimo documento de 
nuestra jurisprudencia, que resuelven en mi coriccpto la 
cuestión Dreyfus. Como se vé, en ella se juzgaba sobre 
actos practicados por el Poder Ejecutivo en el ejercicio 
de sus atribuciones, pues se trataba simplemente de los 
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nombramientos hechos para servir una capellania.de pa- 
tronato nacional, cuya provisión era voluntaria y de la 
esclusiva competencia del Gobierno. Y sin embargo, el 
Poder Judicial declaró el despojo del derecho que había 
adquirido Alcázar en virtud del título que se le había 
otorgado: este título lo tienen hoy los capitalistas na- 
cionales porque se los dá la ley, y ella basta para con- 
cederlos, y como el título es la prueba legal de la pose- 
sión, mis defendidos han sido tan claramente despojados 
con el contrato Dreyfus, como lo fué Alcázar con la 
cancelación de su nombramiento. 

Este documento lleva la firma de tres eminentes ma- 
'gistrados; Lazo, León y Estenos; que están hoy en la 
tumba, pero que han dejado actos de elevada integridad 
y ejecutorias como la presente para que, inspirándose 
en ellas la actual magistratura, salve la suerte de la Re- 
pública. 

Pasemos al despojo de Al varado. 

El ministerio fiscal desempeñado por mi estimable 
amigo el señor Loayza decia, respecto de esta causa: 

«Excmo. Señor: — Para que pueda declararse un des- 
pojo es necesario que el que se dice despojado, acredite 
de un modo legal haber poseido y dejado de poseer; y 
*D. José Antonio Alvarado se halla en este caso, pues 
de autos resulta, no solo que se le declaró con derecho 
á la tercera parte de los bienes libres del finado Mena y 
Villalta, como aparece del Supremo Decreto de 19 de 
Setiembre de 1854 fojas 7, sino también que á conse- 
cuencia de esa declaratoriíi se le abonaron dos mil y mas 
pesos. El hecho de que Alvarado ha dejado de poseer 
está comprobado con la Suprema resolución que se en- 
cuentra á fojas 16 del cuaderno X; y como según el in- 
ciso 39 del artículo 407 del Código Civil, el poseedor no 
puede ser desposeído sin que se le cite, oiga y venza en 
juicio; claro es que el Supremo Decreto, últimamente 
citado, es espoliativo. Por esta razón el ministerio fiscal 
opina que V. E. debe declarar el despojo y mandar que 
el querellante sea restituido al goce- de los derechos de 
que ha sido privado; sin perjuicio de que si el Supremo 
Gobierno cree que no es juslft la asignación de la tercera 
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parte que la anterior administración hizo á Alvarado en 
los bienes del intestado Mena y^ Villalta, puede mandar 
que por el funcionario que corresponda se hagan las 
gestiones convenientes. Sin embargo, V. E. resolverá 
lo que considere mas arreglado á derecho. 
Lima, Octubre 22 de 1859. — Loayza, 

Mi distinguido compañero afirmó ayer que Alvarado 
fué puesto eñ posesión en virtud de una sentencia y que 
por consiguiente habia disfrutado de los beneficios ane- 
xos á ese derecho. Esto no es exacto: tal sentencia no 
ha existido y lo voy á probar con una resolución del 
Tribunal Supremo. 

Hela aquí: 
^ «Lima, Noviembre 23 de 1859. — Vistos: con lo ex- 
puesto por el ministerio fiscal y los traidos ad effectum 
videndi que se devolverán, y atendiendo á que por la 
i^íRolucion de 3^ Instancia de Hacienda de 21 de Enero 
del 53, lo único que resolvió acerca de las pretensiones 
de D. José Antonio Alvarado como denunciante, fué de- 
jarle su derecho á salvo para que ocurriese á quien vie- 
re convenirle por la cuota que le corresponda según la 
ley; que no se ha pronunciado resolución alguna judicial 
que es la única que ha podido hacer esa declaratoria 6 
aplicación de las leyes. Por tanto, resolvieron que el 
Supremo Gobierno no ha inferido despojo en su decreto 
de 5 de Marzo de 1857 al señalar á D. José Antonio 
Alvarado la décima parte de los bienes del intestado 
Mena y Yillalta: póngase en conocimiento del Supremo 
Gobierno con trascripción del presente y devolución del. 
expediente sometido.^) — Cossio. — Oano, — Muñoz.» 

No ha habido pues resolución que declarase la pose- 
sión de los bienes de Mena y Yillalta erf favor de D. 
José Alvarado. 

Veamos ahora lo que se resolvió en esta misma cues- 
tión después de la 3? discordia de la Corte Suprema. 

«Lima Mayo 9¡ de 1869. — Vistos: en 3? discordia de 
votos, de conformidad con lo expuesto por el ministerio 
fiscal, y teniendo Sn consideración: que á mérito de la 
denuncia hecha al Supremo Gobierno por D. José An- 
tonio Alvarado, se le ha tenido por parte en el juicio 
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sobre el intestado de D. Manuel Mena y Villalta, ha- 
ciéndole saber todas las providencias. — Que pronunciada 
la sentencia de la instancia declararon que D^ Catalina 
Merino habia sucedido en los bienes, apeló Alvarado 
sosteniendo el derecho del Fisco para heredarlos. — Que 
sustanciada la segunda instancia se tachó por uno de los. 
interesados la personería de Alvarado, y aunque en la 
sentencia de vista se revocó la de 1^ instancia declaran- 
do que los bienes del intestado correspondian al "Fisco, 
por no tener herederos forzosos ni pariente que con ar- 
reglo á derecho pudiesen heredarlo, se consignaron en 
ella fundamentos para negar á Alvarado su carácter de 
denunciante. — Que en su virtud solicitó éste que se ex- 
pidiese una declaratoria reconociéndole el derecho que 
tenia á la tercera parte de esos bienes como denunciante, 
lo que se resolvió denegando la declaratoria. — ^Que ha- 
biendo interpuesto súplica, Alvarado, de esa resoluciar;* 
se expidió por la junta suprema de hacienda de 3^ iii^ 
tancia la sentencia de fojas 118, por la que de un modo 
terminante y expreso se dispuso que el denunciante D. 
José Alvarado ocurriese por la cuota que le correspon- 
dia, según la ley, ante quien viere convenirle, cuya sen- 
tencia quedó ejecutoriada por haber declarado la Excma. 
Corte Suprema no haber nulidad en ella. — Que en vir- 
tud de esa ejecutoria quedó irrevocablemente reconocido 
Alvarado como denunciante y. con derecho por consi- 
guiente á la parte que la ley tiene señalada á los que 
denuncian bienes pertenecientes al Estado por cualquier 
título. — Que apoyado en estas resoluciones y en el artí- 
culo 6o del voto consultivo del Excmo. Consejo de Es- 
tado de 13 de Febrero de 833 concordante con el párrafo 
7o de la ley 0^, título 22, libro 10 de la Novísima Re- 
copilación se presentó al Supremo Gobierno pidiendo 
que se asignase la tercera parte de los bienes del citado 
Mena y Villalta, sobre lo que recayó el Supremo De- 
creto de 19 de Setiembre de 1854 que le declaró tal 
cuotaí y que empezó á ejecutarse dándose á Alvarado 
una suma de dinero á cuenta de esa tareera parte.- — Que 
el Supremo Decreto de 5 de Marzo de 857 por el que 
declarándose nulo el citado de 1^ de Setiembre concede 
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(l Alyarado solo el 10 pO;o sobre la cantidad liquida que 
resulta de los indicados bienes, priva al último, no solo 
de la posesión real que se le ministró á consecuencia del 
Supremo Decreto anulado, sino también del derecho que 
le concede el referido voto consultivo y que le han reco- 
nocido las ejecutorias. Por estos fundamentos y en aten- 
ción á lo dispuesto en el artículo 1369 del Código de 
Enjuiciamientos, reformaron el auto de vista expedido 
en 23 de Noviembre del año próximo pasado: declararon 
que el Supremo Gobierno ha inferido despejo á D. José 
A. Alvarado en su decreto de 5 de Marzo de 1857; de- 
biendo Alvarado volver á la posesión en que se hallaba 
antes de expedirse el citado decreto j su referente de 26 
de Noviembre de 1855, los devolvieron; pidiéndose «n 
conocimiento del Supremo Gobierno esta resolución. — 
Maridtegm — Alvarez — Ribeyro — Sánchez — Bospigliosi 
— Loli — Tejeda,» 

Esta sentencia confirma lo que tuve el honor de decir 
hace pocos momentos, que Alvarado no tuvo verdadera 
posesión judicialmente declarada. Se le reconoció ai, por 
medio de una ejecutoria,* el carácter de denunciante que 
le daba la ley, porque ese carácter no podia ponerse en 
cuestión, así como no puede desconocerse tampoco en él 
caso presente el carácter de nacionales que tienen mis 
defendidos. 

Las resoluciones citadas sirvieron de base á Alvarado 
para presentarse al Supremo Gobierno, solicitando que 
se le adjudicase la parte de los bienes que como á de- 
nunciante le correspondia, y esa parte le fué declarada 
en efecto, como se dice en la ejecutoria que acabo de 
leer, por el decreto de 19 de Setiembre de 54. De los 
derechos que este decreto le declaraba fué despojado por 
otro posterior de 5 de Marzo de 1857. Estas dos reso- 
luciones contradictorias fueron la prueba legal que sirvió 
de base á V. E. para declarar fundada la querella de 
despojo. Como se vé, Alvarado tenia solo en su favor un 
decreto del Gobierno, al paso que mis defendidos tienen 
un título mas alto que es la ley misma. Si hay alguna su- 
perioridad entre el derecho del uno y de los otros, esta 
existe sin duda respecto de que corresponde á los últimos. 
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Pero mi estimable compañero dice que Alvarado dis- 
frutó del derecho, porque se le entregaron dos mil pesos 
á cuenta de la parte que le correspondia como denun- 
ciante, y que este fué el fundamento de la declaratoria 
de despojo. Aparte do que esa entrega fué un hecho 
puramente incidental en el juicio, y que no afectaba en 
nada el fondo de la cuestión, hay otro precedente en los 
archivos de esta Corte con el cual se contesta victorio- 
samente la observación del abogado de Dreyfus. 

Este precedente es la resolución que recayó en el jui- 
cio promovido por el señor Rotalde. Como lo ha afir- 
mado mi estimabld compañero, Eotalde tenia una cues- 
tión judicial con el señor Agreda, y como una incidencia 
de esa cuestión el Tribunal ordenó que se retuviera en 
calidad de depósito una cantidad de dinero que la teso- 
rería debia pagar al último. El Gobierno mandó entre- 
gar á un tercero la suma indicada: no la recibió Rotalde, 
y se querelló por esto de despojo. 

La resolución de V. E. en este asunto fué la siguiente: 

(fLima, Mayo 10 de 1853. — Vistos: con lo expuesto 
por el señor fiscal y resultando de autos: 1? que pen- 
diente un juicio entre D. Miguel Rotalde y D. Mariano 
Agreda por cantidad de pesos de cuenta de una compa- 
ñia, pidió Rotalde se pasase al señor Ministro de Ha- 
cienda una nota para que no se entregasen á Agreda 
unas cédulas por cantidad de pesos que alcanzaba con- 
tra el Gobierno por vestuarios y otras especies para el 
ejército, ni 6,000 pesos que en dos partidas se le habían 
asignado en el presupuesto y que se dehian pagar en 
plata, según todo aparece de la nota del Tribunal del 
Consulado, de 14 de Marzo de 1851 que en copia corre 
á fojas 18: 2^ que recibida por el señor Ministro, pro- 
veyó en el mismo dia: «que no existiendo en el Minis- 
terio los documentos del crédito de Agreda, ni siendo la 
oportunidad de satisfacerle los ^,000 pesos que señala 
la partida del presuesto, se tomase razón en la Tesore- 
ría General y Dirección de Hacienda para cuando lle- 
gase esa oportunidad: 3^ que esta resolución tuvo por 
objeto la retención decretada por el Tribunal del Consu- 
lado, que es un verdadero depósito judicial: 4^ que el 
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juzgado de alzadas del Consulado reiteró la indicada re- 
tención de 17 de Diciembre del mismo año, como apa- 
rece del testimonio de fojas 25: 6° que cuando se iba á 
hacer el pago de los 6,000 pesos recibiendo el crédito 
como dinero del contratista del guano D. Federico Bar- 
reda, se opuso Rotalde, y para evitarlo hizo pasar nueva 
nota de retención por el juzgado de alzadas del Consu- 
lado ante quien pendia la causa, como aparece de la 
copia de fojas 16: 69 que decretado el pago, hizo sobre 
el decreto las observaciones que creyó justas el señor 
administrador del tesoro, las que, si no se han agregado, 
aparecen ciertas y efectivas segunda nota de 18 de No- 
viembre del año próximo pasado que corre á fojas 36: 
7° que verificado el pago á Barreda, se privó d Rotalde 
de un derecho del que tenia que hacerse pago con el di- 
fiero mandado retener judicialmente: 8? que decretada 
la retención por un tribunal y hecha saber por los pe- 
riódicos, cualquiera que tuviese derecho sobre la canti- 
dad retenida, debió hacerlo valer en el propio juzgado; 
y el que retenia el dinero solo podia mandarlo entregar 
cuando la causa estuviese concluida y ventilada y re- 
suelta á quien correspondia; y considerando: 1^ que al 
Gobierno le está prohibido intervenir en asuntos judicia- 
les según la restricción 6^ del artículo 88 de la Consti- 
tución, y por el contrario, está obligado á hacer que se 
cumplan las sentencias de los tribunales y juzgados, 
conforme la atribución 11? del artículo 87 de la misma: 
29 que entregados los 6,000 pesos á Barreda se ha des- 
pojado á Rotalde de un derecho, y alterado un depósito, 
infringiéndose la ley 5?, título 39, partida 5?, y los ar- 
tículos 1849 y 1868, inciso 29 del Código Civil. Por 

^ estos fundamentos, reformaron el auto suplicado de 15 
de Marzo de este año corriente á fojas 72, en la parte 
en que declara no haber despojo de los 6,000 pesos en- 

• tregadofl á Barreda y retenidos de orden judicial, lo 
confirmaron en la parte en que declara no haberlo por 
la entrega á Agreda de las cédulas, y los devolvieron. 
— Maridtegui — Herrera — Cossio — Mar — Valle,» 

¿Habia gozado Rotalde del dinero que le entregó á 
Agreda? ¿Habia disfrutado de algún beneficio? No. Sin 



— 116 — 

embargo, V. E. declaró el despojo, dejando así estable- 
cido en nuestra jurisprudencia que aun cuando no hay 
goce, aun cuando no hay drifrute, hay rerdadera pose- 
sión, porque ésta, no solo consiste en el goce 6 en el 
disfrute, sino en la tenencia de alguna cosa 6 de algún 
derecho, ya esté comprobada por hechos materiales, 6 ya 
emane solo del ministerio de la ley. 

El abogado de Dreyfus, al analizar la demanda de los 
capitalistas nacionales, forn\ulada por mí, se ha permi- 
tido usar un lenguaje, acre desdeñoso y ofensivo. El 
señor Cisneros ha olvidado sin duda que la profesión 
del abogado tiene también su dignidad; de otro modo no 
se comprende que tratándose de un compañero se haya 
espresado con tan impropio tono. 

El ^bogado contrario se ha fijado en una palabra que 
empleé en el recurso de fecha 18 de Agosto al entablar 
la/ demanda. Esta es la palabra simpatía contenida en 
el siguiente periodo: «Mas tarde y con fecha 18 mis re- 
presentados que ya tenian noticias de que las propues- 
tas de Dreyfus Hermanos gozaban de los simpatías del 
Gobierno presentaron á primera hora otro recurso, su- 
brogándose á dichos señores en el contrato ad referen- 
dum que en Londres se habia celebrado.» 

Esta palabra, dice el señor Cisneros, es venenosa, 
sangrienta, y mas que todo, hiriente. Esta palabra, digo 
yo, es de una verdad incontestable: la prueba es que el 
Gobierno ha aprobado y defendido ese contrato, presen- 
tándolo como la salvación de la República. ¿No son es- 
tas manifestaciones elocuentes de las simpatías oficiales? 
El abogado de Dreyfus que ha comenzado por calificar 
de venenosa y sangrienta esa palabra, ha declarado que 
ella no espresa en su concepto el pensamiento de los ca- 
pitalistas nacionales, y que es csclusivamente mia. Acep- 
to con gusto la responsabilidad que el señor Cisneros 
quiere hacer pesar sobre mí solo. He dicho la verdad, 
que no puede ser nunca venenosa y sangrienta una ver- 
dad comprobada por hechos evidentes á los cuales no 
podrá por cierto el señor Cisneros aplicar tan duros ca- 
lificativos. 

Continuando el señor Cisneros el examen de mi de- 
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manda, ha llamado la atención sobre el siguiente pe- 
riodo: 

«Habiendo, pues, en este procedimiento del Gobierno 
una trasgreaion manifiesta de las leyes, trasgresion que 
envuelve un violento despojo inferido á mis poderdantes, 
me veo precisado á interponer ante V. E. la querella 
respectiva.» 

Si ha habida trasgresion de las leyes, agrega el abo- 
gado de Di'eyfus, el contrato es nulo, y esta es la única 
conclusión que debia. aceptar el abogado de los capita- 
listas nacionales. Y aceptada la nulidad del contrato, 
concluye, caen por tierra el derecho de retracto y el su- 
puesto despojo de que ahora se trata. 

Este argumento no tiene siquiera las apariencias de 
la sinceridad. El señor Gisneros hace enceste punto una 
confusión deplorable. Las leyes á que se refieren las 
palabras citadas son únicamente las que conceden la 
preferencia á. los capitalistas nacionales en todos los 
contratos relativos al expendio del guano, liá trasgresion 
de estas leyes no implica nulidad en el contrato mismo, 
porque esa preferencia debe hacerse valer daepues que 
aquel ha sido celebrado con todas las formalidades le- 
gales. 

Este ha sido mi pensamiento y creo haberlo espresado 
claramente, no obstante las especiosas observaciones del 
señor Cisneros, 

Una hora ha ocupado mi estimable compañero en pro- 
bar que la demanda no tiene preces. La demanda con- 
cluye así: «Por lo expuesto á V. E. pido que teniendo 
por interpuesta la presente querella, se sirva proveer 
conforme á derecho^ que por mi parte ofrezco, en la es- 
tación oportuna, probar plenamente los estremos de que 
hablan las leyes.>» 

I Y cuál es ese derecho? Ese derecho es la restitución. 
!s muy estraño que el señor Gisneros haya notado en 
su informe, que la demanda carecia de preces, cuando 
las ha comprendido y reasumido con tanta claridad en 
su contestación de 24 de Agosto, donde se leen las si- 
guientes palabras: 
«Es así porque sabe Y. E. que los nacionales iatere- 
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sados en la consignación del guano, han interpuesto dos 
demandas evidentemente contradictorias: la de querella 
de despojo para que se les restituya el derecho de pre- 
ferencia de que se suponen desposeidos por el Supremo 
Gobierno; y la titulada de retracto fundada en ese dere- 
cho de preferencia para sustituirse en el contrato de los 
señores Dreyfus Hermanos y C^»../ 

«Propongo, pues, en forma la excepción de jurisdic- 
ción para que sustanciada con el carácter de previo y 
especial pronunciamiento, se sirva V. E. inhibirse del 
conocimiento de este asunto, hasta que falU la causa so- 
bre despojo en el sentido de la restitución.» 

Esto prueba no solo que el escrito de demanda tenia 
las preces de ley, sino que el señor Cisneros las ha re- 
producido casi textualmente. 

Siguiendo el letrado de Dreyfus su duro análisis de 
la demanda de despojo ha agregado, que no coni^rendia 
qaé derecho de preferencia es el que se quiere hacer 
valer, desd^ que por el hecho del despojo, ese derecho 
estaba perdido. 

El antiguo profesor de derecho filosófico en la Uni- 
versidad de Lima, ha olvidado completamente, al pre- 
sentar este triste argumento, el carácter del derecho. El 
despejo es un acto de fuerza: no es jamás una razón ju- 
rídica para crear ó extinguir derechos, pues estos n.o 
desaparecen sino en presencia de derechos superiores, 6 
en virtud de una renuncia voluntaria. 

La observación del señor Cisneros hiere vivamente el 
sentido común y solo se comprende que su habilidad la 
haya elejido como un recurso de desesperado esfuerzo. 

Procuraré á mi vezj Excmo. Señor, analizar algunos 
puntos esenciales de la defensa del señor .Cisneros, sin 
el tono de pretensiosa superioridad que imprudentemen- 
te ha empleado para conmigo. 

En algunas de las palabras que he citado, copiadas 
literalmente de los recursos del abogado de Dreyfus, se 
pide á V. E. que «sustancie y falle el juicio de retracto 
después de la querella de despojo.» Esto importa, en mi 
concepto, un reconocimiento expreso de la jurisdicción 
de V. E. en los juicios de retracto y despojo. De otro 
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modo ¿cómo se concebiría que el letrado de la casa fran- 
cesa determinase y pidiese á V. E. que ambos juicios se 
sustanciasen y fallasen el orden mas conforme á la ley?» 
' Esto, no obstante, el señor Cisneros propuso á V. E. 
fuera del término una excepción que califica de declina- 
toria de jurisdicción, calificativo inexacto, por que las 
excepciones de esta especie son de tres clases: incompe- 
tencia del fuero, pleito pendiente é impedimento del 
juez. La entablada por el señor Cisneros no está com- 
prendida en ninguna de estas clases, y solo es una ex- 
cepción dilatoria de orden para solicitar cierta prioridad 
en I5, sustanciacion de los juicios. 

No es una excepción declinatoria, porque, según el 
artículo 617 del Código de Enjuiciamientos, estas tienen 
por objeto remitir el conocimiento de la causa á otro 
juesí, y el letrado de Dreyfus no solo quiere inhibir á 
V. B., sino á todo el f)oder judicial, reservando esclusi- 
vamente el fallo de la cuestión al Poder Legislativo que 
por la Constitución no tiene facultad para juzgar. 

Debo llamar la atención de V. E. sobre una circuns- 
tancia bien notable. No habrá olvidado V. E. que según 
los propios términos del abogado de Dreyfus, se ha re- 
conocido por él la jurisdicción de este Supremo Tribu- 
nal en las dos causas iniciadas, en la de despojo y en la 
de retracto, pues ha pedido espresamente á V. E. que 
no sustancie ni falle la segunda, sin haber sustanciado 
la primera, fundándose en que el juicio de posesión es 
prrferible al de propiedad. Pues bien: V. E. lo está pre- 
firiendo, y debia suponerse que quedaban de esta mane- 
ra satisfechas las exijencias de Dreyfus Hermanos, y 
mas especialmente de su distinguido letrado. Pero so- 
brevino un hecho imprevisto que modificó sustancial- 
mente l^s opiniones de mi estimable compañero. V. E. 
habia pedido informe sobre la causa que se ventila, al 
Ministro de Hacienda. El 28 de Agoáto fué expedido y 
publicado ese documento, y en él se negaba de una ma- 
nera absoluta la jurisdicción de este respetable Tribunal. 

Este hecho cambió completamente de carácter la* de- 
fensa del señor Cisneros. Hasta ahí habia reconocido la 
jurisdicción de V. E., desde ese momento las inspiracio- 
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ne8 oficiales se encarnaron en su alta inteligencia y le 
dictaron el recurso de 30 de Agosto. El abogado de 
Dreyfus encontró en el apoyo del Gobierno nuevos alien- 
tos para negar sin reserva la jurisdicción del Tribunal. 

Hago patente esta desgraciada contradicción, no co- 
mo un medio de hostilidad por los amargos ataques del 
señor Cisneros, sino para hacer resaltar á los ojos de 
V. E. que Dreyfus y su letrado han reconocido la potes- 
tad de juzgar en esta Suprema Corte. 

El contrato Dreyfus, ha dicho mi estimable compañe- 
ro, es un contrato de mutuo de empréstito y mandato, 
en una palabra,* es un contrato complejo, y bajo el^últi- 
mo de sus aspectos, no hay lugar al retracto, porque la 
base del mandato es la confianza, y al Gobierno ño se 
la inspira otra casa que la de Dreyfus y C^ 

Para desvanecer este débil argumento, bastaría la luz 
del buen sentido, si no tuviéranfos en los Códigos una 
refutación decisiva. En efecto Excmo Señor, el manda- 
to es un contrato basado exclusivamente en la confianza, 
y que solo puede tener existencia jurídica mientras esta 
confianza subsista. Toda condición que haga imposible 
la i'escision del convenio luego que desaparezca el hecho 
que le sirve de base, destruye la esencia misma del man- 
dato y le imprime otro carácter distinto. Esta es la teo- 
ría que rije en este jénero de pactos y que ha sido espre- 
samente aceptada por nuestra legislación positiva. 

Fije V. E. su atención en los artículos 1942 y 1943 
del Código Civil. El primero dice, en su primer inciso, 
lo siguiente: «Se acaba el mandato por revocación del 
mandante; » y el segundo: «El mandante puede revocar 
el cargo cuando lo parezca. » 

Ahora bien, ¿tendrá el Gobierno el derecho de res- 
cindia á su voluntad el contrato Dreyfus? Nó, Excmo. 
Señor. Mientras no haya trascurrido el tiempo preciso 
para que los mandatarios vendan en los diversos merca- 
dos los 2 millones de toneladas de guano que el Estado 
se obliga á entregarles, no será de ninguna manera posi- 
ble emanciparse de la odiosa tutela de la casa negocia- 
dora, aunque por hechos sobrevinientes pierda la confian- 
za del Gobierno. 
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¿Cómo se sostiene, pues, en virtud de esto, que Drey- 
fus Hermanos son simples mandatarios del Gobierno del 
Perú? ¿Cómo se concibe que sea mandato un convenio 
que liga forzosamente & ambas partes j que priva por 
completo al mandante de la facultad de retirar su con- 
fianza al mandatario? 

Esto no es aceptable, ni ante la ley ni ante la doctrina 
racionalj ni ante el sentido común. 

Pero aun hay mas: se ha dicho con énfasis que los ca- 
pitalistas nacionales no merecen en lo absoluto la con- 
fianza del Gobierno, y que la casa Dreyfus Hermanos 
la posee amplia y completa. 

Por dolorosa que sea esta confesión, que el letrado de 
Dreyfus á recojido sin duda en las fuentes oficiales, es 
necesario aceptarla como la espresion de un hecho evi- 
dente. Pero si esto es así, ¿cómo se concilia esa descon- 
fianza manifestada de un modo tan franco, tan hiriente, 
con la libertad tan. ilimitada que se concede á la casa 
Dreyfus Hermanos para traspasar los derechos que le 
concede su contrato? ¿Se olvida acaso, que los intereses 
de esta negociación la miran bajo un aspecto esclusi va- 
mente comercial, y que no respetarán 'consideración nin- 
guna si conciben que la cesión del negocio puede ser pa- 
ra ellos una operación lucrativa? ¿Es imponible que el 
negociador mandatario, como qniere llamársele, trasfie- 
ra por un convenio especial á los nacionales, hoy tan anr 
tipáticos al Gobierna, las ventajas que ha de reportar el 
contrato? ¿Qué se haría en el caso de que esto llegara 
á realizarse? 

Aceptar el hecho como un hecho lejítimo, reconocerlo 
como el ejercicio déla facultad concedida á Dreyfus Her- 
manos en el artículo 28 de su contrato, qu^ dice testual- 
mente lo que sigue: «El Gobierno reconoce á los com- 
pradores el derecho de ceder ó traspasar este contrato, 
sea á una o mas personas ó casas, con tal que su ejecu- 
ción no se altere, quedando directa é inmediatamente 
responsables los compradores á su cumplimiento, á me- 
nos que el Gobierno le preste su aprobación. » 

Hé allí, Excmo. Señor, que en virtud del artículo que 
acabo de leer, el Gobierno puede verse obligado á acep- 
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tar, como depositarios de su confianza, á los mismos que 
hoy declara, por ql órgano del señor Cisneres, indignos 
de merecerla. 

El contrato Dreyfus, Excmo. Señor, no es, no ha sido 
en espíritu del Gobierno ni de los negociadores, un man- 
dato. Creo haberlo probado suficientemente. 

Con el mismo derecho con que se le ha llamado de 
mandato se le puede llamar de arrendamiento, de enfiteu- 
sis, de censo, de renta vitalicia, de apuestas y de juego. 
¿Por qué no se le llama así? 

Ha rogado á V. E. el señor Cisneros que por miseri- 
cordia deje ejercitar á los nacionales su derecho de pre- 
ferencia, ante los tribunales comunes. Yo protesto á. nom-- 
bre de mis defendidos contra esa súplica irrisoria y de- 
claro por mi parte, que en mi concepto no debe haber mi- 
sericordia ni ante los tribunales ni ante el pais para ese 
pretendido mandato. 

Ha presentado el sQñor Cisneros un argumento bas- 
tante original. En su empeño de sostener con todo gé- 
nero de razones la negociación que defiende, nos ha dicho 
que ella es el pensamiento esclusivo de Droyfus, la obra 
de su inteligencia y de sus esfuerzos, y por consiguiente 
su propiedad, que nadie puede arrebatarle. 

Estraña manera de discurrir. No hay propiedad de 
pensamiento sobre los intereses de la nación. No hay pro- 
piedad de pensamiento sobre la hacienda nacional. No 
hay propiedad de pensamiento sobre la fortuna pública. 
Esa propiedad es absurda y en el caso que existiera, mas 
derecho tendrían de gozarlo los hijos del pais, que tienen 
un privilegio natural por estar mas ligados á la nación y 
tener mayor interés en su prosperidad. Pero ni para unos 
ni para otros,, es admisible tan moustrosa teoría. 

Otra idea que llama vivamente mi atención y que guar- 
da perfecta armonía con la que acabo de analizar, es la 
que ha espresado igualmente mi estimable compañero. - 

La administración pública, ha dicho, no está sujeta al 
Código de Enjuiciamientos. Ella es superior á las dispo- 
siciones de la legislación civil y no puede rebajarse al ni- 
vel común de los ciudadanos que tienen que obedecer- 
las siempre en sus querellas particulares. Mientras no 
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exista un Código administrativo, que fije las reglas áque 
debe sujetarse el Poder Ejecutivo, y tribunales especie- 
les encargados de aplicarlas^ tiene que dejarse á la ad- 
ministración cierta amplitud discrecional que la pone fue- 
ra de la jurisdicción de los tribunales ordinarios. 

Por muy sorprendente que sea para el señor Cisneros, 
debe saber que en todos los paises del mundo la admi- 
nistración está sujeta á las leyes comunes, salvo ciertos 
casos especiales en que tienen una legislación y jueces 
privativos. 

Y entre nosotros, ¿qué hace V. E. cuando declara los 
despojos y la nulidad de los contratos celebrados por el 
Supremo Poder Ejecutivo? ¿Qué hace V. E. cuando obli- 
ga al Estado al pago de una deuda que se niega á reco- 
nocer? 

En la esfera de sus atribuciones, Y. E. borra la ñrma 
del Jefe de lu Nación: en la esfera de sus atribuciones, 
rompe I9 que el Supremo Gobierno ha hecho. Esto sig- 
nifica que según los principios de nuestra legislación, el 
Poder Administrativo no puede sustraerse al imperio de 
las leyes comunes, en las controversias en que puede ser 
considerado como parte, y que el Código de Enjuicia- 
mientos le es aplicable en todas sus disposiciones de la 
misma manera que á cualquier ciudadano. 

Citaré un caso especial, que en mi concepto viene muy 
á propósito para esclarecer el punto de que ahora trato. 

Creo que mi estimable compañero es abogado de Don 
Julio Armero, que ha sostenido una cuestión con el Es- 
tado. Pues bien, aquí tenéis la sentencia que ha pronun- 
ciado un Juez de 1^ Instancia condenando al Fisco y so- 
metiendo al Gobierno al Código de Enjuiciamientos: 

« Fallo que debo declarar, como en efecto declaro, res- 
ponsable al Fisco al pago de los 59,994 $ 1 y J reales, 
importe de las cuentas cuyo valor se demanda, después 
de deducidas las partidas de los señores Crosby, Reyes, 
Frusca, Medina, Cruce y Dias, á que se refieren las ob- 
servaciones hechas por el Tribunal Mayor de Cuentas y 
el señor Fiscal general en su mencionado dictamen do 
f. 398 del cuaderno E.: declarando igualmente sin luga ' 
la aplicación de la demanda relativa al pago de interese 
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solicitada á f. 18 por D. Julio Armero, por sí y en re- 
presentación de los coacreedores del monitor «Victoria, » 
Ípor esta mi sentencia definitivamente juzgando en 1^ 
nstancia, la que se consultará á la Junta Superior de 
Hacienda, si no fuese apelada dentro del término de la 
ley: así lo pronuncio, manáo y firmo, con costas. Lima, 
Agosto 31 de 1 869. — J. M. O-, y Garda — Manuel Oli- 
vares. » 

Esta sentencia^comprueba evidentemente mis observa- 
ciones. 

El señor Cisneros nos ha expuesto algunas nociones 
de Derecho administrativo, sacadas de Posada Herrera 
y de Colneiro, testos peligrosos para el que profesa de 
buena fé las doctrinas liberales. Pero, esos principios de 
administración no vienen al caso, porque entre nosotros 
no ha sido traducida á la práctica la ciencia administra- 
tiva. En nuestro pais no hay tribunales administrativos 
independientes: la jurisdicción en este orden es ejercida 
por todos'los tribunales de la República, que conocen no 
solo de dos juicios comunes sino de todos los asuntos 
contencioso-administrativos. 

Los millones que ofrecen los capitalistas nacionales, 
dice el abogado contrario, son ilusorios, porque salen de 
los mismos productos de la negociación. 

Pero si el Estado recibe esos millones, si hay obliga- 
ción de entregárselos y el contrato no tendrá valor mien- 
tras esta obligación no se cumpla, ¿por qué son iluso- 
rios? 

No comprendo como se pueda justificar esta afirma- 
ción. 

Al mismo tiempo que dirijo este ataque á los capita- 
listas nacionales, nos dice el señor Cisneros que Dreyfus 
se propone con sus economías ahorrar dos soles en ca- 
da tonelada de guano. ¡Se propone! No sé como un mo- 
nopolista pueda proponerse semejante ahorro, y no sé 
tampoco como un hombre que no ha nacido en el Perú 
lo ame tanto que vaya á hacer esas grandes economías 
en favor del Estado. 

Otro argumento presentado por el defensor deDreyfu 
es el siguiente: 
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V. E. no puede conocer, dice, de la cuestión de retrac- 
to, porque se inhabilitaría de este modo para juzgar al 
Presidente de la República cuando termine el periodo 
constitucional. 

De tal modo que V. E. no puede conocer de los actos 
de la administración en la esfera dé sus atribuciones, por 
que es incapacitarse para juzgar al Jefe del Estado; no 
puede conocer de la nulidad de los contratos, ni declarar 
tampoco los despojos causados por el Poder Ejecutivo, 
porque esto es prejuzgar, éegun el sentir del abogado 
éontrario. 

Prescindiendo de que esto es confundir tristemente la 
jurisdicción civil y la criminal, que son esencialmente 
distintas, ¿va á juzgar ahora V. E. el contrato Dreyfus? 
N6, porque no se trata de apreciar su legalidad. Va á 
juzgar simplemente, si después de celebrado ese contrato 
han sido ó nó infrinjidas las leyes de preferencia que fa- 
vorecen á los capitalistas nacionales, sin otro objeto que 
hacer efectivos sus derechos. 

No vais á juzgar, repito, al Presidente de la República: 
no vais á declarar la responsabilidad en que puede haber 
incurrido. Vais á conocer tan solo del despojo consuma- 
do y del retracto interpuesto por los capitalistas nacio- 
nales; así como habéis conocido anteriormente del despo- 
jo del señor Alvarez Calderón y de otros semejantes que 
han sido sometidos al fallo de este respetable Tribunal. 

Otro argumento de mi estimable compañero. El jui- 
cio actual, dice, se ventila entre particulares, entre Drey- 
fus y mis defendidos, y no hay razón para que se occur- 
ra á V. E., salvando las instancias de la ley; así como no 
la hay para comprender al Gobierno en el juicio de re- 
tracto, cuando no es ni demandante ni demandado. 

La ley ha querido que no s^ sometan al conocimiento 
de V. E. sino aquellas cuestiones en que figure el Poder 
Ejecutivo, designando para el mas poderoso demandan- 
te el mas poderoso juez. 

A poco que se medite ee comprenderá la debilidad de 
semejante argumentación. 

Es indudable, Excmo. Señor, que lo que ahora se 
cuestiona es el derecho de preferencia, el de retracto so- 
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bre el contrato Dreyfus Hermanos, á fin de que los ca- 
pitalistas nacionales sustituyan al negociador primitivo. 
Como ese contrato es un acto d^l Poder Administrativo 
debe ser sometido al fuero de V. E. en razón de la cosa 
que se disputa, pues según nuestras leyes solo V. E, es 
competente para conocer en las cuestiones que se susci- 
citen sobre los contratos de este género. 

Se agrega Excmo. Señor, que aunque todo retracto 
es preferencia, toda preferencia no es retracto. 

Esta idea es exacta; pero en el caso presente, si la 
preferencia no es retracto será un derecho sin objeto,* 
una acción inútil, una ilusión. El retracto es el derecho 
de rescindir una venta hecha y sostituirse en lugar del 
comprador, tomando para sí la cosa vendida por el pre- 
cio y bajo las condiciones acordadag en la venta. Cuan- 
do se ejercita el derecho de preferencia sobre otro com- 
prador, este derecho es necesariamente un retracto, pues- 
to que para preferir á uno se necesita rescindir y anu- 
lar la primera venta. 

Es cierto que no hay retracto en la venta de cosas 
muebles, pero esta regla general tiene sus escepciones: 
así no es aplicables al deudor por concesión especial, y 
por la misma razoli tampoco excluye la preferencia da- 
da por las leyes en casos determinados, como sucede con 
aquel de que ahora se trata. 

Aunque el contrato Dreyfus Hermanos no es tan so- 
lo de compraventa, sino que está enlazado con un con- 
trato de empréstito, á este último es también e^ensivo 
jel derecho de retracto, porque debe tenerse presente que 
cuando se concede la preferencia en lo principal se en- 
tiende concedida en lo accesorio, y el empréstito no es 
sino una de las condiciones estipuladas en la venta de 
los dos millones de toneladas de guano. 

Se ha afirmado igualmente que en el contrato Drey-* 
fus están también interesados algunos capitalistas nacio- 
nales, y que no se puede hacer valer un privilegio contra 
privilegiados. 

Mucho candor se nesecita para alegar esta razón, tra- 
tándose do hechos tan evidentes y ya tan conocidos co- 
mo los que forman la historia de la negociación Dreyfus. 
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Todos sabemos que el contrato fué celebrado en Paris 
esclasiyamente con la casa francesa de Drejfus j Q^, 
sin la intervención ni participación de ningún negocian- 
te peruano; que se ratificó este contrato por el Gobierno, 
discutiéndolo exclusivamente con el representante de la 
casa compradora; que en el contrato no se incluyó ningu- 
na cláusula que revelara el pensamiento de dar la menor 
participación á los capitalistas nacionales, y que todos 
los defensores y apologistas de Dreyfus han visto un pe- 
ligro para el crédito exterior del pais en la anulación 
del contrato, por la circunstancia de ser exclusivamente 
celebrado cOn una casa extrangera. 

Si mas tarde se ha formado, para dar á la negociación 
un falso colorido de nacionalidad, la lista que el señor 
Cisneros nos ha leido, ese hecho no tiene significación 
ninguna. Los nombres que allí se ven no son de verda- 
deros accionistas, sino de decididos prosélitos que han 
querido prestar su apoyo al contrato en cuyo triunfo se 
interesan. En esa lista se pueden inscribir nuevos nom- 
bres, porque para eso no se necesita mas condición que 
la voluntad del que se inscribe. 

Además, esos nacionales aliados de Dreyfus han apa- 
recido cuando la negociación estaba 9ub judice^ cuando 
se habia citado á las partes, y se habia notificado la de- 
manda, y V. E. sabe muy bien que el hecho de la cita- 
ción anula toda enagenacion posterior. 

Es inútil pues que el señor Cisneros se acoja al men- 
tido simulacro de una participación nacional en el con- 
trato que defiende. 

Ha negado el señor Cisneros que las letras de Drey- 
fus llevan el sello del Estado, agregando que el defensor 
de los capitalistas nacionales, no puede haber recibido 
instrucciones para asentar este hecho que es una calum- 
nia. El letrado de Dreyfus me conoce bastante, porque 
siempre me ha ligado á él el mas inalterable cariño des- 
de los los claustros de San Carlos; y sabe bien que ten- 
go juicio propio y que no pida á los litigantes instruc- 
ciones y palabras para venir á informar en este Tribu- 
nal. El me conoce, repito, y no ignora que por lo menos 
tengo los albores del buen sentido. 

IT 
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El hecho que yo he afirmado es incuestionahle: lasJe- 
tras de Dreyfus llevan el sello del Estado. Si el Cajero 
Fiscal de Lima no las hubiera hecho buenas con su en- 
doce que importa, según la ley, una verdadera mancomu- 
nidad en la obligación; si este acto no se hubiese practi- 
cado en nombre y por autorización del Gobierno, esos do- 
cumentos habrían circulado sin aceptación en el comer- 
cio de Lima, y la casa Huth Gruning no habria provisto 
nuestras arcas. La única razón que les ha dado, pues, 
valor comercial es la responsabilidad contraída por el 
Estado en el acto del endoce. Por esto he dicho y repito 
con entera convicción que el Gobierno se ha prestado 
asi mismo. 

Alega el señor Cisneros que la cuestión de competen- 
cia está resuelta por la jurisprudencia de este Tribunal 
en los juicios iniciados por el Dr. Eboli, Dr. Wendel, Du- 
plan, Thorne y Bonton presentados por mi estimable 
amigo como decisivos para su causa. Vamos á examinar- 
los y á probar lo contrario. 

CASO DEL DOCTOR BBOLI. 

Por ejecutoria de 5 de Setiembre de 1860 el Tribunal 
Supremo se declaró incompetente para el conocimiento 
de esta cuestión, porque la demanda del Dr. Eboli era 
de daños y perjuicios por la falta en el cumplimiento del 
contrato de 16 de Octubre de 1857 para afinar la mone- 
da boliviana, según consta de los considerandos 4° y 5^ 
del fallo, y de su parte dispositiva en que se le dejó á 
Eboli su derecho á salvo para que usase dé él ante los 
Tribunales competentes. 

Las demandas de los capitalistas nacionales no son de 
daños y perjuicios: son de despojo y retracto, y en estas 
cuestiones la juriccion de V. E. es indisputable perlas 
atribuciones 4^ y 5? del artículo 18 del reglamento de 
Tribunales. 

CASO DEL DOBTOR WBNDBLL. 

Por ejecutoria ¿le 18 de Marzo de 1869 se declaró el 
Tribunal Supremo incompetente para conocer de la de- 
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manda interpuesta por el Dr. Araham Wendell, con el 
objeto que se declarase que el Gobierno estaba obligado 
4 cumplir la contrata que presentó para la construcción 
del nuevo puente sobre el Rimac. 

La demanda del Dr. Wendell no fué de despojo, ni 
sobre el contrato, como lo probó el señor Fiscal Paz- 
'^oldad en su luminoso dictamen de 16 de Mayo de 1859; 
y aunque el Dr. Wendell le diera este nombre, no podia 
alterarse la naturaleza de la acción que no fué de despo- 
jo, por lo cual el Tribunal Supremo pronunció su incom* 
petencia. 

Asi como no es excepción de jurisdicción la que inter- 
puso mi estimable amigo en el juicio de retracto en su 
recurso de 24 de Agosto, así tampoco fué de despojo la 
demanda del Dr. Wendell, aunque le dio ese nombre. • 

El Dr. Wendell no tenia derecho para ser preferido 
como lo tienen los nacionales en todos los contratos so- 
bre expendio de guano. El aviso oficial convocando pos- 
tores para la obra pública del puente en el Rimac, no es 
una ley ni un título de derecho como son las leyes de 
49 y 60 que declaran el derecho de preferencia de los 
nacionales, en los contratos sobre el guano de la Nación. 

GASO DE THOBNB. 

V. E. declaró que el Gobierno dictatorial de 1865 ha- 
bía causado despojo á D. Teodoro Thorne al anular la 
escritura de próroga otorgada por la íidministracion Pe- 
zet á favor de Thorne sobre el ramo de nieve. El Tribu- 
nal Supicemo declaró que la dictadura Labia causado 
despojo. La misma dictadura no negó á Y. E. el poder 
de juzgar yrespetó su fallo. 

Hoy sin dictadura y con Constitución se niega á V. E. 
el poder de administrar justicia y se ofrece atrepellar 
vuestro fallo. 

El ministerio fiscal entabló demanda de nulidad de la 
escritura de 1865, nulidad que fué declarada por este 
Supremo Tribunal. D. Teodoro Thorne entabló dos de- 
mandas, una de daños y perjuicio y otra de mejoras, y 
V. G. pronunció su incompetencia. Los capitalistas nació- 
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nales no han entablado demanda de mejoras j de daños 
y perjuicios, sino de despojo y sobre el contrato de 17 de 
Agosto; luego este caso dista mucho de la presente con- 
troversia. 

CASO DE RENTON. 

Por las sentencias ejecutoriadas fde 29 de Febrero y 
21 de Mayo de 1864 V. E. declaró que el Supremo Po- 
der Ejecutivo no había causado despojo á D. Jorge Ren- 
ten, y antes de declarar sin lugar la querella, V. E. pro- 
nunció su incompetencia. 

Don Jorje Renton, después de concluido y fetíecido el 
juicio de despojo, pidió que se mandase al Gobierno que 
otorgase la escritura, y V. E. por no ser caso de despojo 
ni de contrato celebrado como se espresa en el primero 
y segundo considerando de la ejecutoria de 7 de Junio 
ds 864, pronunció su incompetencia. 

Esta cuestión en nada daña los derechos de los capi- 
talistas nacionales; por el contrario los afirma. 

CASO DE DÜPLAN. 

Por ejecutoria de 22 de Octubre de 1864, V. E. se 
declaró incompetente para conocerla demanda de D. Au- 
gusto Próspero Duplan para que se le libertase de las 
obligaciones de pago á favor de la escuela de medicina, 
porque no se trataba de despojo ni de pleito sobre el 
contrato, según lo establecido en el dictamen del fiscal 
de V. E. de 5 de Setiembre de 1864. No hay pues jus- 
ticia, Excmo. Señor, en la defensa de Dreyfus, no hay 
justicia en esos argumentos hilados tan hábilmente para 
burlar respetables derechos, que no son una caprichosa 
concesión de la ley, sino que tienen el noble objeto de 
impulsar la riqueza nacional, de arraigarla en nuestro 
suelo y de levantar el nombre del Perú. 

Muy apasionados é injustos ataques ha dirijido el se- 
ñor Cisneros al brillante y sólido dictamen del ilustrado 
fiscal de Y. E. Pero ha olvidado estas notabilísimas pa- 
labras que encierra para nosotros una amarga verdad, y 
que pasarán á la historia, cuando callen las pasiones y 
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cuando desaparezcan los intereses mezquinos j transi- 
torios. 

«Centenares de millones de pesos en yaiores del gua- 
no nacional han pasado por las manos de los consigna- 
tarios Gibbs. Entoé están opulentos en Ladres, y de 
esa opulencia no se ha formado en el Perú la pobre for- 
tuna de un aldeano.» (Aplausos en la barra, que fué 
llamada al drden por el Presidente del Tribunal.) 

¡Dios quiera, Excmo. Señor, que el contrato Dreyfus 
no prepare un triste porvenir á la República! ¡Dios 
quiera que él no venga á hacer entre nosotros el papel 
del crédito Jecker que llevó la intervención francesa á 
la República de Méjico! 

En cuanto á mí, abogado de los capitalistas naciona- 
les, aseguro á V. E. con toda la sinceridad de mi cora- 
zón, que abrigo una evidencia completa de que si se deja 
subsistente el contrato Dreyfus, vendrán muy pronto 
los empréstitos onerosos y leoninos; vendrán las cade- 
nas sobre el tesoro público, sin que el pais pueda sacudir 
el yugo de sus inflexibles acreedores extrangeros. 

Para entonces emplazo al defensor de la casa Drey- 
fus: entonces lloraremos juntos la esclavitud de la ha- 
cienda nacional. 

Sefíor Excmo.: ha concluido el abogado y va á hablar 
dos palabras bl ciudadano. 

El señor Presidente. — ^No señor, si ha concluido el 
abogado, ha terminado la defensa. 

El se^or Pérez. — Permítame V.E. espresar un deseo. 

El señor Pre«í<íen¿e.-^Hable Ud. 

El señor Pérez. — Mi deseo, como ciudadano, como 
patriota/ es que el Supremo Gobierno reconsidere sus 
procedimientos y entregue este negociado á la libre lici- 
tación, á la franca competencia; mi ardiente aspiración 
es que él Perú le deba solo á sus hijos; y seré feliz si 
mis esfuerzos y afanes encontrasen esta recompensa, por 
que sobre todo está, Excmo. Señor, el amor sincero de 
la patria. Este es mi anhelo como patriota y como ciu- 
dadano, y doy á y. E. las gracias por haberme perspd- 
tido manifestarlo. 

Si el Gobierno abandona el peligroso camino que ha 
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elegido; si trabaja sinceramente por la emancipación de 
la hacienda, y crea y fomenta el crédito interno, dará 
una pi*ueba de grandeza y patriotismo que le conquis- 
tará la gratitud' del pais entero. . 

Yo pronunciaré entonces con respeto el nombre del 
primer mandatario de la República, y así lo enseñaré á 
pronunciar á mis hijos. , 

Excmo. Señor. He concluido 

Concluida esta réplica, el señor Althaus (Emi- 
lio) apoderado de los capitalistas nacionales, didió 
la palabra y dijo lo siguiente: 

El señor Althaus» — Pido á V. E. la palabra para rec- 
tificar un hecho que ha sido asentado por el abogado 
contrario y no desmentido por el nuestro. 

El señor Presidente, — Con el laconismo posible. 

El señor Althaus. — Empezaré, Excmo. Señor, por 
hacer una confesión. El Sr. Dr. Cisneros nos lleva una 
gran ventaja; no lo digo por su fácil improvisación, por 
su inagotable facundia, por sus conocimientos jurídicos; 
lo digo, por el carácter elevado que ha asumido aquí, 
por la noble misión con que se ha investido. Nosotros 
no podemos negar que en esta cuestión se trata para no- 
sotros de un negocio, de un negocio lícito sí, de un ne- 
gocio amparado por lo ley, de un negocio en que hemos 
ofrecido gran parte á nuestros conciudadanos, en que se 
va comprometiendo nuestro amor propio y nuestro sen- 
timiento de nacionalidad, pero al fin de un negocio. 
Mientras que la parte contraria no se ha presentado 
aquí como comerciante: mucho mas elevado es su carác- 
ter: en efecto. ¿Qué ha traido á este banco al Dr. Cisne- 
ros? ¿Qué lo trae atareado, afanado, ajitado á él y á 
todos sus deudos desde hace un mes? ¿Qué lo- ha 'movido 
á defender sin descanso de palabra y por escrito el con- 
trato de los señores Dreyfus Hermanos y Ca durante 
este tiempo? No es, Excmo. Señor, la sed del dinero, no 
es el ansia de locupletarse. ¡Dios lo libre de semejante 
indignidad, buena para mercaderes como nosotros! — No 
Excmo. Señor, ha habido un fiscal de V. E. que ha fal- 
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tado á todos sus deberes, y el Dr. Cisneros ha venido á 
llenarlos. Ha habido un fiscal que ha traicionado la 
confianza pública; ha habido un soldado de la ley, que 
ha desertado de su puesto, y ese puesto ha venido á ocu- 
parlo el Dr. Cisneros. El es en una palabra (coma lo 
ha<dicho) el defensor de los intereses nacionales, el celo- 
so custodio de las arcas fiscales y del honor de la Repú- 
blica. 

Beconozco, Excmo. Señor, que la diferencia entre 
una y otra situación es profunda; reconozco que esa din 
ferencia procura al Dr. Cisneros las simpatías del públi- 
co (empleo la palabra simpatía sin veneno.) Sin embargo, 
no me acobarda esta diferencia, porque confiamos en la 
justificación de Y. ^ que sabrá decidir si esos apóstoles 
y redentores, son verdaderos 6 hechizos. 

En la estensa relación que el señor Dr. Cisneros hizo 
de los hechos que precedieron y acompañaron la cele- 
bración del contrato Dreyfus, aseveró que á mis compa- 
ñeros los querellantes de despojo, y á mí, nos habia 
comunicado el Gobierno las bases de la negociación. Es- 
to es inexacto. Uno solo de los once querellantes, uno 
solo, junto con otra persona que no es nacional siquiera, 
obtuvo comunicación confidencial de las bases, si es que 
merecen el nombre de tales las de que ha sido lícito apar- 
tarse tanto como se han apartado los señores Dreyfus 
Hermanos y C^ en su contrato. Uno solo de los quere- 
llantes obtuvo comunicación de las bases, y la obtuvo 
bajo la promesa del mas sacramental sigilo, promesa tan 
bien cumplida, que á pesar de las relaciones de amistad 
é intereses que me ligan con ambos, nunca hicieron con- 
migo la menor alusión á semejantes bases y doy mi. pa- 
labra de caballero que hasta el 19 de Agosto, en que las 
vi impresas en el periódico oficial, no he tenido conoci- 
miento' de ellas; y estoy autorizado á igual declaración 
en nombre de mis compañeros excepto el uno, á quien he 
aludido antes. Esta rectificación no carece de importan- 
cia; porque el señor Dr. Cisneros ha pretendido que la 
preferencia concedida á los nacionales por la ley de 1849 
no era un derecho del que se podia hacer uso después de 
celebrado el contrato, sino en el concurso de propuestas 
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y cuando la presentada por nacionales hubiera sido igual 
6 mejor. Suponiendo que este fuera el sentido de la ley 
¿dónde está ese concurso de propuestas para que pudié- 
ramos haber hecho uso de nuestro derecho? ¿Dónde está 
el llamamiento que previene la ley? ^ 

No hemos podido hacer uso del derecho de preferen- 
cia que nos concedía la segunda parte de la ley, porque 
no se ha cumplido con la primera que ordena la convo- 
catoria para la licitación. ¡Extraña teoría la de echar- 
nos en cara una demora que ha provenido de que la ley 
no ha sido cumplida por quien debia ejecutarla! Pero 
supongamos que los once querellantes hubieran tenido 
conocimiento de las bases y que ese conocimiento no hu- 
biera sido confidencial, ¿bastaría esto? ¿Por qué se ha- 
bía escluido á los demás ciudadanos? ¿Por qué se habia 
escluido á esos modestos capitalistas, á esos hombres clel 
labor honrado, d esa gente de buena ley, á esos nuevos 
clientes que el Dr. Cisneros ha tomado bajo su amparo 
últimamente; digo últimamente, porque antes de ahora 
ha tenido clientes poderosos, ha sido el abogado de una 
de las casas consignatarias de guano, quizá la mas ata- 
cada de todas, y como tal abogado, ha sido el discreto 
consultor, el acertado consejero, el celoso defensor de 
esos contratos sobre adelantos que hoy escandalizan su 
patriotismo y exitan su indignación; y entre ellos, del 
mas duro quizá de todos, del de Noviembre del 64 en 
cuya defensa escribió parte de este folleto que tengo á 
la mano y otros alegatos que atravesaron los mares para 
penetrar en el augusto recinto del Senado de Hambur- 
go. Voy á concluir, Excmo. Señor. Cuando se pensó en 
la celebración de este negociado, los interesados en él se 
preguntaron: ¿cómo podemos adelantar el tiempo en que 
empezemos á vender los dos millones de toneladas de 
guano? ¿cómo podemos deshacernos de esos incómodos 
contratos de consignación, que nos obligan á esperar dos 
ó tres años antes de empezar á vender nuestro guano? 
Entonces se acordaron con júbilo de la ley del año 60 
que prevenia que se sometieran los contratos de consig-. 
nación á la aprobación del Congreso y se propusieron 
trabajar en el Congreso del año 70 pasa echarlos abajo; 
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para adelantar así en dos años el comienzo de su nego- 
ciación. Se acordaron, repito con júbilo, de la ley oel 
año 60, y la estamparon en el artículo 4? de su contrato 
qne dioe así: 

« Los compradores empezarán la venta parcial de es- 
te tos dos millones de toneladas de guano, tan pronto co- 
« mo terminen los actuales contratos de consignación, 
« ya sea porque el Congreso del Perú desapruebe dichos 
« contratos no aprobados hasta lafecha^ ya sea» 

Con que los contratos sobre consignación de guano 
deben ser sometidos á la aprobación del Congreso, y 
como hay algunos de esos contratos pendientes, se pue- 
de abrigar la esperanza de hacerlos anular antes del tér- 
mino fijado. ¿En virtud de qué ley? El señor Cisneros 
nos ha desarrollado la doctrina- justa, justísima, de que 
los contratos celebrados por el Gobierno son actos ad- 
ministrativos en que el Congreso no interviene, y que 
por una rarísima excepción los contratos sobre expendio 
de guano deben someterse á la aprobación del Con- 
greso. ¿Dónde está consignada esa excepción? ¿Está en 
la ley de 1860? Con que, cuando fabricasteis vuestras 
bases y vuestro contrato os acordasteis de la ley de 1860 
como de un iáffcrumento cómodo, que manejado hábil- 
mente por vuestras manos puras, os serviría para entrar 
pronto en el goce de vuestra negociación; entonces con- 
siderabais esa ley de carácter permanente; entonces la 
consicferabais aplicable á contratos, celebrados en 1866 
por el Gobierno de la Dictadura, por un Gobierno que 
no insertó en ellos como lo ordena esa ley, la cláusula 
sobre que debian someterse á la aprobación del Congre- 
so, porque ese Gobierno se creía, con razón ó sin ella, 
eximido de cumpUr esa ley, por haber asumido el Po- 
der Legislativo; enéónces digo, os acordasteis de que 
la ley estaba vigente y de que era aplicable á los con- 
tratos del año 66; y hoy, la presentáis como una ley de 
carácter transitorio, efímero, diciendo que no debia 
producir sus efectos sino el año de 61, para solo la con- 
vocatoria del señor Ministro de Hacienda Salcedo. Fe- 
lizmente no se puede borrar el artículo 4^ del contrato 
DreyfuSy en el que vosotros mismos habéis isonfe&ado la 
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vigencia de esa ley del año 60 á la cual nos acojemos. 
He dicho. 

El abogado de Dreyfus, señor Cisneros, Qpntes- 
tó lijeramente á la réplica del Dr. Pérez y al dis-^ 
curso del señor Althaus. 

Al dia siguiente se presentó por el procurador 
Zenteno el informe escrito que se publica 4 con- 
tinuación: 

Excmo. Señor. % 

Andrés Zenteno, á nombre de los capitalistas naciona- 
les que me han conferido su poder, en el juicio que con- 
tra el Supremo Gobierno tengo entablado sobre el despo- 
jo del derecho de preferencia en el contrato celebrado 
con Dreyfus Hermanos y C^ de Paris, informando ante 
V. E. á la vista del artículo de falta de jurisdicción, de- 
ducido por el señor Ministro de Hacienda en su informe 
de 28 de Agosto del presente año, expongo: Que el dicta- 
men expedido en esta causa por el señor Fiscal abunda de 
tal manera en sólidos é incontrovertibles argumentos, y 
pone tan de manifiesto la justicia de la acción iiáerpaes- 
tapor mis representados, que ciertamente nada debería 
agregar por mi parte en favor de la jurisciccion de V. E. 
Sin embargo: el deber que tiene el defensor de mis po- 
derdantes de no omitir medio alguno, de los que las le- 
yes permiten, para el reconocimiento de derechos que in- 
fundada é ilegalmente han sido desconocidos y la impor- 
tancia misma del asunto que se cuestiona, han influido 
en su ánimo para añadir algunas consideraciones á las 
aducidas por el señor Fiscal. 

En el informe que el señor Ministro de Hacienda ha 
pasado á V. E. figura como principal argumento la au- 
torización de 25 de Enero á la cual dá los calificativos de 
especial, extraordinaria, amplia y completa, añadiendo 
que por ella han quedado insubsistentes las leyes que 
determinan el modo de proceder en los asuntos á que 
se refiere. 

Aunque' esta argumentación está ciertamente destrui- 
da en et curso de la vista del señor Fiscal, paso á espo- 
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ner algunas razones especiales que demuestran, á mi mo- 
do de ver, que ella es infundada é inadmisible bajo e) 
punto de vista jurídico j aun considerada en el terreno 
práctico. 

Muchas veces se ha conferido por los Congresos al Po- 
der Ejecutivo autorizaciones semejantes á la del 25 de 
Enero; pero ni los Congresos ni los Gobiernos, ni la opi- 
nión pública, han dado á esos actos legislativos la inteli- 
gencia que á la ley de 25 de Enero dá el señor Ministro 
de Hacienda. 

Lo único que ha significado siempre una autorización 
de ese género, es que, careciendo el Gobierno, por la 
Constitución y las leyes vigentes, de facultades para 
crear rentas fiscales, para imponer contribuciones, para 
enagenar bienes de propiedad nacional, para negociar em- 
préstitos (arts. 7^ y 8^ y atribución 6? artículo 38 de 
la Carta,) se le han conferido esas facultades con un ob- 
jeto determinado y á condición de que las ejercite con- 
forme á las leyes. Las especiales autorizaciones solo han 
dado á los Gobiernos capacidad legal para contratar y 
causa justa para obligarse, requisitos que son indispen- 
sables para la validez de los contratos, según el artículo 
1235 del Código Civil. Mas nunca se ha cieido, por no 
ser legal suponerlo siquiera, que esa habilitación á la 
persona 6 personas que componen el Gobierno, llevase 
consigo facultades ilimitadas para no sujetarse á regla ni 
ley alguna, al celebrar los contratos. Dar capacidad al 
que ñola tiene, no es verdaderamente conferirle un po- 
der discrecional en el ejercicio de ella: es simplemente 
habilitarlo para un asunto en el que nó podia intervenir ' 
ni del cual podia disponer. 

Estosprincipiosqueson axiomáticos en jurisprudencia, 
no pueden ni deben alterarse, tratándose del Gobierno en 
sus relaciones con el pais 6 con la cosa pública. Así co- 
mo cuando se habilita á un menor ó á una mnger casada 
para que contrate, al darle la capacidad que no tenia, 
no se le exime de observar, en los contratos las prescrip- 
ciones de las leyes, así también un Gobierno, á quien el 
Poder Legislativo autoriza para vender bienes nacionales 
ü para negociar empréstitos, al recibir la capacidad de 
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que antes oarecia, queda sujeto, en los contratos que ce- 
lebre, á observar las disposiciones legales. 

Si la interpretación que el señor Ministro dá & la au* 
torizacion de Enero fuese exacta, resultaria que, para 
vcubrir el déficit del presupuesto, podria, si lo encon- 
traba conveniente confiscar h^s propiedades particulares, 
Y si este es un absurdo que á primera vista se descubre, 
no hay para ello otra razón que la garantia del artículo 
26 de la Constitución política á la propiedad privada. 
Pues bien, la propiedad pública, 6 sea, los bienes de pro- 
piedad nacional, tienen una garantía equivalente en el 
artículo 7^ de la misma Constitución; y en virtud de esa 
garantía, ni el Congreso mismo podrá jamás disponer de 
ellos sino conforme á las leyes. 

Antes de seguir adelante, haré notar á V. E., que no 
pudiendo el Congreso disponer discrecionalmente de los 
bienes ó rentas nacionales, según el citado artículo 7^ de 
la Carta fundamental, tampoco puede conferir esa facul- 
tad al Pode Ejecutivo; por la sencilla razón deque ningún 
apoderado 6 mandatario puede tener facultades de que 
carece el poderdante 6 el mandante. Subsiste el fnismo 
razonamiento si se considera la ley de 25 de Enero como 
una delegación de poderes, por ser demasiado sabido, que 
nadie puede dar lo que no tiene. 

En apoyo de las razones que preceden; hay entre mu- 
chos antecedentes, uno que es de la mas alta importan- 
cia para el punto que se discute. 

Cuando la escuadra española, comandada por el almi- 
rante Pinzón, infirió, con la toma de las islas de Chin- 
cha, el mas grave ultraje á la dignidad y al pabellón de 
la República, la Comisión Permanente del Cuerpo Lejis- 
lativo, usando de sus poderes constitucionales, autorizó 
ampliamente al Poder Ejecutivo, en 17 de Abril de 1864 
para que levantase un empréstito de cincuenta millones. 
El entusiasmo y la santa indignación de todos los espí- 
ritus, fué tal entonces, que, para vengar la afrenta, no 
solóse concedió al Gobierno|lo que pidió, ¡sino que se lle- 
vó la' autorización hasta un punto á que no habia llega- 
do jamás. Aquello si fué ilimitado; y era natural ,pues 
no se trataba de una corriente operación para salvar un 
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déficit en el presupuesto, sino de salvar el honor y con 
él la vida de la República, amenazada con la insolente 
revindicacion de Mazarredo. 

Ahora bien: el Gobierno de entonces, apoyado en eM 
autorización ilimitada y fundando expresamente en ella 
sus deeretoSy celebró con los consignatarios algunos con- 
tratos para proporcionarse fondos 6 incluyó en dichos 
contratos una cláusula prorogando las consignaciones. 

fieunióse entonces el Congreso y á petición de los se- 
ñores diputados Echenique y Lavalle, se pidieron esos con- 
tratos que el Gobierno faltando á su deber y á las dispo- 
siciones de las leyes de 1849 y 1860, no habian remitido 
á la Representación Nacional para su aprobación. Lo^i 
pocos diputados que allí defendían las actos del Gobier- 
no dijeron lo que hoy dice el señor Ministro de Hacien- 
da; es decir, que siendo ilimitada la autorización, podia 
. el Gobierno haber prorogado las consignaciones, sin pre- 
via aprobación del Congreso; pero semejantes sofismas 
fueron desechados por la inmensa mayoría, y al fin el 
Congreso expidió y pronralgó una resolución desapro- 
bando ios contratos por no haberse cumplido al otorgarlos 
las disposiciones de las leyes de la materia. 

Este precedente demuestra, pues, de una manera pal- 
pable que la ilimitada autorización de 1 7 de Abril de 
1864, para el grandioso fin de revindicar la honra Na- 
cional, no eximió al Gobierno del cumplimiento de las le- 
yes en los contratos que hizo en virtud de ella. 

Y después de esto ¿podrá decirse Excmo. Señor, que 
la autorización de 25 de Enero último para el simple fin 
de saldar un déficit en el presupuesto, ha investido al 
Gobierno de facultades discrecionales y eximídolo de 
cumplir las leyes de preferenciaide 1849, 1860 y 1861, 
al celebrar el contrato de venta de dos millones de tone- 
ladas de guano con Dreyfus Hei^manos y C^ de Paris? 
Si ante la santa f causa de redndicar el honor Nacional 
en 1864, el Congireso declaró que la autorización de 17 
de Abril no daba al Gobierno un poder discrecional y 
absoluto sobre la Hacienda ¿será sostenible que por la 
autorización da 25 de Enero último el Gobierno tenga 
hoy ese poder discrecional? 
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l^or lo demás, ya el señor Fiscal ha demostrado que 
8on muy distintas las atribuciones del Congreso y del 
Supremo Tribunal de Justicia en este asunto. Aquel de- 
liberará en la parte general, sobre el buen 6 mal uso 
que el Gobierno hubiese hecho de la autorización; y V. E. 
aplicará á un caso particular las leyes vijentes y cuya 
▼ijencia presupone la misma autorización. Entre las dis-^ 
tintas atribuciones del Poder Lejislativo y de V. E. no 
hay pueá incompatibilidad, y los dos poderes pueden 
ejercitar los que recíprocamente les corresponden, no so- 
lo sin destruir la armonía constitucional, sino, muy al 
contrario, conservándola y fortaleciéndola. 

Hay también otra consideración legal para que V. E. 
aplique las leyes existentes, sin que para ello sirva de 
embarazo la autorización á que el señor Ministro se aco- 
jo. Esta consideración emana del artículo 40 del C6digo 
de Enjuiciathientos, en su inciso 11^, que está concebido, 
en los términos siguientes: «Están obligados los jueces', 
bajo su responsabilidad ll^á no escusarse de apli- 
car una ley que no este derogada expresamente, v Si 
pues, las leyes sobre preferencia, sobre posesión, sobre 
despojo etc. que con tanto acierto cita el señor Fiscal, 
no están expresamente derogadas, deber de V. E. es apli- 
carlas á la cuestión que se discute, sin que pueda obstar 
la autorización de 25 de Enero, que según queda dicho, 
lejos de derogarlas, presupone la existencia de dichas 
leyes. 

, Por conclusión, si la resolución Lejislativa de 25 de 
Enero ha dejado subsistentes las leyes que amparan 
á mis poderdantes, está expedita la jurisdicción de V.E. 
para aplicarlas al caso particular que constituye la ac- 
ción entablada. Por lo expuesto — 

A V. E. suplico se digne tomar en consideración el 
contenido de ese recurso presentado por via de informe 
y mandar se agregue á los de la materia. 

Es justicia etc. 
Lima, Setiembre 26 de 1869. 

Manuel Pérez — Afndres Zenteno. 
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Votada la causa, resultó discordia y fué llama- 
do para dirimirla el señor Vocal Dr. D. Blas José 
Alzamora. 

Examinado nuevamente el asunto por el Tribu- 
nal, se expidió la resolución siguiente: 

Lima, Octubre 4 de 1869. • 

Vistos, en discordia de votos, de conformidad con lo 
expuesto por el señor fiscal en lo relativo á la jurisdic- 
ción, y siendo terminante lo dispuesto en el inciso 5? del 
articulo 18 del Regl?imento de Tribunales, se declara 
expedita la de este Supremo Tribunal para conocer del 
recurso de despojo interpuesto por el procurador Don 
Andrés Zenteno en representación de varios comercian- 
tes del país; y mandaron, vuelvan á la vista del sefior 
fiscal para que abra dictamen sobre lo principal. — Gó- 
mez Sánchez — Alvarez — Muñoz — Alzamora. 

Se publicó conforme á la ley, habiendo sido el voto 
del señor Gómez Sánchez porque no estaba expedita la 
jurisdicción del Tribunal para este caso, de que certifi- 
co. — Manuel L. Castellanos. 

En el tomo II continuarán los documentos reía- • 
tivos á esta causa, cuya publicación se hace du- 
rante el séquito del juicio. 



■ ■ nnciCCOtim' I" 



A-PENÜICE. 



LA PRENSA. 



Publicamos en seguida los mas notables escritos 
que ha registrado, en sus columnas, la prensa de 
esta capital, respecto á la causa de despojo. 

Como ambos diarios, «El Comercio» y «El Na- 
cional», han sostenido con laudable empeño los 
intereses nacionales comprometidos en la cuestión, 
señalamos con este signo * los artículos editoria- 
les, y reproduciremos por separado las publicacio- 
nes de uno y oí)ro. 



(DE ''EL COMERCIO.") 



EL INFORME DEL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA. 



El informe presentado por el señor Ministro de Ha- 
cienda á la Excma. Corte Suprema, con motivo de la 
querella de despojo, interpuesta por los capitalistas na> 
cionales, está revelando á primera vista que ha sido un 
extenso pero en el fondo muy lijero trabajo. En la exal- 
tación del momento, exaltación causada por el temor de 
que no se realizase una esperanza, el señor de Piérola 
no ha tenido tiempo para meditar el asunto con la cir- 
cunspección que lo exijia la naturaleza de él, y ha es- 
crito de corrido algunos pliegos, que podrían considerar- 
lie como prueba de habilidad en un articulo de periódico; 
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pero que constituyen una falta inexcusable como docu- 
mento oficial. Léase detenidamente ese informe y se 
advertirá allí, al lado de la irreflexión y del despecho, 
una carencia lamentable de las mas triviales nociones de 
la legislación patria. 

Por nuestra parte nos hemos impuesto la t^ea de 
analizar ese estraño documento. 

Comienza el señor de Pí^roZa^ diciendo que: « no es 
dable siquiera discutir la legalidad de los procedimientos 
del Gobierno en el contrato Dreyfus, por cuanto se ha- 
llaba revestido de una autorización legislativa especial y 
extrardinaria que ponia en sus manos la suma de todas 
las facultades posibles, sin limitación alguna. » 

No participamos, y entendemos que nadie participa, 
cíe las ideas del señor Ministro de Hacienda á este res- 
pecto. La autorización de Enero, como hemos tenido 
ocasión de* decirlo diferentes . veces, no fué general, sino 
para un solo objeto; á saber: cubrir el déficit del presu- 
puesto, cuyo déficit ascendiaá 16^000,000. De esta su- 
ma no ha podido, pues, exederse el Gobierno, sin infrin- 
jir dicha ley. Cubrir el déficit del presupuesto 6 arbitrar 
los medios de proporcionar 16.000,000, no importaba 
por lo mismo una facultad sin límites en materia de Ha- 
cienda: el límite estaba allí fijado y de ese límite no se 
pudo, si se debió salir. 

Pero suponiendo que efectivamente fuese ilimitada esa 
autorización; ó lo que es lo mismo, que el Gobierno pu- 
diese, en virtud de ella, hacer un negociado de cerca de 
cien millones^ comprometiendo al efecto todas las rentas 
de la Nación — que eso importa el contrato celebrado con 
Dreyfus — aun bajo esta hipótesis, no puede el Gobierno 
justificar sus procedimientos, apoyándose en la ibeneio^ 
nada autorización. 

Así resulta del examen que desapasionadamente se 
haga de la conducta del Gobierno en los diversos inci- 
dentes del negocio. Sabido es que los capitalistas nacio- 
nales,, antes de conocer el contenido del contrato, pidie- 
ron al Gobierno sostituií'se en él, ofreciendo una mcgora 
de 200,000 soles: sabido es también que, mas tarde, los 
migfiíos capitalistas ofrecieron otra mejor» de 20 pOfQ en 
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el interés y de 25 pO^o en el premio; y sabido es que úl- 
timamente han ofrecido, sobre las dos mejoras anteriores, 
la de DOS millones de soles. Todas estas mejoras, que 
suman algunos millones de soles en favor del fisco, han 
sido desatendidas por el Gobierno. ¿Y cuál es el por 
qué? — El señor Ministro contesta á todo con la autori- 
zación de Enero. Por manera que esa autorización, cuyo 
fin único y especial ha sido llenar el déficit, se aplica 
también á aumentarlo; porque no otra cosa que aumen- 
tar el déficit importa el rechazo que el Gobierno ha he- 
cha de las mejoras de los nacionales — ese rechazo que, 
en último análisis, queda reducido á obsequiar á Drey- 
fus, á título gratuito y por una d9nacion simple, los 
millones con que los nacionales mejoran el contrato. 
¿Tiene para esto facultad el Gobierno? La autorización ' 
de Enero, tan lata, amplísima y limitada, como la com- 
prende el señor Ministro ¿Se extiende acaso á donar, 
bajo cualquier pretexto á determinadas personas, los mi- 
llones de la nación? — Si la autorización de Enero fué, 
pues, para llenar el déficit de diez y seis millones de so- 
les, evidente es que no puede hacerse extensiva á lo 
contrario; es decir, á aumentar dicho déficit, disminu- 
yendo en los millones de mejora ofrecidos, los ingresos 
fiscales. 

Agrega el señor de Piérola que se dirijo al Tribunal 
Supremo de Justicia, considerando á sus miembros, no 
como jueces, sjno como notables ciudadanos. 

Estas palabras, después de las relativas á la autoriza- 
ción, están demostrando claramente que el señor Minis- 
tro niega, en el caso del contrato Dreyfus, la jurisdicción 
de la Corte Suprema, simplemente porque el Gobierno 
fué especialmente autorizado por el Congreso para lle- 
nar el déficit del presupuestó. Francamente, no compren- 
demos por qué, el hecho de la autorización para el 
déficit, pueda privar al primer Tribunal de la Nación 
del ejercicio de sus permanentes atribuciones legales. 
Según la Constitución, ninguno de los poderes puede 
salir de la órbita que le está señalada, y si en la órbita 
del Poder Judicial está el que la Corte Suprema falle 
en los pleitos que se susciten sobre contratos celebrados 
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con el Supremo Gobierno 6 sus agentes, el Poder Eje- 
cutivo no puede negarle el ejercicio dcr esa atribución 
lejítima, sin faltar á la Constitución. 

Ante la Corte Suprema no se disputa ahora si el Go- 
bierno procedió con 6 sin facultades: eso es muy distin- 
to, lo que se cuestiona es, si, bajo el supuesto de que el 
Gobierno estaba facultado para celebrar el contrato 
Dreyfus, pudo negar ¿ los nacionales el derecho de pre- 
ferencia que les conceden las leyes. En cuestiones como 
estas, es necesario apreciar las cosas tales cuales son. 
Hasta hoy nadie ha contradicho la potestad del Gobier- 
no (única cuestión, para la cual seria pertinente la cita 
de la autorización de Enero): los nacionales se han que- 
rellado simplemente del desconocimiento que el Gobier- 
no ha hecho de su derecho de preferencia. 

El señor Ministro debe saber, pues, que la autoriza- 
ción de Enero es una ley, como cualquiera otra, por la 
cual se conceden facultades al Gobierno para un objeto 
dado; y que la atribución de la Corte Suprema es gene- 
ral para conocer de todos los pleitos que se susciten so- 
bre contratos celebrados por el Supremo Gobierno 6 sus 
agentes, presupuesta la lejitimidad de las facultades del 
Gobierno para otorgarlos. Por lo mismo, la cita que 
hace de la autorización de Enero es impertinente. Re- 
petimos que hoy no se trata de eso, sino del despojo 
consumado por el Gobierno, al desconocer el derecho de 
preferencia de los nacionales, con infracción de las leyes. 

No seguiremos al señor Ministro en su historia de las 
operaciones antes practicadas por los diversos Gobiernos 
con los consignatarios. Como nuestro objeto no es de- 
fender á éstos, solo le haremos presente, que muchos de 
los nacionales que hoy se quejan del despojo y deman- 
dan el retracto, no han sido ni son consignatarios, y que 
la mala conducta de los consignatarios de ayer no es 
una razón para entregar el país al consignatario Drey- 
fus. Si hubiese buena fé, la experiencia debia servir mas 
bien para cambiar radicalmente el sistema y no para fa- 
bricar ese pastel que, con el nombre de venta y emprés- 
tito, es una verdadera consignación, mucho mas onerosa 
que las anteriores. 
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II. 



Refiere el señor Ministro las circunstancias financie- 
ras del pais que precedieron á su nombramiento y las 
que ocurrieron cuando tuvo el honor de ser el escojido 
para la temida empresa de salvar el conflicto. Menciona 
también sus declaraciones en el seno de las Cámaras y 
la autorización que obtuvo por una extraordinaria ma- 
yoría. Se expresa en seguida en estos términos: 

<c Ahora bien, después de todo esto, no es lícito cier- 
<c tamente discutir la facultad con que el Gobierno ha 
« procedido en este asunto; no puede desconocerse que 
« solo él es competente para decidir acerca de su conduc- 
« ta en esta materia, mientras llega el caso de que dé 
<í cuenta de ella al poder que le otorgó su mandato, y 
« que es el único á quien tendrá, por lo mismo, que res- 
cr ponder de sus actos; nada que cuestionar siquiera en 
« el drden constitucional, y mucho menos, en el orden 
« jurídico y de los tribunales. » 

SensiWe es que tan enérjicas palabras no puedan te- 
ner aplicación al asunto sobre el cual la Corte Suprema 
pidió informe al señor Ministro. Los nacionales, en su 
querella, no tratan absolutamente de discutir las facul- 
tades del Gobierno. Han dicho llanamente: « en el con- 
trato Dreyfus, teniamos el derecho de preferencia y esta 
preferencia, que solicitamos fué desatendida, infiriéndo- 
senos un despojo dé ese derecho, en cuya posesión civil 
estábamos por mandato de la ley; pedimos pues á V. B. 
que declare el despojo y ordene la restitución á fin de que 
el Gobierno nos reconozca el expresado derecho. » 

No se necesita ser abogado para comprender que en 
la demanda de despojo, sobre la cual debió informar el 
señor Ministro, no se niega al Gobieirno las facultades 
concedidas en la autorización de Enero, sino que, pre- 
supuestas esas facultades, se reclama la preferencia en 
el contrato otorgado, en uso de las mismas. 

Pero el señor Ministro añade, como consecuencia, que 
««ofo el Grobierno es competente para decidir acerca de 
»ii conducta.» En esta parte se padece un error lamen- 
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table, confundiendo la cattsa, que nadie discute, con el 
efecto, que es esencial y legalmente discutible. El Go- 
bierno estaba autorizado para celebrar un contrato — 
está bien; mas de aquí no se deduce que pudiera ni de- 
biese prescindir de las leyes al celebrarlo. Un qjemplo. 
Supongamos que el Congreso autorizase al Grobierno 
para vender el actual Palacio de Crobierno: ¿creeria el 
señor Ministro que, empleando esa autorización, podia, 
entre gallos y media noche (perdón por el dicho) vender 
el palacio por la exigua suma de diez mil soles? ¿Creeria 
el señor Ministro que, en el caso de que, en dicna venta 
prescindiese de las prescripciones legales, no podía la 
Excma. Corte Suprema declarar la nulidad de ese con- 
trato clandestino? 

Otro ejemplo. Una ley especial faculta al Poder Eje- 
cutivo para la construcción de ferro-carriles y para emi- 
tir, con destino á ellos, bonos del 6 pO^o de interés y 
2 pO^Q de amortización. ¿Creeria el señor Ministro que 
por esa ley estaba autorizado á conceder ocultamente y 
sin trámite alguno á D. N. N. un ferro-carril de Lima 
á la Magdalena dando veinte millones al afortunado 
concesionario? ¿Creeria que la Corte Suprema no ejer- 
cia sus atribuciones legales anulando este contrato por 
vicios en su forma y en su esencia? 

Y si quisiéramos descender á hechos que han aconte- 
cido, citaríamos al señor Ministro muchos casos en los 
cuales se ha declarado un despojo ó se ha anuladi> un 
contrato gubernativo con la Corte Suprema, no porque 
el Gobierno careciese de facultades para hacerlo, sino 
porque ejerció esas facultades, faltando á las disposicio- 
nes legales, respecto á la esencia ó la forma. 

El señor Ministro padece, pues, un error manifiesto 
al deducir de la autorización de Enero la falta de com- 
petencia en el Tribunal Supremo, para resolver la que- 
rella de despojo interpuesta por los nacionales y fundada 
en causas distintas de la potestad del Gobierno para cu- 
brir el déficit del presupuesto. 

" Si fuese aceptable la novísima teoría del geñor Mi- 
nistro, resultaría que nunca, y en ningún caso, podría 
el Tribunal Supremo de Justicia fallar sobre contratos 
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del Gobierno; porque es seguro que jamás faltaría á és- 
te alguna facultad que ejercer. Por desgracia para el 
seior Ministro, nuestra legislación concediendo dere<;ho8 
á los ciudadanos ó á los magistrados sobre los contratos 
que el Gobierdo celebra, ha dispuesto que la Excma. 
Corte Suprema sustancie y decida las demandas corres- 
pondientes. 

Lo de que el Gobierno no debe dar cuenta de su con- 
ducfá sino al Poder que le otorgó ese mandato, no vale 
la pena de ser tomado en seria consideración; porque, 
desde luego, no se trata ahora de que el Ejecutivo dé 
cuenta de sus actos á la Corte Suprema, y en segundo 
lugar tan mandato es para el Gobierno el encargo rela- 
tivo á cubrir el déficit del presupuesto, como el que con- 
tienen las resoluciones legislativas de Noviembre de 1849 
y Agosto de 1 860 para que en todo contrato relativo á 
guano dé preferencia á los nacionales. En general, las 
leyes que dan atribuciones á las autoridades contienen 
mandatos, y sobre todos estos, está el supremo mandato 
nacional, en virtud del cual el Poder Ejecutivo 6 Su- 
premo Mandatario debe ser muy celoso, íntegro y fiel 
administrador de las rentas fiscales. ¿Ha cumplido este 
soberano mandato el Gobierno al celebrar el contrato 
Dreyfus? — De ninguna manera; puesto que, aparte de 
lo demás, rehusa aceptar en el mismo contrato mejoras 
de algunos millones. Lo sucedido vale tanto como si al 
señor Ministro de Hacienda se le encargase vender una 
cosa y cumpliera ese mandato recibiendo die«, cuando 
por la misma cosa habia personas que ofrecieron veinte. 
¿Qué diría el sentido común del modo como el señor Mi- 
nistro habia desempeñado su mandato? ¿Qué calificativo 
merecería esa conducta? 

Dá á entender en su infor^le el señor de Piérola que 
« el Gobierno con rara fortuna ha cumplido las promesas 
que sirvieron dé fundamento á la autorización de Enero: 
que en el contrato ajustado por él han sido consultados 
todos los intereses del Estado: que se ha puesto reme- 
dio & todos los males; y que ha satisfecho á las necesi- 
dades de hoy y mucho mas á las de mañana. » 

¡Quedamos enterados! señor Ministro; pero desgracia- 

20 « 
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damente todo el mundo cree que lo que dice ü. de su 
contrato equivale á llamar lo blanco negroy 6 á preten- 
der que le recibamos gato por liebre, ¡Con que ha cum- 
plido U. sus promesas con rara fortuna! ¡Cuanto mejor 
nubiera sido para el pais que esa su rara'forturut se la 
guardase U. para sus negocios personales! Dice U. que en 
el contrato ha consultado todos los intereses del Estado 
etc. ¡Muchas gracias, señor financista! El modo de con- 
sultar esos intereses y de remediar los males que IT. ha 
empleado, no es del agrado de nadie; pues debe U. supo- 
ner que no hay sobre la tierra persona alguna que, ha- 
biendo encomendado á otra la administración de sus 
intereses 6 la curación de un mal, quede complacida al 
convencerse que el mandatario, en su caso, disminuye 
sus rentas pudiendo aumentarlas. 6 que el médico, en el 
suyo, le propina un t<5ágo en lugar de una panacea. 

En cuanto á haberse satisfecho con el celebérrimo con- 
tiTato las necesidades de hoy y mucho mas las de maña- 
na, el señor Ministro sabe mejor que nadie, que los sete- 
cientos mil soles mensuales que adelantaría Dreyfus, no 
basta para cubrir ni los gastos naturales; y mucho me- 
nos, por supuesto, los que exijen compromisos contraidos 
como el pago de los bonos por sueldos, las obras públi- 
cas etc. Una buena prueba de esto es el estar ocupado ac- 
tualmente el señor Ministro en negociar un empréstito 
de cuatro millones sobre las únicas consignaciones que 
Dreyfus habia dejado libres; á saber, las de Estados Uni- 
dos, Cuba y Puerto-Rico. Este nuevo negociado vendrá, 
pues, á cegar todas las fuentes de nuestra riqueza y nos 
muestra el halagüeño mañana del señor Ministro como 
el mañana funesto que habrá de venir precisa é inevita- 
blemente. 

III. 

Vuelve el señor Ministro á ocuparse del fatal sistema 
empleado por los anteriores gobiernos para proporcio- 
narse fondos de los consignatarios por medio de adelan- 
tos. Anatematiza á los consignatarios y nada dice délos 
gobiernos. Sea en buena hora. Cuestión es esta que no 
Kos atañe y respecto de la cual sabe muy bien el Perú 
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entero á que atenerse. Por lo mismo, continuaremos con 
el informe en su parte de actualidad. 

Dice el señor Ministro: 

ff Que el Gobierno ha obtenido un empréstito que es 
el non plus uUra de las ventajas. j> — No señor: en primer 
lugar el contrato Dreyfus no es de empréstito sino de 
consignación con adelanto de fondos; y en segundo lu^r^ 
es el nanphis ultra de las ventajas, pero no para el Es- 
tado sino para Dreyfus. 

ff Que se ha asegurado una mensualidad fija)> . — Si se- 
ñor: pero esa mensurlidad fija es un adelanto fijo con in- 
terés, premio etc. y como á esta mensualidad fija se han 
de añadir otros adelantos variables, estaremos como es- 
tábamos. 

« Que el Gobierno ha alcanzado un verdadero y fijo au- 
mento en el producto del guano, n — No tal, señor Minis- 
tro; lo que ha conseguido el Gpbierno es perder algunos 
pesos en cada tonelada y regalar esa pérdida á Dreyfus. 
Por efemplo, Dreyfus paga á 60 soles cada tonelada d^ 
las que en depósitos le entregarán los consignatarios: 
vendiendo Dreyfus cada tonelada de esas á trece libras; 
6 sea, 68 soles 38 centavos, pierde el Gobierno y gana 
Dreyfus en cada tonelada ocho soles 38 centavos; y aun- 
que el contratista a^one al Gobierno los diez chelines de 
diferencia entre el nuevo y el antiguo precio, eso es po- 
ca cosa. 

Pasaremos por alto lo demás que el Ministro dice en 
defenso del contrato Dreyfus; porque si nos propusiéra- 
mos hacer el análisis de esa obra, no acabaríamos jamás. 

El señor Ministro ha hecho, en sü informe, un descu- 
brimiento que merece patente de invención* Dice qip» 
la mejor prueba de que el contrato Dreyfus es convenien- 
te y favorable al Estado^ es el calor con que se impugnan 
sus estipulaciones y los ataques que se le han dinjido. De 
manera que, según el joven Piérola, hijo del Piérola de 
la consolidación, en el Perú es bueno todo lo que reprue- 
ba la opinión y malo lo que aplaude. ¡Pues señor! estaba 
reservaao á este caballerito insultar así el buen sentido 
del pais. ¡Y es este el hombre á quien el honrado coro- 
nel Balta ha dado toda su confianza! ¡Paciencia! 
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Pregunta el señor Ministro «¿en qué se parece el con " 
trato ajustado hoy á cuantos contratos le han precedido 
en la República? » — Ciertamente que no se parece Sí nin- 
guno; pCTO ¿se deduce de aquí que es bueno? — De ningu- 
na manera, y por el contrario, se puede asegurar, con 
plena conciencia, que, sin parecerse á contratos anterio- 
res, es el peor y mas gravoso al pais que hasta hoy se 
ha celebrado. 

Se jacta el señor Minissro de haber destruido el dere- 
cho de preferencia que la ley concede á los nacionales en 
todo contrate referente á guano, empleando al efecto su 
voluntad constante y eficaz. Semejantes palabras esta- 
ban bien para dichas por los opositores al Ministro y 
por los que critican su conducta; pero suenan muy mal 
en sus labios, porque á las claras están revelando un id es- 
pecho torpe y que no admite escusa. ¡Jactarse de haber 
infrinjido algunas leyes, destruyendo los derechos que 
ellas conceden á los nacionales^ es efectivamente una 
prueba incuestionable del trastorno que, en la cabeza 
del Ministro, han producido los justos reproches de la 
opinión pública! Y es todavia mas grave decir, que para 
cometer tamaño desacierto, ha tenido que emplear su vo- 
luntad constante y eficaz. 

Cuando observamos tales aberraciones en .nuestros 
hombres públicos, se nos viene sin quererlo, á la memoria 
el dicho de un amigo nuestro ya finado. «Observen UU. 
nos decia, á los altos puestos van muchos hombres de ta- 
lento; pero pocos que tengan sentido común. » Lo que 
es el actual Ministro de Hacienda, 6 no lo ha tenido ja- 
más, 6 lo ha perdido por completo. 

Otra prueba de esta verdad es lo siguiente: cr Y no se 
evoquen (dice) estas 6 las otras mejoras en el insten- 
te supremo, porque nada importa ese fugitivo provecho 
ante el omnipoteute recurso de la concurrencia extrange- 
ra» — ¿Puede concecirse un despropósito mayor? — Las 
mejoras hasta hoy ofrecidas por los nacionales sobre el 
(ajuicio del Ministro) magnifico contrato Dreyfus, as- 
cienden á mas de CUATRO MILLONES DE SOLES;* 
y ¡esas mejoras se desprecian ante el omnipotente recur- 
so de la concurrencia del señor Dreyfus! De suerte que 
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el señor Ministro destructor del derecho de preferencia 
de los nacionaler», ha resuelto por sí j ante sí, no solo 
dar la preferencia á los extrangeros, sino obsequiarles 
fuertes premios á fin de que estos seres privilegiados se 
hagan dueños del pais. .'Lástima que el señor de Piérola 
no hubiese gobernado la República durante la cuestión 
española, pues, á juzgar por sus ideas de hoy, habria re- 
galado á los Pinzones, Mazarredos y Méndez Nuñez^ por 
lo menos el puerto del Callao! ¡Ya se vé! pertenece álos 
mismos que pagaron con tres millones de fuertes la afren- 
ta del 14 de Abril. 

IV. 

Al ocuparse el señor Ministro de la parte legal de la 
acción de despojo, comienza por negar que existe el de- 
recho de preferencia, y aduce en apoyo de su opinión 
distinciones que revelan al individuo de las escoldstieas 
formas de la edad media, mas bien que al Ministro de 
una Nación como el Perú, que nació en el siglo XIX y 
que tiene uoa lejislacion positiva. 

Dice, pues, este señor jurisconsulto, que las disposi- 
ciones lojislativas de i 849 y 1860 no son leyes sino sim- 
ples resoluciones, dictadas para casos determinados y 
3ue por lo mismo carecen del carácter de perpetuidad; 
e donde deduce que habiendo tenido ya su cumplimien- 
to, no tienen hoy fuerza obligatoria. 

No creemos que, después de leer las espresadas resolu- 
ciones lejislativas, el señor Ministro haya de buena fe, 
formulado su argumentación. Esas resoluciones tienen, 
es verdad, una parte especial que terminó con los asun- 
tos á que se referían; pero á la vez comprenden disposi- 
ciones genea^ales que son de permanente fuerza obligato- 
ria, mientras no sean derogadas de un modo expreso. 
Veamos. 

La resolución lejislativa de 1859 dice así: « El Con- 
greso ha aprobado el contrato celebrado en Londres el 4 
de Enero del presente año por el Ministro Plenipotencia- 
rio D. Joaquín J. de Osma con la casa Gibbs é hijos, so- 
bre la consignación temporal de guano )i — hasta aquí la 
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parte especial j referente á un caso dado, cuya fuerza 
terminó con el fin de aquella consignación; pero en se- 
guida se dice: «Y ha resuelto que V. E. provoque en el 
mundo por medio de sus agentesi, 6 Cónsules una consig- 
nación que sea mas económica, concluida la presente, ó 
el remate por asiento ú otro medio de expender el guano 
mas provechoso á la Nación, dando siempre la preferen- 
cia d los hijos del pais. » — He aquí la parte general y de 
permanente fuerza obligatoria que comprende dicha re- 
solución. Por ella, el Poder Ejecutivo quedó facultado 
para cambiar el sistema de expendio y obligado, en todas 
circunstancias, á dar en los contratos que se celebren la 
preferencia á los hijos del pais. 

Tal fué la interpretación liberal que todos, incluso el 
Gobierno, dieron entonces y continuaron dando hasta 
hoy, á la resolución citada. En 1862, el señor Garcia 
Calderón decia en sa diccionario lo siguiente: Esta reso- 
lución (la de 1849) dejaba al Gobierno en entera liber- 
tad para vender el guano «n las islas á los buques que 
vinieran a comprarlo allí, que es en lo que consiste, la 
venta por asiento, ó para nombrar empleados que se en- 
cargasen de venderlo en Europa, ó en fin, para conce- 
der nuevamente las consignaciones.— rApesar de esto, se 
continuó echando mano de las consignaciones, cuyo sis- 
tema quedó vigente por la resolución Legislativa de 
1860 etc. 

Si la ley del 60 comprende la de 49 y si aquella está 
vigente, es claro que también lo está la de 49. 

Pero si pudiese caber alguna duda respecto de la vi- 
gencia de la ley de 1849, no la cabria, en ningún caso, 
en la de 1860* He aquí su contenido. 

«El Congreso, con motivo de la convocatoria hecha 
últimamente por el Gobierno para celebrar nuevos con- 
tratos de consignación para el expendio del guano: 
Ha resuelto: 

1° Que los contratos que el Gobierno celebre ipBxa, la 
consignación del guano, ó sobre otro modo mas ventajo- 
so de expenderlo,' se hagan con sujeción, á las prevencio- 
nes que contiene la resolución Lejislativa de lO de No- 
viembre de 1849. 
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2o Que celebrados que sean dichos contratos, se so- 
metan al conocimiento del Congreso con todos los docu- 
mentos á que ellos se refieran para su aprocacion defi- 
nitiva, sin cuyo requisito no se tendrán por |)erfecciona- 
dos, ni producirán efectos legales; 

S9 Que la condición de someterse los referidos contra- 
tos á la deliberación del Congreso debe incertarse en 
ellos, como cláusula especial. j> 

El* texto, 6 sea, la letra misma de esta resolución está 
manifestando que tiene un carácter obligatorio perma- 
nente, mientras no sea derogada. Fué expedida con mp- 
tivo de la última convocatoria hecha por el Gobierno; 
pero esa convocatoria, como lo dice el texto, no fué sino 
un motivo de la resolución general. 

Los motivos 6 causas de las leyes constan siempre en 
sus considerados; pero la parte obligatoria es la disposi- 
tiva. Decir pues que el motivo plegado para expedir una 
ley 6 una resolución es la ley 6 la resolucian misma, es 
á no dudarlo trastornar completamente el érden legal. 
Si el Congreso, con motivo de una cuestión internacio- 
nal con una potencia determinada, dijese que el Gobier- 
no del Perú en los tratados que celebrase con una "Nsl- 
cion extraña, observase tales ó cuales reglas ¿se diría aca- 
so que esas reglas no eran obligatorias desde que habia 
concluido la cuestión pendiente? — No: lo racional era 
comprender que esas reglas fueron dadas para evitar 
cuestiones semejantes con cualesquiera potencias y no pa- 
ra salvar la presente. 

Pero, dejando á un lado comparaciones y dejando 
también á la apreciación comuu la letra de la resolución 
Lejislativa de 1860, argumentemos con hechos. 

Desde que dicha resolución fué expedida, los gobier- 
nos y todas las autoridades la han considerado como que 
contenia Íroslas permanentes para los negocios de guano. 
Por parte de los gobiernos, no hay contrato alguno de 
consignación celebrado después de 186(K," que no conten- 
ga la cláusula de la aprobación Lejislativa que allí se 
exije, ni ha habido tampoco consignatario que haya pues- 
to objeción á esa cláusula. ¿Por qué? — Porque, para to- 
dos, las disposiciones contenidas *en ella eran de fuerza 
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permanente. El mismo Gobierno actual y el mi^mo se- 
ñor de Piérola han dicho al Congreso que las actuales 
consignaciones no estaban perfeccionadas por faltarles 
la aprobación Lejislativa. 

Mas ¿para que fatigarnos si en las instrucciones re- 
mitidas al señor Sanz por S. B. el coronel Balta y por 
S. S. el señor Piérolü, se dice: ífEsta venta (la de dos 
millones de toneladas) tendrá lugar en los mercados de 

Europa tan pronto como terminen los actuales 

contratos de consignación, ya sea porque EL congbbbo 

DBL PERÚ DESAPRUEBE DICHOS CONTRATOS (AD RBFB- 
BBNDUM Y KO APROBADOS HASTA LA FECHA, )ya SCa por- 
que se anulen ó rescindan por autoridad judicial? » Si 
tanto el Presidente como su Ministro, reconocen, por 
estas palabras, la vijencia de la ley y la potestad en la 
Corte Suprema de rescindir los contratos de consigna- 
ción ;cómo es que ahora niega la vigencia de la misma 
ley? Y es preciso tener en cuenta que en dichas instruc- 
ciones se habla de contratos celebrados en 1864; esto 
es, mucho tiempo después de haberse ajustado los que 
sirvieron de motivo á la resolución de 1860. 

Cuando con tanta lijereza se tratan asuntos tan 
graves como el presente, siempre se corre el riesgo de in- 
currir en contradiciones. Y la contradicion, no se refie- 
re solo á la ley de 1860, sino aun á la jurisdicción que 
el Ministro niega á la Corte Suprema en su informa y 
reconoce en las instrucciones mandadas al señor San*. 
Por lo demás, la escolástica distincien que entre las 
leyes y las resoluciones Lejislativas hace el señor Mi- 
nistro, es de mero capricho. Efectos permanentes pueden 
tener tanto los mandatos que se llaman leyes como los 
que se denomiíiati resoluciones; y la verdadera y úáíca 
distinción ontre eltós es la siguiente: llámánse leyes lAs 
que se ocupan de asuntos generales; y resoluciones, las 
que se contraen á objetos especiales. Si se kegislá sobre 
censo,* sobre municipalidades etc., el acto del Congreso 
se llama ley; pero si las Cámaros se ocupan de objetos es- 
peciales, como del guano etc., lo que disponga se llama 
resolución Legislativa, 
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• 

«Suponiendo, dice el señor Ministro, que las disposi* 
cienes transitorias (las resoluciones de lo49 y 1860 re- 
lativas á la preferencia de los hijos del pais) que me ocu< 

pan, debieran perdurar y tener fuerza de ley ellas 

habrían caido y quedado completamente borradas, al sa'n- 
eionarse en Noviembre de 1860 la Constitución política 
del Estado, ante la cual no hay ley, ni disposición algu- 
na contraria, que pueda subsistir. » Cita en seguida el 
articulo 82 de la Carta, concebido en estos términos: 
«Las leyes protejen y obligan igualmente á todos: po- 
drán establecerse leyes especiales, porque lo requiera la 
naturaleza de los objetos; pero no por solo la diferencia 
de las personas, j» De aquí colije el señor Piérola que: 
«reconocer el derecho de preferencia que hoy exijen los 
nacionales sería destruir y borrar desdóla Constitución 
de la República hasta el último de nuestros tratados. » 

Indudablemente el señor Piérola nació sofista; pues no 
es posible concebir que la gerga aristotélica que ejercitó 
durante algunos años en los claustros del Seminario, le 
infundiera tal espíritu. O este señor Ministro no com- 
prende el significado del artículo constitucional que cita, 
6 procede de mala fé; no hay término medio en la dis- 
yuntiva. 

No se necesita, con efecto, sino una mediana instruc- 
ción en materia constitucional y jurídica, para compren- 
der que el artículo 32 de la Constitución, en nada se 
opone á las leyes del 49 y del 60 que conceden la pre- 
ferencia á los nacionales. « No pueden establecerse leyes 
por solo la diferencia de personas, » quiere decir, que en- 
tre los miembrps de esta asociación que se llama Repú- 
blica del Perú, cuyas relaciones políticas y civiles esta- 
blece la Constitución, habrá una completa igualdad: que 
por consiguiente el ciudadano N. no tendrá, como tal 
ciudadano, mas derechos que el ciudadano X: que B. por 
ser de raza blanca no tendrá mas derechos que C. por 
ser de color ó que I. por ser indio; que los descendientes 
de la real raza de los incas y los descendientes de los an- 
tiguos títulos, no tendrán mas derechos, por ese moti- 

21 
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vo y como miembro de la sociedad, que los descendientes 
de otra extirpe cualquiera; y generalmente lo que ese 
artículo, que no es sino la sanción del principio de igual- 
dad, quiere decir es que ante la ley no hay distinción de 
personas. 

Pero el señor Ministro, apesar de sus ideas conservador- 
ras 6 retrógadas, se ha lanzado sin sentirlo en un terre- 
no mas escabroso que el de los mas avanzados comunis- 
tas. Pretende no solo que sean comunes todos los dere- 
chos á todos los miembros de la asociación peruana, sino 
que les concede de pleno aun á los extranger4)s; sin ad- 
vertir que la igualdad como principio, no es la nivelación 
que trae consigo el desorden y el caos; sino la misma ge- 
rarquía social del modo y en la forma que las demás le- 
yes señalan. Y si esta gerarquía legal existe aun entre 
los hijos del paiá ¿cómo pretende hacerla desaparecer en 
favor de subditos de otro nación? — En obsequio del or- 
den gerárquico, no tienen en el Petú los mismos dere- 
chos, el menor y el mayor de edad, los hijos ó parientes 
y los estraños, los funcionarios públicos y los simples 
ciudadanos, el varón y la hembra, etc. Y porque este or- 
den existe ¿se diría que las leyes que lo establecen son 
contrarias al artículo 32 de la Constitución? 

El señor Pierda invoca la igualdad civil. ¿Y qué en- 
tiende por igualdad civil? — Aunque no lo dice, dejacom- 
prwider que es la absoluta y completa igualdad de dere- 
chos. No es así, señor Ministro. Respecto de los extran- 
geros, la igualdad civil no es sino la protección que re- 
ciben para ejercer sus derechos como hombres, no como 
ciudadanos, porque no lo son: pueden ajercer el comer- 
cio, testar, adquirir bienes, etc., y aun estos derechos y 
otros semejantes no los ejercen sino con las limitaciones 
que las mismas leyes señalan. Esta es para los extrange- 
rosla igualdad civil y no otra cosa. 

Lo anterior manifestará que no existe contradicción 
entre el artículo 32 de la Carta y las leyes del 49 y,60; 
leyes que se refieren á todos los peruanos, sin excepción 
entre los cuales dejan establecida lo que propiamente se 
llama igualdad. Porque los extrangeros que no pertene- 
cen á la nación, carezcan dé ese derecho, no puede, pues, 
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decirse que la base de esas resoluciones legislativas es la 
diferencia de personas: no, señor Piérola, cuando las le- 
yes declaran derechos 6 imponen obligaciones á los ciu- 
dadados de la nación que las expide, esas leyes, que no 
puede decirse que son dictadas por la diferencia de per- 
sonas, ni autorizan ni obligan á los extrangeros. Tal es 
nuestro caso: las leyes de 49 y del 60, protectoras como 
son de los nacionales, no se oponen á los derechos que 
los extrangeros gozan en nuestro pais. Vista así la cues- 
tión, lo que el Ministro entiende por igualdad civil, re- 
sulta absurdo; pues ni el mas exigente extrangero pre- 
tenderá, estamos seguros, esa igualdad completa y abso- 
luta como los nacionales de que se nos habla en el infor- 
me que analizamos. 

Si el señor Ministro hubiera recordado que todos los 
gobiernos anteriores, han cumplido las leyes del 49 y del 
60, |iin que á las mientes de ninguno viniese la idea de 
ser incompatibles con el artículo 32 de la Carta, tal vez 
esta prueba práctica, á falta de una madura reflexión, le 
hubiese enseñado la interpretación genuina de dicho ar- 
tículo, y su conformidad con las mencionadas leyes. 

VI. 

No seguiremos al señor Ministroen su embrollada é 
ilegal teoría de derechos políticos, de reclamaciones en el 
orden político y de representantes políticos; porque no 
conduje á nuestro objeto. Esa teoría podía servir de te- 
ma á escritos de otro género. 

Tampoco lo seguiremos en su inexacta historia de la 
malhadada negociación Dreyfus; pues no nos incumbe ni 
rectificar los errores de narración ñi analizar el contra- 
to para presentarlo en su real y verdadero aspecto, que 
es oneroso por demás. Tal vez llegue para nosotros la 
ocasión de hacerlo: nos reservamos para entonces. Por 
ahora solo discutimos la parte legal del informe. 

«Concediéndolo todo, dice ^el señor Piérola, el dere- 
cho de preferencia reclamado por los nacionales, no pue- 
de ser entendido sino respecto de aquellos que manifies- 
ten su propósito de tomar parte en la concurrencia; mas 
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aun de aquellos que ea efecto la hubiesen tomado. j> — Ló 
que no entendemos nosotros es el por qué de este embo- 
lismo de palabras. Por las lejes citadas del 49 y del 60 
todos los nacioíQales gozan de ese derecho de preferencia: 
esto lo entiende cualquiera. Que tal derecho solo sea 
eficaz para los que lo usan, es claro; mas no por eso es 
ininteligible respecto de los demás, que lo tienen y con- 
servan por ministerio de la ley, aun sin ejercitarlo. 

Habla de concurrencia el señor Piérola. Por nuestra 
parte creemos que nunca la hubo franca y leal, como la 
ley y el decoro lo exigían. Y á propósito, recordamos 
^ que los consignatarios pidieron en un recurso que, si se 
trataba de venta de guano se publicasen las bases para 
hacer propuestas; solicitud que fué desatendida. Si el 
señor Ministro llama concurrencia al misterio y á la clan- 
destinidad de sus operaciones con Dreyfus, es ya otra 
Qosa; para entonces también convendrá con nosotros en 
que en la titulada concurrencia, no habia competencia 
posible. 

« Ahora bien, agrega el Ministro, de los actuales de- 
mandantes de despojo y pretendientes de retracto quizá 
no hay uno solo que no sea miembro 6 accionista de una 
o varias consignaciones, ¡/ como tal, representado en la 
concurrencia. » Aunque el señor Piérola nada deduce de 
esta premisa, creemos que en su pensamiento habrá esta- 
do el negar por esta razoá álos nacionales, sus derechos 
al despojo y al retracto. 

Desde luego, esjnecesario manifestar que entre los na- 
cionales reclamantes, h^iy muchos que no han tenido ni 
tienen parte en las consignaciones actuales, y que si al- 
gunos son partícipes de las déla Gran Bretaña» y otras; 
es lo cierto que todos loe demás mercados no tienen re- 
presentación entre los que,. mejorando en mas de cuatro 
millones el contrato Dreyfus, solicitan el retracto. En 
cuanto á la deducion con que nos hemos permitido com- 
pletar el pensamiento del Ministro, es tan fútil que no 
merece ni los honores de un examen. 

A renglón seguido se contradice el señor Piérola de 
un modo preceptible á primera vista. Después de afir- 
mar que los nacionales demandantes habian intervenido 
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y estaban representados en la concurrencia, añade: « du- 
rante los ocho días que se empleó en la discusión y exa- 
men del asunto, los señores demandantes ni pretendierofí 
tomar parte en la concurrenciti, » — ¿Cómo nos enténdé- 
deiposí Se dice primeramente, que los demandantes esta- 
ban representados en la cojjcurrencia por dos de ellos que 
asistieron á ella personalmente con sus propuestas y su 
nombre; é inmediatamente se afirma que los señores de- 
mandc^ntes ni pretendieron tomar parte en la concurren- 
cia. Si esto no es faltar á los respetos que se deben, no 
ya á ]a opinión pública, sino al sentido común, ignora- 
mos lo que signifique. 

Se agrega que los nacionales mejoraron la propuesta 
Dreyfus con doscientos mil soles al dia siguiente de 
aprobado él contrato de Paris; pero ha olvidado el señor 
Ministro decir que cuando los nacionales hicieron su me- 
jora ignoraban ellos, como ignoraba todo el mundo, que 
el contrato se hubiese aprobado la víspera misteriosa y 
sijilosamente. Podríamos hacer otro comentario; pero 
no — al buen callar llaman Sancho. 

Lo que no dejaremos de admirar es el sane facón con 
que el señor Ministro concluye esta parte de su infor- 
me, diciendo: «r Quede pues establecido que á la concur- 
rencia de que ha surjido el contrato Dreyfus, han sido 
llamados y admitidos los nacionales. » ¡Otra vez! ¡con 
qué concurrieron y no concurrieron, fueron llamados y 
no se les llamó, fueron admitidos y se les rechazó!!!...... 

A otra cosa. 

Como á continuación, vuelve el señor Ministro á su 
historia y á sus disertaciones metafísicas sobre lo injusto 
del derecho de preferencia, lo dejaremos en plena pose- 
sión de ese terreno para encontrarlo en el de la legisla- 
ción positiva. 

Después de declarar el señor Piérola su inquebranta- 
ble resolución de no dar acceso á las solicitudes de los 
nacionales, pide á la Exctaia. Corte Suprema que cierre 
las barras de su audiencia á los demandantes, sobrese- 
yendo é inhibiéndose ;^en el conocimiento entero de ese 
negocio. 

Siendo los fundamentos de este pedido 6 exigencia los 



— 164 — 

que dejamos examinados respecto do la falta de jurisdic- 
ción del Tribunal Supremo, nada añadiríamos por nues- 
tra parte, si en el resumen del Ministro no encontráse- 
mos algo que merece no pasar desapercibido. 

Repite que en el negocio Dreyfus se han consultado 
la ley, el derecho ageno y los intereses públicos. Todos 
saben ya á que atenerse en cuanto á la excelencia del fa- 
mosísimo negociado. 

Dice que no puede someter á agena decisión su pro- 
pia decisión: P porque así lo exije la incolumida d de la 
ley y el mantenimiento del ór^len constitucional (¡sober- 
bio! Eso es llamar incolumidad de la ley al desprecio 
de ella y mantenimiento del órdon constitucional al des- 
quiciamiento del mismo; ) y 2^ el inquebrantable respe- 
to que debe él Gobierno á sus propios actos. De muerte 
que por sostener lo hecho, a«nque ocasione la ruina del 
pais, no se reconocerla competencia del Tribunal Supre- 
mo. Magnífica razón! pero lo sensible es que en su falta 
de memoria, no haya recordado el señor Ministro el paso 
atrás jqne diá en el asunto de D. Rafael Morales sobre 
los resto de.guano de Chincha y el que dio á su nombre 
el señor Barrenechea en el célebre negocio del general 
D. Felipe Rivas. Por manera que, 6 d señor Piérola 
guardaba su inquehrantábilidad para el contrato Drey- 
fus, 6 en aquellos dias se mostró flexible para llegar al 
fin de su carrera y una vez en él, levantarse enérgico, 
fuerte, inflexible etc., etc., como cuentan del señor Sixto 
V, de gloriosa recordación. 

VII. 

No está afortunado el señor Piérola en su distinción 
de las infracciones legales; pues aunque aceptamos que 
esas infracciones pueden referirse unas al orden político 
y otras al civil, las leyes positivas, apreciándolas de dis- 
tinto modo que el señor Ministro, les señala también un 
procedimiento diferente. 

Ante todo debemos dejar establecido que aunque las 
leyes pueden corresponder unas al orden político y otras 
al civil, no e^^iste una norma 6 regla invariable para dis- 
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tinguir cuales pertenecen á lo político, cuales á lo cítíI, 
j en las de caráter mixto, dondetermina la esfera de lo 
político y desde donde comienza la de lo civil. Lo único 
cierto é invariable es que, en todo caso, debe cumplirse 
la letra de las leyes, sin entrar en distinciones que, con- 
duciendo á su infracción, no pueden ser consideradas si- 
no como sofísticas y de dañada intención. 

Preestablecido lo anterior, nos contraeremos de exe- 
minar si los casos que nos ocupan, á saber, las dos ac- 
ciones de de9pojo y de retracto entabladas por los nacio- 
nales, con motivo del contrato Dreyfus, pertenecen al dr- 
den político, como lo asevera el señor Ministro en su in- 
forme. 

No negará el señor Piérola que al drden civil corres- 
ponde todo lo relativo á la propiedad y á la riqueza pri- 
vada. Si un individuo sufre, pues, en sus intereses, á 
consecuencia de una injusta resolución del Gobierno, no 
puede caber duda que pertenecen á lo civil los reclamos 
6 acciones que entable para que la injusticia cometida 
le sea reparada. 

A la precedente observación puede y debe agregarse 
la circunstancia de que, por leyes preexistentes, hay ac- 
ción popular para interponer demandas en defensa de 
los intereses fiscales. 

Con esa doble investidura se han presentado, pues, 
los nacionales — defendiendo los intereses de la Nación y 
los suyos propios. Que defienden los intereees fiscales, 
lo acreditan las mejoras de algunos millones que han 
ofrecido: y que defienden los propios, lo acreditan también 
su resolución de sostituirse al negociado Dreyfus. Están 
pues, en su pleno derecho y ejercitan acciones que ex- 
presamente les conceden las leyes. 

¿Qué hay en todo esto que corresponda al drden palí- 
. tico? Y suponiendo que algo perteneciese á este orden 
¿qué ley les prohibe deducir las acciones que han in- 
terpuesto? 

Pero el señor Ministro dice: <fLa Excma. Corte Supre- 
ma no consentir ajamas en arrogarse el derecho de revi- 
sar y anular las resoluciones del poder que gobierna. » 
Es jerdad: la Corte Suprema no se arrogará ese dere- 
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cho; y no se lo arrogará por la sencilla razón de que lo 
tiene: sin arrogándolo hará uso de él en los casos como 
el presente, en que las leyes le han dado el poder de ejer- 
ce su jurisdicción. 

Tan claro es esto, que no admite sofisterías ni distin- 
ciones escolásticas. La ley ha dicho á la Corte Supre- 
ma: ^ «Son atribuciones vuestras 4^ Conocer de los 

pleitos que se susciten sobre contratos celebrados por el 
Supremo Gobierno ó por sus agentes: 5^ Conocer de los 
despojos hechos por el Supremo Poder EjecutwOj etc. etc. 
Ante tan terminantes disposiciones jcdmo podrá ser to- 
lerable siquiera la arramentacion del señor Ministro? 
¿Cómo puede comprenderse que se diga al Tribunal Su- 
premo: «rno tenéis facultad para revisar y anular las 
resoluciones del Poder que gobierna.Jt — La Dictadura 
misma de 1866, con toda su plenitud de poderes no osó 
dirigir tales palabras á la Corte Suprema; y por el con- 
trario, habiendo ese Tribunal declarado el despojo en la 
causa de Thorne sobre la nieve, la sentencia fui cumpli- 
da, verificándose la restitución. 

Como el señor Ministro no tiene motivo para conocer 
la jurisprudencia del pais, habrá ignorado seguramente 
loF muchos casos en que el Tribunal Supremo ha fallado 
sobre despojos 6 contratos celebrados por el Supremo 
Gobierno. Por lo pronto le recordaremos, pues los si- 
guientes: cauda de despojo de Mena y Yillalta--causa de 
aespojo de la nieve — ^nulidad del contrato sobre lo mis- 
mo — despojo y después nulidad sobre el camal — nulidad 
y despojo sobre la compra de rifles de Gavard, por orden 
del señor coronel Balta. 

En todas estas causas, el Tribunal Supremo sin de- 
sorclenar y descomponer la máquina del Estado y sin 
violar la Carta furidamental, ha conocido y fallado sobre 
los asuntos á que se referían; ó como lo dice el señor 
Piérola, ha revisado y anulado resoluciones del Poder 
que gobierna. Y sin embargo de esas resoluciones, la 
armonía entre los altos Poderes y la marcha constitu- 
cional no han sufrido en lo menor; lo cual sucedería in- 
dudablemente si el señor Ministro, por sostener un 
capricho infundado, llevase al terreno de los hechos lá 
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indomable inqtidfrantabüidad con que nos amenaza* 

VIII. 

Hemos llegado, al fin, á la parte principal del infor- 
me; 6 sea, á la mas pertinente á la cuestión que se debate. 

« La demanda y la competencia de la Corte Suprema, 
« dice «1 señor Ministro, se fundan en que los querellan- 
V tes han sido despojados de la posesión de que gozaban; 
« 7 la posesión (según la definición de nuestro Código) 
« es la tenencia 6 goce ^e una cosa 6 de un derecho, con 
« el ánimo de conservarlo para si; j por lo mismo, la 
« posesión supone, en el que la goza, la aprehensión 
« corporal 6 legal de alguna cosa 6 derecho, del cual es- 
<r tan escluidos los demás.» 

fin efecto que, de pronto, produce este razonamiento 
del señor Piérola es compadecerlo j lastimarse íntima- 
meatfe de que, en todo un señor Ministro, haya tal ig- 
norancia de la legislación positiva. Habla este caballero 
de aprehensión legal ó corporal. Aprehensión corporal 
se comprende, no solo porque el articulo 466 del Código 
Civil emplea estas palabras paia definir la posesión na- 
tural sino porque aprehender es ccjer^ asir, tomar alguna 
cosa; pero ¡aprehensión legal! ¿qué significa? ¿puede 
«caso aprehenderse un derecho, que, como simple facul- 
tad, no es cosa, ni tiene cuerpo? 

Para entender el artículo 466 del Código Civil no se 
necesita ciertamente ser jurisconsulto: basta tener senti- 
do común. Dice lo siguiente: «Hay posesión vMurál por 
« la mera aprehensión corporal de la cosa: la hay civil 
« por ministerio de la ley^ aun sin dic£a aprehensión.)» 
El señor Ministro no advirtió seguramente que las pa- 
labras ff?a hay civíl»y quieren decir «hay posesión civil» 
y cometió el despropósito de enlazar dos palabras de 
significación contraria, llamando aprehensión legal á la 
posesión eivil que se tiene por ministerio de la ley. 

Y ha sido tal la ligereza de pensamiento en el señor 
Ministro, que no leyó siquiera el artículo 465 que llama 
posesión á la tenencia de una cosa ó goce de un derecho, 
y que podia haberle hecho notar el error que cometía. 
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No hacemos estas observaciones por el simple deseo 
. de criticar — que tal intención no entra en nuestro áni- 
mo — sino porque conducen al fin de defender los legíti- 
mos derechos de los nacionales, como se verá en seguida. 
' Que «para que exista posesión de un derecho es pre- 
ciso que de él estén escluidos los demás,j> dice el señor 
Piérola. Si en las palabras las demds comprende el sefior 
Ministro solo á los nacionales, es cierto que contra na- 
cionales, los actuales demandantes, no hubieran podidc 
entablar sus acciones; pero si en dichas palabras inclaye 
á los extrangeroBy carece de fuerza el argumento; porque 
justamente, la circunstancia de ser extrangero Dreyfus 
es lo que dá el derecho á los reclamantes. 

No sabemos por que, en este asunto, se nos agrupan 
á cada instante ala memoria, los ejemplos. Hé aquí 
uno que ocurre todos los dias en los Tribunales. La co- 
munidad del pueblo A posee los terrenos X y Z y siendo 
la posesión del común, si algún extraño los priva de esa 
posesión, se quejan de despojo; mas nunca entablan se- 
mejante querella cuando algunos miembros de dicha co- 
munidad se sirven de los terrenos. Igual cosa sucede en 
la cuestión que nos ocupa. 

Pero lo que hay de peregrino en el informe que exa- 
minamos, es aquello de que solo el paia entero por el ór- 
gano de 8118 Repre8eni.ante8{(d\ Cougreño) podía reclamar 
el derecho de preferencia. Esto no tiene rival: nos enga- 
ñamos: tiene uno que pasamos á referir. 

Cuando al discutirse la Constitución del 60, se trata- 
ba en el Congreso de acción popular, un honorable re- 
presentante, poseido de santa indignación, se levantó de 
su asiento y escaló la tribuna. Una vez allí, prorrumpió 
en esta declamación: « ¡Qué es esto, señores! ¡con qué ' 
« queréis* establecer la acción popular! ¡no hagáis talco- 
«f sa por Dios bendito! Si en el país hay tantas revolu- 
ti cienes, sin que la ley haya garantido la acción popular 
« ¡qué será cuando la misma ley lo autorice! Volved so- 
<c bre vuestros pasos etc. etcj) — El infeliz creía que la 
accionpopular era la revolución. 

No llamaremos infeliz al sefior Piérola; pero sí le ha- 
^ remos presente que el derecho de preferencia á que se 
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refieren las leyes de 1849 y 1860, fué y está concedido 
individualmente & pada peruano, y que por lo mismo 
pueden ejercitarlo uno, dos, ciento, mil, etc. siempre que 
sean nacionales. ¡Bonito sería que, ejercitando este de- 
recho, se presentase .el Congreso ante la Excma. Corte 
Suprema (que según kemos demostrado tiene competen- 
cia en el asunto) demandando al Gobierno de despojo! 

Después de este argumento, en el que, por no ofender 
al buen sentido, no insistiremos, el señor Piérola hace el 
resumen de su informe, resumen que á nuestra vez, lo 
reproducimos así. 

if Qfeemos haber dejado Bólidamerde establecido: 1^ Que 
<c existe el precepto legal que obliga al Gobierno á dar 
ir la preferencia á los nacionales en contratos como el de 
« Dreyfus: 2^ Que ese derecho no ha caducado ante la, 
(í autorización de 26 de Enero: 3^ Que el Gobierno ha 
K violado las leyes del 49 y del 60: 4^ Que, en tojio caso, 
(c puede reclamarse la observancia de estas leyes ante la 
K Excma. Corte Suprema; y 5^ Que el Gobierno ha he- 
<í cho un inmenso y positivo mal al país, libertándolo de 
« los consignatarios anteriores para entregarlo, bajo peo- 
« res condiciones, á un consignatario extrangero.» A 
estos cinco puntos demostrados, añadiremos un 6^ y es: 
Que el informe del señor Ministro de Hacienda* despro- 
visto de todo fundamento legal, no es mas que un violen- 
to reto lanzado al pais y al Tribunal Supremo. 

IX. 

Nos propusimos al principio examinar seria y deteni- 
damente el informe del señor Piérola y tenemos la fran 
queza de confesar que no hemos cumplido nuestro pro- 
posito. Por la misma naturaleza de la argumentación 
contraria, la parte sería no ha podido conservarse con 
la circunspección y en el tono que quisimos emplear; y 
respecto de lo detenido del examen, hemos encontrado 
tanta insustaneialidad y sobre todo impertinencia en el 
informe, que muchas de sus narraciones y muchos de sus 
razonamientos han quedado, sin rectificación las unas, y 
sin contestación los otros. 
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Concluimos, puos, manifestando nuestro profundo pe- 
sar por la inflexibilidad de S. E. el señor coronel Balta 
en este asunto, j declarando que solo nos ha movido & 
escribir estas líneas un anhelo sincero de ser útiles al 
pais, en asunto tan grave y delicado. 

Lima Setiembre 2 de lé69. Peruanos, 



CARTA I. 

Lima, Agosto 31 de 1869. 

Al señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda. 

S. M. 
• Los diarios de esta capital han dado á conocer el in- 
forme que habéis dirijido á la Excma. Corte Suprema, 
en el juicio de despojo iniciado ante ese Tribunal, por 
varios capitalistas del país, con motivo del contrato de 
empréstito y venta del guano que habéis celebrado con 
la casa de Dreyfus y C^ de Paris. 

Felizmente para nosotros la publicación ha sido hecha 
en la víspera de dos dias festivos; y esto nos ha dado 
tiempo de estudiar y de leer y saber lo que habéis dicho, 
sin que pudiera interrumpirnos las atenciones á que es- 
tamos dedicados. 

Prescindentes hace muchos años de la política del 
país, sin los capitales necesarios para entrar en especu- 
laciones mercantiles, y no perteneciendo por ningún 
vínculo á las diversas personalidades que han entrado 
en la cuestión que se debate, nuestra actitud habia sido 
hasta aquí la de rios espatadores; pero vuestro informe 
ha venido á sacarnos de esa indiferencia á que nos ha- 
biamos entregado. Habéis formado del Gobierno una 
personalidad que se desliga de la Nación, y se crea in- 
tereses que la Nación no tiene ni quiere tener: habéis 
desafiado al ^mas alto Tribunal de la República, opo- 
niendo una actitud decidida y un partido preconcebido, 
como una valla en que tendrá i{ue escollar su fallo, en 
caso de que no secunde vuestros deseos: habéis quebran- 
tado la ley é incurrido en palpables contradicciones; y 
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despaes de todo con solemnes palabras decís á la Nación 

3ae la habéis salvado, y os burláis del pueblo, defendien- 
o un contrato que está desaprobado por todos los que 
lo examinan imparcialmente. 

En tan solemne situación, el silencio es complicidad, 
la indiferencia es un crimen; nosotros no queremos co- 
meterlo. Tal es el motivo que nos obliga á dirijiros esta 
carta. 'La redactaremos en el tono mismo de vuestro in-^ 
forme, y si por este motivo habría algo que os lastime, 
no culpéis á nadie, sino á vos mismo, porque vos habéis 
principiado. 

Gomo la Excma. Corte Suprema os pidid informe en 
el juicio de despojo, nosotros creíamos encontrar en 
vuestro escrito nada mas que las razones que manifestar 
pudieran que no habia motivo para la querella; pero en 
vez de no entrar de lleno en la cuestión de legaUdad del 
contrato, os esforzáis después de muchas declamaciones 
en probar que es legítimo y valedero. ¿Acaso han dicho 
los nacionales que es nulo y sin efecto? El hecho de 
.prodirreiracto, y de querellarse de despojo, no prueba 
de una manera evidente que los nacionales pretenden la 
subsistencia del contrato: ¿Y siendo este así, para qué 
defenderlo? 

Bien se ha dicho, señor Ministro, que la satisfacción 
anticipada es la mejor prueba de la culpa; y vos en esta 
ocasión habéis dado una prueba mas de tan solemne 
verdad. Encontrabais en el fondo de vuestra íntima con*^ 
piencia que era innegable la ilegalidad de vuestro proce- 
dimiento; y os habéis apresurado á poneros á cubierto 
de este ataque. Mas como siempre sucede, en vez de 
conseguir vuestro objeto, habéis dado una prueba evi- 
dente de lo contrario. 

Y no es esta la única reflexión general que se des- 
prende de vuestro informe, tomado en conjunto, y antes 
de analizar sus diversas partes. Hay otras todavia en 
que vuestras contradicciones son^ mayores. 

Suponiendo, como queréis, que con el contrato de 
Dreyfus, el O-obiemo ha hecho un inmenso ¡/ positivo bien 
alpaiSy libertándolo de una inevitable bancarrota y sis- 
temando Sfu hacienda en condiciones superiores d toda 
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promesa; os preguntamos: ¿estas grandes y positivas 
ventajas se pierden 6 se obtenían, porque ese mismo con- 
trato pasa de unas manos á otras? Si así fuese, el bene- 
ficio de vuestro plan de hacienda estaria, no en la esencia 
del contrato, sino en la calidad de las personas; y en tal 
caso no debias haber dado al señor Dreyfus el derecho 
de trasmitir sus acciones á otra persona, porque el suce- 
sor no tendrá tal vez la maravillosa virtud del primitivo 
contratante; y si ese sucesor se llama un nacional, ¿qué 
haríais, señor Ministro? 

Pero vos, seguro de vuestro procedimiento decís que 
el objeto del Gobierno es libertar al país de la opresión 
que ha pesado sobre él con los capitalistas nacionales, y 
que llamáis la concurrencia de todos los capitales para 
mas ventajas de ella. 

Cuando hemos leído este pensamiento espresádo en 
varias partes de vuestro informe, hemos creído que nos 
hallábamos bajo el dominio de una ilusión; pero lo he- 
mos leído muchas veces, y después de persuadirnos que 
lo habíais formulado, hemos dicho ¿no existe en el con- 
trato de Dreyfus una cláusula por la que se obliga el 
Gobierno á no recibir dinero prestado de otra persona 
que él? ¿Y si esta condición existe, cómo puede haber 
concurrencia de capitales en beneficio del país? 

Contestadnos, señor Ministro: os desafiamos á que sal- 
veis esa contradicción. 

En otra parte decís que los nacionales no merecen la 
protección del Gobierno, porque ellos no son sino los 
consignatarios; y que unos y otros son culpables de los 
contratos usurarios que se han hecho hasta aquí. El pa- 
triotismo de S. E. y el vuestro rechazaban esa clase de 
negociaciones, y antes habrían visto la ruinca de la Re- 
pública, que continuar en ese sistema. 

Cierto es; que habéis hecho entender á las Cámaras 
que nada se quería con los consignatarios. Y siendo esto 
así ¿por qué tomasteis de esos odiados capitalistas prime- 
mero siete millones y después cuatro? Hay lealtad en 
llamarlos á vuestro lado, adormecerlos[con promesas, re- 
cibir su servicio y después echárselo en cara con ignomi- 
nia? Si eran malos entonces, á ciencia cierta, hicisteis 
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negociaciones reprobadas; y se fueron buenos en el mo- 
mento de la necesidad, no hay motivo para que no lo sean 
ahora. 

Mucho se ha dicho contra los consignatarios: grandes 
acusaciones se les han dirijido, y graves injurias se les 
han prodigado. Mas quien examine con pió criterio los 
hechos pasados, no encontrará el mal donde vos lo po- 
néis, sino precisamente en el sitio donde no queréis ver- 
le. Mientras el presupuesto sea una letra muerta, y los 
Gobiernos quieran gastar dinero sin tasa ni limitación, 
toda combinación y todo cálculo serán fallidos. Los Go- 
biernos que han precedido al actual han gastado indis- 
cretamente, y en sus momentos de apuro han pedido 
prestadas grueses sumas. Los contratos hechos entonces 
han tenido el carácter de alabatorios; y como todos los 
de su especie han producido ganancias al acreedor y que- 
branto al deudor. ¿Pero quién tiene la culpa de ello? 
No diréis por cierto que la tiene el que presta, sino el 
que crea la necesidad de recibir prestadas esas gruesas 
sumas. 

Si verdaderamente en el ánimo del Gobierno fuesen 
impotentes los amores y los odios, como se dice en el in- 
forme, las anteriores reflexiones se os hubieran presen- 
tado en el momento; pero desgraciadamente vos, señor 
Ministro, y algunas otras personas tienen prevenciones 
contra los consignatarios y los banqueros nacionales y 
animados de ella no habéis procedido con la fria impar- 
cialidad que deben tener los hombres de Estado. Queréis 
á Dreyfus á todo trance: rechazáis toda propuesta aun- 
que sea mas ventajosa; y sin embargo decis que buscáis 
las ventajas de la competencia, y que procedéis sin amo- 
res ni odios. ¿Y además, de esto exigiréis que creamos 
en vuestra imparcialidad? 

Guando habláis de los ingentes bienes del contrato 
Dreyfus, y esperáis de él la salvación de la Patria, el re- 
medio de las necesidades futuras y el balance del presu- 
puesto, 6 estáis apasionado por vuestra hechura, 6 enga- 
ñáis al pais. Y si no, contestadnos estas preguntas: 

¿Creis que 700,000 soles mensuales serán suficientes 
para todos los gastos de la Nación? 
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¿Con esta cantidad se pagarán además de las Sueldos 
y otros gastos, los bonos de Tesorería que habéis emiti- 
do, los ferro-carriles y las demés obras públicas que es- 
tán en ejecución? 

¿G pensáis entrar en elcamino de las reformas y eco- 
nomías, y no gastar sino la mesada que ha dejado el tu- 
tor? Si tal es vuestra intención, ¿qué significan los plie- 
os adicionales al presupuesto que el Gobierno ha man- 
ado formar, y que tienen por objeto hacer gastos que 
el Congreso no decreta? 

Con la mano sobre el corazón, é invocando el patrio- 
tismo de que os jactáis, contestad estas preguntas spnor 
Ministro: el pais las formula por medio de nosotros, y 
tiene derecho de exigiros que os expliquéis. 

Si para este Gobierno como para sus pi^edecesorea las 
necesidades han de ir en progresión creciente; y si por, 
todo remedio y esperanza no han de haber mas que los 
700,000 soles de Dreyfus, y la palabra empeñada de no 
negociar con otra persona, sino con él: cuando mas tar- 
de venga el momento de pedirle dinero, pondrá las condi- 
ciones que quiera, puesto que monopoliza el derecho de 
prestar; ¿y entonces no hará él lo mismo que han hecho 
los otros prestamistas? Si asi no fuese, diriamos que los 
hombres y las cosas han cambiado por virtud de la Pro- 
videncia. Pero será, y entonces el coronel Balta conoce- 
rá la gravedad del mal y la ruina del Tesoro á que lo 
conducirán los contratos que hoy se pintan como la mas 
hermosa operación que se ha podido realizar. 

Sin embargo de esto, decis en vuestra informe que el 
Gobierno al rechazar á los nacionales y á los consigna- 
tarios cede á la opinión nacional, y á la voluntad de la 
•República expresada por las Cámaras en una mayoria 
considerable. Pero en esta parte no decis la verdad. Da- 
da en el Congreso la autorización para que el Gobierno 
arbitrase los medias de cubrir el déficit del presupuesto, 
el señor Ibarra y otros diputados quisieron que la ley se 
adicionase excluyendo todo contrato con los consigna- 
tarios, y esta adición fué rechazado por una inmensa 
mayoría en la Cámara de Diputados. Luego no es cierto 
que tengáis prohibición de tratar con ellos: luego el 
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espíritu del Congreso fué que buscaríais el mejor negocio 
y que no distinguiréis á nadie; luego habéis faltado á 
ese espíritu desechando otras propuestas, que eran sin 
duda ventajosas. 

Pero si fué cierto que las Cámaras pusieron el estigma 
de la reprobación sobre la frente de los consignatarios, 
hicisteis mal, y faltasteis á vuestro cometido poniéndole 
un velo para no verlo en Febrero y Mayo, y descubrién- 
dolo solo hoy. 

En cualquiera de los extremos de este dilema vuestro 
procedimiento es injustificable. 

Pero lo que llama nuestra atención en el informe de 
una manera principal, es el reto que habéis lanzado á 
la Excma. Corte Suprema. Confiáis en la justicia .de ese 
Tribunal, decís que sus miembros son ciudadanos de 
elevada categoría, y estáis seguro de vuestro procedi- 
miento: y sin embargo teméis el fallo, y declináis de ju- 
risdicción, y como si todo esto no fuese bastante, le de- 
cís en elevado tono que:-^ el Grobierno estd firme- 
mente resuelto d mantener %u decisión y llevarla d caho^ 
sin detenerse por obtdculo de ninguna especie. Asi es 
que si contra vuestras esperanzas la Corte Suprema de- 
clarase el despojo 6 el retracto, el Gobierno desecharía 
ese fallo, y apesar de él negociaría con Dreyfus. Si tal 
pensáis, señor Ministro, cerrad antes las puertas de los 
Tribunales: asumid una dictadura franca, diciendo^ desde 
luego á los venerables magistrados que van á fallar de 
un negocio Je vida 6 muerte para el Perú, que vuelvan 
á sus hogares, porque su autoridad ha pasado; pero no les 
hagáis el ultraje de dejarlos fallar, para reíros después 
de su fallo, y para que no teniendo fuerza con que ha- 
cer cumplir sus mandatos, se cubran avergonzados el 
rostro, con el ropaje de la justicia, para no ver la mano 
que los hiere, y que ataca su independencia. 

¿Y qué significa, señor Ministro, que vuestro informe 
lleva la rubrica de S. E. el Presidente? La Corte Supre- 
ma no lo ha pedido sino á vos solo, y la práctica ya es- 
tablecida es que jamás el jefe del Estado toma parte en 
tales actos. Con esta novedad habéis querido alarmar á 
la Corte, y ampararos de un escudo en que se rompa el 
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fallo del poder judicial? Vuestro procedimiento, si no 
merece otro nombre, tiene por lo menos el de indiscreto. 

Estas son, señor Ministro, las reflexiones que se des- 
prenden de vuestro informe, sin analizarlo siquiera. Son 
los puntos culminantes de una vasta población, que di- 
visa el viagero á la distancia. Entrando en ella y exami- 
nando sus detalles se la conoce completamente. Esto es 
lo que tenemos que hacer con vuestro contrato y vues- 
tro informe; vamos á examinarlo nominalmente compa- 
rándolo con las propuestas que se han hecho, especial- 
mente con la de la compañia Sud- Americana. 

Pero habiéndose hecho extensa esta carta, y siendo 
mucho lo que tenemos que decir, suspendemos hoy nues- 
tro trabajo, y esperamos que mañana recibiréis nuestra 
segunda carta. 

Con sentimientos de consideración y aprecio somos de 
vos. Señor Ministro, atentos y obedientes servidores. 

X. y Z, 



CARTA II. 

Lima, d 1^ de Setiembre de 1869. 
Al señor Ministro de Estado en el despacho de Hacienda. 

S. M. 

En la carta que tuvimos el honor de dirigiros el dia 
de ayer, os anunciamos que hoy principiariamos el aná- 
lisis de la contrata Dreyfus y C^, y del informe expedido 
en el juicio de despojo. Pero acontecimientos recientes 
y de grave y trascendental importancia nos impiden que 
cumplamos la palabra empeñada, y nos obligan á retar- 
darla, á lo menos por veinticuatro horas, para dar la 
preferencia al hecho mas grave que ha podido presen- 
ciar esta capital, y al pánico que en ella se ha sentido 
por la orden dada para que las oficinas fiscales no pue^^ 
dan hacer pagos en billetes de banco. 
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Confesamos, señor Ministro, que al tocar este puntó 
son tantas las ideas que se agolpan á nuestra mente, y 
tan variadas las apreciaciones que hacemos de la prohi- 
cion oficial de recibir billetes de banco, que no sabemos 
por donde principiar. No obstante, empezaremos á ha- 
cerlo del mejor modo que podamos. 

Desde luego debemos recordar que én nuestra carta 
de ayer, dijimos que el Gobierno al celebrar el contrato 
Dreyfus, se desligaba de la Nación, y quería formar una 
personaÚdad cuyos intereses estaban en pugna con los 
del pais. Seguros estábamos al escribir esto, de que 
nuestra aserción no carecia de fundamento; pero jamás 
pensamos que el Gobierno mismo nos daria las pruebas 
sin demora. Y á la verdad; ¿qué significa la prohibición 
de recibir billetes de banco? ¿se cree que no entrando los 
billetes á las cajas fiscales, 6 los bancos sucumben 6 cesa 
la oposición que encuentra el contrato Dreyfus? 

Todas las medidas que no se dictan con imparcialidad 
y justicia, sino á impulsos de una pasión, llevan en sí 
mismas" el castigo: la que se ha dictado sobro bancos ha 
servido para dar una prueba de que los bancos pueden 
resistir estos golpes, por bruscos é inesperados que sean, 
y salir airosos de la prueba. El comercio, para el que 
nada importa la prohibición que se' ha hecho, ha mirado 
con irónica sonrisa la disposición que nos ocupa, y solo 
el vulgo ignorante han exijido el cambio de billetes por 
dinero. Mañana 6 dos dias mas tarde el pánico cesará, 
renacerá la confianza, y las cosas volverán al estado que 
tenian. Entre tanto quedará el recuerdo de la ajitacion 
y de las molestias causados. 

Pero dejando á un lado estas reflexiones, permitidme 
señor Ministro que vuelva como ayer á mi sistema de 
diálogos, que hará mas clara y ordenada la discusión. 

¿Habéis pensado, señor Ministro, en la influencia que 
tienen los bancos en el comercio? ¿Comprendéis el bene- 
ficio que esos establecimientos hacen al Gobierno? ¿Sa- 
béis á quienes ha dañado vuestra medida? Sin duda que 
no, pues, á pensar en todo esto, jamás hubierais limita- 
do la circulación de billetes; y por eso en breves pala-^ 
bras os daremos una l\jera explicación. 
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Como los bancos no hacen otra cosa que desOontalr 
pagarées y letras, llevar cuentas corrientes y admitir 
depósitos, el comercio tieije siempre á su disposición ocho 
6 diez millones de soles para sus transacciones, y estas 
se hacen con facilidad y rapidez. Las ganancias de cada 
uno aumentan la riqueza general, y el pais se hace cada 
vez mas grande. 

Vos atacáis á los bancos, con el ánimo de herir á los 
banqueros; y con esto viene el pánico y la suspensión 
de operaciones; y por el mismo hecho carece el comercio 
de todo el capital circulante que tenia á su disposición. 
El daño á los banqueros es corto, tal vez insignificante:- 
la pérdida del pais es inmensa. Y cuando los banqueros 
no son diez ni veinte, sino doscientos 6 mas ciudadanos, 
como sucede en la Providencia; ¿á quien ataca vuestra 
medida? 

Los Gobiernos europeos temen, por esta razón, tanto 
los pánicos, que hacen sacrificios para evitarlos; pero 
vos y el inspector del ejército los causáis con una orden 
oficial. 

En todas partes sucede que los bancos después de es- 
tablecidos SB asemejan á un árbol de infinitas raices, 
que toman el jugo de muchos puntos de la tierra, para 
llevarlo al tronco. Mas aun cuando de este modo bene- 
fician la fortuna de los particulares, casi no prestan ser- 
vicio á los Gobiernos. Pero entre nosotros sucede lo 
mismo: los bancos han servido y tienen que continuar 
sirviendo al Gobierno. 

En un país como el nuestro que paga sus importacio- 
nes exportando dinero, y que no acuña moneda bastante 
para el uso interno y para los retornos al extrangero, la 
crisis monetaria tiene que sobrevenir tarde 6 temprano; 
y sin duda sabéis, señor Ministro, cuanto sufre y cuanto 
pierde un pueblo que no tiene dinero para sus transac- 
ciones. Pues bien, esos inmensos males pesarian ya so- 
bre el Perú, si los bancos no hubiesen impedido la salida 
del numerario, y si no trabajasen diariamente por au- 
mentarlo, haciendo en la casa de Moneda las acuñacio- 
nes que el Gobierno no tiene medios de hacer. Y esa 
doble operación ha permitido que el Gobierno mantenga 
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el cambio á un tipo fijo j alto, y que reporte de él con- 
eiderables utilidades. 

Estas razones, que son, sin duda de gran peso, deci- 
dieron á un Ministro de Hacienda, no ha muchos años, 
á autorizar la admisión de billetes en las cajas fiscales; 
y vos, que sin duda por ser muy joven, ignoráis la his- 
toria de ayer, habéis destruido con vuestra medida todos 
estos bienes positivos. , 

Si ella subsiste, el resultado será muy fácil de apre- 
ciar: — los bancos, mas tarde ó mas temprano, funciona- 
• rán para el comercio, porque el pais ha apreciado sus 
ventajas y no puede pasarse sin ellos; los bancos nada 
perderán, porque sus utilidades no nacen del Fisco; y 
el Gobierno, á mas de los males antes apuntados, será 
el único privado de las ventajas que produce el papel, 
Y si lo recibe en pago, para cambiarlo y pagar en dine- 
ro, pondrá en evidencia lo ridículo de su prohibición; y 
si no lo recibe, no podrá cobrar, porque el país no tiene 
numerario-, y vos no se lo podéis procurar. 

Entre tanto vuestra medida ha disgustado y traido 
molestias á la población: los menesterosos han acudido 
al prim^ traficante para venderle con pérdida su mise* 
rabie capital, porque el miedo los ha llevado á ese es- 
trpmOj y los habitantes de las provincias que tengan 
billetes sufrirán pérdidas enormes. 

En una palabra, habéis declarado la guerra al país y 
al Fisco; y en difinitiva solo el Gobierno vá á perder. 
Algo dariamos porque así no fuese. 

rara remediar estos males se dice que pensáis en dar 
al ((Banco de Lima», próximo á establecerse, el título de 
Nacional; y que le garantizareis la emisión de un millón 
de soles, á mas de lo que puede hacer según su capital. 

¡Excelente es la idea! El Banco del Gobierno tendrá 
tanto crédito como la caja fiscal, á quien nadie le deja 
un peso de hoy para mañana; y los billetes garantizados 
por esa caja vacia, recorrerán toda la ciudad sin hallar 
cplocacion; y si la tuviesen porque pl pobre empleado se- 
rá obligado á recibirlos, solo servirán para sacar en el 
acto la plata dtl banco; y en un momento de pánico, que 
vendrá sin duda, ¿con qué plata se pagará el millón de 
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billetes gari^ntizados por el Gobierno? ¿Haréis su circu- 
lación forzosa, y dotareis al país de la plaga del papel- 
moneda? 

Pero nada de esto sucederá, porque no puede suceder: 
los accionistas del «Banco de Lima» no estimarán en tan 
poco sus capitales que los expongan á los riesgos de una 
operación con el Fisco. 

Pensad, seriamente en todo esto, señor Ministro, y 
ved que el camino que lleváis conduce al país á su per- 
dición. Tiempo es de retroceder, y de hftcer ver al pue- 
blo que estáis por los intereses de él. , 

Mañana cumpliremos la p^Ubra empeñada ayer, si el 
tiempo nos lo permite, y no Ijay otro incidente nuevo. 

Siempre de vos^ señor Mi^i9tro, atentos y obediente^ 
pervidores; 

X y Z. 



CARTA III. 
üma, Setiembre S de 1869. 
Al señor Ministro de Estado en el despacho de Hacienda, 

S. M. 

Ha llegado la vez de que principiemos á desmentir 
vuestro informe, pues felizmente el dia de hoy ningún 
acontecimiento imprevisto ha llamado nuestra atención. 
Los bancos funcionan con la misma tranquilidad que an- 
tes del pánico que causasteis en la población: las cajas 
de los cuerpos están mas proveidas, aunque no mas ri- 
cas que antes, y la Tesorería tiene tres millones en le- 
tras, que no podrán convertir, no digo en oro, pero ni 
siquiera en moneda boliviana; y harto apurado os veríais 
si tratarais de vender una sola de esas letras por dinero 
efectivo. Con estas grandes ventajas, y algunas pérdidas 
de la gente ignorante, todo ha vuelto al orden. Volvamos 
también nosotros 4 la 4ísciisio?^ comenzada; y puesto que 
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la primera vez que habéis hablado del contrato Dreyfus 
y C^ ha sido para defender eu validez, tomaremos por 
panto de esta carta sol*,» esa cuestión, dejando los otros 
para después. 

El primer argumento que se presenta en favor de la 
nulidad del contrato, es el afán con que vos y los que os 
defienden tratáis de probar su validez. Pero aparte de 
esta razón que tiene mucha fuerza, hay otras que son 
incontestables. 

El contrato Dre.yfus, es válido, pues, porque el Go- 
bierno lo ha hecho en uso de la autorización que le did 
el Congreso, cuya autorización es en vuestro concepto 
especial y extrordinaria, y ante la que no tienen valor aU 
guno cuantas disposiciones y derechos pudieran invocar^ 
se en contrario. Porque pensáis de este modo, para vos 
no tiene valor alguno las leyes del C(5digo Civil sobre ven- 
ta de bienes nacionales ni tampoco existen las leyes espe* 
ciales relativas á contratos de guano. Pero tal modo de 
argumentar no se puede absolutamente admitir. 

La autorización dada por el Congreso al Gobierno sea 
para mas 6 menos cantidades de dinero, no importa ni 
puede importar jamás la derogación de las leyes protecto- 
ras de los intereses fiscales y que reglamentan el modo de 
hacer los contratos. Una de esas leyes es el artículo 
1,513 del Coiigo Civil que dice lo siguiente: — 

cf Todo inmueble, derecho, acción 6 renta nacional, 
« que por leyes 6 decretos especiales, no se vendan de 
ff otro modo, se arrendarán en remate público, so pena 
« de nulidad. » 

El objeto de esta disposición es buscar la concurrencia, 
de compradores y alcanzar por la lucha entre ellos el ma- 
yor beneficio del Gobierno; y es de tal naturaleza que el 
Congreso mismo no puede dispensar de su observancia. Si 
se admitiese el principio contrario, se deduciria que el 
Congreso podia vender los bienes de la Nación al precio 
que él tuviera por conveniente; y con el mismo derecho 
que estableciera un precio alto, estableciera también uno 
pequeño; y entonces regalaría los bienes nacionales. Y 
bien: ¿la Nación reconocería en el Cuerpo Legislativo 
tal facultad? 
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Seguramente que nó, porque debiendo toda ley ser 
conforme á la Carta fundamental, la que permitiese la 
venta de bienes nacionales sin remate público, s'ería con- 
traria á ella, y no podría subsistir. El artículo 7o de la 
Constitución dice terminantemente: 

(' Los bienes de propiedad nacional solo podrán enage- 
« narse en los casos y en la forma que disponga la ley, 
a y para los objetos que ella designe. » 

La forma de los contratos está, por consiguiente ga- 
rantizada por la Constitución, á la que el Congreso no 
puede faltar; y como esta forma es el remate, el Congre- 
so al decretar por sí mismo la venta de guano habría 
tenido que cumplir la prescripción del Código Civil, so 
pena de practicar un acto nulo, por ser contrario á la 
ley fundamental, y nulo también por la disposición del 
Código anteriormente citado. 

Esta es, sefior Ministro, la teoría del derecho consti- 
tucional á que os manifestáis tan adicto; y de ella se de- 
duce que si el Congreso no podría vender los bienes na- 
cionalss sin remate, vos tampoco podiais hacerlo, á pesar 
de la autorización especial y extraordinaria de que supo- 
neis estáis investido, por que nadie puede dar poder pa- 
ra que otro haga lo que no puede hacer el mismo. Luego 
los dos millones de toneladas debieron venderse en rema- 
te: luego el contrato que no se ha hecho en esa forma es 
nulo y de ningún valor. 

Supongamos, sin embargo, por un momento, y solo 
para adelantar la discusión; que el Congreso puede al- 
terar la formas de las ventas; pero aun entonces no se 
podrá probar que el Gobierno se hallaba autorizado pa- 
ra precindir del remate. La ley dada á ese respecto au- 
toriza al Poder Ejecutivo para negociar fondos con que 
se pueda cubrir el déficit del presupuesto, pero nó lo fa- 
cultan, ni expresa, ni tácitamente, para faltar á las le- 
yes que aseguran la forma de los contratos, y que tie- 
nen por objeto beneficiar al fisco. El Congreso al dar la 
autorización citada ha hecho como el que quita el obs 
táculo que nos impide andar: éste nos abre el camino, 
pero nosotros andamos de modo ordinario; y estaría loco 
el hombre que dijese que una ve?; quitado el obstáculo, 
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debemos bascar caminos extraordinarios, 6 emplear me- 
dios dañosos como volar en vez de andar. 

Si la autorización com[)rendiese el derecho de prescin- 
dir del remate, se deduciria que el Gobierno en vez de 
vender el guano á 38 soles ha podido venderlo á 20 ó á 
10, puesto que el precio no dependia de la subasta, sino 
de la voluntad de los contratantes. ¿Y podrá decirse que 
un Congreso que siempre desconfia del Gobierno, como 
lo prueban las muchas leyes restrictivas que tenemos, 
haya tenido enmante siquiera la idea, no digamos el pro- 
pósito, de conceder tal facultad? Muy mal conocería la 
política del pais quien contestase afirmativamente esta 
pregunta; y sin embargo vos pensáis así, señor Minis- 
tro. Tal vez teniais en la mente al redactar vuestro in- 
fornie la idea de ese extraordinario poder; y por eso di- 
jisteis que el contrato Dreyfus y C^ estd en condiciones 
superiores d toda promesa. 

La prueba de la analogía, que es esencialmente jurí- 
dica, se halla también en favor de la teoría que estamos 
desenvolviendo. Suponed que en caso de guerra interior 
ó exterior, el Congreso autorizara al Gobierno para au- 
mentar el ejército. ¿Importaría esa autorización la facul- 
tad de faltar al modo y forma prescrito por las leyes pa- 
ra la conscripción y organización del ejército? En otros 
términos: ¿podria el Gobierno por virtud de autoriza- 
ción hacer el reclutamiento que está prohibido? ¿Podria 
crear nuevos grados militares y dar al ejército otra for- 
ma esencialmente distinta de la actual? Y si nada de esto 
se podria hacer, ¿cómo puede el Gobierno prescindir del 
remate en la venta del guano; del remate que es la for- 
ma esencial del contrato, puesto que su falta produce 
nulidad? 

Queremos conceder no obstante, señor Ministro, pero 
solo como lo hemos hecho antes para adelantar la discu- 
sión, que el Código Civil no sea aplicable al guano; y 
que la autorización del Gobierno sea tan amplia y com- 
pleta, como vos afectáis creer que la tiene. Siendo esto 
así os preguntamos: ¿las leyes especiales dictadas para 
el guano, no dicen nada para estos contratos? 

La de 6 de Noviembre de 1849 faculta al Gobierno 

24 
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para que ensaye todos los medios de venta de guano, ya 
el de consignación, ya el de remate por asiento, ya otro 
que sea mas provechoso á los intereses de la Nación. Pe- 
ro esta facultad que es amplia y general en cuanto á los 
medios, tiene una limitación. El Congreso 'dispuso que 
para encontrar el mejor modo de vender el guano se pro- 
vocase la concurrencia en el mundo; lo cual es un remate 
de mayoresíproporciones que el prescrito poa el Código 
Civil. ¿Y vos, señor Ministro, habéis llenado esta forma* 
lidad? 

La ley de 27 de Agosto de 1 860 ratifica la de 1849; y 
agrega que los Cdntratos de guano no pueden producir 
efectos, sin la aprobación del Congreso, y que la condi- 
ción de someter los referidos contratos á la deliberación 
del Congreso se incerte en ellos como cláusula especial. 
Vos no ignoráis, señor Ministro, que según los principios 
jurídicos, una cláusula se llama esencial, cuando su falta 
produce nulidad, porque faltando la esencia de las cosas, 
que es lo que ias constituye, esas cosas no existen. Y 
bien, ¿tiene el contrato Dreyfus y C? la condición de so- 
meterlo al Congreso? ¿Y no teniéndola, no es cierto que 
le falta la esencia y que por consiguiente no hay contrato? 

Pero vos en contestación decis: «las disposiciones an- 
teriores no son leyes, sino resoluciones legislativas; y 
por este motivo no son permanentes sino transitorios: 
tuvieron un objeto á que se aplicaron, y pesaron con él. 
Solo las leyes tienen carácter permanente.» 

Esta teoría jurídica que nos habéis inventado, prueba 
en vos, 6 la completa ignorancia de los principios jurídi- 
cos, 6 el deseo de engañar á los ignorantes; y cualquiera 
de las dos conclusiones es perjudicial á vuestra repu- 
tación. 

La ley y la resolución lejislativa no se diferencia sino 
en la forma, pero nunca en el contenido, ni en la fuerza 
y duración de las disposiciones que contienen. 

La ley es la disposición que dicta el Congreso á pro- 
puestas de uno de sus miembros 6 de los que tienen el 
derecho de iniciativa: la resolución legislativa es la dis- 
posición que recae en un expediente, ya sea de particu- 
lares, ya del Gobierno. 
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Lafl leyes pueden ser perpetuas 6 transitorias, j lo 
mismo las resoluciones lejislativas. 

Para comprobar esta teoría tenemos muchos ejemplos: 
— las disposiciones del Congreso que dan premios son 
leyes, y pasan sin embargo, con un áolo acto — las dispo- 
siciones que dan sueldo vitalicio á una viuda son resolu- 
ciones, y duran tanto como la vida de la agraciada. La 
ley de 1856 que reglamentó el modo de instalar las mu- 
nicipalidades de esa época, fué para un solo acto, y nrf 
fué resolución lejislativa: la que dispuso la promulgación 
de los Códigos tampoco fué resolución lejislativa, y tam- 
poco tienen este carácter las mil disposiciones transito- 
rias de que van acompañadas las leyes, inclusa la funda- 
mental del Estado. 

Por el contrario, muchas resoluciones lejislativas están 
produciendo todavia efecto, á pesar de que hace muchos 
años que fueron dictadas; y contienen verdaderas dis- 
posiciones generales, á pesar de haberse dictado en casos 
y con motivo de expedientes particulares. 

¿Y en vista de estos hechos y de estos ejemplos toma- 
dos de la lejislacion del país, es posible, señor Ministro 
aue digáis, que las resoluciones lejislativas son como las 
ores que viven un momento y pasan después á la tumba? 

No siendo admisible esta teoría, se deduce que las re- 
soluciones lejislativas de 1849 y 1860, aunque fueron 
dictadas con motivo de casos especiales, contienen dispo- 
siciones generales que están vijentes, y que no han sido 
cumplidas. Para persuadirse mas de esto, basta tener 
presente que la resolución de 1860 dice que con motivo 
de la convocatoria hecha para venta de guano por con- 
signación, «el Congreso resuelve que se observen las 
prescripciones dictadas en 1849j),'esto es, que los contra- 
tos se hagan por convocatoria en todo el mundo. 

Se dice que esta disposición fué dictada antes de los 
contratos, y que por esto caducó al tiempo de celebrar- 
los, pero esto es unerror. En 1861 el Congreso ratificó 
las prescripciones anteriores, como ,1o demostraremos al 
defender mas tarde el derecho preferente de los naciona- 
les á todo contrato de guano; y esta ratificación se hizo 
al aprobar los contratos actuales de consignación. LuC" 
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go las resoluciones de 1849 y 1860 están vijentes: luego 
no ha podido el Gobierno prescindir de ellas, ya fuese pa- 
ra venta de guano, ya para consignación, porque á todo 
se estienden: luego el contrato Dreyfus debió hacerse 
previa convocatoria de postores en todo el mundo, y con 
la cláusula esencial de sumisión al Congrego; luego es 
nulo y sin efecto porque carece de esos requisitos. 

Estos corolarios ajustados á la regla de la lójica mas 
extricta, no pierden su fuerza, señor Ministro, á pesar 
de que contra ellos levantéis el escudo de vuestra autori- 
zación especial y extraordinaria; porque para vencer vues- 
tra oposición en este caso, os diremos lo que antes hemos 
dicho para defender el artículo 1513 del Código Civil, 
esto es, que la autorización no se estiende á la violación 
de las formas especiales, prescritas por las leyes de gua- 
no para el expendio de esa sustancia. Y á las razones 
antes dadas sobre este punto, añadiremos que la autori- 
zación os impone el deber de dar cuenta de vuestros ac- 
tos al Congreso, para que sean aprobados por él, y esto 
importa lo mismo que exijir que le sometáis los contratos 
como lo prescribe la resolución de 1860. Esta se halla 
por tanto confirmada, y no derogada, y vos la habéis 
quebrantado.^ 

Para desvanecer la fuerza de los argumentos, que pre- 
ceden, no creemos que recurráis á la Constitución, y di- 
gáis, como lo habéis hecho en el informe, que la Consti- 
tución de 1860 ha derogado las dos resoluciones de 1849 
y 1860. Esta discusión se ha hecho demasiado seria, y 
ese argumento no pasa de los límites de una broma. 

Verdad es que lo habéis empleado para refutar el de- 
recho de preferencia que invocan los nacionales, y por 
eso habéis dicho que pueden haber leyes especiales, por 
la naturaleza de los objetos, pero no por la diferencia de 
las personas, Al tratar de la nulidad ó validez del con- 
trato Dreyfus, este argumento seria contraproducente, 
pues si la Constitución declara que pueden haber leyes 
especiales porque lo requiera la naturaleza de los objetos, 
el guano que es una sustancia única debe tener leyes 
especiales, y esas son las de 1849 y 1860, que encuen- 
tran de este modo su apoyo en la Carta fundamental. 
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Por este motilo decimos que no echareis mano de tal 
argumento. 

Pero tampoco podéis emplearlo contra el derecho de 
preferencia de los nacionales. Os lo demostraremos maí- 
ñana de una manera fundamental. 

A todos los defectos, hasta aquí mencionados se agre- 
ga uno que de intento hemos reservado para el fin; y es 
la nulidad que se deduce, de haberos propasado de la au- 
.torizacion. El Congreso facultó al Gobierno para que 
arbitrase el modo de cubrir el presupuesto, esto es para 
que negociase quince, 6 si queréis veinte millones de so- 
les. En uso de esa facultad habéis consumido ya algunos 
millones que pedisteis prestados á principios de este año; 
y hoy sin daros cuenta de esos hechos pasados que rele- 
gáis al olvido, tomáis de nuevo la autorización para ne- 
gociar, contratais veinte millones, vendéis dos millones de 
toneladas de guano, que importan cuando menos ochen- 
ta millones: y según vuestras propias palabras el contra- 
to Dreyfus y C^ no solo llena las necesidades de hoy, si- 
no las del porvenir, balancea el presupuesto de los bie- 
nios futuros, y es todo un plan de hacienda, que sistema 
para siempre las rentas nacionales. ¿Quién os ha dado 
el poder de hacer tantos milagros? ¿Autorizar para cu- 
brir el déficit de un bienio, es autorizar para todos los 
bienios y para todo el porvenir? No lo digáis, señor Mi- 
nistro, siquiera por respeto á vos mistoo, y que no por 
respeto al pais. 

Recapitulando lo expuesto, diremos que de una mane- 
ra clara y terminante queda probado: — 1^ Que el contra- 
to Dreyfus y Ca es nulo porque se ha hecho con infrac- 
ción del artículo 1,513 del Código Civil y del artículo 
7° de la Constitución: — 2^ Que el Congreso no ha au- 
torizado al Gobierno para sobreponerse á esas leyes:— 
3° Que es igualmente nulo el contrato, por ser contrario 
á las resoluciones legislativas de 1849 y 1860, que es- 
tan vijentes; — y 4^ Que lo es también, porque sobrepasa 
en mucho al objeto y límites de la autorización dada por 
el Congreso. 

Muchas otras razones podríamos agregar, pero el tiem- 
po no lo permite; tal vez las apuntaremos mas tarda. 



— i8é — 

Mañana con vuestro permiso, señor Ministro, discuti- 
remos el derecho de prelacion de los nacionales, el re- 
tracto y el- despojo, si vos no dais otra materia dife- 
rente. 

Siempre de vos, señor Ministro, atento y seguro ser- 
vidor 

X y Z. 



CARTA IV. 
Lima d 13 de Setiembre de 1869. 
Al señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda. 

S. M. 

Aunque se nos ha hecho grata la tarea de entrar en 
comunicación con vos, hemos tenido á pesar nuestro que 
demorar esta carta hasta hoy. Os suplicamos que nos 
dispenséis la tardanza. 

Dignaos también permitir que no tomemos por argu- 
mento para el dia de hoy el que temamos previsto, esto 
es, la cuestión de retracto promovida por los capitalistas 
nacionales, en virtud del derecho de preferencia que 
tienen, y que vos los negáis. Esta cuestión es propia de 
los abogados y los fiscales, y nosotros que no tenemos 
afición á ninguno de esos oficios, meteríamos la hoz en 
mies agena tomándolo por nuestra cuenta. Mas tarde, 
aleccionados con la discusión podremos decir algo de 
provecho, y entonces cumpliremos la palabra empeñada. 
Ahora tratemos de mejores cosas. 

Os confesamos, señor Ministro, que hemos elogiado, 
al leer vuestro informe, la cristiana resignación del señor 
D. Juan Martin Echenique. Dando cuenta al Tribunal 
Supremo de los procedimientos que empleaisteis para 
negociar en Europa, decis que os echasteis mano del se* 
ñor Sanz, y le hacéis grandes elogios. ¿Y por qué os 
olvidasteis de Echenique? ¿No fué comisionado fiscal? 
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¿i entonces por qué firmó el contrato, y por qué sé 
bate en defensa de él, con la misma energía que los mo- 
sos en Granada? ¿Y si fué comisionado, por qué no le 
dais su parte de elogios? Ciertamente que es buen cris- 
tiano cuando no los ha reclamado, y sigue humilde cum- 
pliendo su misión. 

Y ya que nos hemos metido en la parte de personas, 
vamos con otras preguntitas. 

¿Qué significa la cláusula 18? del contrato de Dreyfus? 
En ella disponéis que este examine las cuentas de los 
consignatarios, y que sin perjuicio de ello se hará el 
examen difinitivo en la forma acostumbrada hasta hoy. 

Al pactar estos dos exámenes de cada cuenta, nos ha- 
béis hecho acordar del colegio: allí teníamos una «tenta- 
tiva», y después un examen público; y nos ha gustado 
volver á los tiempos de atrás. Hacéis muy bien: sois 
muchacho, y tratáis al pais como á los de una escuela 
porque, ciertamente que somos nenes; y seria un con- 
trasentido tratarnos como á gente seria y formal. 

¿Pero qué dirá de la «tentativa» el viejo Tribunal de 
Cuentas? Sin duda que le gustará, porque si el consig- 
natario sale bien en la prueba, el examen definitivo de 
uno de los viejecitos vocales se reduce á nada; y si la 
tentativa sale mal, el examinando será desaprobado, y 
ya no habrá examen definitivo. Entre tanto el tiempo 
pasará, y los vocales roncarán, y tendrán deliciosos en- 
sueños con vos, que les aumentáis el descanso. 

Sin duda ninguna que sois un buen Ministro de Ha- 
cienda, pues queréis que todos ganen plata y tiempo. A 
la Corte Suprema le habéis dicho que no pierda el tiem- 
po en despojos ni en retractos, porque cuando den la 
sentencia vos le diréis ni vanum laboroverunt qui edifi-^ 
cant eam; y á vuestros vocales les daréis preparado el 
juicio de cuentas, 6 los escluireis de él. ¡Oh felices em- 
pleados de hacienda! 

Sin embargo, yo que no soy muy amigo de los miem- 
bros del Tribunal de Cuentas, me habria hecho esta 
cuenta. — Estos viejecitos entienden su oficio y aprietan 
bien á los consignatarios, 6 no saben lo que se hacen. 
Si lo entienden, el asesor es inútil, y es muy caro, puesto 
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que la asesoria le vale 4 pO/Q de los productos netos del 
guano; y además los viejecitos n6 deben ser desaciados, 
puesto que entienden su oficio. Si no lo entienden, que 
se vayen á dormir, 6 que vengan otros en su lugar. 

Esto es lo que habria dicho yo; pero como no lo en- 
tiendo, que se haga como vos queréis. Sigamos con los 
dos exámenes. 

Los tunantuelos consignatarios son tan hábiles, que 
con sus números y cuentas enredan no solo á los vieje- 
citos del Tribunal, sino al pais entero. Por eso ningún 
peruano es bueno para inspector de consignaciones. ¿Voy 
bien en mi raciocinio, señor Ministro? 

No siendo bueno ningún peruano para tan delicado 
cargo, es menester que venga otro que sepa mas que los 
consignatarios. Luego Dreyfus debe ser alquilado para 
ese puesto: luego él debe ser * el representante legítimo 
del Gobierno, y se le debe pagar por tan importante co- 
metido, no seis mil soles como á Sanz, que apenas es 
bueno para firmar un contrato, sino el 4 p. O^q de los 
productos netos del guano. 

Perfectamente: estamos en todo de acuerdo. Mas pa- 
ra que yo lo entienda mejor, permitidme una preguntita. 

Dreyfus aprieta á los consignatarios, hasta que pasen 
al lecho de los ' muertos. ¿Y entonces y después quien 
apretará al apretador? 

No puede ser un peruano, porque está declarado que 
nosotros pobres descendientes de los Incas no entende- 
mos de números ni cuentas. Entonces alquilaremos otro, 
¿y cuanto nos costará? ¿Otro 4 p. 0/0 de los productos 
netos? Si así vamos, de cuatro en cuatro se acabará el 
guano, y al fin nos sucederá lo que á dos perros enfure- 
cidos que se pusieron á pelear y fueron tantos los mor- 
discónos que se dieron, que se comieron uno á otro, y al 
fin solo las dos colas quedaron peleando. 

T no podéis decir que al nombrar representante del 
Gobierno á Dreyfus, no habéis tenido en la mente que 
no es bueno el gato para despencero; pues la cláusula 18^ 
de su contrato dice: (c El Gobierno tendrá un fiscal pa- 
ra que cuide de la ejecución de los contratos de consig- 
nación y del presente etc. » 
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To no me mesólo en cuestiones de leyes; y por eso no 
os pregunto si este destino de fiscal es 6 no conforme á 
la Constitución; y si la facultad de levantar empréstitos 
comprende la de crear destinos. Volvamos al examen: 
¿en qué quedamos? Será uno solo 6 serán dos? ¿Habrá 
una fila de examinadores alquilados? 

A propósito de esto, un amigo mió, que tenia tan mala 
idea como vos de los peruanos pasados, presentes y fu- 
turos, decía que el pais para marchar bien, necesitaba 
encargar á Europa Presidentes y Ministros. Yo hacia 
mofa de mi amigo, y lo calificaba de tonto; pero ya veo 
que no lo era. Ha principiado el sistema de fletar hom- 
bres para los cargos: seguirlo conviene con empeño, pero 
siempre quedando vos de Ministro, porque alguna ven- 
taja ha de tener el introductor del sistema. 

Pero basta de exámenes: pasemos á otra cosa. 

Habéis dicho en vuestro informe que los consignata- 
rios tuvieron conocimiento anticipado de las bases del 
empréstito, y que se quejan sin razón diciendo aue lo 
ignoraban |;iasta el momento en que, después de haber 
pasado una noche en vela, disteis á la luz pública la pro- 
puesta de Dreyfus y la aceptación. 

Seguramente que así debió ser, porque vos sois hom- 
bre formal, y ellos son unos picaruelos. ¡Qué temerarios! 
¡Quejarse de vos, cuando los habéis tratado con mas con- 
fianza que á» vuestros colegas! Estos tuvieron noticias 
de las bases, y cuando esperaban la discusión en conse- 
jo, como los judies aguardan al Mesias, este na«iió á 
puerta cerrada en el ministerio de Hacienda; los gentiles 
que estaban en la calle supieron su advenimiento, y de 
esta plausible nueva quedaron escluidos los judies, por 
castigo de su terquedad en no admitir al prometido. 

Ser esto evidente, y quejarse los consignatarios y los 
nacionales? Oh! señor Ministro: castigadlos por su teme- 
ridad. Pero decidme en secreto para nosotros dos; ¿los 
judies han conocido al Mesias, ó insisten en negarlo? De- 
cídmelo: yo guardaré secreto. 

Un parrafiUo mas, y me despido. 

En vuestro inagotable informe, que no sé como nació 
tan grande, siendo vos tan chiquito, dijisteis para comba- 

25 
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tir á los nacionales que si el derecho de preferencia exis* 
tieso - no podría hacerlo valer una 6 dos personas, sino 
la fTacion entera. Por esto en la primera carta os 
dijimos que os habiais desligado de la Nación, y que 
atribuiais al Gobierno derechos que pertenecian al pais. 
Volvamos sobre este punto, y contestadnos algunas pre- 
guntas para ilustración nuestra. 

Si el guano es de la Nación, y vos lo vendéis en nom- 
bre de ella; ¿cómo la Nación pide la preferencia sobre 
el comprador extrangero? ¿Quién se presentará á la Na*- 
cion en esta lucha gigantezca? 

Pero no debe ser así: nos equivocamos; el guano es 
del Gobierno, y por eso lo vende á quien le place, y lo 
niega á quien tiene por conveniente. Es por esto una 
niajadería de cuatro nacionales pedir preferencia, y es 
otra majadería mayor decir que la venta es á bajo pre^ 
cío. El dueño no tiene que dar cuentas á nadie de lo 
que hace, y mientras la Nación no venga á pleitear ante 
la Corte Suprema, es preciso que cada mochuelo vuelva 
á su olivo. 

Nosotros vamos al nuestro, y nos despedimos hasta 
otra ocasión, sin fijar tema para después, pero con el 
propósito de trataros siempre con tanta cordialidad como 
ahora, porque en una correspondencia sostenida tiene 
que establecerse al fin la familiaridad. 

Somos de vos, sefior Ministro, atentos y SS. 

X.yZ. 



INFORME DEL SEÑOR MltJISTRO OE HACIENDA. 



A LA EXCMA. CORTE SUPREMA. 

El informe del Ministro de Hacienda rueda sobre dos 
puntos cardinales: 1^ la dictadura de que se cree inves- 
tido el Gobierno para cubrir el déficit del presupuesto; 
2° las ventajas atribuidlas ti-l contrato celebrado con la 
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casa DreyfuB Hermanos y C^. El señor Pirróla hace 
esfuerzos de ingenio para probar ambos puntos j dedu- 
cir de allí la ilegitimidad de todo reclamo j de la inje- 
rencia de los Tribunales en un negocio que no solo es 
conveniente, sino de la esclusiva competencia del Poder 
Ejecutivo. 

Demostraremos con la brevedad posible, los errores 
en que ha incurrido el señor Ministro y las graves con- 
secuencias que de ellos derivan. 

Las facultades de que podia disponer el Gobierno pa- 
ra realizar una operación financiera, destinada á col- 
mar el déficit del erario, emanan de la autorización 
legislativa de 26 de Enero último, cuyo testo es el si- 
guiente: 

ifAutorízase al Poder Ejecutivo para que procure los 
fondos necesarios á fin de salvar el déficit que resulta 
en el presupuesto general de la República, que debe re- 
gir en el presente bienio, dando cuenta al Congreso.» 

¿Puede colejirse del tenor de este documento la inten- 
ción de otorgar al Gobierno una autoridad discrecional 
y absoluta en materia de combinaciones fiscales? ¿Esta- 
rán derogadas las leyes que reglan en manejo de la ha- 
cienda y los derechos de los particulares en sus relaciones 
con el Estado? 

Hay conceptos que por demasiado absurdos, apenas 
se prestan á una refutación. ¿Se puede conctsbir el ré- 
gimen constitucional, cuando de una autorización con- 
creta y sencilla se arranca la omnipotencia del Gobierno, 
sobrepasando todo límite legal, suspendiendo toda ga- 
rantía y colocando los negocios á merced de una volun- 
tad antojadiza? ¿Qué nombre tendria ese sistema que 
admitiese la división y la limitación de los poderes, que 
reconociese preceptos bien definidos para los diversos 
giros de la administración y que no dbstante aceptase la 
arbitrariedad que todo lo remueve, lo conculca y lo per- 
turba? ¿Qué regularidad ni concierto cabe en la vida 
civil y política de un pueblo, si cada autorización con- 
cedida al Ejecutivo, ha de venir á romper la armonía 
reinante, á declarar en entredicho las leyes, á establecer 
solución de continuidad en el curso de los hechos y de 
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las instituoiones, y hacer ¿otar en el vacio los intereses 
nacionales y privados que se habian arraigado al amparo 
de un régimen normal y tranquilo? 

Es por demás sabido que cuando un Congreso trata 
de derogar una ley, lo hace de una manera esplícita, si- 
guiendo trámites mas 6 menos complicados, que sirven 
para garantizar la madurez y el acierto. Hasta entonces 
esa ley es obligatoria para él mismo, sin embargo de ser 
el mas alto representante de la soberanía popular. No 
puede infrinjirla ni menoscabarla por actos de carácter 
equívoco, sujetos á interpretaciones voluntariosas, por 
que en tal hipótesis, la legislación careceria de fijeza, 
peria un objeto de perpetua controversia y no habría 
una pauta para (A ejercicio de la autoridad ni para las « 
prerogativas de los ciudadanos. 

Si esto sucede con el primer Poder del Estado, no se 
comprende como un Gobierno, á quien las Cámaras con^ 
fían un asunto especial, pudiera reputarse investido de 
una dictadura que no poseen sus propios comitentes. No 
00 comprende como una autorización concedida por una 
potestad de atribuciones restrinjidas, pudiese tener la 
propiedad virtual de destruir el sistema vigente y erijir 
un imperio que se levanta por cima de todos los poderes 
constituidos. 

Según la opinión del Ministro de Hacienda, no hay 
mas punto de mira para regular su conducta, que la ne- 
cesidad de llenar el déficit; por lo demás todos los me- 
dios son lícitos sin mas cortapiza que las de sus propias 
inspiraciones. Ajustándonos á esta Idjica, podemos con- 
cluir, que así como se ha optado por el empréstito Drey- 
fus, se podia optar por la venta de las islas guaneras 6 
de una parte de ellas, por la creación de contribuciones, 
6 por un arbitrio que es aun mas espedito para saldar 
todas las deudas — la bancarrota. 

¿Por qué no se ha hecho esto? Simplemente porque 
no se ha querido, pero no porque no se ha podido. La 
elasticidad de la autorización, alcanzaba hasta los estre- 
mos mas inverosímiles. Ella ha erijido ajuicio del señor. 
Piérola, una providencia que así puede derramar bene- 
ficios como desastres; pero no atinamos á conciliar este 
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fenómeno con la existencia de una República que se ti^ 
tula constitucional. 

El Congreso al delegar al Gobierno la misión de equi- 
librar el presupuesto, tenia entendido que él no se apar- 
taría de los medios ordinarios de proveer á la falencia 
del tesoro, que no se consideraria facultado para romper 
toda trava legal, para arrostrar las amonestaciones y 
las censuras de la opinión y estipular con negociantes 
inconsiderados, la ruina de la Nación. No tuvo tiempo 
para arreglar el servicio del bienio económico y enco- 
mendó esta tarea al Grobierno, confiando en su probidad; 
pero estaba distante de presumir que autorizaba una 
autocracia financiera que desafia la autoridad de los 
tribunales y los fallos del buen sentido, y que sobrepasa, 
no solo las atribuciones inherentes á la autorización, si- 
no los lindes del objeto mismo para el que fué acordado. 

El déficit asciende á 16.838,790$, la negociación con 
Dreyfus Hermanos, importa mas de cien millones. ¿Qué 
razón habia para exajerar el guarismo mas allá de lo 
necesario? JT debe advertirse que ese déficit quedaba 
cubierto en parte, conforme á la decisión de las Cáma- 
ras, con el valor de los bonos depositados del 65, con 
los fondos reservados en Europa para obras públicas y 
para pagar libramientos en garantía de adelantos. De 
manera que aplicadas estas cantidades, el alcance con- 
tra el tesoro en el presente bienio, era mucho menor del 
que aparece en el presupuesto. Si ello es evidente ¿qué 
motivo habia para hacer una enajenación exorbitante 
de guano y celebrar un contrato enormemente one- 
roso.'' 

El Gobierno no solo se ha extralimitado en cuanto á 
los medios y á los fines de la autorización, sino que em- 
peñándose en llevar á cabo el convenio Dreyfus, mani- 
fiesta que la confianza de las Cámaras fué imprudente 
porque el Ejecutivo no ha prescindido únicamente de la 
legalidad de la negociación, sino también de su conve-' 
niencia. 

El Ministro de Hacienda apesar de los artificios de 
su argumentación, no ha podido negar que se han pre-* 
sentado propuestas que producen al erario cuatro millo^ 
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nes mas que la que ha sido acojida. ¿Por qué estraña 
anomalía se renuncia á tan cuantiosa suma? 

El Gobierno está obligado á economizar los dispen- 
dios en el servicio público y en todas las operaciones 
rentísticas. Debe espío tar el crédito sin hacer sacrificios 
indebidos. Ya que es forzoso recurrir al arriesgado ex- 
pediente de los empréstitos, es necesario emplearlos dis- 
cretamente, disminuyendo sus gravámenes y aumentando 
sus provechos hasta donde tenemos el derecho de hacer- 
lo, en virtud de la sólida garantía que ofrecemos á los 
prestamistas. 

Esos millones voluntariamente renunciados por el Go- 
bierno, con que el contrato Dreyfus grava á la Nación, 
no son los únicos que ella pierde. El gravamen es aun 
mayor según resulta de los cálculos siguientes, basados 
en los datos que tomamos de la Dirección de Reutas. 

Los netos productos de cada tonelada de guano, ven- 
dida en el presente año, se manifiestan para las diversas 
consignaciones en el cuadro que sigue: 



Gran Bretaña á ¿6 7 4 ch. que al cam- 
bio de 36 J peniques por pesos boli- 
vianos son S. 

Francia y Mauricio, francos 195 que al 
cambio corrriente son » 

Bélgica, francos 200 id. id 

Italia, francos 183 id. id 

Holanda £ 7, 6 id id 

Alemania <£ 6, 5 id. id 

España 34 pesos fuertes que al cambio 
de 30 ^ pO^o sobre el peso boliviano 
son » 

Término medio por tonelada, de 2,240 
libras deducidos todos los gastos, or- 
dinarios y eventuales, y atentos los 
^lúltimos adelantos de precio » 

La suma que debia percibir el Estado 

por dos millones de toneladas és de.. » 82.000,000 



37 87 

40 

41 2 
37 52 
37 
33 25 



85 36 



41 



Haremos ahora la comparación de estos resultadoSi 
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con los que debe producir el contrato recientemente cé*^ 
lebrado. 

La casa de Dreyfus paga por tonelada 

que exporte en buques fletados por 

ella S- 36 50 

Deducidos los gastos de carguío » 1 

Queda S. 36 «O 

El valor de 1.200,000 toneladas recibi- 
das en las guaneras, ascenderá á.... S. 42.600,000 

Por 500,000 toneladas á flote, á soles 
35 50 » 17.750,000 

Por 300,000 toneladas recibidas en los 
depósitos de los consignatarios á so- 
les 60 » 18.000,000 

Valor total de dos millones de tonela- 
das n 78.350,000 

Hemos visto que siguiendo el régimen 
actual, el Estado hubiera recibido de 
las consignaciones como producto 
neto de la venta de doi^ millones de 
toneladas ^ » 82.000,000 

El contrato Dreyfus solo produce » 78.350,000 

Diferencia contra el Erario » 3.650,000 

A esta enorme pérdida en los productos netos del pre- 
cio corriente, hay que agregar el 4 pO^Q que cobran los 
contratistas sobre las cuentas de venta de las consigna- 
ciones: el 25 pO;0 sobre el monto de la alza del guano' 
el aumento del interés hasta la cifra á que alcance el 
que se cobra en el Banco de Inglaterra: el 2 J pO^Q de 
comisión sobre los cargamentos de inferior calidad que 
se venden de cuenta del Gobierno: las utilidades de las 
sumas pertenecientes al Estado, que quedan á disposi" 
cion de la casa de Dreyfus durante seis meses, es decir^ 
el intervalo que trascurra hasta la presentación de laa 
cuentas. 



j^Fnede ser conveniente una negociación que impone 
tantos sacrificios, mucho tnaa habiendo facilidad de enta- 
blar otras que se ofrecen á porfía, con pingües provechos 
para el Fisco? La respuesta no es dudosa par» nadie, á 
no ser para los que se obstinan en consumar la inmola- 
cioH de la hacienda y atribuir á una ¡dea infeliz, los ho- 
nores de una concepción avanzadaj luminosa. 

Y la cuestión do conveniencia no solo se debe mirar 
bajo el punto de vista de los números; hay ademas otras 
conüideraciones de gran valia que es necesario tener 
presente para saber bí es útil ó perjudicial la solución 
que él Gobierno pretende dar á la cuestión econ<í- 
mica. 

¿Puede ser ventajoso para el país que bajo formas 
solapadas continúe el régimen de las consignaciones? 

¿Paede ser ventajoso que de una sola vez se enagene el 
guano y que se enagene dictatorialmente? 

¿Puede ser ventajoso que el negociado salga de ma- 
nos de los nacionales que son los que hacen oposición 
al contrato Dreyfus, j qne sea monopolizado por eate 



Cuestiones son estas que ningún Gobierno ha debido 
resolver sin consultar á los demás poderes, sin inspirar- 
se en los consejos de la opinión pública, sin apartar de 
su lado á los que, por un motivo ú otro están interesa- 
dos en que se dé tal 6 cual solución al negocio. 

Somos francos partidarios del sistema de las consig- 
naciones porque no creemos que en paia que carece de 
administradores se pueda encontrar para la verificación 
de una operación comercial, algo que sea superior al 
sistema de que los particulares se valen para la realiza- 
ción de sus propios negocios. Pero nosotros, á este res- 
pecto, disentimos de la opinión común. La mayoría de 
los peruanos inteligentes, está persuadida de que con- 
viene sustituir el régimen de las consignaciones por otro 
cualquiera, siendo el de venta en las islas el que disfru- 
ta de mayor favor. 

Era pues natural que atribuyéndose el Gobierno el 
derecho de dar una forma definitiva al expendio del 
guano, hubiese estudiado madurameate loa divenos siS' 
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temas y oído á cerca de ellos el parecer de los ciudada- 
nos mas honrados y prácticos. 

Esta necesidad parecerá mayor si se considera que ni 
S. E. el Presidente de la República ni el señor Ministro 
de Hacienda han tenido ocasión de hacer estudios dete- 
nidos y especiales sobre este importante asunto. 

Por los términos del contrato Dreyfus que siendo 
aparentemente de venta, lo es en verdad de consignación, 
se viene en conocimiento de que el Gobierno está per- 
suadido de que el pais prefiere el primero de esos siste- 
mas y que no siéndole al Gobierno posible adoptarlo, ha 
querido hacerse creer que se adoptaba en realidad. To- 
do lo que es embozado es indigno de los hombres de 
bien y lo es mas todavía de los Gobiernos. 

El contrato Dreyfus importa la enagenacion por una 
sola vez de la mitad al menos del guano de buena cali- 
dad que le qu^da al pais y lo, seguridad de que el resto 
correrá peor suerte, porque será indispensable venderlo 
á mas vil precio todavia, para llenar el déficit que el 
contrato Dreyfus deja en los ingresos necesarios de la 
República. Doloroso era por cierto que dos hombres 
únicamente, decidieran por sí solos de la fortuna y del 
porvenir de todos los ciudadanos; pero lo es mucho mas 
que pretendan verificarlo desoyendo los mandatos del 
Congreso, las decisiones de los Tribunales, las reclama- 
ciones de la Comisión Legislativa, y el común sentir de 
las personas justificadas y de buen sentido. 

Pesada carga es la do gobernar durante un corto pe- 
riodo con el concurso de todos los poderes públicos y el 
auxilio de todos los buenos ciudadanos; pero lo es mas 
todavía cuando dos funcionarios, sin oir la opinión de la 
mayoría de sus colegas en el Gobierno, ni los mandatos 
de la ley, ni las decisiones de los jueces, ni las reclama- 
ciones de los representantes de las Cámaras, ni las ad- 
vertencias del pueblo, toman sobre sf^la ardua tarea de . 
reglar de una manera permanente la cuestión económica 
que, como dice con mucho acierto el señor Ministro de 
Hacienda, envuelve la solución de todas las cuestiones 
políticas y sociales. 

¿Se cree S. E. el Presidente de la República oon los 
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bonocimientos precisos para resolver por sí solo, una 
cuestión tan compleja? El coronel Balta es sin duda un 
ciudadano de rectas intenciones, de patriotismo probado 
7 de incuestionable probidad, pero la naturaleza de sus 
conocimientos no le permite apreciar con exactitud las 
gravísimas dificultades que se propone obviar sobrepo- 
niéndose á toda consideración. 

El coronel Balta en su programa nos ofreció que su 
gobierno sería el gobierno de la ley, y acaso sin querer- 
lo, cediendo á la influencia de malos consejeros, se apar- 
ta del camino que se habia trazado. 

Parece olvidar que la arbitrariedad hace inevitable el 
desorden y que en la República solo son buenos los 
mandatarios que ajustan sus procedimientos á la ley. 

Guando estaba encargada la casa de Gibbs de la con- 
signación del guano, se creyó generalmente que saliendo 
el negociado de sus manos, se obtendrían mayores ven- 
tajas. Lo que el pais deseaba, el general Castilla lo rea- 
lizó con una pureza que le hace alto honor. Pero los 
resultados no correspondieron á las esperanzas. Los 
nuevos consignatarios no fueron ni con mucho, tan ge- 
nerosos como los antiguos. ¿Sería mejor que ellos el 
señor Dreyfus? 

Los comerciantes son los mismos en todas partes* No 
hacen concesiones^^sino en casos extremos. 

Pero existe una diferencia, y es que los que se han 
enriquecido aspiran á captarse la estimación pública, sa- 
crificando una parte de sus pretensiones, mientras que 
los que se encuentran en una escala inferior, solo buscan 
el lucro con presciudencia de la opinión de los demás. 

Los actuales consignatarios están ricos; el señor Drey- 
fus como Gerónimo Paturot anhela llegar á serlo y con- 
quistar una posición comercial que aun no ha adquirido. 

Pero la comparación hay que hacerla mas bien 
que con los consignatarios, con los nacionales que los 
han eliminado en la presente cuestión. Por consiguien- 
te, se debe colocar á Dreyfus en frente de los últimos* 
El paralelo que vamos á hacer, no tiene mira alguna 
ofensiva; está esclusivamente destinado á llevar mayor 
lus al asunto. 
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Quién es Dreyfus? Como comerciante, su posición no 
es envidiable. Tiene una casa establecida en Lima y pa- 
ra recibir anticipaciones de muchos negociantes á la vez, 
les consigna mercaderias, lo cual revela que su capital 
es pequeño. Esto esplica las simpatías del señor Brown, 
jefe de la casa de Huth Grruning y acaso la adhesión en- 
tusiasta del señor Lembecke. Guando el deudor mejora 
de condición, disminuyen los peligros á que está espues- 
to el acreedor. 

Quienes son los nacionales? Los propietarios mas res- 
petables y acaudalados del Perú. La respetabilidad ^y 
responsabilidad de ellos, es muy superior á la del señor 
Dreyfus. Llegando éste á la opulencia á espensas de 
nuestra lijereza é imprevisión, puede desligarse de noso- 
tros sin dejar tras sí nada que responda á las consecuen- 
cias de su desvio. En el Perú no posee bien alguno. El 
contrato lo autoriza á trasferir sus derechos al que me- 
jor le parezca. Al contrario, los nacionales están vincu- 
lados á nuestro suelo; ofrecen garantías sólidas para to- 
das las emergencias de una negociación. No tienen am- 
biciones intransigentes ni aspiran á absorver todas las 
utilidades del contrato que revindican. Según esto, 
¿cual de los antagonistas inspira mayor confianza? La 
respuesta no es dudosa. 

Y no se crea que es una distinción arbitraria la que 
hacemos de los consignatarios y los nacionales. Entre 
tados los que han suscrito la propuesta de estos, no hay 
uno solo que preste su nombre para servir los intereses 
de aquellos. 

Estas consideraciones unidas á otras, sin duda mas 
graves, que hemos hecho anteriormente, y que haremos 
en seguida, debian inducir al Gobierno á apartarse del 
convenio celebrado en Paris y aceptar los ofrecimientos 
de los nacionales. Pero la razón suprema aducida por 
el Ministro de Hacienda para proceder á su arbitrio en 
una materia tan clara, es la autorización de 26 de Ene- 
ro. El significado de este acto Legislativo, lo hemos de- 
terminado ya; pero aun añadiremos otra refleition. 

El Congreso con arreglo á la Carta debe votar el pre* 
supuesto de un bienio ámcamente.El Gobieifno haciendo* 



USO de la facultad que aquel le otorgó, ha negociado 
fondos cuatro 6 cinco veces mayores de los que requería 
el bienio: ha comprometido el jiro de los ejercicios veni- 
deros; ha estendido su acción mas allá del año 71; ha he- 
cho lo que las Cámaras mismas no podian hacer. ¿Pudo 
alcanzar nunca la autorización hasta ese grado? 

La Constitución ha puesto en manos del Gobierno la 
potestad de nombrar y remover á los empleados del 
Cuerpo política: de nombrar y dar instrucciones á los 
ajentes diplomáticos; de dirijir las relaciones exteriores; 
de mandar el ejército y la armada; de conceder ciertos 
ascensos militares; de contratar los trabajos públicos ó 
de ejecutarlos por sí mismo; de intervenir en el nombra- 
miento de los funcionarios de diversos ramos; de cuidar el 
orden é imprimir movimiento al mecanismo administra- 
tivo. 

Era de temer que abusase de facultades tan estensas 
y por eso se atribuyó al Congreso el derecho privativo 
de votar el presupuesto. El que maneja la llave de las 
arcas nacionales ed el que en difinitiva tiene la dirección 
. del movimiento oficial. Confiarla al Poder Ejecutivo que 
está ya ampliamente desenvuelto, sería provocar el peli- 
gro de la tiranía, ün Gobierno previsto por cinco años 
de los recursos necesarios para satisfacer y reglar á su 
voluntad los gastos públicos, puede eximirse fácilmente 
de la intervención de la legislatura, resistir las corrien- 
tes de la opinión y dejenerar en soberano absoluto. 

El arma mas poderosa con que los pueblos pueden 
contener los excesos de los gobernantes, es el presu- 
puesto. Cuando estos se hacen refractarios, se les niegan 
los subsidios y se les obliga de esa manera á entrar en el 
carril de la ley. 

El Gobierno actual con insólita audacia se ha sobre- 
puesto á la Constitución, á los preceptos comunes, 
á las doctrinas mas vulgares de la ciencia política, y no 
hay quien no prevea que la próxima asamblea sostendrá 
con él un oonbate encarnizado para restablecer la ley 
hollada y afianzar sus libertades que se encuentran ame- 
nazadas. Se comprende sin dificultad que en el empeño 
que manifiesta el Gobierno para procinrarse fondos que 
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abastexoan á lag necesidades de cinoo afios, entra por 
mucho el propósito de prescindir del ,concurso del Poder 
Legislativo, que es el moderador necesario de todos los 
conatos despóticos. 

El Ministro de Hacienda, bosquejando la historia de 
la autorización que se concedió al Gobierno, dice que el 
Congreso, apremiado por las dificultades que presentaba 
la cuestión de hacienda, reunió á los notables para bus- 
car solución á la dificultad y que éstos no encontraron 
otro recurso que el de entregarse á los consignatarios, 
prorogándoles las consignaciones, á condición de que 
hiciesen un empréstito para cubrir los gastos del bienio. 

En un documento oficial, toda inexactitud revela fal- 
. ta de circunspección. Es falso que el Congreso convoca- 
ra la reunión de notables, lo hizo la comisión de hacien- 
da de la Cámara de Diputados. Es así mismo inexacto, 
que no «e presentara otro recurso que el indicado por el 
señor Ministro. Las opiniones fueron muy variadas y 
muchas de las que se emitieron, fueron mas ^^certadas 
que el plan seguido por el señor Ministro. 

En el momento en que el Gobierno recibió la autori- 
zación para arbitrar los fondos que demandaba el défi- 
cit del presupuesto del bienio, estaban próximos á espe- 
rar los contratos de consignación celebrados con Fran- 
cia,' Mauricio, Alemania, Bélgica é Italia, y la suma que 
se debia á los consignatarios, se habia reducido conside- 
rablemente; no se presentaba por lo mismo dificaltad al- 
guna para obtener los recursos que demandaba el servi- 
cio público. EbGobierno armado por la autorización po- 
día solicitar dentro y fuera del pais propuestas para nue- 
vas consignaciones, ó para la venta directa del guano, 
sin mas que la garantía de los productos de la consigna* 
cion en Alemania, que no estaban afectos á ninguna 
obligación, y que son de bastante importancia. Le era 
fácil levantar un empréstito amortizable á largo plazo 
y que le proporcionara los recursos indispensables para 
llenar el déficit y dar lugar á que se libertaran todas las 
demás consignaciones. Si esto se hubiese realizado el 
pais habría quedado cott recursos y crédito para llevar 
adelante las obras públicas, para mejorar las instruccio- 
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nes, y para emanciparse por siempre, de acreedores usu- 
rarios, llámense estos los consignatarios, llámense Drey- 
fus, llámense los nacionales. 

Es estraño que el señor Ministro de Hacienda pre- 
tenda justificar la operación que ha practicado, apoyán- 
dose en la necesidad de emanciparse de los consignata- 
rios, cuando el contrato que ha celebrado con Dreyfus, 
en vez de estender la esfera de acción, la circunscribe, 
en vez de dar libertad oprime. 

Los consignatarios nunca tuvieron el derecho exclusi- 
vo de hacer préstamos al Gobierno; pero al señor Drey- 
fus se le ha concedido ese derecho. Si los consignata- 
rios que carecian de él, han podido dar la ley, ¿que ha- 
rá el señor Dreyfus? 

El señor Ministro de Hacienda pretende explicar con 
el texto de su programa el verdadero espíritu de la au- 
torización que se le concedió al Gobierno y probar que 
ella es ilimitada. 

Lo que está claro no necesita interpretarse. De los 
términos de la autorización se deduce sin esfuerzo que 
el Gobierno solo tenia la misión de llenar por medios or- 
dinarios y lícitos, el déficit que en el bienio presentaba 
el presupuesto. Pero, aun suponiendo que así no fuera, 
siempre sería absurdo que se pretendiera agregar á las 
reglas usuales de interpretación una nueva y de origen 
desautorizado. 

Pero examinemos el programa. El señor Ministro di- 
jo en él: lo que el sistema establecido para el expendio 
del guano tenia vicios y defectos que el Gobierno se 
proponia corregir, sustituyéndolo por otro en que apa 
reciesen remediados. ¿ Lo ha verificado ? El cwitrato 
Dreyfus es un contrato de consignación, reagravado con 
condiciones que lo hacen tan oneroso que impone al me- 
nos diez millones dé pesos de gravamen al tesoro, duran- 
te su ejercicio, que los antiguos contratos de consigna- 
ción. 

2? « Que por consiguiente no prorogaria los actuales 
contratos de consignación. » Menos oneroso habría sido, 
para el pais prorogar esos contratos que celebrar el que 
se ha ajustado con el señor Dreyfus. Este obtendrá por 
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un tiempo ilimitado todas las ventajas de que los consiga 
natarios están en posesión y ademas en la realización de 
los 2.000,000 de toneladas de guano que se les han ven- 
dido, logrará el beneficio de 10.000,000 de soles aparte 
del que resulte del tipo fijado al cambio y del privilegio 
exclusivo para hacerle al Gobierno lí todas las anticipa- 
ciones de que tenga necesidad. 

39 (f Que su objeto era buscar los medios, no solo pa- 
ra vivir en el bienio económico, sino de preparaV el ba- 
lance fiscal en el próximo, extinguiendo completamente 
el déficit, si era posible. j> Este inciso consta de dos par- 
tes, en la primera se declara que el objeto principal de 
la autorización pedida es buscar los medios de vivir en 
bienio económico; en el segundo, se muestra el deseo de 
extinguir el déficit, pero como el déficit no se extingue 
aumentando la deuda, es claro que el señor Ministro en 
esta parte de su programa, se referia á la reducción de 

fastos y al aumento de ingresos que son los únicos me- 
¡os por los cuales se puede llegar á conseguir este re- 
sultado. 

4*? cí Que buscaría los recursos que habia menester, em- 
pleando para ello un sistema complejo y haciendo uso de 
los medios que le permitiesen las circunstancias; y que 
por último para lograrlo, le era indispensable al Gobier- 
no, no tener embarazo ni limitación de ninguna especie. 

Este inciso es como el anterior, complejo; al hablar de 
los recursos de que tenia necesidad, su sentido es preci- 
so: alude á los medios, de llenar el déficit durante el bie- 
nio. En la que dice relación con la libertad de acción 
que estima indispensable, claramente colije que es para 
lo único que legalmente podia solicitar — « los medios de 
llenar el déficit durante el bienio. » 

A pesar de lo insustanciables que son los argumentos 
aducidos por el Ministro con el propósito de probar que 
estuvo autorizado no solo para llenar el déficit durante 
el bienio, sino para disponer á su agrado de la fortuna 
nacional, agrega que, «no es lícito ciertamente discutir 
« la facultad con que el Gobierno ha procedido en este 
« asunto; no puede desconocerse que solo él es compe- 
« tente para decidir acerca de su conducta en esta mate- 
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ir ría, mientras llega el caso de que dé cuenta de ella al 
« poder que le otorgd su mandato y que es el único á 
« quien tendrá, por lo mismo, que responder de sus ac- 
« tos; nada que cuestionarse queda en el orden constitu- 
« nal y mucho menos en el orden judicial y de los tribu- 
í( nales. La Suprema Corte lo habrá comprendido así, 
ff al recibir la original demaní'a que me ocupa y aun án- 
« tes de pedir este informe. » 

De que una autorización sea plena, plenísima, no se 
deduce en manera alguna que en el ejercicio de ella, no 
se puedan atrepellar derechos legales que dan lugar á la 
intervención de los tribunales de justicia. Esta absurda 
pretensión se deduce de la absurda confesión que hace el 
señor Ministro de lo político con lo administrativo, de lo 
público con lo privado. Es indudable que solo el Poder 
Legislativo puede pedir cuenta al Gobierno de la autori- 
zación que le concedió y acusarlo por el mal uso que ha 
hecho de ella; pero si el Gobierno al ponerla en ejercicio 
conculca derechos privados, no puede pertenecer el juz- 
gamiento á las Cámaras, que no son tribunales conten- 
ciosos, sino á las cortes de justicia que son las únicas á 
que la Constitución ha dado la facultad de ampliar los 
derechos civiles. Supóngase que al contratar el Gobierno 
con el señor Dreyfus le hubiera dado facultad de cargar 
el guano menoscabando el derecho de los actuales carga- 
dores ¿á quien debieran ocurrir estos para obtener justi- 
cia? ¿Al Poder Legislativo? — No, por cierto. A este so- 
lo le incumbe la facultad de dar leyes y resoluciones Le- 
gislativas, esto es, de reglar intereses generales y no de 
pronunciar sentencias acerca de derechos privados. Tan 
amplia es en esta materia la jurisdicción de los tribuna- 
lee y en especial de la Corte Suprema, que si llegara el 
caso en que se diera una ley que estando en pugna con 
la Constitución, atacara derechos privados, podria decla- 
rarla nula á petición délos interesados; y de esto no fal- 
tan ejemplos en el país ni en el exrangero. La Corte Su- 
prema en muchas ocasiones ha desconocido leyes que 
privaban á los ciudadanos de derechos legalmente adqui- 
ridos. La Corte Suprema de los Estados Unidos, ha da- 
do reiteradas veces el mismo ejemplo, 
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¿Caál era la situación de ayer, cuál la de hoy: pre^ 
guata el Ministro y responde de la manera siguiente: ¿El 
Congreso habia votado un presupuesto de egresos por la 
cantidad de 33.000,000 de soles anuales, y para cubrir- 
lo no figuraba como ingreso verdadero sino el escaso pro- 
ducto de nuestros pequeños impuestos que debian ser 
paulatina y penosamente colectados durante el año: el 
grueso de nuestras entradas, la verdadera y principal 
renta del tesoro habia desaparecido; ella estaba entera- 
mente absorvida por los consignatarios del guano que no 
nos permitían tocarla mientras no estuviesen enteramen- 
te cubiertos de la enorme suma que por operaciones ver- 
daderamente usurarias, celebradas anteriormente, nos 
cobraban. » 

El presupuesto de la República puede dividirse en dos 
partes: gastos nacesarios y gastos imajinarios. Gastos 
necesarios son los que se hacen en el pago de las distin- 
tas listas, de las pensiones graciosas y de la deuda inter- 
na y externa. Esta parte del presupuesto no excede de 
40.000,000 de pesos al bienio. 

Gastos imaginarios son las obras públicas, las escue- 
las y los colegios de nueva creación votados en el presu- 
puesto con la seguridad de que no habrán de verificarse 
y con solo la mira de que los intonsos de cada localidad, 
crean que sus diputados son muy celosos en el servicio 
de los intereses de sus comitentes. Un Ministro que se 
propone dar cuenta seria de la situación de la Repúbli- 
ca, distingue los unos de los otros para no alarmar inú- 
tilmente á los acreedores de la Nación y lastimar el cré- 
dito con la presentación de un déficit fantástico. Pero en 
esta vez conveníale al Ministro aumentarlo para justifi- 
car á los ojos de los inespertos, la enormidad del em- 
préstito que acaba de ajustar. Sin embargo, por muy ig- 
norantes que sean los pueblos acerca de nuestra verdade- 
ra situación económica, el Ministro, sin quererlo, les ha 
dado el criterio mas seguro sobre el asunto. 3.500,000 
soles anticipó de una sola vez el señor Dreyfus para el 
pago de deudas atrasadas y sobra 700,000 soles mensua- 
les para los gastos ordinarios* Ahora bien; las contribuí 
ciones establecidas producen 4.000,000 dQ soles por aflo^ 
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j di á esta suma se agregan 700,000 soles mensuales 
tendremos que el Ministro ha calculado que solo se 
necesitan para cubrir los gastos públicos, excluyendo la 
deuda extrangera, 1 6.400,000 soles por afio, que es la 
suma que antes habiamos señalado como indispensable 
para los gastos públicos. 

Para cubrir este déficit, el Ministro elimina por entero 
los productos del guano y aunque es verdad que duran- 
te el primer año del bienio, ellos estaban comprometidos 
en su mayor parte, en el segundo, adoptado un buen ré- 
gimen, habria quedado casi en su totalidad á disposición 
del Gobierno: de modo que lo que verdaderamente se ne- 
cesitaba para salir del apuro, procediendo con tino y 
discreción, no exedia de 12.000,000 de soles. 

Esta suma y el doble de ella fácil habria sido obte- 
nerla, levantando un empréstito en Alemania, servido 
por todos los productos de esa consignación, que para 
mayor seguridad de los acreedores podria entregarse 
hasta la cancelación de la deuda, á la casa con quien 
se contratara el emptéstito; bien sea conservando allí el 
régimen actual de las consignaciones, bien fuera dando el 
guano á precio fijo, bien fuera conservando los actuales 
depósitos que en ese mercado existen, bien fuera aumen- 
tándolos hasta donde los prestamistos lo creyesen nece- 
sario para que sus capitales quedaran completamente ga- 
rantizados. 

Esta opinión era tanto mas practicable, cuanto que 
estaba para espirar el periodo de la consignación de Ale- 
mania, que siendo entre todas las consignaciones la que 
estaba menos bien servida,» convenia que fuera entrega- 
da á nuevos administradores, y sometida á un nuevo ré- 
gimen. 

Pero en vez de seguir este sistema sencillo que real- 
mente nos emancipaba de una manera definitiva, de los 
consignatarios, se les ha procurado alimentar á estos, 
sin destruir la servidumbre, 6 haciéndola por el contra- 
rio mas odiosa, dura y extensa. 

Con el régimen antiguo, en cualquier momento en que 
hombres sensatos dirijieran los negocios públicos, era no 
solo posible sino fácil eximirse de los consignatarios; 
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con el nuevo quedamos ligados á perpetuidad, á un honi-* 
bre desconocido que llega á los negocios con la avidez 
del negociante que recien empieza su carrera y á quien 
se le hace dueño no solo de todo el guano que habrá de 
consumirse en cinco años, sino de todo el que existe, 
porque habiendo monopolizado también el crédito de la 
Nación, no tendremos en lo sucesivo mas consignata- 
rio, mas prestamista, ni mas soberano que él, á no ser 
que los Tribunales nos salven de este imponderable pe- 
ligro. 

Partiendo el señor Ministro de Hacienda del falso su- 
puesto de que se necesitan 33.000,000 de soles anuales 
para cubrir el presupuesto, pregunta: « ¿ Cómo habiamos 
podido llegar á tan ruinosa y desesperante situación? 
Cómo era concebible que las administraciones anteriores 
colocadas en la dura necesidad de descontar el porvenir, 
hubiesen consentidp en enajenar por entero en favor del 
prestamista, todas nuestras entradas? Cómo no habia 
buscado otros negociantes que les hiciesen adelantos me- 
nos exigentes y menos usurarios que estos, ¿cómo? Para 
impedir toda operación con personas estradas, para man- 
tener el monopolio de banqueros, el derecho exclusivo de 
negociar con el Estado, siempre que el Gobierno habia 
buscado un adelanto le habian contestado: ((Está bien, 
os lo daremos, pero es con una condición; condición ine- 
vitable y sin la cual no tendréis dinero para vivir: nos 
reembolsaremos de él con el íntegro producto del guano» 
de lo cnal inevitablemente tenia que seguirse la contri- 
bución fatal de que una vez terminado ese adelanto, pa- 
ra vivir era indispensable pedir otros con mas nuevos y 
mas terribles gravámenes, y luego otro y otro, marchan- 
do de usura en usura hasta la mas completa falancia y 
la mas espantosa consunción. » 

Los Ministros ante todo deben ser verídicos; el que á 
sabiendas falsifica la historia está evidentemente al ser- 
vicio de una mala causa y necesita de la falsía y del en*« 
gaño para defenderla. No todas las administraciones an- 
teriores se limitaron á buscar recursos pidiéndolos á los 
consignatarios. El general Castilla prescindiendo de ellos 
levantó un empréstito en Europa oon Qondioíones bas^ 
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tantes yentajosas para el pais, empréstito que al llegieúr 
el general San Román al poder, se encontraba casi ínte- 
gro en las arcas públicas. El general Pezet, en virtud 
de la autorización dada con motivo de la guerra de Es- 
paña, sin tocar con los consignatarios, levantó otro em- 
ptéstito ruinoso. 

El coronel Prado redujo los gastos, aumentó los ingre- 
sos y se abstuvo de levantar empréstitos. Si el orden 
publico no hubiera sido perturbado se habría saldado en 
el año que siguió á la caida de ese gobernante, la deuda 
de los consignatarios, el pais habria rescatado sus rentas 
y logrado nivelar los egresos con los ingresos. 

La manera verdadera de emanciparse de acreedores 
usurarios, sean estos con consignatarios del guano ó el 
señor. Dreyfus, es la que fué adoptada por la administra- 
ción Prado. Mientras los gastos no se reduzcan y los in- 
gresos no se aumenten, cambiará el nombre de los acree- 
dores, pero la situación rentística no solo será siempre 
la misma sino que empeorará progresivamente. 

Sin duda hicieron mal algunos ministros dejándose im- 
poner la ley por los consignatarios; sin duda abusaron 
estos de su situación haciendo empréstitos reembolsables 
con todos los productos del guano; pero esa es una cues- 
.tion retrospectiva que nada prueba, tratándose de averi- 
guar si el negociado Dreyfus es ventajoso, si es preferi- 
ble la propuesta de los nacionales, si estos tienen derecho 
al retracto, si era ó no posible aceptar la última pro- 
puesta de estos, como base para abrir nuevas negociacio- 
nes, pidiendo propuestas en todos los grandes mercados 
del mundo, aprovechando la exitacion producida dentro 
del pais por la concurrencia para procurarse los fondos 
que requieren los gastos que durante seis meses tuviera 
que hacer el Estado. 

Sofisma muy usado es el de deprimir á un adversario 
para hacer resaltar el mérito de otro; pero si los consig- 
natarios abusaron, como lo hicieron á no caber duda, no 
se podía mejorar la situación para lo futuro celebrando 
sobre la base onerosa de los contratos de consignación un 
Convenio con el señor Dreyfus, que no solo acepta esa 
base sino que la sobrepasa^ y no como se quiera, por una 
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exigua cantidad, Bino en la enorme sutna de 10.000,000 
de soles. 

Sin duda era angustiosa la situación del erario públi- 
co cuándo el señor Piérola se hizo cargo de la cartera 
de Hacienda; pero ya está demostrado que no solo era 
tanto como pretende probarlo en el informe pasado á la 
Oorte Suprema. Y ha llegado la ocasión de hacer una 
pregunta al Honorable señor Ministro, ¿si tan angustio- 
so era el estado de las rentas, qué razón tuvo para emi* 
tir bonos del tesoro, reembolsables á tan corto plazo? 

Las deudas pagadas con bonos del tesoro reembolsa- 
bles á seis meses de plazo, no eran de carácter premioso, 
£1 público habria quedado tan satisfecho pagándolas de 
esa manera como en el caso que hubieran sido consolida* 
das esas deudas 6 se hubiese fijado para el servicio de 
eUas un interés módico j un fondo do amortización rC" 
ducido. 

Cuando un país se vé en la presicion de descontar el 
porvenir, no contrae empeños que le es imposible eludir 
sin quebrantar los preceptos de la probidad. 

Es evidente que ha sufrido la hacienda con los con* 
tratos onerosos celebrados dentro j fuera del pais: pero 
mayor ha sido el mal causado por los dispendios inconsi- 
derados, por los gastos inoficiosos hechos por los gobier- 
nos. Y en este orden la actual administración es sin du* 
da una de las mas culpables porque sin autorización al- 
guna ha aumentado la paga de los gendarmes y la del 
ejército; ha invertido sumas cuantiosas en obras públicas 
de todo punto inoficiosas, como lo son el puente de Lima 
y la carretera del Callao; á pesar de las reiteradas recla- 
maciones del pais, ha mantenido en activo servicio una 
escuadra considerable y ha restablecido el tr&bajo de las 
fortificaciones del Callao sin que ningún hecho exterior 
probara la necesidad de hacerlo. 

Si la mitad del valor que se ha desplegado para de- 
fender un contrato enérgicamente repudiado por la opi- 
nión pública, se hubiese puesto en juego para contener 
esos avances, el porvenir financiero no se mostraría tan 
oscuro. 

El señor Ministro de Hacienda asegura que merced al 
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contrato estipulado con la casa Dreyfus, ha obtenido el 
Gobierno un empréstito barato, una mensualidad fija por 
casi la totalidad del producto del guano y un verdadero 
y determinado aumento en el producto del abono. 

Deploramos esta alucinación tan ajena á la verdad. 
Hemos demostrado antes que ese convenio que tanto en- 
tusiasma á Su Sefioria, impone al erario la pérdida de 
3.650,000 soles en los productos netos del precio cor- 
riente. El quebranto no se detiene aquí. Los nuevos con- 
tratistas á quienes se ha concedido gratuitamente esasu^ 
jna, cobran además el 4 p. O/q de primas, el 5 p. O/q de 
interés, el 25 p. O^q sobre el aumento del valor fijado & 
cada tonelada y el 2J p. O/o sebre las ventas hechas de 
cuenta del Gobierno. Quedan eximidos de los gastos del 
uarguio y de los riesgos y averias del trasporte. No pa» 
gan el precio convenido sino por el guano cuya humedad 
no exceda del 4 p. 0¡q, es decir que estipulan una reba- 
ja infalible, porque el término medio de la humedad as- 
ciende á un 12 p. O^Q. No abonan el valor de un carga* 
mentó, sino un año después de haber sido recibido, no 
obstante de que puedan venderlo cuando mas á los seis 
meses. 

Todas esas concesiones importan para el fisco un que- 
branto que alcanzará á lo menos á 10.000,000 de soles; 
debiendo advertirse que este quebranto se calcula sobre 
lo que habrian producido las consignaciones sin embar- 
go de sus defectos y no por lo que ofrece producir el 
pacto que pudiera concluirse con los nacionales, adop- 
tando bases mas equitativas. 

Con tal antecedente, ¿puede gloriarse el señor Minis- 
tro de haber logrado un aumento en el producto del gua- 
no? ¿Es barato un empréstito que grava al Estaco con 
diez millones de soles, sin que exista compensación al- 
guna ni siquiera en el sistema de expendio del abono, 
que lejos de mejorar ha empeorado? 

Se congratula el señor Ministro de haber obtenido una 

mensualidad fija; pero olvida sin duda que según el artí- 

^ culo 27 del convenio, los contratistas pueden disminuir 

el monto de ella, toda vez que disminuyan los productos 

del guano. Así la regla queda destruida por la escep- 
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don; desaparece la tal preconizada fijeza, hallándose el 
Gobierno no solo expuesto á las eventualidades de los 
mercados, sino á los artificios de sus nuevos agentes. 

Pero si las pérdidas que previenen de la negociación 
con Dreyfus Hermanos, son tan considerables, compa- 
rándolas con los rendimientos actuales de las consigna- 
ciones, son mas todavía en presencia de las propuestas, 
de los nacionales. 

Estos ofrecen un aumento de dos millones de soles so- 
bre los provechos prometidos al Gobierno; una rebaja de 
20 pO^o en el interés de los anticipos y de un 25 pO^Q 
en las primas sobre las cuentas de venta, quedando re- 
ducido al 4 pO^o el 5 que cobra la casa de Dreyfus sobre 
los primeros, y al 3 f mdximurriy el 4 pO/g estipulado 
sobre las segundas. 

El Gobierno ha rechazado estas propuestas; quizá 
tenga razón, por mucho que no tlcancemos á vislum- 
brarla; pero no creemos que la tenga para envanecerse 
de una combinación ruinosa y hacer aseveraciones que 
resultan desmentidas por el mas lijero análisis. 

Estamos de acuerdo en que la necesidad de la situa- 
ción era obtener un empréstito barato, amortizable á 
largo plazo. Cuatro propuestas se presentaron para lle- 
nar en parte esa necesidad. La de Dreyfus. la de los 
consignatarios, la de Candamo y las de los nacionales. 

Si la W era mas ventajosa que la 2^ y la 3^, la 4í^ lo 
era mas que todas, porque los nacionales aceptaron re- 
duciendo todas las condiciones onerosas, las bases del 
empréstito Dreyfus. De consiguiente, si en concepto del 
Gobierno la 2? y la 3? no eran admisibles, la 4? ha de- 
bido preferirse porque el contrato celebrado en París fué 
ad referendum y el que celebra un contrato bajo esta 
bitse sabe bien que así como puede ser aprobado puede 
ser desechado, y tan cierto es que podia ser desechado, 
que el señor Ministro de Hacienda lo verificó introdu- 
ciendo en él innovaciones sustanciales. 

Entre el contrato ajustado en París por los señores 
Sanz y Echeníque con el señor Dreyfus y el concluido 
en Lima por el Ministro, hay diferencias capitales. Pare- 
ce que en el contrato celebrado en París ni remotamente 



-. 214 -« 

hubiesen estado representados los intereses peruanos, 
mientras que en el ajustado en Lima, alguna mas consi- 
deración se ha tenido por ellos. El contrato celebrado 
en París por los señores Sanz j Echenique, denuncia 
muy poco celo por los intereses públicos, y nos inclina- 
mos á creer que en cualquiera otro pais mejor goberna- 
do, el dia que lo presentaron al Gobierno habrian sido 
sometidos á juicio por haberse excedido de sus instruc- 
ciones y firmado un contrato ad referendum redactado 
de tal manera que cada frase es una arma de dos filos. 

No es exacto, como está demostrado, que por el con- 
trato Dreyfus, el Gobierno haya obtenido un beneficio 
en los productos del guano, libertándolo de los gravá- 
menes que sobre éste hacian pesar las enormes exporta» 
piones que cada contrato de adelanto nos imponia. Co* 
mo los consignatarios, Dreyfus se abrirá crédito en 
Europa con la garantía del guano; mas, como no podrá 
empezar las ventas sino cuando los consignatarios hayan 
terminado de hacer las suyas, es claro que en vez de 
disminuirse los gravámenes causados por la exhuberan* 
cia de las exportaciones, crecerán. No es exacto tampo* 
eo que el sistema de las consignaciones haya sido abolido; 
él se conserva con condiciones que lo hacen mas oneroso 
todavia. 

Preranta el Ministro ce ¿en qué se parece el contrato 
ajustado hoy, ya sea como siátema de expendio, ya co- 
mo comisión fiscal de los actuales consignatarios, ya 
como operación de empréstito, á cuantos contratos de 
uno ú otro género le han precedido en la República, en 
épocas incomparablemente mas felices y menos compro- 
metidas que la presente? ¿Cuándo se ha presentado el 
Gobierno del Perú imponiendo la ley á los mismos que 
hace un mes se la imponían á él en las mas duras condi- 
ciones; atrayendo hacia sí á importantes asociaciones 
nacionales y europeas que se disputan la preferencia; re- 
cibiendo de los consignatarios del guano una propuesta 
que según su propia confesión, era el último esfuerzo 
imaginable; asediado y combatido para repletar sus arcas 
de dinero por ajenos y estrafios y aprobando un contra- 
to superior, sin embargo, bajo todos aspectos á las me- 
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jores proposiciones? ¿Cómo acuden hoy los que hace has- 
ta pocos días miraban impasibles al Gobierno arrastrado 
á las mas ruinosas operaciones? ¿Cuál seria hoy la sner< 
te del tesoro si el Gobierna hubiese fracasado en sus 
tentativas en el extrangero? ¿Y es la concurrencia ex- 
trangera que nos ha salvado la que se quiere desterrar 
de hoy para siempre?» 

A no dudarlo, el contrato Dreyfus solo se parece á 
los anteriores en que es mas ominoso que todos ellos. 
Las declamaciones callan donde hablan los números. Sin 
duda en esta vez se han hecho al Gobierno propuestas 
mas ventajosas que en otros pero la razón de este acon- 
tecimiento no es únicamente la que señala el señor Mi- 
nistro. Es innegable que la concurrencia ha tenido 
mucha parte en que los consignatarios, Candamo y los 
nacionales hagan propuestas á que no estábamos acos- 
tumbrados; pero si esa concurrencia se hubiese solicitado 
cuando eran menos conocidas las ventajas que podian 
reportar del negocio del guano, ella no kabria sido tan 
estensa. Pida el señor Ministro propuestas para cons- 
truir el ferro-carril de la Oroya y estamos seguros de que 
la concurrencia no será tan considerable ni dará tan 
proficuos resultados. La fortuna ganada por los consig- 
natarios es un aliciente poderoso para la concurrencia. 
Pero si tan útiles son las ventajas de ella jqué razón ha 
tenido el Ministro para cerrarla, sin escucnar siquiera á 
los nacionales, cuando principiaba á producir los frutos 
que era natural aguardar? Siendo el Ministro tan par- 
tidario de la concurrencia, se habría mostrado mas lójico 
si en vez de celebrar el contrato Dreyfus hubiese toma- 
do como, base para solicitar nuevas propuestas, la que 
por el intermedio del señar Althaus hicieron los nacio- 
nales. 

Para descartarse de este cargo grave, inexorable, que 
no tiene réplica posible, el señor Ministro dice que ne- 
gando la aprobación al contrato Dreyfus, se pondría tér- 
mino á la concurrencia extrangera. 

Ya hemos dicho que son conocidas por todos, las con- 
diciones á que está sujeto un contrato ad referendum y 
que nadie estrañaria, de consiguiente, que se desechase 

28 
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el que se ajustó con el sefior Dreyfus, si era mejorado 
por otros. El cumplimiento de las leyes nunca restrinje 
la concurrencia, porque el cumplimiento de ellas es la 
única base segura que puede darse á los contratos. Las 
preferencias de favor otorgadas clandestinamente, sobre- 
poniéndose á las autorizaciones recibidas y á las pres- 
cripciones legales, dando origen á pleitos, como el que 
hoy se ventila en la Corte Suprema, son mas bien que 
otras, las causas que pueden restringir la C'.^ncurrencia. 
Mas que nadie los especuladores extrangeros conocen el 
valor que tienen las leyes; el acatamiento que merecen 
los tribunales y los miramientos que son debidos á la 
porción mas respetable y considerada de una sociedad. 

Refiriéndose á las propuestas presentadas, pregunta el 
Ministro ¿qué ha producido semejante y tan provechoso 
como inesperado resultado en favor del país? Y él mis- 
mo responde: Una sola cosa, la voluntad eficaz y cons- 
tante de servir al país á costa de todas las dificultades y 
de todos los sacrificios; la voluntad eficaz y constante de 
destruir una vez por todas, el fatal privilegio de nego- 
ciar con el Estado; de destruir ese derecho de preferen- 
cia que con tanto calor se reclama; la voluntad eficaz y 
constante en el Gobierno de dejar establecido que, para 
el Perú, no hay negociantes privilegiados; que para él 
no hay otras distinciones que la cor sideración y las ven- 
tajas que puedan ofrecerle, vengan de donde viniesen. 
No se invoquen en contrario estas ó las otras mejoras 
ofrecidas en el instante supremo y que tanto contrastan 
con las operaciones anteriores ¿qué importa ese fujitivo 
provecho de hoy, si con él vamos á perder por entero el 
omnipotente recurso de la concurrencia nacional y ex- 
trangera^ que habrá de servirnos en toda circunstancia 
para hacer dóciles y humanos á los que en adelante ne- 
gocien con Qosotros? Es digna de aplauso la resolución 
de buscar dentro y fuera del pais capitalistas que pudie- 
ran ofrecer con mejores condiciones el dinero que se nece- 
sitaba; pero es de todo punto inexacto que el Gobierno ha- 
ya tenido la voluntad eficaz y constante de destruir una 
vez por todas, el fatal privilegio de negociar con el Esta- 
do. Por el contrario antes de que se tratara con Dreyfus, 
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el Gobierno estaba en plena libertad de hacerlo y sino 
fuera así no lo habria podido realizar; hablando con pro* 
piedad el Ministro pudo decir que en ocasiones dadas 
habia faltado la voluntad, mas no el derecho de buscar 
la concurrencia. ¿En cuál de los contratos de consigna- 
ción se encuentra una cláusula que diera el derecho es- 
elusivo de hacer préstamos al Estado? En ninguno. Le 
ha cabido al actual Gobierno la gloria, poco envidiable 
por cierto, Je haberle entregado á una sola casa la mitad 
del guano de buena calidad que aun nos queda; y el de- 
recho esclusivo de hacer anticipaciones por el resto. El 
Gobierno no solo ha vendido á vil precio 2.000,000 de 
toneladas de guano, sino que ha enajenado por 700,000 
soles mensuales, j de una manera perpetua eLcrédito 
del Perú. El crédito tiene la fuerza motriz con que po- 
diamos allanar las montañas para colocar rieles j abrir 
canales que convirtieran nuestros desiertos en prados 
artificiales. Hemos renunciado á esa fuerza, por el pía* 
cer, de obtener recursos mediocres para paliar la cues- 
tión financiera que surjirá en breve mas escabrosa y 
difícil. Quisiera el Ministro que no invocaran en contra 
de la preferencia acordada á Dreyfus estas 6 las otras 
mejoras ofrecidas en el instante supremo y que tanto 
contrastan con las operaciones anteriores, porque el fu- 
jitivo provecho de hoy en su concepto, nos haría perder 
por entero el omnipotente recurso de la concurrencia na- 
cional. Falaz pretencion! El pasado solo se puede tomar 
en cuenta como una lección para precaver los abusos, 
pero no en manera alguna para desechar lo mas conve- 
niente aceptando lo que á todas luces es perjudicial. No 
es fujitivo por cierto el provecho que resultaría de abrir 
la concurrencia sobre la base de la propuesta hecha por 
Althaus, pero aunque lo fuera, el que administra intere- 
ses ajenos no está facultado para renunciar á la mas mí- 
nima ventaja que se pueda obtener en favor de ellos. 

Ya lo hemos dicho, la concurrencia no se restrinje por- 
que se abran nuevas negociaciones después de haberse 
celebrado un contrato ad referendum. El crédito jamás 
perturbado por la adopción de procedimientos estricta- 
mei^te cefiidos á la ley. Si el contrato se hubiese hecho 
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á firme y sin traspasar la autorización Legislativa, el re- 
saltado habria sido diverso. Entonces la República no 
habria sido obligada á sacriñcios innecesarios que ceden 
en mengua de su dignidad y comprometen los intereses 
permanentes del pais. 

Por el contrario, el Gobierno que sin faltar á lo prome- 
tido exajera sus atribuciones y perjudica al Estado en 
sumas considerables, establece un precedente funesto pa- 
ra la moralidad y el orden; sanciona un principio que por 
desgracia ha sido reconocido muchas veces; que ha dado 
aliento á las pretensiones mas inicuas; que ha sido causa 
de que se consumen las espoliaciones mas vergonzosas: el 
principio deque el hecho^ por ilegal y abusivo que sea^ 
constituye un derecho. 

Recórrase nuestra historia y se verá que el conspira- 
dor ha creado obligaciones contra la Nación, que la de- 
bilidad ha consentido en que se reconozcan como lejiti- 
mas, reclamaciones infundadas, hechas por subditos ex- 
trangeros; en que se malbaraten las propiedades nacio- 
nales; en que se enajenen los bienes de la beneficencia y 
de la instrucción pública; en que el poseedor de mala fé 
sea respetado mas que el propietario mas honrado. 

Reconózcase que un contrato ad referendum, es una 
obligación nacional y no tardará en llegar el dia en que 
nuestro territorio se enajene, en que la Patria se venda 
á retazos, como el botin recojido en el campo de batalla 
por soldados insurrectos. 

Se contrae en seguida el señor Ministro á examinar 
la querella de despojo entablada por los nacionales. «La 
querella de despojo, dice, viene fundada en un preten- 
dido derecho de preferencia que se supone acordado á 
los demandantes por la ley, y desconocido por el Gobier- 
no. La primera cuestión en esa materia es pues la si- 
guiente: ¿existe ese tal derecho de preferencia? Fácil me 
será demostrar que no, con una muy sencilla considera- 
ción. » «El acto Legislativo que se invoca no es una ley 
sino simple resolución del Congreso; y como todos los ac- 
tos de su especie, dictada para un caso determinado y es- 
pecial; despojado, por su naturaleza, del carácter de per- 
petuidad que solo la ley puede tenei; y por lo mismo sin 
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desconocer toda noción de Derecho Constitucional y 
Político,, no es posible pretender hoy su subsistencia. » 

Creemos que hasta el tenor literal de las resoluciones 
impugnadas por el señor Ministro, para acreditar que 
ellas tienen un carácter permanente y que deben servir 
de regla toda vez que se trate de iniciar negociaciones 
relativas á la venta del guano. 

Dice la resolución de Noviembre de 849: 

« El Congreso ha aprobado el contrato celebrado en 
Londres el 4 de Enero del presente año por el Minis- 
tro Plenipotenciario D. Joaquin J. de Osma con la casa 
Gibbs é hijos, sobre la consignación temporal del guano. » 

«Y ha resuelto que V. E. provoque en el mundo por 
medio de sus ajentes 6 cónsules una consignación que sea 
mas económica, concluida la presente ó el remate por 
asiento ú otro medio de expender el guano mas provecho- 
so á la Nación, dando siempre la preferencia d los hijos 
del pais. » 

La resolución de Agosto de 1860, dice: 

(c El Congreso, con motivo de la convocatoria hecha 
últimamente por el Gobierno para celebrar nuevos con- 
tratos de consignación para el expendio del guano: 
Ha resuelto: 

1^ Que los contratos que el Gobierno celebre para la 
consignación del guano, 6 sobre otro modo mas ventajo- 
so de expenderlo, se hagan con sujeción á las prevencio-* 
nes que contiene la¡resolucion Legislativa de 10 de No* 
viembre de 1849: 

2^ Que celebrados que sean dichos contratos, se so- 
metan al conocimiehto del Congreso con todos los 
documentos á que ellos se refieran para su aprobación 
difinitiva, sin cuyo requisito no se tendrán por perfec- 
cionados, ni producirán efectos legales: 

89 Que la condición de someterse los referidos con- 
tratos á la deliberación del Congreso debe insertarse en 
ellos, como cláusula especial. 

Por si aun pudiera caber duda respecto de la natura- 
leza de estas disposiciones, citaremos la resolución lejis- 
lativa de 12 de Diciembre de 1864) cuyo texto es como 
sigue: 



fc til Congreso de la República atendiendo á que en 
« los contratos de consignación de guano celebrados dea- 
« pues de la cldtLSura del Congreso de 1862^ no se han 
« cumplido his prescripciones de la materia^ ha desapro- 
cr bado dichos contratos, en ejercicio del derecho que se 
<c reservó por el artículo 29 de la resolución Lejislatiya 
fc de 24 de Agosto de 1860. » 

¿Cuáles son esas leyes de la materia á que alude el 
Congreso? No existen otias, á lo menos para el asunto 
que se ventilaba entonces, que las resoluciones que he- 
mos trascrito. Hé aquí que las Cámaras del 64 recpno- 
cian el carácter permanente de esas decisiones que el 
señor Ministro reputa transitorias. 

Por otra parte; ¿cuál es la diferencia que existe entre 
esa ley y la resolución lejislativa? La ley establece re- 
glas generales; la resolución Lejislativa, es mas especial 
y circunscrita, es una especie de resolución administra- 
tiva que dá en todas partes el poder Lejislativo. El ca- 
rácter de la resolución Lejislativa es en todos casos la 
permanencia. Loí Congresos no intervienen en asuntos 
de interés general para otorgar favores á determinadas 
personas, lo hacen para conceder derechos á todas las 
que se encuentren en el mismo caso. No hacemos una 
distinción antojadiza; establecemos la que está admitida 
por todos los escritores de derecho público y de derecho 
administrativo. El Ministro de Hacienda después de co- 
piar de una manera incompleta las resoluciones lejislati- 
vas de la referencia, para sostener sus opiniones, se acoje 
al artículo 92 de la Constitución que dice así: «Las leyes 
protejen y obligan igualmente á todos. Pueden estable- 
cerse, añade, leyes especiales porque lo requiera la na- 
turaleza de los objetos; pero no por solo la diferencia de 
las personas. 

Es preciso dar tortura á la letra y al espíritu del ar- 
tículo citado para encontrarle aplicación al asunto en 
cuestión. El que las leyes obliguen igualmente á todos 
no escluye el que se puedan conceder privilegios exclu- 
sivos á los inventores é introductores de descubrimientos 
útiles, no impide el que se puedan establecer dichas di- 
ferencias para proteger la marina nacional y aun reser- 
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varíe á ésta el derecho esclusi^vo de hacer él cabotaje; 
no impide que se requiera el nacimiento en el territorio 
de la República para desempeñar ciertos empleos del 
orden político, ni aun que existan fueros para protejer 
á determinadas personas en los juicios que contra ellas 
se inicien por faltas, contravenciones y delitos. 

Ahora bien, ¿cóm£> puede impedir ese artículo que se 
cumpla con una ley de justicia dando la preferencia á 
los nacionales para la consignación 6 compra del guano? 
No somos nosotros los únicos que hemos establecido pre- 
ferencias en favor de ellos; en el pais que hace mayores 
esfuerzos por atraer la inmigración extrangera, en los 
Estados unidos, solo los nacionales pueden adquirir 
bienes raices. «Quiero sin embargo conceder, prosigue 
el Ministra), que aquella prescripción existiese y que 
fuese obligatoria para el Grobierno, á pesar de sus omní- 
modas facultades, la sencilla historia de la negociación 
bastará á demostrar como ha presidido su conducta aun 
sin reconocer su existencia.)) 

Al hacer esta historia sostiene el Ministro, 1^ que se 
tuvo general conocimiento de la negociación de que fue- 
ron encargados los señores Sanz y Echenique, porque 
los diarios y todos los ciudadanos llegaron á traslucir 
que se trataba de realizar una operación de ese género. 
Esta afirmación no es mas exacta que la que se haria 
aseverando que todos los que divisan la luna conocen la 
astronomía; 2^ que no entró en el ánimo del Gobierno 
escluir de la operación á los consignatarios del guano, á 
pesar de las fundadas razones que para ello pudieran 
asistirle y que tan pronto como hubo trascurrido el sufi- 
ciente tiempo para que no se esterilizasen sus trabajos 
en Europa, el Ministro de Hacienda, por orden y con 
acuerdo del Presidente de la República, provocó á los 
consignatarios del guano á dirijirle propuestas sobre las 
bases que habia trasmitido á Europa; dióles copia de 
ellas que circularon de mano en mano y sobre las cuales 
solo pudo obtener el ruinoso proyecto de contrato anexo 
al empréstito de 27 de Mayo último.» 

Esta afirmación oficial en caso de probar algo, proba- 
ria que el Ministro hizo mal en limitarse á dar conocí* 
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faiiento á los consignatarios de las instrucciones trasmi- 
tidas para la celebración de un empréstito, pues es claro 
j los hechos 1q tienen demostrado que si se hubiera dado 
mayor amplitud á la publicidad, la concurrencia habria 
dado resultados mas satisfactorios. Los deberes que á 
ese respecto tenia el Gobierno no se circunscribian á lo 
que hizo; obligado estaba á poner en competencia todos 
los intereses y todos los capitales para buscar el mayor 
provecho posible. 

Por otra parte; entre las instrucciones dadas á los se- 
ñores Sanz y Echenique, el empréstito celebrado por 
estos ad referendum y el ajustado por el Ministerio, hay 
diferencias cardinales. Atento el tenor de las instruccio- 
nes, con justicia se podría declarar inadmisible la nego- 
ciación consumada por los agentes del Gobierno. No 
existia pues identidad entre las bases fijadas para tratar 
con el favorito del Gobierno y las que se señalaron co- 
mo regla inñexible á que debian someterse los consigna- 
tarios. Toda competencia supone igualdad entre los que 
se presentan á la licitación, y está demostrado que esa 
igualdad no ha existido. Vamos á manifestarlo en bre- 
ves términos. 

El artículo 39 de las instrucciones dice: 

«Los contratistas pagarán el mismo precio por el gua- 
no que reciban á bordo de sus embarcaciones, que por 
el que esté á bordo de los buques fletados por los con- 
signatarios. 

El artículo 39 del convenio de Paris establece: que los 
compradores pagarán al Gobierno 32 soles por cada to- 
nelada que reciban en las guaneras á bordo de los buques 
fletados por elloá, 51 soles por las que se hallen á flote, 
y otros tantos por los que reciban en los depósitos de 
las diferentes consignaciones. 

El artículo 69 de las instrucciones ha sido omitido 
con menoscabo de los intereses fiscales. Su texto es el 
siguiente: 

« 69 Por el monto de las toneladas de registro que se 
le entreguen á la casa compradora en las guaneras, á 
bordo de sus buques, y por las que hubiesen recibido los 
buques fletados por los actuales consignatarios^ no He* 
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gados á sus destinos, 6 que tengan á bordo los que íia^ 
jan principiado su descarga el dia en que espiren los 
contratos de consignación, mas un treinta y tres y tercio 
por eiento, el Gobierno jirará contra la casa compradora 
letras 6 libramientos á noventa dias, sirviendo de com- 
probante de su crédito los conocimientos que expidan 
los capitanes de los buques. Las diferencias entre las 
toneladas efectivas y las de registro, mas el treinta y 
tres y tercio por ciento referido, será cobrado en vista 
de la liquidación que para el pago del flete se haga en- 
tre la casa compradora y el cátpitan del buque, á cuyo 
efecto, y como comprobante de esa operación, se remiti- 
rá al Gobierno una copia de ella, certificada por el agen- 
te de la República, situado en el punto en que descargue 
el cargamento, ó por la inspección fiscal.» 

.Según el artículo 12 de las instrucciones, el guano 
oscuro 6 de inferior calidad, debia entregarse á la ins- * 
peccion 6 comisión fiscal, abonándose á los compradores 
los gastos que hubiese ocasionado. Según el contrato, 
son los compradores los que hacen la venta de ese guano 
cobrando el 2 |- pO^o de comisión, lo cual les proporcio- 
na la ventaja del premio, aparte de la de sucitar cues- 
tiones respecto de la calidad del guano que reciben, y 
obtener en consecuencia una rebaja en el precio. 

"Conforme al artículo 14 de las instrucciones, no son 
de cuenta del Gobierno las averías que sufra el abono, 
una vez puesto á bordo de las embarcaciones, á no ser 
que se pierda en el tránsito por circunstancias maríti- 
mas inesperadas. El artículo 5^ del convenio de Paris 
dispone: que el valor de los cargamentos que se pierdan 
en el tránsito, en parte 6 por completo, será de cuenta 
del Gobierno. No se señalan lo» casos, ni existen res- 
tricciones de género alguno— la prescripción es absoluta. 

Con arreglo al artículo 20 de las instrucciones, el Go- 
bierno se obliga á no recibir nuevos préstamos de los 
consignatarios (nótese bien), hasta que queden pagados 
los contratistas con el producto libre del guano. Pero el 
artículo 7*? del convenio declara que el Gobierno no to- 
mará de los consignatarios ni de ningún otro prestamista^ ( 
cantidad alsana hasta la terminación d<il contrato. Y 
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bien: el contrato no es simplemente de empréstito sino 
de venta de dos millones de toneladas, de manera que 
no puede considerarse terminado mientras los compra- 
dores no acaben de revender el guano, lo cual no puede 
realizarse sino en el período de 4 ó 5 años. Durante es- 
te tiempo, le es prohibido al Gobierno iniciar operación 
alguna de crédito con la garantía del guano, á no ser 
que se ponga en relación con la casa que ha tenido la 
singular fortuna de lograr un monopolio. 

El artículo 23 de las instrucciones señala como único 
premio del negociado, el interés del 7 pO^o; el convenio 
de Paris otorga fuera del interés, el 4 pO^Q de prima, el 
50 pO^Q sobre los aumentos de precio, j e\2 ^ pOjQ so- 
bre las ventas practicadas de cuenta del Estado. 

Muchas de estas estipulaciones han sido modificadas 
por el Gobierno, sin que por eso deje de ser evidentp 
que ni los comisionados de éste ni él mismo, han tenido 
suficientes miramientos con la hacienda ni han esplotado 
los beneficios de la concurrencia hasta donde era lícito 
esperar si la negociación se hubiera entablado á plena 
luz y sin las cautelas de un juego clandestino. 

Continuando el señor Ministro de Hacienda la histo- 
ria del contrato Dreyfus, dice que los consignatarios del 
guanp fueron llamados por el Gobierno para pedirles sus 
últimas propuestas y después de luchar en vano, por sí 
ó por medio de sus socios, llamados nacionales, y de- 
mandantes .del Gobierno para conseguir, no las bases del 
contrato que ellos conocian y tenían en copia sino los 
términos del contrato ajustado, términos que no era po- 
sible comunicar sin traicionar el decoro y la dignidad del 
Gobierno y los mas preciosos intereses del país, se deci- 
dieron á presentar su propuesta que inmediatamente fué 
tomada en seria consideración, vinieron en seguida según 
nos cuenta el Ministro, las mejoras hechas por la com- 
pañía general Sud- Americana que también fueron toma- 
das en cuenta. 

Práctica constante ha sido de los Gobiernos del Perú 
publicar las propuestas presentadas para ver mañera de 
obtener otras mejores por medio de la licitación. 

Las leyes disponen que el. arriendo y la enagenaoion 
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de las propiedades nacionales, se haga en subasta públi- 
ca, y es la primera vez que se eleva á la categoría de 
una doctrina, que la publicidad compromete el decoro y 
la dignidad de la Nación. En este asunto se han inver- 
tido de tal manera las leye^ de la Mjica que lo clandes- 
tino es decoroso, y lo legal y público, indigno y bastardo. 

Kefiere el Ministro que después de ocho dias en los 
cuales no se pensó ni habló de otra cosa en la prensa y 
en todos los círculos, el Gobierno sometió el negocio al 
mas prolijo examen, declaró que aceptaría cuantas pro- 
puestas se le presentasen y, en efecto, aceptó cuantas le 
fueron presentadas, y todo, bien estudiado y maduramen* 
te conocido, eligiendo ent^e las propuestas que tenia pa- 
ra escojer, aprobó por fin el contrato Dreyfus porque no 
pudiendo dar la preferencia á los nacionales, era forzoso 
y legítimo llegar á aquel resultado. 

Salta.* á primera vista que en este asunto se principió 
por invertir el método que era natural seguir para for- 
marse una idea precisa de lo que era mas acertado y 
conveniente. Después de discutirse el negocio por el 
Gobierno, de una manera prolija y concienzuda se con- 
vino en tomar en consideración cuantas propuestas fue- 
sen presentadas; por manera- que después de tener el 
Gobierno formado su juicio acerca de la propuesta Drey- 
fus, decidió que todas las demás fuesen analizadas. No 
es estraño que obrando de ese modo, se llegara á la pe- 
regrina conclusión de que el contrato Dreyfus era el mas 
ventajoso y que la propuesta de los nacionales era me- 
nos favorable que aquella, para el fisco. 

¿Pero cómo puede ser menos favorable una propuesta 
que aceptando todas las bases formuladas por Dreyfus 
reduce las comisiones y el interés en una cuota conside- 
rable? Eso lo sabe el señor Piérola, pero por desgracia 
lo calla. 

«Concediéndolo todo, prosigue el Ministro, y en el fal- 
so supuesto que he combatido, el derecho de preferencia 
reclamado por los nacionales, no puede ser entendido si* 
no respecto de aquellos que manifiesten su propósito de 
tomar parte en la concurrencia; mas aun, de aquellos 
que en efecto la hubiesen tomado. Ahora bien, de los 
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» 

actuales demandantes de despojo j pretendientes de re- 
tracto, quizá po hay uno solo que no sea miembro 6 ac- 
cionista de una 6 varias consignaciones y como tal, 
representado en la concurrencia y por lo menos, dos de 
los demandantes han asistido á ella con sus propuestas 
y su nombre.» 

No es posible solicitar la preferencia en un contrato 
que no está formado ni es conocido; la preferencia con- 
cedida por la ley á los nacionales no tendría en ningún 
caso aplicación, si fuera preciso para ejercitarla haber 
tomado parte desde el principio en el negociado. La pre^ 
ferencia otorgada por la ley á los nacionales se ha eje- 
cutado de antemano en el país y se escarnece el buen 
sentido, entendiendo que ellos han podido solicitar la 
preferencia en un contrato que se cuidaba de ocultarles, 
porque el Gobierno creia que debia hacerlo para no fal- 
tar á los empeños contraidos con la casa de Dreyfus. Se 
pretende sin embargo que por haber tomado parte algu- 
nos de los nacionales en los contratos de consignación, 
la condición de estos era la de aquellos. Esto es absurdo 
á toda luz. . Si por el hecho de haber tomado parte en 
las consignaciones por ser accionistas de ellas, ^los na- 
cionales no pudieran solicitar la preferencia, que les 
concede la ley, esta prerogativa sería inoficiosa porque 
todas las personas acomodadas del país tienen parte en 
esos negociados. 

Lo que la ley ha querido, concediendo la preferencia 
á los nacionales, es que estos se pongan al frente de los 
negocios, porque de esta manera se dá mayor ensanche 
á la riqueza pública y se adquieren conocimientos espe- 
ciales que la Nación aprovecha en la gestión de los in- 
tereses generales. 

No es posible sostener de buena fé que los csnsigna- 
tarios y los nacionales son una persona moral y jurídica, 
porque no hay quien no vea, la ancha línea que separa 
los intereses de los unos, de los intereses de los otros. 
Aceptada la propuesta de la compañía representada por 
el señor Althaus, en la gerencia de las consignaciones 
quedan eliminadas todas las casas extrangeras que las 
tienen á su cargo, y no es posible admitir siquiera la 
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sospecha de que los ricos capitalistas que fonnan la 
Compañía Nacional, hayan comprometido su nombre y 
contraido responsabilidad por fuertes sumas para servir 
á personas extrañas, por muy conspicua é importante 
que sea la posición de ellas. 

Si á pesar de eso, se continúa confundiendo á los con* 
signatarios con los nacionales y se recuerdan los proce-* 
dimientos de los primeros, es únicamente porque se quie- 
re hacer pesar sobre los segundos una responsabilidad 
que les es estraña, y estraviar de esta manera el juicio 
público; pero esas arterias son demasiado vulgares para 
que se oculten á la natural penetración del pueblo, y es- 
ta es la causa de que el favor público acompañe á los bi* 
jos del país, que. solicitan la preferencia, apoyados en 
la ley. 

Después de haber asegurado el señor IMinistro que el 
Gobierno se habia negado á dar conocimiento á los na- 
cionales de las cláusulas del contrato Dreyfus porque no 
era posible comunicarlas sin traicionar á los proponen- 
tes, añade en tono del que hace una revelación de mayor 
trascendencia: «Debo hacer notar también aquí, porque 
« esto les dá su verdadero carácter á las cosas, que du- 
« rante los ocho dias que se emplearon en la discusión y 
<( examen del asunto, los señores demandantes ni preten- 
<r dieron tomar parte en la concurrencia; el último dia y 
<f cuando se creia decidida la cuestión en favor de Drey- 
« fus Hermanos y C?, presentaron nn recurso solicitan- 
te do, que en el contrato se insertara la original cláusu- 
« la de queá ellos se adjudicarla el contrato si lo encon- 
«( traban conveniente. » 

Lo que los nacionales pidieron fué que se les diese co- 
nocimiento de las bases del contrato Dreyfus para solici- 
tar la preferencia que les concede la ley, y ya hemos pro- 
bado que esto es perfectamente razsonable y justo. Si los 
nacionales, desde el primer momento no hicieron uso ex- 
plícito de su derecho, la culpa no fué de ellos sino del 
Gobierno que les ocultó lo que estaba en la obligación de 
comunicarles. Cuando el , contrato Dreyfus se publicó, 
que fué cuando de él. tuvieron conocimiento, no solo so- 
licitaron la preferencia, sino que, sin tener gran necesi- 
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dad de hacerlo, mejoraron la propuesta en términos ta- 
les, que aun sin tener el derecho que les acuerda la ley, 
cualquier Gobierno celoso por los intereses públicos, no 
habría vacilado un instante en abrir de nuevo las nego- 
ciaciones. 

Era increible que después de haber afirmado el Minis- 
tro, que sin comprometer la dignidad del Gobierno no 
podia hacer conocer las cláusulas del contrato Dreyfus, 
á fin de que los nacionales usaran del derecho que les 
concede la ley, tenga la bastante entereza para asegurar 
que fueron llamados y admitidos á la concurrencia y 
que fueron rechazadas sus propuestas únicamente por- 
que eran menos ventajosas que las de Dreyfus. 

¿A quién se propone alucinar el Ministro con esta ase- 
veración? ¿quién ignora en el Perú que los nacianales se 
limitaron en sus propuestas á reducir el interés y las co- 
misiones y á ofrecer además la cesión de 200,000 soles 
anuales y de dos millones de soles por una sola vez á 
condición de que se les trasfiriera el contrato? 

Es raro que haya un Ministro que crea que sin faltar 
á la fé pública no se puede desechar un contrato ad re- 
ferendum^ y que no queda comprometido el decoro del 
Gobierno y la dignidad de la Nación estampando en un 
documento oficial falsedades que los fiscales^ los aboga- 
dos, la prensa y los tribunales, habrán de poner inevita- 
blemente en trasparencia. ¿Quién creerá en adelante que 
un Gobierno que sin respeto por sí mismo, que sin res- 
peto por el país, que sin conciencia de su dignidad ofi- 
cial, afirma lo que todos saben que es inexacto, lo que no 
puede sostenerse, lo que quedará relegado á la categoría 
de las imposturas por la sentencia del primer Tribunal 
de la Nación? 

El contrato Dreyfus se celebró de una manera sijilosa, 
y así es que los consignatarios en vez de seguir el siste- 
ma adoptado en él para verificar la negociación con el 
Gobierno, se limitaron á proponer un empréstito que les 
era infinitamente mas oneroso. El señor Candamo fué 
mas lejos. Los nacionales se vieron en la precisión de 
empujar las puertas del ministerio cuando sospecharon 
Jo que estaba pasando, y no habiendo podido conseguir 
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entrar á primera hora, se vieron obligados á hacer peti- 
ciones y propuestas unas en pos de otras. 

Después de aventurar el Ministro las falsas asevera- 
ciones que dej^jnos demostradas, torna á hablar de nue- 
vo contra la preferencia que dan las leyes á los naciona- 
les y el mal efecto que produciría en el extrangero el que 
seles diera cumplimiento, existiendo un contrato adrt- 
ferendum, que él quiere convertir en un precepto invio- 
lable. 

Para refrescar la memoria del señor Ministro, le re- 
cordarémos que según la opinión de todos los tratadistas 
de derecho y según las prácticas universalmente admiti- 
das, un convenio ad referendum no es mas que un pro- 
yecto que para tener fuerza obligatoria necesita una ra- 
tificación ulterior. Los que lo han estipulado, se sujetan 
á esta condición implicka que resulta de la naturaleza 
misma del pacto. De manera que si aquel á quien está li- 
brada la sanción definitva del convenio, le niega su asen- 
timiento, queda roto tido vínculo sin que ninguno de los 
contratantes crea herido su derecho ni se juzgue autori- 
zado á hacer una reclamación. 

Esta doctrina trivial que aparenta desconocer el Mi- 
nistro de Hacienda, resulta confirmada por él mismo, 
porque él no se ha limitado á promulgar el convenio de 
París como un hecho irrevocable, sino que lo ha modifi- 
cado sustancialmente. De aquí se deduce que con el mis- 
mo derecho con que el Gobierno ha reorganizado el con- 
venio Dreyfus, podia rechazarlo para aceptar otro que 
ftfese mas ventajoso. 

Ahora bien; el que celebra un contrato ad referendum 
sabe de antemano que sin dar razones ni entrar en dis- 
cusión se puede prescindir de él; y esto por lo mismo que 
es perfectamente legal y arreglado á los usos recibidos 
en el mundo entero, no puede menoscabar el crédito del 
Gobierno que lo practica. 

Idénticas son las circunstancias en que se encuentra 
el que celebra un contrato aunque sea á firme que debe 
cumplirse en un Estado que dá á los nacionales el dere- 
lecho de retracto. A todos obliga el conocimiento de las 
reyes del país con el que contrata; y el señor Dreyfus no 
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tendría ni siquiera un derecho especioso para quejarse 
de que en crnaplimiejato de esas leyes fueran preferidos 
aquellos á quienes ellas prestan especial protección. 

Si el señor Dreyfus es un hombre discreto, lo único 
que podria arredrarle seria la necesidad de tratar con un 
(jTobierno refractario de las leyes, porque esto compro- 
metería no solo sus intereses sino los intereses de las 
personas que en él hayan depositado su confianza. 

Toda convención que es contraria á lo que las leyes 
disponen, lleva consigo una nulidad insanable, y es pre- 
ciso que el negociador y la negociación sean de muy mala 
ley para que se pretenda sostener un contrato que cla- 
ramente se encuentra en este caso. Al señor Dreyfus se 
le oculta que por el derecho solo de haber . admitido la 
Corte Suprema la demanda de los nacionales y de haber- 
se representado en la Comisión Legislativa en contra de 
la extralimitacion cometida por el Gobierno, sobrepasan- 
do la autorización que se le confirió, no puede dar un pa- 
so adelante en el negociado sin. ponerse en pugna abier- 
ta con todas las consideraciones de probidad y de respe- 
to por el país donde se encuentra. ¿Que garantía pue- 
de ofrecer un especulador que basa sus cálculos sobre la 
violación de las leyes, sobre el favor conquistado, sobre 
la ruina de los intereses públicos y privados? 

£1 contratista que al dar los primeros pasos se hace 
superior á todo escrúpulo ¿qué hará cuando esté en po- 
sesión del negociado? 

El Presidente de la República á nombre de las necesi- 
dades materiales de ella ha dispuesto sin autorización- de 
sumag considerables y el país ávido de mejoras, deseoso 
de ver prosperar la industria, crecer la riqueza, de en- 
sancharse la civilización, si no lo ha aplaudido, le ha pres- 
tado á lo menos una aprobación tácita. 

El Presidente en todos sus discursos, en los documen- 
tos que llevan su firma ha mostrado la voluntad que te- 
mamos por irevocable, de hacer que la locomotora recor- 
ra las alturas- sandinas, que el agua descienda de ellas 
hasta los estensos valles de la costa para derramar el 
bienestar y la prosperidad; pero cuando menos se espe- 
raba, el coronel Balta adopta un sistema opuesto, renun- 
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dando á los recursos que debió proporcionarle el crédito 
para Uevar adelante las obras publicas que e9taban en 
via de realización 6 en proyecto. Con setecientos mil so- 
les mensuales, que es el máximun de lo que el Gobierno 
pueda recibir, en virtud del contrato Dreyfus ¿qué es lo 
que se puede hacer? 

Los gastos ordinarios no se cubrirán con el auxilio 
que esa suma proporciona, y de los extraordinarios no 
será posible ocuparse en adelante, sino á condición de 
pasar por las horcas-caudinas, que el mismo Gobierno 
ha puesto á disposición de Dreyfus, concediéndole el de- 
recho esclusivo de contratar empréstitos. 

A pesar de esa demostrada inconsecuencia, nos asiste 
la convicción de que los deseos del Presidente no han 
cambiado, de que solo ha fluctuado su juicio porque no 
ha dejado abierto el paso á la verdad, porque solo oye á 
los que están interesados en el contrato Dreyfus por las 
ventajas que de él aguardan. 

Tratándose de elegir entre la vida y la muerte, entre 
la salvación 6 la ruina de la Patria, ¿quién no hubiera 
esperado que el Presidente desconfiara de sus fuerzas y 
de los consejeros oficiales que sostienen á Dreyfus y que 
ocurriera á los notables del país en busca de mas abun- 
dante luz? Su Excelencia el Presidente de la República 
no ha resuelto con tan escasa meditación ni uno solo de 
sus negocios privados, y esto bastaria para que se dudara 
d^ su patriotismo si^po se conocieran las verdaderas cau- 
sas que lo han hecho precipitado y violento. 

Se principió por prevenir su ánimo contra todo lo que 
vipiera de los consignatarios; se le hizo creer en seguida 
que los nacionales eran los personajes de aquellos, y has- 
ta se le dieron falsas seguridades de que estos eran los 
autores de innobles pasquines que se forjaban, por un 
piadoso expediente, bajo los auspicios de los partidarios 
de Dreyfus, en casa del ex-ministro, para herir con ellos 
la dignidad del primer magistrado de la República y 
conquistar de esta manera una fortuna que hs^hrá de cos- 
tar la ruina y la desolación de la República. 

Pero aun es tiempo de que V. E. se salve y salve al 
Perú, escuchai^do el parecer de una porción escojida y 

so 
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numerosa de buenos ciudadanos. Reúna á su alrededor 
á la Beneficencia, á la Municipalidad y á veinte 6 trein- 
ta propietarios mas, entregue á cada uno una colección 
completa de los documentos referentes al contrato D rey- 
fus, y pídales que al siguiente dia formulen su opinión 
que será á no dudarlo la opinión mas acertada y servirá 
para salvar la responsabilidad del Gobierno y los intere- 
ses del país. 

Si esto no se hace, quisiéramos engañarnos, pero es- 
tamos seguros, de que mas tarde S. E. el Presidente ten- 
drá que deplorarlo, sin que sea posible una reparación. 



LA NOTA DEL MINISTRO DE HACIENDA. 

; I. 

(( El Gobierno democrático es el 
• u contrato de todos con cada uno 

« y de cada uno con todos. Es el 
(( Gobierno de la opinión. » 

( Vidaürre. Discurso. ) 

Cuando la opinión pública expresa por sus diversos 
órganos resistencia á ciertos actos gubernativos, es por- 
que comprende con ese sentimiento íntimo y leal del co- 
razón, con esa intuición inesplicable y salvadora del in- 
dividuo, ó que peligran 6 se comprometen al menos su 
seguridad é intereses, porque el pueblo lo mismo que el 
individuo tiene también su spicologia especial. Asumir 
la responsabilidad de revestirlos con ia sanción de los 
hechos, no obedeciendo á los dictados de la opinión, es 
socavar por sus bases la piedra angular sobre que estri- 
ba el gobierno representativo. 

Tal es la situación por que hoy atraviesa la República, 
pues en su carácter complejo abraza el estado político 
y social del país, que no puedo mirarla con indiferen- 
cia un Gobierno que como el actualj deriva su legitimi- 
dad y genealogía de las fuentes del sufrajio popular. 
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La cuestión hacienda en el Perú, múltiple como el sis- 
tema nervioso, pasa hoy por una de esas crises que en- 
gendran la parálisis j la muerte en el cuerpo social, 6.1a 
muerte y la parálisis en el crédito con la bancarrota pro- 
ducida por la desaparición de éste. 

Fácilmente se comprenderá que hablamos del contra- 
to f^Ztórwawgníe ratificado por el Grobierno j ajustado el 
mes de Mayoad referendum por les comisionados finan- 
cieros de la casa Dreyfus Hermanos y C^ de Paris, sin 
haber'concurrido á tal negociación las formalidades pres- 
critas por la ley respecto de los bienes nacionales. Ella 
es de tafgravedad, que entraña según la solución que se 
le dé, nuevas y fatales complicaciones internas, ó dife- 
rencias exteriores desagradables, toda vez que ella ver- 
sa sobre un contrato celebrado por extrangeros, bajo la 
buena fé mentida de una autorización legal é ilimitada^ 
y con el beneplácito de la Nación. 

La magnitiS de tal contrato, pues le excede en mucho 
á las necesidades del trienio que resta al actual periodo 
presidencial; lo festinatorio de los procedimientos em- 
pleados para hacerlo efectivo y la solemne promesa del 
señor Ministro de Hacienda, de llevarlo d cabo salvando 
todos los obtdculos que se opongan^ comprometen muy se- 
riamente junto con el crédito y buen nombre del Gro- 
bierno, la paz y la tranquilidad pública, desde que la 
oposición maliciosa, propala entre la gente asustadiza, 
que él envuelve tendencias liberticidas y planes de per- 
petuidad, en el Gobierno inaugurado el 2 de Agosto. 

II. 

La demanda que sobre despojo interpusieron ante el 
Tribunal Supremo los comerciantes de la capital con muy 
buen derecho, ha originado un muy estenso informe del 
señor Ministro de Hacienda, en el que la sin razón y so- 
fistería de sus fundamentos, nos obligan á fijar la aten- 
ción pública para probar la ilegalidad con que se preten- 
de confirmar con el sello oficial, una negociación ruinosa 
en sí misma como ilegal en las formas con que se ha ve-' 
rificado. 
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Después de reeargar los mas sombríos colorídos sobre 
el cuadro de la hacienda pública, contradiciendo así el 
señor Piérola su declaración oficial delante de las Cáma- 
ras Legislativas al darles cuenta de haberse hecho cargo 
de la cartera de Hacienda, agota con la indignación de 
un litigante condenado en costas, los mas hirientes cali- 
ficativos para descargarlos sobre los consignatarios del 
guano, á quienes atribuye tendencias de ájio y criminal 
monopolio sobre la hacienda, creyendo encontrar de es- 
te modo un justificativo á tan atentatorio como ilegal 
negociado. 

Entrando en seguida el señor Ministro después de una 
difusa y redundante exposición, á examinar lo infunda- 
do de la querella de despojo interpuesta por los capita- 
listas nacionales, pretende refutarla bajo su doble aspec- 
to constitucional y jurídico. En ambos terrenos seguire- 
mos á S. S. probándole á su vez en réplica legal y fun* 
daia haber abandonado maliciosamente la recta senda 
de los principios y de la lealtad y buena fé del fnncio- 
nario, para lanzarse en el ^ístrecho y tortuoso laberinto 
del sofisma y de la chicana. 

III. 

Que el derecho de preferencia reclamado por los na- 
cionales y que ha desconocido el Gobierno, existe en 
evidencia por la simple lectura dé la misma disposición 
LegislatiA^a, cuya vigencia en el terreno constitucional, 
en el jurídico y en el de los hechos, no puede poner en 
duda el señor Piérola con toda su ciencia y honorabili- 
dad financiera. 

No puede ser mas claro y terminante el tenor de la 
disposición Legislativa, cuando prescribe que el Gobierno 
íf provoque en el mundo por medio de sus agentes y con- 
<f sftiles una eonúgnaeion que sea mas económica conclui- 
« da la presente, ó el remate por amento ú otro medio de 
» expender el guano, mas provechoso d la Nacion^DÁ^- 
« DO SIEMPRE LA PREFERENCIA A LOS Hi- 
ce JOS DEL PAÍS. » 

En este acto Legislativo en que con malicia teológica 
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se trascriben truncas cláusulas inconexafii y en que como 
en todos aquellos en que se declaran derechos como el 
de preferencia á^os hijos del país; que fundado en la na- 
turaleza de las cosas, (fijese bien esta circunstancia) de- 
bía tener y tiene en realidad un carácter permanente^ no 
podía ser legalmente derogada sino de una manera ex- 
presa y terminante. Y tal declaración en contrario no la 
hallamos en el tenor de la autorización concedida por el 
Congreso de 1868 al Gobierno y sobre cuyo carácter de 
especial y extraordinario hace tan prolongado hinca- 
pié S. S. 

(tLeyes permanentes son las que están destinadas á re- 
gir hasta que sean revocadas. También se les llama per- 
petuas, por esta misma razón, sin que esta palabra en- 
cierre las ideas de eternidad é inmutabilidad, etc. » (1) 
Pero es así que lét disposición de que derivfi su derecho 
la demanda de los nacionales reúne este requisito. Ergo, 
con una dialéctica inflexible como la que estudió S. S. 
en el Seminario, el procedimiento del Ministro de Ha- 
cienda ha sido viólatorio de una ley que estaba en vigor. 

Ahora bien, á falta de derogatoria expresa, no puede 
apoyarse S. S. ni en la costumbre ni en eV desuso, pues 
el artículo 4P tit. preliminar del Código Civil, responde- 
ría en favor de la ley que nos ocupa y en consecuencia 
del legítimo derecho con que hoy repiten contra el Go- 
bierno los nacionales. 

A mayor abundamiento no es S. S. el llamado á in- 
terpretar el espíritu de tal disposición Legislativa desde 
que: « la única interpretación que debe y puede admitir- 
(f se es la auténtica, porque solo el autor de la ley se ha- 
« lia en aptitud de darle el sentido verdadero manifes- 
ü tando cual haya sido su intención al formarla; ejus est 
« legem interpretari cujus est legem condere. Por ejem- 
« pío la declaración del Dr. Mesones (2) aunque de los 
<( iluminados é INFALIBLES EX-CATEDRA no es á 
« US. en la esfera legal á quien compete tal facultad. 



(1) Toribio Pacheco. (Derecho Civil Patrio.) 

(2) Emilio Rondanini, cuestión viotoriosameate resuelta por el 
jefe de la oanoilleria peruana. 
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(r Pero los casos dudosos que se presentan ciLotidianamen- 
« te y que exigen una resolución por decirlo así instante- 
(f nea\ no puede postergarse hasta aguardar la interpre- 
« tacion del legislador. LA NATURALEZA MISMA 
(( DE LAS COSAS como en la cuestión actual, exije se- 
« gun esto que se deje eyi cierto modo abierta la puerta de 
tf la interpretación judicial y esta por su parte jamás 
« tendrá la suficiente autoridad sino se apoya en la inter- 
« pretacion científica, » 

Ahora bien, que las disposiciones de un carácter tran- 
sitorio como aquella, en que dándole tal carácter se Aín- 
da la réplica oficial, no han menester caducidad deroga- 
toria espresa del Congreso, pues tienen su fundamento en 
la naturaleza misma de las cosas y no como en el caso 
actual en que la misma naturaleza de las cosas estaba 
en su contrato estriba sobre cosa p^mamente como el 
guano (al menos mientras dure) dá á dicha disposición 
un carácter permanente y derechos permanentes tam- 
bién, como es la preferencia solicitada por los nacio- 
nales. 

Invoca S. S. el artículo 32 de la Constitución políti- 
ca, reservando este argumento como el golpe de gracia 
de los antiguos paladines, á fin de probar que no puede 
existir preferencia delante de la expresa disposición 
constitucional, sin tener en cuenta S. S. que aun en este 
supuesto, hay violación de la disposición que favorece á 
los nacionales, desde que queda en pié la cuestión de 
que si se admiten ó no sus propuestas siendo las mas^ 
ventajosas para el Erario y de no ser en el caso actual 
la concesión de Dreyfus, el resultado de una saludable 
competencia con los capitales extrangeros para matar 
el monopolio d© los consignatarios, sino el resultado de 
un plan preconcebido de antemano, de conceder el con- 
trato á Dreyfus cualesquiera que fueran las propuestas 
que sobre el mismo negociado se hicieran después. Esto 
no necesita esforzar la prueba. Las propuestas de los 
nacionales produce en el juicio el valor de plena-prueba. 

Pero no hay duda, siquiera el nombre de los consig- 
natarios, produce en el señor Ministro el efecto de la 
sombra de Banquo, lo que es verdaderamente estraño, 
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habiendo presenciado en su niñez y muy de cerca un 
negociado que trajo la caida de un Gobierno, al que si 
mal no recordamos sirvió su señor padre. 

Queda pues incuestionablemente evidenciado el per- 
fecto derecho con que han procedido los nacionales, al 
entablar la acción de despojo que les concede el artículo 
1366 del Código de Enjuiciamientos, una vez probado 
ya: tanto el derecho d ser preferido en igualdad de cir- 
cunstancias como licitadores en el empréstito según el 
tenor de la disposición legislativa, como en su simple 
carácter, de ciudadanos para hacer pujas en la venta de 
bienes nacionales, que les concede el artículo Í513 del 
Código Civil. Si pues los capitalistas nacionales tenían 
derecho á ser considerados en sus propuestas, toda vez 
que ellas establecían ventajas en la competencia con la 
rebaja del interés y con una prima no ofrecida por Drey- 
fus, alejando así el monopolio de éste; es claro que el 
Ministro de Hacienda estaba en la obligación imperiosa 
do admitirlas, consultando únicamente como era de su 
deber, los menores gravámenes para la hacienda públi- 
ca. Desgraciadamente no ha acontecido así, como se 
complace de hacer alarde S. S., y los despojados han 
tenido que ocurrir al único poder llamado á calificar el 
derecho y á reparar el daño que á éste se hubiese infe- 
rido por cualesquiera, venga de donde viniere. 

Bastante independencia tiene probada ya este alto 
tribunal de la Nación, para sancionar con la repulsa de 
tan fundada demanda, la consumación de un atentado 
que conduciría á la hacienda pública á la bancarrota 
mas completa, y arrojaría por la pendiente de la miseria 
el porvenir y la honra de la generación venidera. 

Poniéndose en seguida el señor Ministro en una hipó- 
tesis condicional de aceptar el derecho de preferencia en 
los nacionales, niega á los querellantes su ejercicio lle- 
vándonos por rodeos de una árida argumentación á una 
utopia pueril que no revela sino un último y malicioso 
subterfugio, una vez que se carece de argumentos de 
buena ley para privarlos de aquel. 

El señor Piérola que entra de lleno en el examen ju- 
rídico de la cuestión, que aquello que es preliminar en 
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el derecho, peca por una supina ignorancia, sino por 
una escandalosa mala fé. 

IV. 

El derecho de propiedad como todos los derechos ha 
menester de medios que aseguren su ejercicio, es decir, 
de condiciones en el que pretende ejercerlo, pues de lo 
contrario no se concibe el derecho en su noción mas 
trivial, como no se concibe ni el campo de las abstrac- 
ciones, el lenguaje sin la palabra, la luz sin el sol, la 
música sin el aire, el delito sin el actor y otros mil ejem- 
plos análogos que podíamos traer á colación. 

¿Cómo podria en la práctica del derecho ejercerse la 
atícion de la compra-venta, ni ninguno de los actos rea- 
les de la vida civil, sin medios en que pretende realizar 
los contratos que ellos espresan, ni como cumplir tam- 
poco las obligaciones que ellas se derivan? Seria la pa- 
labra sin la lengua, la luz sin el foco que la produce, la 
música sin la vibración del aire, etc. 

Lo único que se deduce de la estravagante teoría ju- 
rídico-oficial, es que el ejercicio de ese derecho inherente 
á todos, solo se reclama por los que tienen medios como 
hacerlo efectivo; es decir, fuertes capitales para cubrir 
compromisos que por su magnitud conío el empréstito 
Dreyfus, exijen fuertes desembolsos. Pero para que dis- 
currir mas en un terreno en el i[ue el mas joven de los 
estudiantes de derecho naturtil, seria el lazarillo de quien 
vierte tan extraña objeción. 

Ágenos á las cuestiones financieras, en las que deja- 
mos, por ahora^ espedito el campo á los entendidos, nos 
contraeremos solamente á contestar al señor Piéroía en 
el terreno del derecho y en el de las prescripciones cons- 
titucionales y para ello nos suministra abundante mate- 
rial, la indijesta y vacía argumentación del novel Mi- 
nistro. 

Del tenor de la resolución legislat&ra que sub-rayada 
trascribe en su célebre comunicación el señor Ministro 
de Hacienda, se desprende como ya hemos probado, con 
lójica forzosa y evidente, que él contrato que nos ocupa 
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se encuentra respecto de los nacionales, coiítprendido en 
el espíritu que dictó dipha disposición. Y no podia ser 
de otro modo, desde que ella prestaba, como no podia 
dejar de hacerlo, una justa y necesaria protección, con 
la preferencia á los capitales peruanos; protección muy 
conveniente aun prescindiendo de contratos de esta es- 
pecie. Y si no, ¿por qué en los contratos de vestuarios 
para el ejército, se alegaba unánimemente en la prensa, 
protección d la industria nacional que sostiene d millones 
de familias y ella se rehuye oficialmente hoy, tratándose 
de pingües capitales que se arrancan de nuestro suelo 
desecando las fuentes de nuestra riqueza para infundir 
vida en el extrangero. 

El caballo de batalla del señor Piérola es la especial, 
extraordinaria y omnipotente autorización legislativa con- 
cedida por el Congreso de 1868, PARA CUBRIR EL 
DÉFICIT DEL PRESUPUESTO EN EL PRESEN- 
TE BIENIO, está indicando la LIMITACIÓN de su 
objeto; y de ninguna manera que ella traspasará los lí- 
mites prescritos por la misma Constitución del Estado 
en la 6^ de las atribuciones del Congreso. Lo contrario, 
habría importado implantar la Dictetdura en la hacienda, 
y hemos visto ya por una dolorosa experie^wia, los con- 
flictos que crean las dictaduras, aun las que no son sino 
en nombre, como la de 1866 y^ que la dictadura de ha- 
cienda es la mas peligrosa de todas, aparte de que pugna 
tan antojadiza suposición, con la ley y con el sentido 
común. 

Pero aun suponiendo especial y extraordinaria la au- 
torización tan decantada por S. S. que traspasa todos 
los límites imaginables y acalla cualesquiera derechos, 
ella no puede saltar por encima de la terminante dispo- 
sición legal, que consigna el artículo VII del título pre- 
liminar del Código Civil, cuya vigencia no puede dispu- 
tarse. 

Creemos pues haber dejado sólidamente establecido^ 
rebatiendo laáopinion oficial condensada en la nota de 
ÜS., 1^ que existe en vigor el pfecepto legal, que obliga 
al Gobierno ¿ dar la preferencia á los nacionales en el 
contrato Dreyfus; 2^ que él existe y su cadtwidad solo 
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puede tener lugar por expresa y terminante derogatoria; 
3^ que el Gobierno la ha violado, al alejar del corvcurso 
d los capitalistas nacionales', 49 que ella tiene toda la 
extensión que se desprende de su espíritu conveniente, 
justiciero y proteccionista; 5° que los capitalistas nacio- 
nales tienen legítima personería en juicio y pueden y han 
podido reclamar ante los tribunales de justicia, una vez 
que se ha desconocido su probado derecho^ 6° que el Go- 
bierno ha hecho un inmenso y positivo mal á la hacienda, 
conduciéndola á una inevitable bancarrota, desorgani- 
zándola y dejando en mas angustia y difícil situación, 
que todas las administraciones anteriores; 7° que el Mi- 
nistro en su empeño de llevar d cabo el contrato peca de 
ilógico, pues huyendo del monopolio de muchos (los con- 
signatarios) se echa en brazos del tutelaje de uno solo 
(Dreyfus), y 8^ que tal contrato es el terrible dilema de 
una situación difícil; aceptaCdo complicaciones internas, 
rechazado dificultades exteriores, desde que él fué cele- 
brado por Dreyfus bajo la buena fe de una amplia au- 
torización y de poderes bastanteados en los comisionados 
. para negociar ad referendum, al estilo diplomático. 

Reservándonos para continuar examinando en su de- 
bida oportunidad, la célebre comunicación del señor 
Piérola, que refleja junto con el mas recalcitrante jjin' 
jido odio á. los consignatarios, la invariable « resolución 
de llevarlo d cabo sin tenerse por obstdculo de ninguna 
especié » ni aun el de las resistencias legítimas expresa- 
das por la prensa; rogamos á este caballero, si es que 
en algo estima su nombre y la tranquilidad pública, 
constantemente azotada por complicaciones de todo gé- 
nero, RENUNCIE el puesto toda vez que »its profundas 
convicciones, hacen inquebrantable su justo y PATRIÓ- 
TICO DESEO, DE LLEVAR A CABO la ruinosa é 
ilegal negociación Dreyfus. 

Y á propósito, recordaremos al honrado Presidente 
de la República, una anécdota histórica muy oportuna y 
que encierra una elocuente enseñanza en el caso presente. 

Cuando ese genio político y guerrero que alumbró por 
un momento el horizonte de la Europa como un meteoro 
de luz para sepultarse en segiAda por la mas infame 
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traición en el peñón de Santa Elena, depositaba en el 
altar de la patria después de sus victorias los trofeos 
arrancados á la mas formidable colicion, y cuando una 
crisis financiera amenazaba el Tesoro francés, Napoleón 
adoptó un supremo y salvador recurso. 

Oigamos al autor del «Consulado y el Imperio.» 

(( Napoleón ordenó que inmediatamente se convocase 
« un Consejó á TuUerías donde se le habia de hacer el 
« relato detallado de las operaciones de la campaña, (que 
(í era la que suministraba recursos) operaciones que no 
(c le parecieron muy limpias. Quiso que fuera compuesto 
« ese Consejo de todos sus Ministros y además de Mr. 
(f MoUien, director de la caja de amortización, cuyo jiro 
(( tenia él por acertado y en cuyo sujeto, suponia mucha 
<f mas habilidad para el manejo del Erario que la que 
« habia probado Mr. de Marbois. Y por último mandó 
(í que se hiciese comparecer en Tullerías á MM. Desprez, 
« Vanlerberghe, Querar y el empleado acusado de haber 
« engañado al Ministro de Hacienda.» 

El Emperador se orientó de las negociaciones, y mos- 
trándose en seguida grave y severo con Mr. de Marbois: 
(( Sé apreciar vuestro carácter, le dijo, pero os habéis 
« dejado engañar por gentes contra las cuales ya os te- 
(c nia yo prevenido. ME VEO POR CONSIGUIENTE 
« EN LA TRISTE NECESIDAD DE APARTAROS 
(( DE LA ADMINISTRACIÓN DEL TESORO, POR 
« QUE TRAS LO OCURRIDO IMPOSIBLE ME 
(f FUERA MANTENEROS EN ELLA.» 

A los que habían abusado de los fondos del Tesoro 
les puso la terrible disyuntiva, ó de ser procesados cri- 
minalmente, ó de abandonar incontinenti cuanto poseían. 
A este último y cruel sacrificio tuvieron que resignarse. 

Esto aconteció en el imperio, en que la suma de po- 
deres residía en un hombre extraordinario, cuya perpe- 
tua é ilimitada autoridad é inmenso prestigio, lo hacían 
arbitro de la fortuna pública. 

¿Qué harán aquellos cuyo mandato es limitado, entraña 
responsabilidad legal y tienen ademas que obedecer á los 
dictados de la opinión pública, fundamento de su legiti« 
midad? • 
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Coronel Balta, adoptad la resolución que os sujiera 
vuestro patriotismo y el amor al país, y el resultado 
nanea dejará de ser satisfactorio. 

Hugo Grrocio. 



LA OPINIÓN DEL FISCAL EN EL JUICIO SOBRE DESPOJO. 



Los diarios djs anoche registran él dictamen fiscal es* 
pedido por el señor Ureta en la demanda de despojo in- 
terpuesta por los capitalistas nacionales, con motivo del 
empréstito Dreyfus. 

Este documento que honra á su autor y que es sinr dis- 
puta de lo mas fundado que ha salido de su pluma, deci-' 
de completamente la cuestión de despojo, en su aspecto 
fundamental y en el incidente de jurisdicción promovido 
por el Gobierno. Antes^ de conocerse la resolución de la 
Corte Suprema sobre e^tos puntos, bien puede asegurar- 
se, en vista de este dictamen, que Dreyfus está definiti- 
vamente vencido. 

El señor fiscal no olvida en su dictamen ningún punto 
de los que han servido de tema á la discusión pública, y 
restablece la verdad en cada uno de ellos, de una mane- 
ra tan clara y con tal copia de razones, que seria nece- 
sario estar ciego para no reconocerla. 

Principia por establecer que las ventajas que por el 
contrato Dreyfus cree haber obtenido el Gobierno para 
el fisco, no pueden depender de las personas con quienes 
se ha contratado, y que por consiguiente, no puede ca- 
ber disputa én que son deseables y admisibles cuantas 
mejoras se puedan alcanzar por medios lícitos y de recto 
procedimiento, como las ofrecidas por los capitalistas 
nacionales: cosa que la Corte Suprema tendrá presente 
al pronunciar su fallo sobre el asunto principal. 

Entrando en seguida á considerar la preferencia á que 
dichos capitalistas se acojen, y á vuelta de algunas con- 
sideraciones sobre la conveniencia de la ley protector» 
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que la ha establecido, manifiesta en primer lugar, que 
estando colocados los capitales extrangeros, que ganan 
solo un 8 6 4 pO/Q de interés, en condiciones mas favo- 
rables que los capitales peruanos, para una concurrencia 
sobre cualquier negocio, era justo y altamente benéfico 
establecer una compensación; mucho mas cuando se tra- 
taba de negocios que debian producir grandes utilidades 
y formar nuevos capitales. 

De allí nació la ley de 1849, cuyo carácter de perma- 
nencia se deduce á estas mismas consideraciones, y se 
comprueba con la convocatoria oficial de Mayo de 1860, 
que dice: «En cumplimiento de la ley de Noviembre de 

1849 ha determinado: se anuncie..... previniéndose 

que en igualdad de circunstancias tendrán la preferen- 
cia los hijos del país conforme á la citada ley. » 

Que dicha resolución de 1849 y la posterior de Agos- 
to de 1860 son permanentes y se han considerado siem- 
pre como tales; se prueba además: ' 

1^ Con el contrato de Homberg y C? de París y Thom- 
son Bonard y C^ de Londres, celebraron en 1862 sobre 
venta de guano en España, y con ocasión del cual, y sin 
que el Gobierno contradijese ni pusiese en duda su opi- 
nión, reconocieron el derecho que, %egun la ley^ tenian 4 
la preferencia los hijos del país. 

2^ Con la resolución del Congreso de 1864, que apro- 
bó una proposición de los señores Echenique y Lavalle, 
para que el Gobierno remitiese á las Cámaras los contra- 
tos que sobre venta de guano hubiese celebrado y los de 
próroga que hubiese estipulado, y cuya proposición 9e 
fundaba en aquellas'reñoluciones. 

3*? Con la nueva resolución de ese mismo Congreso, 
conexa con la anterior,* en virtud de la cual desaprobó 
los referidos contratos, haciendo uso de la facultad que 
se reservó en la redolueion de 1860 y por haberse infrin- 
gido las leyes de la materia, 

4fl Con la insersion de los actuales contratos de con- 
signación, de las referidas resoluciones de 1849 y 1860; 
insersion que, á ser estas determinaciones transitorias, 
hubiese sido inútil y estravagante; porque de los mismos 
contratos constaba, que la convocatoria, la adjudicación 
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á los nacionales, y el sometimiento á la aprobación del 
Congreso estaban cumplidos desde el año anterior, con 
espresa referencia á esas leyes; y porque la aprobación 
legislativa, que era el único requisito, lo llenaba el Coi)- 
greso precisamente en la resolución de 14 de Febrero de 
1861, que ordenaba la inserción de esas leyes en los con- 
tratos referidos. 

59 Con lo que mas tarde, en 10 y 17 de Setiembre de 
1864, se estipuló en los contratos sobre venta de guano 
en China y Cuba y Puerto-Rico, que contienen esta cláu- 
sula: « conforme á lo dispuesto por la ley de ^7 de Agos- 
to^ publicada en o de Setiembre de 1860^ » refiriéndose á 
la aprobación del Congreso como requisito indispensa- 
ble; y 

69 Con la opinión constante y nunca contradicha, de 
que los capitalistas nacionales han estado en posesión del 
derecho de preferencia que hoy solicitan, sin que nadie 
hasta hoy hubiese sospechado que habia incompatibiU- 
dad entre ese derecho y el artículo constitucional, que 
declara que las leyes obligan y protejen igualmente á 
todos. 

Respecto de esta incompatibilidad, resulta que toda 
duda estaria resuelta por interpretación auténtica del 
mismo Congreso, según lo antes espuesto; y que por lo 
demás, no es cierto que haya igualación de derechos ci- 
viles entre nacionales y extrangeros. Por la ley, <f todos 
los peruanos gozan de los derechos civiles, los extrange- 
ros solo gozan de los concernientes á la seguridad de su 
persona y bienes y á la libre administración de éstos. » 

Además, el artículo constitucional citado formaba tam- 
bién parte de la Constitución de 1856, que regia cuando 
se espido la ley de 1860, y el derecho de preferencia no 
es de carácter personal, sino inherente á la nacionalidad 
y destinado á protejer intereses generales. 

Para el señor Fiscal^ aun cuando las resoluciones de 
1849 y 1860 no fueran permanentes, sino hechas para 
caso especial, ese caso especial seria el presente. De 
otro modo, no hubiese tenido objeto la insersion en los 
contratos de consignación vigentes, de la ley de 1849 que 
contiene esta cláusula textuíí.1: c concluida la presente: » 
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lo que manifiesta que seria hoy y para el contrato Drey- 
fus, cuando debían tener lugar la convocatoria y el de- 
recho de preferencia ordenados en esa ley. 

Que este derecho de preferencia no perjudica á los in- 
tereses fiscales, ni daña la concurrencia, se prueba: con 
el hecho de haberse presentado 35 propuestas en el con- 
curso de 1860, sin que naJie^ dijese nada contra él: con 
las ventajas que obtuvo el fisco en la subrogación que tu- 
vo lugar la consignación de España; con las propuestas 
que apesar de ser conocido en Francia ese derecho de 
preferencia, han hecho hoy varias casas, inclusa la de 
Dreyfus; y con las utilidades, de tres millones, mas 6 
menos, que se ofrecen ahora al fisco por la subrogación. 

Establecido así el derecho de los nacionales, la juris- 
dicción de la Corte Suprema no puede ser puesta en du- 
da. Por la ley ella está llamada á decidir de los despojos 
que el Gobierno infiera, cuando se demanda la resti- 
tución de alguna cosa poseida conforme al título 3° sec- 
ción 1? libro 2° del Código Civil, que habla de la pose- 
sión natural, que se refiere á las cosas propiamente di- 
chas, y de la civil, que se refiere á los derechos. 

El Gobierno no ha reconocido ese derecho de prefe- 
rencia, ni ha dado ocasión para que ejercite por falta de 
convocatoria pública, y por consiguiente el despojo e^ 
incuestionable: sin que pueda tomarse por concurrencia 
la que han producido las solicitaciones privadas del Go- 
bierno y sus agentes, pues la ley determina el modo co- 
mo aquella ha de provocarse. 

• El que sea concedido á todos los nacionales el derecho 
de preferencia, no prueba que solo el Congreso pueda 
fallar sobre el asunto, como no puede fallar sobre las 
cuestiones relativas al derecho de pesca, que se concede 
solo á los nacionales, y en las cuales son competentes 
los tribunales establecidos por las leyes. 

La Corte Suprema, al juzgar este asunto, está pues 
^ el ejercicio de sus atribuciones constitucionales. Así 
lo reconoció el Gobierno cuando en el contrato con Drey- 
fus indicó primero, que los actuales contratos de consig- 
nación « podían ser anulados ó rescindidos por la auto- 
ridad judicial, » estipulando en seguida « que todas las 
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desavenencias á que diese lugar el presente, se decidirían 
por los tribunales de la República. » 

Se contravendría pues á la Constitución y se alteraría 
el orden establecido en ella si se negase hoy á la Corte 
Suprema la potestad de juzgar, «que es la última sal- 
vaguardia que la República ha establecido para que se 
mantenga efectivamente bajo la protección de la ley los 
bienes y derechos individuales y los bienes y derechos 
del Estado. » 

El dictamen del señor Fiscal ha producido por lo de- 
mas en el público una notable impresión. Para nadie es 
ya cuestión, la cuestión de despojo. Ante los hechos re- 
cordados, las resoluciones y leyes citadas, y los argumen- 
tos aducidos por el señor Ureta, el despojo de que se 
quejan los nacionales puede pasar positivamente como 
cuestión juzgada y fallada á su favor. 



EL EMPRÉSTITO DREYFUS ANTE LOS TRIBUNALES 

DE JUSTICIA. * 



No se puede ya poner en duda, sin manifiesta obse- 
cacion, la subsistencia de las leyes de 1849 y 1860, en 
que se fundan las demandas interpuestas por los capi- 
talistas nacionales ante los Tribunales de Justicia. 

El Congreso de 1864 resolvió esta cuestión de la ma- 
nera mas clara y terminante que pueda desearse, y des- 
pués de esta fecha, no hay acto ninguno del que pueda 
deducirse que esas leyes han caducado. 

Todos los argumentos que sobre esta materia han he- 
cho hasta hoy los defensores del empréstito, desde el 
Ministro de Hacienda hasta el último, han desaparecido 
ante los hechos, y estaban ya de antemano rebatidos por 
las opiniones dé muchos de los "tlfue hoy sostienen' esa 
negociación. 

Que esas disposiciones tengan la forma de leyes ó de 
resoluciones Legislativas, no es por eso menos indeclina- 
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ble, como lo observaba el señor Fiscal, la obligación de 
cumplir suiíontenido; mucho mas cuando los Congresos 
han dado indistintamente el nombre y la forma de leyes 
6 resoluciones á sus diversos actos, ya se refiriesen á ob- 
jetos permanentes d á casos especiales. 

La vigencia, repetimos, de esas leyes no puede ya po- 
nerse en duda. Seria preciso cerrar los ojos á la luz para 
no reconocerlo. Este punto está ya fuera de toda discu- 
sión, y contra él no se puede adelantar una sola palabra 
que no envuelva una falsedad 6 un sofisma. 

Lo que hoy nos llama la atención es lo que preocupa 
también la atención pública, lo que pasa actualmente 
ante la Corte Suprema. 

Se discute la competencia de este Tribunal para cono- 
cer en la demanda de despojo entablada por los capita- 
listas nacionales, y ciertamente que si no lo estuviéramos 
viendo, no hubiésemos sospechado jamás que pudiera 
declinarse de la jurisdicción de la Corte Suprema para 
conocer de un despojo causado por el Gobierno. 

El derecho de preferencia que la ley de 1849 concede 
á los nacionales no es ni puede ser sino un derecho civil. 
Para considerarlo de otro modo, seria preciso admitir el 
absurdo y original razonamiento que el Ministro de Ha- 
cienda hacia en su informe de 28 de Agosto próximo pa- 
sado. Si la ley concede, decia, derecho de preferencia á 
los nacionales, solo todos ellos, es decir, solo la Nación, 
puede ejercer ese derecho. 

Pero no habrá ni dentro ni fuera de la República, ni 
habrá habido en ninguna época> ni felizmente habrá ya 
en lo sucesivo, después del señor Piérola, nadie que to- 
me á lo serio semejante modo de raciocinar. 

Para todo el mundo el derecho de preferencia conce- 
dido á los nacionales por -la ley de 1849 no es, ni puede 
ser, sino un derecho del orden civil. La monstruosidad 
del absurdo en que se funda la opinión contraria basta- 
ría á manifestarlo, si no fuera ese un punto que está 
fuera de toda discusión. 

Como tal derecho civil no puede reclamarse sino ante 
los Tribunales de Justicia: luego son ellos los únicos 
competentes para conocer del asunto, los únicos ante 
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quienes los nacionales pueden llevar sus demandas. 

El Congreso mismo está escluido del conocimiento de 
ellas. El Congreso, ejerciendo sus propias atribuciones, 
las atribuciones políticas que le son peculiares, puede 
desaprobar el contrato celebrado con Dreyfus, por ha- 
berse celebrado sin las formalidades de la ley, y puede 
hacer efectiva la responsabilidad de los que incurrieron 
en tal falta; pero por mas altas que sean sus atribucio- 
nes y por mas claros que fuesen los derechos alegados 
por los nacionales, jamás podria declararles el derecho 
que hoy solicitan. 

Y la razón es clara: el Congreso dá leyes; los Tribu- 
nales las aplican. Si los Tribunales de Justicia fueran 
incompetentes para conocer de ese asunto, y si el Congre- 
so no puede, por la naturaleza misma de sus funciones, 
declarar el derecho que hoy solicitan los capitalistas na- 
Clónales, ¿quién sería el llamado á hacerlo? 

No hay otras autoridades ante quien reclamarlo que 
el Gobierno, que lo ha desconocido, el Congreso, que no 
puede aplicarlo, y los Tribunales, que son tachados de 
imcompetentes. Hé allí un derecho que no tiene juez y 
una ley que no puede tener aplicación. 

El punto de jurisdicción que hoy se debate^ en la Cor- 
te Suprema, no está reducido á otra cosa. El derecho 
de preferencia es un derecho civil: luego solo los Tribu- 
nales de Justicia son competentes para conocer de las 
diferencias que sobre él se susciten: cuestión tan clara 
como la existencia misma del derecho que se disputa. 

Tratándose del despojo de ese derecho, despojo que 
se dice causado por el Gobierno, el único competente, 
entre esos Tribunales, para conocer de ese asunto, es la 
Corte Suprema. La ley lo manda así de una manera ter- 
minante, y ante ningún otro Tribunal han podido Uef ar, 
por consiguiente, su demanda los capitalistas nacionales. 

No habrá, no puede haber juez ninguno que tratán- 
dose de cuestión tan sencilla, pueda creer ni por un solo 
momento que la Corte Suprema no es competente para 
fallar sobre la materia. Ya lo hemos dicho: si no lo es 
ella ¿quién lo será? 

Se dirá que no existe el derecho de preferencia. Con- 
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venido, aunque lo contrario, como está visto, no puede 
ser puesto en duda. Pero ese es ya el fondo de la cues- 
tión* La Corte Suprema declarará, si eso es así, que el 
Gobierno no ha inferido despojo ninguno; pero ese no es 
argumento contra la jurisdicción del Tribunal. 

Se dirá que el despojo no tiene lugar, aun supuesto 
el derecho de preferencia, sino cuando se trata de cosas 
que pueden ser materia de aprehensión corporal. Con- 
venido también; pero para declararlo así, es preciso que 
el Tribunal Supremo ejercite su jurisdicción. 

Se dirá que la autorización especial y extraordinaria 
de que se dice revestido el Gobierno, lo escusaba, al ce- 
lebrar el empréstito Dreyfus, del cumplimiento de toda 
ley. Pero aun cuando así fuese, la jurisdicción de la 
Corte, para declarar que por tal causa no ha habido 
despojo, seria siempre indudable. 

En resumen, la ley dice que la Corte Suprema es el 
único Tribunal competente para conocer en los juicios 
de todo despojo inferido por el Gobierno. Hay hoy quien 
se presenta interponiendo una demanda de despojo con- 
tra el Gobierno. Luego es evidente que solo á la Corte 
Suprema toca conocer del asunto. 

Que la demanda sea infundada, que el derecho no 
exista, que el Gobierno obre en virtud de facultades ex- 
traordinarias, que se haya iniciado otro juicio sobre la 
materia, que concurran en fin todas las circunstancias 
que se quiera; nadie puede quitarle á la acción intenta- 
da su carácter propio y esclusivo, nadie puede descono- 
cer por lo mismo la jurisdicción de la Corte Suprema. 



LOS TRIBUNALES Y EL GOBIERNO. 



La resolución de la Corte Suprema en el incidente de 
jurisdicción de la demanda de despojo, interpuesta por 
los capitalistas nacionales, comienza á levantar la opo- 
sición de aquellos cuyas esperanzas ha frustrado ese 
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Tribunal; y ciertamente que nada diriamos sobre el par- 
ticular, si eso no pasase de ser el natural desahogo de 
una causa que puede considerarse definitivamente per- 
dida. 

Las cosas, sin embargo, van mucho mas lejos de lo que 
puede ser justamente permitido. El contrato Dreyfus 
' derrotado en la prensa, derrotado en la Comisión Per- 
manente, derrotado en los Tribunales, derrotado en la 
opinión pública, derrotado en todas partes, apela como 
último recurso á la fuerza y proclama la rebelión. 

Porque á los pojos defensores de esa malhadada ne- 
gociación se les antoja creer, contra las opiniones mas 
ilustradas, contra terminantes disposiciones déla ley, 
xjontra lo que enseña la razón y la práctica, que el Tri- 
• bunal Supremo de la República no debe juzgar de los 
efectos civiles de ñn contrato celebrado por el Gobierno, 
se creen autorizados para negar la fuerza obligatoria de 
la resolución judicial citada, é insinuar, como consejo, la 
idea de que el Gobierno no debe someterse á ella. 

« i Puede ese auto (dicen) sobreponerse á todos los prin- 
« cipios, á todas las leyes, á todos los hechos emanados 

(( del mismo Tribunal Supremo? ¿Puede la Comi 

tf sion Permanente, puede el Poder Ejecutivo consentir 
« en que se consume de esta manera por el Poder Judi- 
« cial, una usurpación de las atribuciones de los otros 
« poderes?» 

Otro escritor dirijiéndose al Presidente de la Repú- 
blica, añade: cf Estáis repudiado por los falsos sacerdotes, 
« pero esto os importa muy poco; dejad que ellos tuer- 
ce zan la ley hasta romperla, seguid vuestro camino con 
(f la tranquilidad del hombre honrado y del mandatario 
<( cuyo primer deberes la paz pública, que está muy por 
(í encima de todos los que aspiran á teneros atado fioi/ 
« para sacrificaros mañana.» 

Todo esto equivale á decir: Los Tribunales han pro- 
nunciado un falló contra el Gobierno; pero el Gobierno 
tiene fuerza para resistir, y no debe someterse á ese 
fallo. Debe rebelarse contra él, contra la autoridad que 
lo ha pronunciado, contra la Constitución que ha creado 
esa autoridad. En una palabra, el Gobierno debe pro- 
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clamar 6 asumir de hecho la dictadura, declarándose 
superior á todos los poderes del Estado. 

No fué otra cosa lo que en 1864 hicieron Pezet y Go- 
mez-Sanchez. El consejo que se dá hoy al Gobierno, 
sería un consejo verdaderamente criminal, si antes no 
fuera un consejo insensato. 

Para tener seguridad de que el Presidente de la Re- 
pública, ni nadie que mire las cosas desapasionadamente, 
es capaz de prestar oidos á esas palabras, basta tener 
presente, que nadie, á quien no ciegue ' el interés o la 
pasÍ9n, puede hacer una cuestión de Estado y compro- 
meter el porvenir del Perú, por una negociación de inte- 
rés particular. 

Si el Presidente de la República no tiene motivos pa- 
ra favorecer con su voto un negocio de los capitalistas • 
nacionales, no lo tiene ni puede tenerlo • tampoco para 
favorecer un negocio de capitalistas extrangeros. Ante 
la inquebrantable rectitud de que el Supremo Ma- 
gistrado de la Nación debe estar animado en todo mo- 
mento, el nombre del contratante debe ser completamen- 
te estraño para él en la cuestión presente. 

No el nombr^, sino la cosa, es lo que debe llamarle 
la atención. Y la cosa, calificada de acto meritorio 
por el Ministro de Hacienda, no se desvirtúa, antes 
bien, se purifica y se mejora; con el cambio de las per- 
sonas. 

Pretender que el Presidente de la República separe 
constantemente su atención del hecho mismo, para fijarlo 
constantemente en la persona, aun cuando haya que vio- 
lar para ello las resoluciones de los Tribunales, es pre- 
tender que el Presidente de la República se ponga al 
serviclo^de un interés privado y sacrifique, en defensa de 
ese interés, el orden constitucional y las leyes. Los que 
han acusado de pretender trastornar el orden público á 
los que han combatido el contrato Dreyfus, pueden ahora 
responder ¿quienes son los que tienen tal intento; los 
que combaten: 6 los que defienden ese contrato? 

Cierto: el primer deber del mandatario es conservar la 
paz) pero la paz no se conserva ni puede conservarse des- 
de que se rompe la armonía legal de los poderes públi- 
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eos, desde que uno de ellos se sobropone por la fuerza á 
los demás. 

Cuando Pezet se sobrepuso á los Tribunales y desde- 
ñó sus resoluciones, lo hizo también, según decia, para 
conservar la paz, y quizá eso podía ser cierto á sus ojos, 
porque lo que hacia entonces, tenia por objeto separar 
las resistencias que se oponían á su administración. Hoy 
sucede precisamente lo contrarío. La resolución del Tri- 
bunal Supremo no crea, no mantiene ninguna resistencia; 
al contrario, las mata todas. El dia en que por sus reso- 
luciones, que ya está visto lo que serán, el contrato Drey- 
fus quede definitivamente juzgado, la agitación de hoy 
habrá desaparecido completamente. 

Si el primer deber del Presidente de la Repóblica, es, 
pues, conservar la paz, su primer deber en la actualidad 
es someter al Gobierno á la resolución de* la Corte, no 
solo porque así se conserva el orden legal, sino mas aún, 
porque asi se mata toda oposición. 

Para obrar de otro modo, no hay razón de ninguna 
especie, no hay ni siquiera un pretesto como pudo haber- 
lo en 1864. 

Así, los sacerdotes de la ley, los magistrados de la 
Corte Suprema, á quienes se llama falsos sacerdotes, co- 
mo si ellos pelearan algún interés en la cuestión, son en 
esta vez también los verdaderos sacerdotes de la paz * 
pública. 

En la tarea que hoy pesa sobre sus hombros los acom- 
paña el Perú entero, los acompaña la opinoin misma de 
tres distinguidos mfembros del Gobierno, de tres de los 
Ministros de Estado, que si, estraños por la ley á la cues- 
tión del empréstito, no han podido hacer pesar su voto 
en ella, no permitirían hoy que se desconociese la auto- 
ridad de los Tribunales y con ella la Constitución del 
Estado. 
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EL AUTO DE LA SUPREMA.* 



" Los defensores del empréstito Dreyfus pretenden que 
con el auto de la Corte Suprema, en que se declara com- 
petente para conocer de la demanda de despojo, ha sur- 
gido una cuestión grave y trascendental, que «consiste 
en que ese auto debe ejecutoriarse sin grado^ sin las dos 
sentencias conformes que exigen el sistema legal y los 
principios de legislación. » 

Nuestro sistema legal ó nuestra legislación, no exije 
para que haya ejecutoria, ni grado ^ ni dos sentencias 
conformes. Por consigiente, el auto de la Corte Suprema 
no dá lugar á cuestión de ninguna especie. 

Cierto es que opinando los dos fiscales de ese Tribunal 
por la competencia, y estando por consiguiente sin repre- 
sentación los intereses que el Gobierno defiende, es algo 
raro que éste tenga que consentir en una resolución en 
que no consiente. Pero lo mismo, ni mas ni menos, le 
pasaría al litigante temerario que no hallase abogado 
que le firmara un escrito de apelación. 

Lo raro verdaderamente en este caso, no depende de 
la situación ya hecha, sino de que el Gobierno hay^ ol- 
vidada lo que los fiscales no han olvidado: la defensa de 
los derechos nacionales. 

Si el caso es nuevo y no previsto dependerá, pues, de 
que nunca se pudo proveer que el Gobierno se empeñase 
en llevar á cabo un contrato malo, cuando hay quien 
quiera celebrar ese mismo contrato, con mejoras que im- 
portan algunos millones para el Fisco. 

Lo mismo que sucede hoy, hubiese sucedido si el Go- 
bierno, por creerse facultado para todo con la autoriza- 
ción de 26 de Enero, hubiese confiscado bienes de parti- 
culares y estos se hubiesen quejado de despojos 

Ningún fiscal, ningún funcionario hubiese apoyado 
este acto, y el Gobierno se encontraría, como hoy, solo 
y sin representación, obligado por la fuerza á consentir 
en las resoluciones que se expidiesen contra sus hechos^ 
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Y á nadie por cierto se le ocurriría fundar una acusación 
contra los Tribunales por un acto que precisamente icon- 
tribuye á manifestar la justicia de las reclamaciones que 
se hubieran entablado. 

De todos modos, es una situación falsa la del Gobier- 
no, de la que se puede, sin embargo, sacar partido. Si 
tanto es, puede decirse el Presidente, el descrédito de 
esta negociación, que todo el mundo está contra ella, 
hasta la mayor parte de los que forman el Gobierno, y 
los mismos á quiene/juzgo mis personeros, de modo que 
no puedo dar paso ninguno en el asunto, ha llegado el 
caso de cambiaí de rumbo. 

El Gobierno como los particulares puede estar por sus 
actos sometido á la acción de los Tribunales. Ambos 
hacen bien en sostener sus ideas y sus intereses hasta 
que llegue el momento del fallo. 

Si esto es adverso, no hay deshonor ni debilidad en 
someterse á él. Nunca, al revés, se muestra mas recto y 
digno de respeto el Gobierno, que cuando cumple con su 
deber sometiéndose á las leyes: nunca muestra mas ener- 
gía, por lo mismo que es fuerte, que cuando se vence á 
sí mismo. La verdadera debilidad estaría en dejarse ar- 
rastrar por la pasión d por el capricho. 

La posición falsa en que está colocado, repetimos, 
puede hacerle comprender cual es hoy su verdadera ne- 
cesidad: cambiar de rumbo. Procediendo así, no acepta 
tutoría ninguna, y menos la del fiscal. Se reconcilia con 
la Nación, vuelve á ser representante de ios intereses 
nacionales; ' y no se verá en adelante espuesto á verse 
abandonado por todos y hasta á carecer de representa- 
ción en los Tribunales. 



MANOTADAS DE AHOGADO, * 



Las resoluciones de la Corte Suprema y de la Comi- 
sión permanente en la cuestión del empréstito, son dos 
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golpes de muerte que ha recibido esta negociación, y, o 
mucho nos engañamos, 6 no habrá después de ellas nin- 
gún capitalista, ni nacional ni extrangero, que quiera 
seguir favoreciéndola con su crédito o con su dinero. 

Esta situación verdaderamente desesperante para los 
defensores del contrato, les inspira ideas y propósitos 
que solo se esplican por la ceguedad de la pasión; y que 
si llegaran á realizarse, serian causa de serios conflictos 
y de graves daños en el presente y en el porvenir de la 
Nación. 

Contra esas ideas y propósitos hemos alzado nues- 
tra voz. En el punto á que se quieren llevar las cosas, 
no es ya el contrato Dreyfus lo que nos llama la aten- 
ción: es la paz y la tranquilidad de la República. Im- 
pórtanos poco que esta conducta nos traiga por conse- 
cuencia la calumnia y el insulto;^ y antes bien, por 
satisfechos nos diéramos si á costa de eso y aun de mas, 
pudiéramos contribuir á precipitar el desgraciado térmi- 
no de una negociación de que tan ingrato recuerdo con- 
servará siempre el país. 

Separamos por tanto de la discusión todo lo que hay 
en ella de personal para nosotros ó para nuestros ad- 
versarios. No necesitamos de esas armas para estar se- 
guros de tener razón. 

Los que aconsejan al Presidente de lá República que 
desobedezca al fallo de la Corte Suprema, se fundan: en 
que según la Constitución, corresponde á la Cámara de 
Senadores, y en su receso á la Comisión Permanente, 
resolver las competencias que se susciten entre la Corte 
Suprema y el Poder Ejecutivo: en que ningún poder ó 
autoridad pueda avocarse causas pendientes ante otro 
poder ó autoridad, ni sustanciarlas; y en que son nulos 
los actos de los que usurpan funciones públicas. 

Si la Comisión Permanente es }a llamada hoy á re- 
solver las competencias entre la Corte Suprema y el Po- 
der Ejecutivo ¿por qué no ha ocurrido, por qué no ocurre 
á ella el Gobierno? 

La Corj;e Suprema como todo juez, resuelve y tiene 
que resolver por sí misma las cuestiones de competencia, 
cuando no se someten á otra autoridad. De otro modo, , 
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y aceptando la doctrina de los que aparentan creer que 
la Corte Suprema ha usurpado atribuciones agenas, re- 
sultaría que no debiendo ella fallar esas cuestiones j no 
pudiéndolo hacer ninguna otra autoridad, porque no se 
sometieron & ella, el punto quedarla sin resolución. 

Por la ley, las Cortes Superiores dirimen las compe- 
tencias que se susciten entre los jueces de 1? instancia, 
y la Corte Suprema las que se susciten entre las Cortes 
Superiores; pero no por eso es menos espedita la auto- 
ridad de aquellos y de éstas para fallar sobre su juris- 
dicción^ cuando el que se la disputa no ocurre á otro 
juez y se somete á su fallo. 

Esto es lo que pasa todos los dias y lo que los juris- 
consultos defensores del contrato Dreyfus, tienen olvi- 
dado en la actualidad. 

Así en la cuestión presente, el Gobierno solo tenia dos 
caminos que elegir, desde que la Corte Suprema le pidió 
informe en las demandas que interpusieron los capitalis- 
tas nacionales: 6 tachar la competencia del Tribunal, 
ocurriendo desde luego á la Comisión Permanente, 6 in- 
terponer ante él mismo la declinatoria y esperar la reso- 
lución. 

El Gobierno prefirió este segundo medio, y desde que 
lo empleó, quedó sometido á lo que la Corte estableciese. 
El Gobierno ante los Tribunales no tiene ni puede tener 
mas derechos que los particulares, y estos también cuan- 
do interponen la declinatoria ante el juez mismo cuya 
jurisdicción niegan, quedan sometidos á su fallo. Tienen 
es verdad, k» mismo que el Gobierno, el recurso de ape- 
lación y en algunos casos el de nulidad, y pueden hacer 
uso de ellos para procurar la enmienda de lo resuelto; 
pero no vá mas lejos su derecho: sin que en el presente 
caso pueda hacer mérito de la situación especial en que 
se encuentra el Gobierno respecto de esos recursos, por 
que esa situación es enteramente independiente del juz- 
gamiento y del Tribunal. 

En rigor, pues, la cuestión de jurisdicción está defini- 
tivamente juzgada; pero en caso de que así no fuese, y de 
que pudiera tenerse por lícito que el Gobierno empicase 
un recurso, después de haber empleado el otro, lo ünioo 
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que habia que hacer era emplearlo desde luego, ocurrir 
desde luego á la Ootoision Permanente. ;Por qué no lo 
ha hecho el Gobierno? 

Después de haber hablado tanto, es preciso hacer al- 
guna cosa. Los fueros y las prerogativas del Gobierno 
no deben estar perpetuamente encomendados á los escri- 
tores de hojas sueltas. Decir y repetir que solo hay una 
autoridad que puede resolver un punto, y no ocurrir 
nunca á esa autoridad, cuando precisamente hay otra 
autoridad que ha resuelto ese punto, es manifestar que 
solo se trata de ahogar con palabras y siempre con pala- 
bras la evidente derrota del contrato Dreyfus. 

¿Por qué no ha ocurrido el Gobierno á la Comisión 
Permanente? Porque el Gobierno sabe muy bien que la 
resolución del Tribunal Supremo recibiría de ese cuerpo 
la sanción mas completa; y como no se trata ni de bus- 
car la verdad, ni de llegar á un resultado legal, se ha 
excusado el remedio. En resumen, no se ha ocurrido á 
la Comisión Permanente, porque después de la resolu- 
ción que ella espidiese, los defensores del contrato no 
tendrían que contradecir, apesar de la fecundidad de que 
han hecho alarde, mientras que hoy pueden aún llenar 
las columnas de los diarios, para manifestar siquiera que 
hay todavía, aunque parezca increíble, quien defiende 
esa negociación. 

Pero estamos ya positivamente en el principio del fin. 
Los esfuerzos de los defensores de Dreyfus son los es- 
fuerzos de las causas perdidas, son las manotadas del 
ahogado. Los escritos contraríes son la mejor prueba de 
la descomposición que está padeciendo esa causa. 

En uno de ellos leemos: « No es para nadie un miste- 
« rio que la resolución déla Corte Suprema, invasora 
« de las atribuciones ejecutivas, ha sido dictada por es- 
(( píritu de cuerpo.» 

Y mas abajo: « Felizmente para el país el Presidente 
« de la República conoce á fondo los planes, los propó- 
« sitos y los fines de los hombres escondidos entre el 
« manto de la magistratura: de los hombres que seencuen- 
« tfan detrde de los miembros de la Comisión Permanen- 
« te; y conoce así mismo que su primer deber es la pass 



y 
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« pública y que ante la salud del Estado, toda ampuid- 
« don es necesaria. » 

No hablaban de otro modo los consejeros de Pezet. 
Pero, hay felizmente tanta diferencia entre esos tiempos 
y los actuales, que no abrigamos temor ninguno de que 
sean escuchadas tales insinuaciones, á pesar de las in- 
fluencias que sin cesar rodean al Presidente del Estado. 

De todos modos, estados en un momento de crisis, y 
es preciso no olvidar, ni un solo momento, que si la cues- 
tión económica lleva envueltos grandes intereses de la 
Hacienda, la cuestión política á que puede dar origen 
la resolución de la Corte Suprema, compromete todos 
los intereses, presentes y futuros, de la República. 



REFUTACIÓN OEL INFORME DEL ISEÑOR MINISTRO 

DE HACIENDA- * 



El contrato celebrado por el Gobierne con D. Augus- 
to Dreyfus, es de tanta magnitud y son tan vastas y 
trascendentales las consecuencias que debe producir no 
solo eji el sistema rentístico del Perú, sino en su régimen 
político y administrativo, que no es de estrañar que 
haya conmovido profundamente á la sociedad pensadora, 
y que haya estimulado á los mas doctos y hábiles escri- 
tores analizar el informe dirijido por el Ministro de Ha- 
cienda á la Corte Suprema, sobre la querella de despojo, 
entablada por algunos capitalistas nacionales, á quienes 
se ha privado de la posesión legal en que se hallaban de 
ser preferidos en igualdad de circunstancias á los estra- 
ños, para la celebración de esa clase de contratos. 

Agotada parecería la materia con la copia de luz que 
en su discusión se ha derramado; mas no carecerá de in- 
terés el pequeño contingente con que nos aventuramos á 
completar su dilucidación, á fin de que el primer Tribu- 
nal de la República, al resolver el juicio de que conoce, 
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pueda pesar imparoial y concienzudamente en su justifi- 
cado criterio, las razones que nos proponemos desar- 
rollar. 

A juzgar por el tenor del supradicho informe, el Mi- 
nistro de Hacienda se encargó de la colosal empresa, en 
Jue fracasaran todos sus antesesores, de emancipar al 
robierno del pupilage en que lo tenian constituido los 
consignatario^ del guano, por la presión constante que 
sobre él ejercían á causa de la penuria del Tesoro; y la 
negociación Dreyfus, ha sido el mágico talismán con que 
se ha trasformado la situación administrativa y financie- 
ra del Perú, abriendo una era nueva de prosperidad y 
bien andanza. 

No es propio de nuestro resorte, emprender la tarea 
de sincerar á los consignatarios, de las inculpaciones con 
que se pretende vulnerar su crédito, para concitar en 
contra suya la odiosidad pública, y presentar el contra- 
to Dreyfus como una verdadera redención del pueblo 
peruano. 

Y al ocuparnos del informe del Ministro de Hacienda, 
prescindiremos estudiosamente de la parte histórica que 
contiene, asi como de las declamaciones y figuras de retó- 
rica en que abunda, para concretarnos única y exclusi- 
vamente á la cuestión jurídica que motivó el mencionado 
informe, y sobre la cual el señor Ministro ha pasado co- 
mo sobre ascuas encendidas. 

Algunos capitalistas nacionales hfin promovido dos jui- 
cios ante la Corte Suprema, el uno de retracto para ob- 
tener la adjudicación del contrato celebrado con Dreyfus, 
y el otro querellándose de despojo por habérseles priva- 
do de la posesión legal en que se hallaban de ser preferi- 
dos en igualdad de circunstancias, para la concesión de 
esa clase de negociaciones. 

El Ministro de Hacienda, convencido sin duda de la 
falsa posición en que lo coloca la nulidad flagrante del 
contrato que ha ajustado, ha contraido su mas solícita 
atención á cubrir ese flanco vulnerable escudándose con 
la autorización legislativa que obtuvo el Gobierno. 

Por nuestra parte, nos proponemos demostrar jurídi- 
camente: 1° Que el contrato en su oríjen, en su objeto y 
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en su forma, es írrito, nulo y atentatorio. 2^ Que, lega- 
lizado que fuese, los nacionales tendrían ün derecho per- 
fecto para retraerlo por el tanto é igualmente para abrir 
una licitación mediante la puja ó mejora que la ley desig- 
na, y finalmente, que se ha inferido á los nacionales un 
despojo violento de la posesión legíil en que se hallaban 
del derecho de preferencia. 

Desde que se inició la exportación y venta del guano, 
como abono precioso para la agricultura en los diversos 
mercados del mundo, la necesidad y la conveniencia, 
obligaban al Gobierno á emplear para su expendio, el sis- 
tema mixto de consignaciones y anticipación de pro- 
ductos, hasta que se expidió por el Congreso la resolu- 
ción lejislativa de 6 de Noviembre de lo49, aprobando 
el contrato sobre la consignación temporal del guano, 
que habia ajustado D. Joaquín J. Osma con la casa de 
Gibbs é hijos, y ordenando que se provocase una con- 
signación mas económica, concluida que fuese aquella, ó 
el remate por asiento ú otro medio de expender el guano 
mas provechoso á la Nación, dando sibmpke la prefe- 
KBNCIA ^los hijos del pais. Esa resolución fué ratificada 
y ampliada por la de 27 de Agosto de 1860, en que se 
dispuso: lo fí que los contratos que el Gobierno celebrase 
para la consignación del guano, ó sobre otro modo mas 
ventajoso de expenderlo, se hagan con sujeción á las 
preveiíciones que contiene la resolución lejislativa de 10 
de Noviembre de 1849: 2° que celebrados que fuesen 
dichos contratos, se sometiesen al conocimiento del Con- 
greso para su aprobación definitiva, sin cuyo requisito 
no se tendrían por perfeccionados, ni producirían "efectos 
legales: 3^ que la condición de someterse los referidos 
contratos á la deliberación del Congreso, debia insertar- 
se en ellos como cláusula especial. » 

Con arreglo á las prenotadas resoluciones, mientras 
rijiese el sistema de expender el guano por consignación, 
los contratos que á ese respecto se celebraran, estaban 
sujetos á formas y reglas especiales, que sustancialmen- 
te consistian en que precediese la correspondiente con- 
vocatoria de postores, que se sometiesen al conoci- 
miento del Congreso, para su indispensable aprobación, 
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7 Que siempre se diese la preferencia á los h\jos del país. 

Mas, habiéndose promulgado los Códigos vigentes, se 
dispuso en el artículo 1513 del Civil: « que toao inmue- 
ble, derecho, acción ó renta nacional, que por leyes 6 
decretos especiales no se vendan 6 adjudiquen de otra 
manera, se venderán en remate público so pena de nuli- 
dad. » Así que mientras se vendió el guano por consig- 
nación, los contratos celebrados á ese respecto, se suje- 
taban á las leyes especiales estatuidas sobre ellos, pero 
desde que el Gobierno, ya sea procediendo conforme á 
esas mismas leyes que dispoñian que se solicitase otro 
medio mas económico y ventajoso, ó sea en uso de la au- 
torización novísima, que le franqueó el Congreso, ha ob- 
tado por la venta directa, los contratos que celebre so- 
bre tales ventas, deben forzosa y necesariamente suje^ 
tarse á las leyes comunes, y celebrarse en remate pú- 
blico so pena de nulidad. 

La falta, la omisión en este requisito especial, vicia y 
anula el contrato Dreyfus en. su origen, y se reputa « no 
hecho y no produce efecto alguno, » según el artículo 
2278 del Código Civil. 

Ademas, para la celebración de aquel contrato ha sido 
indespensable la audiencia é intervención del ministerio 
fiscal, porque la exigen las leyes decima y decima sépti- 
ma titulo 18 libro 2^ de las recopiladas de Indias, vigen- 
tes según el artículo 59 del reglamento de tribunales. 

Ni se diga que la autorización extraordinaria concedi- 
da pgr el Congreso al Gobierno para proporcionarse los 
fondos necesarios para cubrir el déficit del presupuesto, 
suspenda ó modifique la fuerza de las leyes relativas á 
los contratos de venta de bienes ó rentas nacionales; co- 
mo, con tanto ardor y amplitud, lo pretende el Ministro 
inforitaante. 

En efecto, estando al tenor de la atribución sesta ar- 
tículo 59 de la Constitución, que es la fuente de la auto- 
rización otorgada al Ejecutivo, se halla limitada y redu- 
cida á negociar fondos, por medio de empréstitos, cual- 
quiera que sea su forma; pero desde que se trata de 
cambiar en su base el sistema de venta del guano, debe 
precederse conforme á las leyes precitadas, que el Con- 
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greeo no ha modificado ni derogado, que se hallan vi- 
gentes, y que el Gobierno está obligado á respetar y 
cumplir. 

1 -e otro modo, á pretesto de la autorización circuns- 
crita á la negociación de fondos, se podría celebrar con- 
tratos no solo írritos y nulos en su esencia, sino anula- 
bles y rescindibles por vicios de error, lesión, dolo, ú 
otra causa legal, y se opondria en apoyo de su subsisten- 
cia la valla invulnerable de la autorización omnipotente. 

Nadie puede dar lo que no le pertenece; y desde que 
la facultad constitucional de dar, interpretar, modificar, 
y derogar las leyes es propio y privativo del Congreso, 
claro es que ni lo ha delegado, ni ha podido delegarla al 
Gobierno. En su virtud el contrato Dreyfus, en todo lo 
relativo á venta de guano, se halla sujeto á las leyes co- 
munes, y con arreglo á ellas es nulo, de ningún valor ni 
efecto, írrito y atentatorio, porque no se ha ejecutado 
en remate público, porque se ha omitillo la intervención 
del ministerio fiscal y porque al sostenerlo el Ejecutivo 
ultrapasa sus atribuciones y usurpa las del Legislativo y 
Judicial., 

Ademas, el contrato Dreyfus es evidentemente nulo 
en cuanto á su objeto; porque fundándose en la autori- 
zación Legislativa, tanto por su espíritu y letra como 
por la disposición final de la ley posterior del presupues- 
to vigente, debió limitarse á la negociación de los fondos 
estrictamente necesarios para cubrir el déficit marcado 
en dicho presupuesto. 

Es un hecho notorio: que á mérito de aquella autori- 
zación el Gobierno habia tomado en anticipaciones de 
los consignatarios sino todo, la mayor parte del fondo á 
que ascendía el prenotado déficit; y por consiguiente la 
autorización extraordinaria para cubrirlo habia caduca- 
do por su propia virtud y por falta de objeto. Mas aun 
cuando en alguna manara hubiese quedado vigente, nun- 
ca habría podido estenderse al estremo de celebrar un 
contrato anómalo enagenando el guano y empeñando 
sus productos por cerca de dos bienios mas del que rije. 

La nulidad de semejante acto no requiere demostra- 
ción, ni puede revocarse en duda, 
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Por lo que respecta al derecho de retracto 6 preferen- 
cia que tienen los nacionales para subrogarse, en igual- 
dad de circunstancias en cualquier contrato sobre expen- 
dio de guano que se celebre con estraños, no es mas que 
ía aplicación clara y conspicua de las disposiciones es- 
presadas y terminantes de las resoluciones lejislativas de 
6 de Noviembre d^ 1849 y 27 de Agosto de 1860 que 
mandan, en términos absolutos: que siempre se conceda 
esa preferencia á los hijos del país. 

El Ministro informante, precipitado en la borrascosa y 
desesperada empresa de sostener el contrato Dreyfus, á 
todo trance, se ha avanzado al estremo de tachar de in- 
constitucionales á esas resoluciones lejislativas, fundán- 
dose en el texto del artículo 32 de la Constitución que 
declara: « que podrán establecerse leyes especiales por- 
que lo requiera la naturaleza de los objetos; pero no 
por solo la diferencia de las personas. » El objeto primor- 
dial de^ la Carta fundamental de un Estado es el de es- 
tablecer las obligaciones, derechos y garantias de los 
ciudadanos que lo componen. Las resoluciones lejislati- 
vas que conceden 'á los peruanos la preferencia en los 
contratos que sobre guano se celebren con estrafios no 
contienen mas que la declaratoria de un goce, de un de- 
recho especial, de una garantía inherentes á la ciudada- 
nia y naturaleza peruana; pero ni destruyen la igualdad 
ni establecen diferencia alguna entre las personas dúl 
pai8y sino que, por el contrario les concede, por igual, 
un derecho de ciudadanía, sin escepcion de persona na-' 
cional. Este derecho es justo, equitativo, generalmente 
observado por todas las naciones, y del cual nadie ha re- 
clamado, ni se ha quejado; pero así como todas las car- 
gas y gravámenes que pesan esclusivamente sobre los 
nacionales, especialmente la contribución de sangre, no 
comprenden ni afectan á los extrangeros, así también 
merecen aquellos la protección que ha querido dispen- 
sarles la ley, en beneficio de la industria doméstica, que 
por obligación natural se debe á los suyos. 

No puede, pues, concebirse como el señor Ministro de 
Hacienda, que tanto blasona del deseo de mejorar la 
condición del pueblo peruano, se estrelle cabalmente con- 
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ira uno de los muy pocos goces que las leyes le franquean. 

Por fortuna, el Tribunal Supremo, custodio fiel de 
los derechos y garantías, sabrá colocarse á la altura de 
su misión, y conservar incólume el sagrado depósito que 
se le ha confiado. 

Aparte de la preferencia que para retraer cualquiera 
contrato celebrado con estraños compete á los nacionales, 
bastaría que se hubiese ofrecido mejorar» las condiciones 
de la negociación Dreyfus, para que, ya que el Go- 
bierno ha tenido á bien aceptar la mejora, el ministerio 
fiscal pida y la Corte Suprema ordene que se habrá la 
licitación prescrita poí las leyes, á fin de obtener todas 
la economía y provecho que sean dables, en beneficio del 
fisco, que es el pueblo contribuyente, el pueblo que su- 
fre, y el pueblo que ha depositado su confianza en el 
Gobierno. 

Últimamente, por lo que respecta al juicio sumarisimo 
sobre el interdicto de despojo, bastará fijar la vista en el 
tenor y espíritu de las leyes pertinentes, para venir en 
conocimiento de la clamorosa justicia que asiste á los ca- 
pitalistas nacionales que han entablado la demanda res- 
titutoria. 

Son atribuciones de la Corte Suprema, según el arti- 
culo 18 del reglamento de tribunales, « conocer de los 
pleitos que se susciten sobre contratos celebrados por el 
Supremo Gobierno ó sus agentes; y de los despojos he- 
chos por el Supremo Poder Ejecutivo para solo el efec- 
to de la restitución. » 

Ahora bien, los artículos 1366 y siguientes del Código 
de Enjuiciamientos, en materia civil, tratando de la res- 
titución del despojo la conceden, de plano y sin limita- 
ción alguna, al que « siendo poseedor de alguna cosa con- 
forme al título 39 sección 1? libro 2^ del Código Civil, 
fuese desposeido con fuerza ó sin ella, sin haber sido ci- 
tado, oido y vencido en juicio. » 

Los artículos 465 y siguientes del título 3^ libro 2^ 
del Código- Civil al que se refiere el de Enjuiciamientos, 
defienden la posesión como « tenencia ó goce de una cosa 
ó un DERECHO, con el ánimo de conservarlo para sí; » y 
toda vez que los ciudadanos del Perú, por concesión y 
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disposición terminantd de las. leyes vigentes que están 
en posesión del derecho perfecto de retracto 6 prefe- 
rencia en todos los contratos que el Gobierno celebre so- 
bre expendio de guano con los extrangeros, claro es que 
habiéndoseles despojado ese derecho por el Gobierno, ha 
lugar á la restitución impetrada ante la Corte Suprema. 
En conclusión debemos notar: que, tanto en el juicio 
que el ministerio fiscal ha de promover necesariamente 
en cumplimiento de sus austeros deberes para que se 
anule, rescinda, y cancele el contrato Dreyfus, como 
en los que algunos capitalistas nacionales han iniciado 
sobre preferencia y despojo; se versan los mas grandes 
intereses del país, y se ventilan las cuestiones mas tras- 
cendentales para la causa pública; porque, se trata de 
un contrato que cegará el principal venero de la riqueza 
nacional, enagenando el guano hasta su total consumo; 
se trata de poner en ejercicio uno de los mas preciosos 
medios que la Constitución consigna, para refrenar los 
avances y abusos del poder, y se trata en fin, de la re- 
vindicacion de un derecho importantísimo de todos los 
ciudadanos peruanos, del cual han sido despojados, para 
sostener una operación concertada con el mas estricto 
misterio, y sellada con medidas en estremo violentas. 



CUESTIÓN DREYFUS, 



LOS INFORMES DF-L MINISTRO Y EJi DICTAMEN DEL FISCAL. 

I. 

Jamás se ha visto documentos oficiales mas vacíos de 
verdad y razonamiento, ni mas llenos de pedantería y 
espreciosidad, que los dos informes emitidos por el señor 
Ministro de Hacienda, con motivo delcontrato Dreyfus; 
y sin embargo, jamás se ha visto tampoco documentos 
mas vulgarizados que éstos, porque los defensores del 
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famoso contrato de 17 de Agosto, han hecho de él su 
caballo de batalla para el combate que sostienen contra 
la opinión pública, su varita raájica con la que preten- 
den conjurar la tempestad levantada por la indignación 
general. 

Este fenómeno, por raro que parezca, tiene una fácil 
y sencilla esplicacion. — Desde el momento en que se 
pensó en el gran negocioy los autores de la idea presin- 
tieron, como era natural presentir, la resistencia que 
debia encontrar en la conciencia pública, y así, pudieron 
preparar, con anticipación, los ingredientes necesarios 
para dorar la pildora. — Difícil era sin embargo, hacer 
pasar e\ gato por liebre^ pues que no es yaá los peruanos, 
á quienes se pueda hacer comulgar con ruedas de moli- 
no; pero al menos se debia de tener un arsenal bien pro- 
visto de sofismas, para presentarlos, en su oportunidad, 
á falta de razones.— Así pues, la pesada polémica en la 
que al fin nos vemos enredados, porque es imposible 
prescindir de ella cuando lo que se disputa es nada me- 
nos que la suerte presente y futura de la Nación, y la 
integridad del sistema republicano; esta pesada polémi- 
ca, decimos, fué inaugurada por los artículos encomiás- 
ticos que se publicaron en favor del contrato y sus au- 
tores; mas, como en los tiempos que alcanzamos, no se 
cree ni en la infalibilidad del Papa, mas aún, ni en la in- 
falibilidad de los concilios, sino que para admitir cual- 
quiera verdad que no sea un axioma se exije demostra- 
ción, no bastaba decir, « nuestro negocio es el non plus 
ultra de los contratos inmejorables para el erario,» por 
que á nadie, y menos que á nadie, á un «escritor minis- 
terial, se le cree bajo su palabra, sino que era preciso 
presentar espaciosos ya que no habia sólidos argumentos. 

Los autores y defensores del contrato, que aunque en 
punto á finanzas, jurisprudencia y administración, no 
saben de la misa la median, son consumados teólogos, y 
como muy ejercitados en la anfibología y el distingo, en 
punto á dialéctica y sofistería, saben mas de misa y me- 
dia y la mitad de otra media. — Por consiguiente, el ar- 
senal que se preparaba, estaba repleto. — Se convocó á la 
turba de espadachines de pluma que desde hace algunos 
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años viene aflijiendo á la pobre humanidad peruana; sé 
les abrió de par en par laa puertas del arsenal, y todos 
salieron de él armados basta los dientes, pero dejándolo 
vacío. 

Los bravos defensores del negocio^ no tardaron mucho 
en hacer prodijios con su rico y espléndido armamento; 
correspondiendo, dignamente, á la confianza que en ellos 
se habia depositado. — Las veinte columnas de el «Co- 
mercio» fueron estrecho campo para sus operaciones, y 
dias ha habido, en que no les bastó sesenta columnas, 
que se contienen en tres números de este diario. Mientras 
unos hacian salvas reales quemando ricos y perfumados 
inciensos al señor Dreyfus, como al Mesías prometido 
del erario nacional, y otros hacian resonar la trompa 
épica cantando el talento, el patriotismo, y la honradez 
del señor Piérola; los demás descargaban andanadas de 
hiél y lodo inmundo, sobre todos los peruanos que no 
creyeren como punto de fé, que el negocio Dreyfus es 
el mejor de cuantos ha hecho la República; y descarga- 
ban tajos y mandobles con salvaje y encarnizado furor, 
contra los señores capitalistas nacionales, que, cargados 
de sus cuatro millones con que quieren mejorar el con- 
trato non plus ultra, hablan tenido la impertinencia de 
ponerse como remoras de su camino. 

Hemos dicho que era poderoso, esto es, abundante, 
el arsenal; pero combatiendo con tanto furor y bizarría, 
debían agotarse pronto los pertrechos; así es que desde 
el segundo dia de combate se vieron obligados á recojer 
sus propios proyectiles para volverlos á lanzar como la 
vez primera, continuando hasta hoy su colosal tarea, la 
que á juzgar por su terca tenacidad debe serles muy 
grata, ó por lo menos, muy lucrativa. 

Pero llegó la vez de que el sabio Ministro de Hacien- 
da tuviese que habérselas con la Excma. Corte Supre- 
ma, que queria y debia oirlo en la demanda de despojo; 
y aquí fueron los apuros-^todas las municiones se ha- 
bian agotado imprudentemente, ¿qué hacer? ¿se emplea- 
ría ^1 recurso de la recolección diaria? esos proyectiles 
estaban ya gastados; sin embargo, no habia otro reme- 
dio: fué preciso juntarlos todos^ sin que quedase uno, y 
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fundirlos en el calibre de un informe; y así se hizo; fot 
manera que, en la nota informe dirijida por el señor de 
Piérola al Tribunal Supremo, si se esceptua aquello de 
«tratar á los miembros del gran Areopago no como d 
jueces sino como á simples ciudadanos, y el inquebranta- 
ble propósito de violar la Constitución, no cumpliendo 
las ejecutorias del Poder Judicial, no hay una sola pa- 
labra que los valientes espadachines de pluma no hubie- 
sen repetido por lo menos seis veces cada uno. 

Entregado el informe, al dominio público, estos bra- 
vos patriotas^ que por amor á su patria defienden los 
intereses de Francia^ volvieron á apoderarse de lo que 
era suyo, (en virtud de la ocupación con justo título,) 
del abundante parque de sofismas; y entonces, renovaron 
su descomunal ataque con nuevo y mas encarnizado fu- 
ror, y tuvieron la crueldad de hacernos leer, sesenta y 
cinco veces por lo menos el susodicho informe, ya inser- 
tándolo sin variar una coma, ya desgreñando 6 puliendo 
su redacción; pero siempre con sus mismos conceptos, 
mas ó menos truncados, mafe 6 menos completos. 

Por último, llegó la vez de que la Comisión Perma- 
nente tomase cartas en el asunto y que también^ an- 
tojase de oir al sdbio Ministro, y estos fueron los segun- 
dos apuros para el señor de Piérola; pero ¿á qué con- 
fundirse? ¿no estaba allí el luminoso informe dirijido á 
los ciudadanos de la Corte Suprema? ¿no estaba bastan- 
te comprobada la virtud de este precioso talismán? — 
Pues bien; el segundo informe, se calcó sobre el prime- 
ro, y así salió del paso, el hábil é inteligente Ministro 
de las finanzas. 

Ahora bien, no hemos tenido la paciencia de contar 
los escritos que se han publicado en defensa del contrato 
Dreyfus, pero uno de sus defensores, en el «Comercio» 
del 24, nos suministra un dato que puede servirnos de 
punto de partida para hacer un cálculo aproximativo. 
Según ese escritor, hasta el 14 del actual, se habian pu- 
bhcado 109 artículos. No tenemos tampoco á la mano 
el número en que se registra el «balance de la opibion 
PUBLICA» y por lo ínismo no sabemos, á punto fijo, el dia 
en que se publicó el primero de los 109; pero suponien- 
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do que fuese el 17 de Agosto, fecha del contrato, tene- 
mos la siguiente proporción: si en 28 dias se han publi- 
cado 109 artículos, en 43 dias se habrán publicado 168. 
— Como término medio de cada artículo, tres columnas 
(y es poco) nos dan los 168 artículos, 504 columnas, las 
cuáles dan un producto de 80,640 renglones á razón de 
160 cada una — término medio de cada renglón 7 pala- 
bras, y tenemos por último resultado que se han escrito 
en esta fecha, próximamente hasta 664,480 palabras (y 
cuidado que es decir, porque si nuestro padre Adán vi- 
viera hasta ahora y desde el momento en que fué crea- 
do, no hubiera hecho otra cosa que hablar sin descanso, 
hasta hoy dia, inclusive, no habría podido pronunciar, 
mas que un cuarto de. billón de'palabras.) 

Sin embargo, del medio millón y pico de palabras que 
se han escrito en favor del contrato, no hay una sola 
que no esté en el gran informe, ó por mejor decir, en el 
informe grande del señor Ministro de Hacienda; por 
manera que, quien haya leido ese documento, ha leido 
todo cuanto se ha dicho en pro del contrato; y por ma- 
nera también, que demoliendo el intrincado aparato de 
ese informe, queda destruido todo cuanto se ha dicho y 
escrito en favor del contrato. 

¿Y qué es todo lo que se ha dicho y escrito en favor 
del contrato? Vamos á' verlo. — El mas de medio millón 
de palabras^ queda reducido á las siguientes, que se con- 
tienen en el estracto que del informe se hace en la 
vista fiscal de la Excma. Corte Suprema; y que dice así: 

En ese informe «resuelto el Gobierno á mantener su 
« decisión y llevarla á cabo sin detenerse en obstáculo 
(f de ninguna especie,» se declina en lo absoluto de la 
jurisdicción de V. E., para que sobresea y se inhiba del 
conocimiento entero de este negocio, porque el Gobierno 
ha procedido con autorizaciones ilimitadas, de cuyo ejer- 
cicio á nadie mas que al Congreso debe dar cuenta; por 
que no existe ni conviene el derecho de preferencia en 
favor de los hijos ael país; porque tal derecho no podria 
dar acción ni ser materia de que conociese el Poder Ju- 
dicial; porque en libre y ofrecida concurrencia, han in- 
tervenido los nacionales que han querido contratar, pe» 
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ro sin aproximarse ninguna propuesta suya á las ventajas 
admitidas; porque los actos administrativos y las deci- 
siones del Gobierno no están sujetas á que el poder ju- 
dicial los revise y anule; porque en fin, el primer Tribu- 
nal de la República no establecerá tamaña descomposi- 
ción y desorden y tan abierta violación del espíritu y 
lietra de la carta fundamental. 

II. 

'Hé aquí, en toda su fuerza, la gran argumentación de 
los defensores del negocio Dreyfus, que simplificada ma^ 
(si cabe) queda reducida, en su última espresíon, á estos 
tres puntos principales. • 

1^ Estension ilimitada de la autorización de Enero. 

2° Negación del derecho de preferencia en los na- 
cionales; y 

3o Negación de la jurisdicción del Tribunal Supremo 
para conocer de los actos administrativos y sus efectos. 

Respecto al primer punto, en el dictamen fiscal á que 
nos referimos, encontramos las siguientes palabras que 
deben tenerse muy en cuenta para fijar el sentido de las 
que se llama facultades extraordinarias en materia de 
hacienda. 

(( Autorizado el Poder Ejecutivo (por la ley de 25 de 
« Enero último) para que procure los fondos necesarios, 
ff á fin de salvar el déficit que resulta en el presupuesto 
tf general de la Nación, que debe regir en el presente bie- 
« nio, dándose cuenta al Congreso:)) sabido por el presu- 
puesto redactado en 31 de Marzo, que ese déficit as- 
cendia á 16.888,790 $; j|@* y que para cubrirlo se 
destinaba <f el valor resultante de los bonos de 65 depo- 
sitados para cambiar bonos de 62: la existencia de los 
reservados en Europa para obras públicas: los bonos exis- 
tentes de las reservas que se hicieron en 65 para pagar 
libramientos en garantía de adelantos, y la dicha autoriza- 
ción concedida al Poder Ejecutivo; »**^H se celebró por 
el Supremo Gobierno con Dreyfus Hermanos y C^ de 
París el mencionado contrato, con el cual está satisfecho 
de haber llenado el déficit del presupuesto del bienio 
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corriente, evitándolo en los venideros y cumpliende sus 
promesas, mediante ventajosas estipulaciones. » 

Se vé por esto» que las decantadas facultades dé que 
han formado su baluarte, los defensores del contrato no 
alcanzan siquiera á habilitar al Supremo Gobierno para 
contratar sobre 16.000,000, sino en la parte que no bas- 
tare el valor resultante de los bonos del 65 etc. j que, 
por consecuencia, está muy distante de facultar al Go- 
bierno para celebrar un contrato cuya materia sea cien 
milUnes de soles. 

Pero ya que nos hemos ocupado de la vista fiscal, no 
debemos remitirnos sino á ella. — Cuando el error, la chi- 
^cana y la sofistería campean hasta en el lenguaje oficial, 
es preciso oponerle, la verdad, la ley y la razón. — Oiga- 
mas pues á la verdad, á la ley y la razón, que hablan 
por la boca del fiscal de la Nación. 

Apropósito de las condiciones del contrato continúa 
el dietámen. 

« Estas estipulgjciones que constituyen el contrato, en 
« todos sus efectos fiscales no depende de que sea esta o 
n aquella la persona del contratista ó comprador. Lo 
« contratado es y llena, según el propio señor Ministro, 
« el objeto de la autorización que consiste en procurar 
<c fondos necesarios d fin de salvar el déficit. §i estos fon- 
« dos se aumentan todavía mas, sobre las mismas bases, 
« sobre el mismo sistema y sobre la misma cantidad de 
« guano, natural es que el Gobierno llegue á ver con- 
« tentó la fecundidad de su obra, como el Congreso verá 
(( la eficacia de su autorización. 

« A este respecto, no cabe duda ni disputa, en que 
(c son deseables y admisibles cuantas mejoras se puedan 
« alcanaar por medios LÍCITOS Y RECTO procedí" 
(c miento. En la administración de la cosa pública, el 
(c aceptarlas es además un riguroso deber. Hasta ahora 

los mejoramientos que aparecen en rebajas y adehalas, 
«f exeden de tres millones de soles y no se presentan con 
if carácter definitivo^ sino como bases para seguir AU- 
a MENTANDO los beneficios del Tesoro. 

« Lo único que dá verdadero motivo al pleito, es la 
« PERSONA DEL COMPRADOR, si debe ser la casa 

85 
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« francesa 6 los capitalistas nacionales^ suponiendo en 
ff todos probidad y responsabilidad; cualidades que sin 
« meingua del país, no son controvertibles en lo3 capita- 
« listas, asi como no se cuestionan las de la casa francesa.» 

En los párrafos que siguen, referentes á los procedi- 
mientos é intenciones del señor Ministro de Hacienda, 
no sabemos si se revela grandeza de alma en el autor de 
la vista, si es la amargura que no puede menos que sen- 
tir el que, por índole 6 por deber, está encargado de 
custodiar los caudales públicos y la integridad del siste- 
ma republicano, 6 si es, por último, el terrible sarcasmo 
con que, el severo fiscal pronta sus faltas al incauto 
Ministro. 

Dice así. 

«Ni en el Congreso ni en el Gobierno ha habido jamas 
« Ja intención, aun remota de contratar mas bien con los 
« extrangeros que con los nacionales* Sin amores, sin 
«. odios, (ha dicho el señor Ministro de Hacienda en su 
« informe, ) superior á toda preocupación y d todo inte- 
« rés^ se ha buscado solo lo mejor y mas provechoso pa- 
« ra el país con la severa tranquilidad del que gobier- 
» na. » La autorización del Congreso se contrajo solo al 
objeto real efe procurarse los fondos necesarios dfin de 
salvar el déficit. No ha consistido, pues, los intereses del 
fisco ni las miras de los poderes Legislativo y Ejecutivo, 
en que fueran compradores los naturales 6 los estraños. 

Este punto (la persoua del comprador,) con cuya de- 
signación no se menosbaba la autorización, la autoridad, 
ni el contrato, es lo único sin embargo que dá origen al 
pleito; porque los hijos del país, invocando el derecho 
de preferencia en contratos de expendio de guano, quie- 
ren para sí la quinta parte de los provechos que el con- 
trato pueda dejar á l)reyfus Hermanos y C? de Paris, 
y quieren las otras cuatro quintas partes para los demás 
peruanos que deseen suscribirse. Y no^ quieren íntegros 
todos estos provechos; de ellos participan al Erario tmia 
de tres milbrtes de soles. Por manera que la pretensión 
de los nacionales, si modifica el contrato, es tan solo 

AORBCENTAKDO GONSIDBBABLIMBNTE loS derechoS fisoa- 

les estipulados en él. 
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Si es justa esa pretensión, lo decidirá Y. E. cuando 
pronuncie su fallo. 

Entre tanto, y como el señor Ministro de Hacienda, 

HARTO BE LAS AMARGUBAS que le han hecho SABOREAR 

las consignaciones de guano en * las mayores angustias 
del Tesoro, se espresa aentidamenU j témelas conse- 
cuencias para la fé del Gobierno y para los recursos del 
crédito, comparando al intento la aflictiva situación de 
hoy con la abundancia de propuestas ventajosas que 
ajparecen por fruto de su acción inteligente y previsora: 
como el fiscal (cuando los gobiernos han querido saber 
sa dictamen) ha sida siempre, aunque sin buen éxito, 
severo también con los consignatarios en los mas graves 
negocios; ya de contabilidad, ya de intereses y amorti- 
zación de adelantos, ya de igualación de favores, ya de 
empréstitos etc.; precioso es advertir que este ministe- 
rio no vé ahora ni puede ver á las compañías consigna- 
tarias, en los capitalistas nacionales que invocan el de- 
recho de preferencia. 

Los capitalistas nacionales directa y personalmente 
empresarios en- el nuevo expendio de dos milones de to- 
neladas de guano, y dando bajo 'su responsabilidad 80 
por ciento de acciones para ser colocadas en el país, for- 
man claramente una sociedad colectiva E:!CCLüSiyAMEN- 
TE peruana bajo TODOS ASPEíCTOS, en todos sus desen- 
volvimientos, y para todos sus resultados. No son ni de- 
ben confundirse con las compañía^ de las consignaciones 
cuyos intereses, sistema y medios son distintos, y están 
por sus respectivas conveniencias en distinto antagonis- 
mo con los nuevamente creados. De esas compañias no 
quedará mas que su historia. 

La actual empresa de peruanos y para peruanos, es 
una institución nueva en que se emplen y acrecentarán 
capitales peruanas; se dará lugar á la creación y al em- 
pleo productido de otros capitales FORMANDO TO- 
DOS PARTE DE LA RIQUEZA NACIONAL. 

Si estas consideraciones traen á la memoria los fines 
que se propuso el Congreso de 1849 al establecer para 
los hijos del país, en los contratos sobre expendio de 
guano^ el derecho de preferencia que han sostenido los 
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Congresos posteriores; hay precedentes muy significatí- 
vos que demuestran no ser indiferentes, para las conve- 
niencias de la ley protectora de los nacionales. j|9°*Cen- 
tenares de millones de pesos, en valores de guano nacional 
han pasado por las manos de las consignaciones Gibbs. 
Estos han quedado opulentos en Londres; y de esa opu- 
lencia no se ha formado en el Perú la pobre^ortuna de 
un aldeano. ''^i^ 

III. 

Estrafio podria parecer que el fiscal se ocupase de 
deslindar con tanta precisión la diferencia que hay en- 
tre los antiguos consignatarios del guano y los capita* 
listas nacionales que se querellan ante el Tribunal Su- 
premo, porque, efectivamente, nada tienen que ver dichos 
consignatarios con la demanda de despojo, que es el 
punto que se ventila; pero esa impertinencia no es inl- 
putable al fiscal, llamado á dictaminar sobre la deman- 
da de los capitalistas y el informe del Ministro; y como 
lo principal de este informe, por desatinado que sea, se 
coniírae á hacer una maliciosa y absurda confusión entre 
los capitalistas nacionales y los consignatarios, á quie- 
nes se pinta con los mas sombríos colores^ <io es pues de 
estrañar que en la vista fiscal, no se pase desapercibido 
ese punto, á que tanta importancia se consagra en el in- 
forme del Ministerio de Hacienda.— -Está es, la razón 
porque, en otra parte de la vista, después de demoler 
con el acha de la historia, con la irresistible elocuencia 
de los hechos, con la resplandeciente antorcha de un f 
lógico razonamiento, el fantasmagórico aparato, con que 
el Bobio Ministro trata de amedrentaroos, esplotando la 
debilidad de los espíritus ignorantes,, respecto de las con- 
secuencias que traería consigo el reconocimiento de el 
derecho de preferencia; vuelve á encontrar otra vez (aun- 
que indirectamente) á los consignatarios, tan calumnia^ 
dos hoy por todos los defensores del contrato, y tan 
injustamente heridos por el señor de Piórola; y espli- 
cando las verdaderas causas que han creado la causa que 
tantas amarguras ha hecho saborear al patnota de laifi'^ 
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mmzas y los benéficos frutos de la conoikrrenoia á que 
se debe la risueña situación de hoy, dice: 

« Si antes no se han conseguido tan copiosos frutos sino 
duros gravámenes para subvenir á los gastos públicos 
mas urgentes, tales gravámenes no han rmultado de 
existir el derecho de preferencia de los hijos del país, sino 
de no haberse dado la oportunidad legal de ejecutarse, en 
pública y ordenada concurrencia, para la renovaci<m pe^ 
riódica de I9S contratos, que ha debido hacerse y no se 
ha hecho; de haberse esperado á la pítima hora de la ne* 
cesidad para buscar recursos con que satisfacerla; de no 
haber' ejecutado la amortización de los anticipados gastos 
deduciéndose únicamente los que correspondian al guano 
vendido, en cada vez que se verificaban las ventas con- 
forme á la cláusula 11 de las contratas primitivas, ni 
exigídose el cumplimiento de la cláusula 19 y por la cual 
las casas consignatarias solo debian cargar al Estado el 
4 p.O;o de cualesquiera anticipaciones que hiciesen, 
siendo el cambio de cuenta del Gobierno; de haber%e ol- 
vidado que el comercio no es filantropía^ ni en parte al- 
guna son filántropos los comerciantes en su hora be 
negocios; y finalmente, de no haberse recordado, que el 
únioo medio de sacar provecho de toda negociación, es 
J>1B\5^J>XB^ A conocimiento de sus ventajas^ iniciar su eje- 
cución previsoramente y medir i^xú punzante estímulo 
de las ganancias que mueve á todo contratista la exten- 
sión de las conseeiones que de él se pueden obtener. » 

IV. 

Hemos hablado de fantasmas inventadas por el sefior 
Ministro de Hacienda. 

Estos consisten en la enfática aseveración de que la 
preferencia de los nacionales cerraría la puerta á la fe- 
cunda concurrencia de los extraugeros y desprestijiaria 6 
mataría nuestro crédito en Europa; por cuanto (dice el 
Ministro) ningún extrangero tomará parte en aquella, 
teniendo anticipadamente la seguridad de que sus traba* 
jos y combinaciones vendrían á estrellarse inútilmente 
ante el monopolio ejercido por los privilejiados perua- 
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nos. — Esta argumentación no puede ser mas fútil: sin 
embargo, es tan trascendental, que si fuese sólida y ver- 
dadera, tratándose la cuestión solamente por el sistema 
utilitario (sistema inmoral^ pero eficaz por su carácter 
positivo^ ) podria contrabalancear la legitimidad del de- 
recho que invocan los nacionales: y manifestaría sin du- 
da alguna, la inconveniencia de ese derecho, por mas que 
sea incuestionable su subsistencia, conforme á las leyes 
vigentes y por lo mismo, de fuerza permanente obliga- 
toria. Por esto, el fiscal, dándole su verdadera impor- 
tancia le ha dedicado una buena parte de su dictamen, 
la que no podemos menos que trascribir. — Hé aquí como 
quedan desvanecidos aquellos fantasmas. 

(í Siendo el guano un producto esclusivo del Perú,» y 
necesario el consumo anual de mas de medio millón de 
toneladas en los grandes mercados dol mundo, forzosa 
será la concurrencia para encargarse del expendio, en 
razón de la inmensa utilidad de la negociación, y de la 
mejor colocación de capitales. Los abundantes de Euro- 
pa ordinariamente producen 3 ó 4 p. 0^0 al año, y con- 
currirán con facilidad y con ventaja sobre los nacionoles 
en busca de múltiples ganancias, aseguradas con prenda 
en mano para la venta y reembolso. Puede, pues, se dijo 
en el Congreso de 1849, expenderse el guano sin creci- 
dos gastos, y darse á los nacionales, jt?ara que no ^ean ex- 
cluidos, el DERECHO DE PREFERENCIA como medio de 
equilibrar la ventajosa posision natural de los tíapitalis- 
tas extrangeros. De ahí nació la resolución legislativa 
de 6 de Noviembre de 1849, en la cual, dejando aproba- 
do un contrato anterior, se establecieron las reglas que 
debian seguirse en el futuro expendio; á saber, convoca- 
toria, para que fuesen conocidas la oportunidad y las 
bases del concurso y preferencia siempre á los hijos 
del país 

En 25 de Setiembre de 1862, celebró el Gobierno con 
las casas de J. Homberg y C^ de Paris, y J. Thompson, 
T. Bonard y C^ de Londres, el contrato de co;f*signacion 
de guano para España, con un empréstito de £ 180,000 
y un adelanto de 500,000 $. Dos días después, conven- 
cidos de la justicia con que el (gobernó deseaba salvar el 
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dereoho de prbvbrbkoia de loe naeianalee^ ratifioftron 
por escrito lo que habian dicho verbalmente, y dirigieron 
al señor Ministro de Hacienda, con fecha 27 de Setiem- 
bre, la siguieftte carta oficial: 

(V Señor Ministro: 

«Siguiendo vuestro deseo, os confirmamos que estamos 
tf de acuerdo con el Gobierno, en que haga publicar las 
ft condiciones bajo las cuales la consignación de guano 
ff en España, no ha sido concedida, invitando Á LOS Hi- 
« JOS DEL país á hacer proposiciones mas ventajosas, y 
« hacer por este medio efectiva la preferencia de que 
« GOZAN SEGÚN LA LEY, los nacionales, relativa^ 
(c mente á contratos* de consignación de guano. ^) 

El Gobierno mandó publicar el correspondiente aviso 
oficial^ y se publicó el 1^ de Octubre, refiriendo las prin- 
cipales bases del contrato y concluyendo con estas pa^ 
labras: « se publica esta prevención para hacer efectiva 
la PREPHRENOIA QUE LA LEY acuerda á los na- 
cionales, quienes podrán dirijir 1^us propuestas al señor 
Ministro de Hacienda hasta el 20, del presente. «Octubre 
19 de 1862»..; 

Atendiendo ala naturaleza y al objeto de este 

derecho de pref^encia, creado por una ley, no es con- 
trovertible su conveniencia pública, en la hora de su 
aplicación. Si durante 20 años^ en 10 Congresos renova- 
dos, no se ha levantado ninguna voz, ni se ha dirijido 
iniciativa alguna por los Gobiernos sucesivos, ni se ha 
insinuado de otro modo la opinión, solicitando que se 
derogue la ley protectora de la nacionalidad, y por el 
contrario HA SIDO TRES VECES RATIFICADO; 
error será de la República, error venerable, mientras no 
sea correjido por otra ley, haber creido con tan sosteni- 
da perseverancia, que les convenia mantener ese derecho 
en los hijos del país. Sancionada la ley no hay otro me- 
dio de impugnar su conveniencia, para los encargados de 
ejecutarla, que el de pedir su abolición á los legislado- 
res. Entre tanto fl^^LA LEY DEBE CUMPLIRSE. 

De otro lado, los precedentes manifiestan que con es- 
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te derecho^ no se perjudica la cúneurrenda^ ni corr«i 
riesgo Io0 intereses fiscales. 

En la primera convocataria universal que, señalando 
el plazo de cien dias, hizo el Gobierno en 12 de Mayo 
de 1860 para contratar las consignaciones de guano; 
después de declarar que pifocedia en cumplimiento de la 
ley de 10 de Noviembre de 18J¡^6^ dijo con entera FRAN- 
QUEZA: (í previniéndose que, en igualdad de circuns- 
íí tancias tendrán la preferencia los hijos del paíSj con- 
«forme d la citada LEY.» En ese concurso HUBO 35 
PROPUESTAS, y varios oficios de observaciones co- 
merciales procedentes de Nantes y 4© Amberes; y en 
ninguna de las propuestas y comunicaciones extrangeras,' 
ni en los prolijos informes del jurado que para la aper- 
tura y examen de las propiíestas se instituyó con asis- 
tencia del ministerio fiscal, ni por la imprenta ni de otro 
modo, nadie hizo la menor indicación, ni se insinuó la 
idea de ser un inconveniente el derecho de preferencia 
de los hijos del país: no hvho retraimiento sino animación 
sostenida^ en ventaja de los intereses del Estado, hasta 
qtie se pronunció el supremo decreto definitivo de 24 de 
Octubre,, y cuyas contratas fueron aprobadas por el 
Congreso enl4 de Febrero de 1861. 

Cuando por no haberse hecho previa convocatoria se 
ejercitó de otra manera el derecho de preferencia, en 
1862, las casas, inglesa y francesa^ contratistas de la 
consignación del guano para España el 25 de Setiembre, 
no estrañaron ni hallaron poco conveniente el derecho 
ate los nacionales; reconociéronlo lealmente en su carta 
de 27, porque era la preferencia según la LEY, y pi- 
dieron la fijación de un plazo determinado para el ejer- 
cicio d^ese derecho, lo cual produjo \% ventaja de que se 
duplicase por los nacionales los quinientos mil pesos de 
adelantos. 

Este derecho de los nacipnales publicado repetidas 
veces, circulado en Europa por todos los cónsules pe- 
ruanos con la convocatoria de 1860 y escrito en las le- 
yes que se mandó en 1861 insertar en todas las contra- 
tas, sin esceptuar la de consignación que desde entonces 
tiene hasta ahora la c^a de Tomas Lachambre y C^ d^ 
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París, donde se kalla también estabkdda la casa de 
Dreyfas Hermanos y C% no sirvió de obstioulo hacen 
dos meses, d esta casa, a^etual eantratistay para hacer 
propuestas al Gobierno^ ni desalentó á las demás que 
presentaron las suyas á los comisionados fiscales en Pa- 
rís para comprar dos millones de toneladas de guano. 
Los mismos comisionados fiscales encangados de recibir 
en París las propuestas extrangeras no insinúan siquie* 
ra que su acción diligente fuese estorbada por la exis* 
tencia del preferente derecho de los peínanos. 

Y sobre todas estas pruebas, aparece en este momen- 
to otra positiva y palpable, que demuestra las ventajas 
que reporta el Fisco de la existencia de este derecho 
anexo á la nacionalidad. Hoy, en virtud del menciona- 
do derecho^ la persona- del comprador es cuestión para 
el Estado de mas de tres millones de soles .'.' 

V. 

Antes de continuar nuestra tarea, forzoso nos es ha- 
cer un paréntesis en esta parte.^No abrigamos la mas 
lijera duda respecto de la acreditada probidad de S. £. 
el señor coronel Balta; y por lo mismo, tenemos la fir- 
me convicción, de que su tenaz resistencia á la propues- 
ta de los señores capitalistas nacionales, tan ventajosa 
para el Erario, como fecunda en beneficios para los ver- 
daderos intereses y progreso del país, es motivada, 
ÚNICAMENTE, por el error en que se le ha hecho 
incurrir, de que i<con su aceptación se sacrificaría el cré- 
dito del Perú ante el extrangero» » — Este error puede 
sernos tanto mas funesto, cuanto que no solo ocasiona 
la pérdida de los millones con que se beneficiaría el 
Erario en el caso de una nueva licitación, lo que apesar 
de su importancia material, vale bien poco comparado 
con las ulteriores consecuencias; sino que, nos arrastra 
de una manera fatal á la mas espantosa desorganización 
social y política, á la mas terrible anarquía, á un verda- 
dero abismo. — Es sin duda, poseído de ese error, como 
el honrado, patriota y repubhcajto coronel Balta, ha ru- 
bricado feb nota 'informe, en que el señor Piérola mani- 
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fiesta ^el inqííeiraifUable propóiUo de no cumplir loi ye- 
eutoriae del Tribunal Supremo.» — El día en que ese 
propósito llegue á cumplirse; ese dia se habrá inaugura* 
do la anarquía del poder público; es decir, la mas injus- 
tificable, borrascosa é inmoral de las revoluciones. — 

Donde el imperio de la ley se acalla, allí la revolución 
empieza. — El legicidio es la crisálida de la anaft[uía. — 
El atahud de una ley, es la cuna de una revolución. 

Cuando las masas ignorantes y belicosas se revelan 
contra la autoridad, y fuertes con el poder de sus armas, 
cometen exesos, se dice: — «ha estallado la revolucioni» — 
El verdadero patriotismo, el buen sentido y la moral, 
reprueban con justa indignación á esas masas. — La ley 
castiga severamente á sus intrigadores; y la parte sana 
de la sociedad los mira con desprecio, y hasta con exe- 
cración tal vez. 

Cuando un Gobierno ilustrado, moral, exento de pa- 
siones, y legalmente constituido, se revela contra la ley 
fundamental del Estado, y fuerte con el poder de las 
armas nacionales, prescinde de la opinión pública, me- 
nosprecia la autoridad del Supremo Poder Judicial, le 
niega su concurso, y pisotea sus fallos, ¿qué nombre ten- 
drá la situación creada por sus procedimientos y qué 
sanción tendrán éstos? 

Que la recta conciencia del señor coronel Don José 
Balta, dé la respuesta á esta pregunta. 

Entre tanto, nosotros, humildes hijos de la Repúbli- 
ca, suplicamos al Jefe del Estado, mas aún, que lo con- 
firmamos, en nombre de la patria, en nombre de los mas 
trascendentales intereses de la Nación, para que lea las 
anteriores líneas que dejamos trascritas del informe del 
señor Fiscal de la Corte Suprema, y vuelva á leerlas una 
y mil veces hasta que salga de su funesto error. 

Así, no hará retroceder al país en el camino del. pro- 
greso en que lo ha colocado. 

Así, no dejará su mano, la sangrienta y execrabe 
huella de un lejicidio. 

Así, no quedará en la historia de su gobierno^ un ne- 
gro borrón que oscurezca los hermosos capítulos de las 
obras públicas, de la instrucción, y de la industria. 
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Así dará al mundo un moralizador ejemplo de abnega- 
oion patriótica y de humilde á la vez que heroico repu- 
blicanismo. 

Abí, en fin, colocará su nombre, á la altura de los 
Washington, de los Franklin y de los Lincoln — mere- 
ciendo la estimación de todos los republicanos, y el amor 
de todos sus compatriotas. 

VI. 

El punto cardinal, el centro de todos los sofismas que 
constituyen la defensa del c6ntrato Dreyfus, y por lo 
mismo el ataque de las demandas de los señores capita- 
listas nacionales, consiste en la negación del derecho de 
preferencia^ y de la vijencia de las disposiciones legisla- 
tivas del 49 y del 60, á las que, también se niega el ca- 
rácter de fuerza permanentemente obligatoria; porcuan«^ 
to, no tienen (se dice) ni el nombre ni la forma de leyes^ 
sino el de simples resoluciones^ que solo puede ser conside- 
radas como disposiciones transitorias destinadas á surtir 
sus efectos únicarmnte. en ciertas y determinadas cosas. 

Para resolver este punto, el Fiscal se remonta al ori- 
gen de esas disposiciones, manifiesta el espíritu que do- 
minó en el ánimo de los legisladores que las dieron, 
consigna la historia de su formación, analiza el espíritu 
de las mismas disposiciones, y su propia letxa 6 contexto, 
y por último, la inteligencia que por todos los Congre- 
sos, por todos los Gobiernos, por todos los peruanos y 
hasta por todos los extrangeros que se han ocupado de 
^llas, se ha dado á esas disposiciones-— todo lo cual se 
contiene en los siguientes párrafos que también trascri- 
bimos. 

c'De las circunstancias en que se sancionó, de su pro- 
pio contexto y de su naturaleza y objeto, aparece que 
dicha ley no se destinó para un caso particular, sino que 
se ordenó en general el procedimiento para contratar el 
expendio, desde que terminase el contrato anterior. Por 
eso se vé, que la disposición comienza con la regla, y 
que solo como advertencia incidental, está la frase «con- 
clmda la presentoi 
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En la convocatoria oficial, con plazo de cíen días, pu- 
blicada en 12 de Mayo de 1860 9abiendo el Gf-obieme 
que esa resolución legislativa Ji©°*ERA LEY PERMA- 
NENTE-igt ^P' ^^^^ cumplimiento de la LEY de 10 
íf de Noviembre de 1849, que se reimprime á continua- 

(f cion, ha determinado: se anuncie que 

ce previniéndose que en igualdad de circunstancias ten- 
« drdn la preferencia los hijos del país, conforme d la 
K citada le¡/.» 

Hasta entonces se usaba, pero no estaba determina- 
damente prescrito, el requisito de ser sometidos los con- 
tratos de expendio de guano á la aprobación del Con- 
greso. Lo creyó necesario el que se reunió en ese año 
60 y dio la resolución legislativa de 27 de Agosto. Aun- 
que eUa fué dada con motivo de la última convocatoria 
para consignacioneSy su parte dispositiva^ enteramente 
absoluta en su tenor y separada en su fcNrma, demues^a 
que es una ley permanente; pues por el artículo 19 se 
manda: que los contratos que el G-ohiemo celebre para 
la con,signaeion del guano, ó sobre otro medio Tnas venta- 
joso de expenderlo^ se hagan con sujeción á las preven- 
ciones que contiene la resolución legislativa de 1849, y 
por el artículo 29 que, celebrados dichos contratos (los 
mencionados en el artículo 16), se sometan á la aproba- 
ción del Congreso &^. Si se hubiese legislado para el 
caso particular de las consignaciones, por haom^se, pero 
ya convocadas, no habría dicho el artículo 19 9t^¿<¿i¿o- 
se á las prevenciones (en plural) de la resolución l^sla- 
tiva de 1849, supuesto que esas prevenciones eran úni- 
camente dos, la convocatoria y LA preferencia, de elks^ 
la convocatoria estaba ya hecha y cumplido su «plazo: si 
se hubiese legislado no mas que para las consignaciones 
convocadas, no se habrían tampoco comprendido gené- 
ricamente los ícontrétos sobre otro modo de expenderlo. 
Las disposiciones de esa ley que abrazaron para todo 
tiempo los diferentes medios de expender el oüa- 
No, no pudieron, pues, referirse únicamente á las con- 
signaciones convocadas, que dieron la ocasión de legislar. 

Porque eran LEYES permanentes las resoluciones le- 
gislativas de Noviembre de 1849 y Agosto de 1860, por 
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éso se mandó en la resolución legislativa de 14 de f^e- 
brero de 1861, que se insertasen en las contratas que 
de todas las consignaciones sq celebraron en 1860. No 
se limitó el articulo IP de esa nueva resolución legisla- 
tiva á solamente aprobar las contratas, con las modifica- 
ciones 2^ y 39 relativas á plazos y goces; dedicóse con 
singularidad la 1^ modificación, á ordenar que se inser- 
tasen en las contratas, las dichas resoludiones legislati- 
vas de 49 y 60. 

Si estas leyes hubiesen sido determinaciones transito- 
rias; á que se sujetaba por entonces la celebración de 
esas contratas, inútil habría sido su inserción, y estra- 
vagante el ordenarla; porque: 1^ constaba de las mismas 
contratas hechas, que la convocatoria, con calidad de 
dar siempre la preferencia d los hijos delpáíSj la adjudi- 
cación de las consignaciones á los consignatarios, y el 
sometimiento de las contratas á la aprobación del Con- 
greso, todo estaba practicado desde el año anterior, con 
expreí^ referencia y con arreglo á las disposiciones de 
1849 y 1860; y 2^, porque la aprobación legislativa, que 
era el último requisito, lo llenaba el Congreso precisa- 
mente con esa resolucipn que expedía en 14 de Febrero 
de 1861, única que se debería agregar. fl@°*Se mandó 
la inserción, por una solemne modificación legislativa,, 
para que constase de los mismos títulos de las consig- 
naciones, cuales eran las reglas y formalidades esencia- 
les y PERMANENTES que reglan en la República y se ha- 
bian observado en esas contratas, y que, concluidas las 
presentes^ regirían y se observarían también 

Los señores diputados l^^ECHENIQÜE-^ y 
Lavalle, presentaron en su Cámara y se aprobó inme- 
diatamente, en 30 de Setiembre de 1864, una proposi- 
ción que tuvo por objeto pedir al Ejecutivo los contratos 
que para la venta de guano hubiese celebrado y los de 
próroga que hubiese estipulado. Los fundamentos escri- 
tos en esa proposición son los siguientes: ((Las resolu- 
ciones legislativas de 10 de Noviembre de 1849 y 24 de 
Agosto de 1860, disponen que los contratos para la con- 
signación y venta de guano en los diversos mercados del 
mundo, se hagan provocando propuestas al efec- 
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to 7 <|UG9 celebrados que sean esos contratos, se 

sometan al Congreso para su aprobación El Po- 
der Ejecutivo ha celebrado y prorogado diversos contra- 
tos para la venta y consignación del guano, los cuales 
no han sido remitidos al Congreso, como debian serlo, 
en cumplimiento de las resoluciones dictadas; y para que 
aquel cuerpo pueda ejercer las facultades que estas le 
señalan presentan la siguiente proposición:» 

Por resultado final, se dio la resolución legislativa de 
12 de Diciembre de 1864, cuyo tenor es: «cEl Congreso 
(( de la República atendiendo á que en los contratos de 
« consignación de guano celebrados después de la clausu- 
(c ra del Congreso de 1862 no se han cumplido las fte»' 
« criaciones de las LEYES DE LA MATERLA., ha 
tf desaprobado dichos contratos, en ejercicio del derecho 
(( que se reservó por el artículo 2o de la resolución le- 
ff gislativa de 24 de Agosto de 1860.» 

So vé pues que, por esta resolución ^gíslativa,^ se de- 
clararon expresamente leyes de la materia^ sobre expen- 
dio de guano, las resoluciones legislativas de 1849 y 
1860, cuyo cumplimiento exijieron originariamente los 
señores diputados (ECHENIQUE y Lavalle) y que si 
no se mencionó determinadamente el derecho de prefe- 
rencia concedido á los hijos del país fué solo porque no 
tratándose de ese punto, sino de la falta de aprobación 
del Congreso, no habia objeto especial para citar el ar- 
tículo 1^ de la ley de 1860, que mandó guardar las pres- 
cripciones de convo(;atoria y PREFERENCIA ordena- 
das por la ley de 1849; y la habia únicamente para 
recordar el artículo 2^ que se contrae á la aprobación. 
Quedó, por consiguiente, declarado que la convocatoria, 
LA PREFERENCIA y la aprobación legislativa, eran 
las prescripciones de las leyes de la materia que debieron 
cumplirse. , i 

Tan cierto es, por otra parte, que las mencionadas 
leyes de la materia comprendían todos los contratos so- 
bre expendio de guano, que en las escrituras celebradas 
en 10 y 17 de Setiembre de 1864, sobre diversas ventas 
de ese abono para la China y para Cuba y lE^ierto Rico, 
se previno que ^coñnfoñrme á lo dispuesto por la ley dé S7 
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de AgoitOj publicada en 3 de de Setiembre de 1860, se 
someterian á la deliberación del Congreso, sin cuya 
aprobación no quedarían perfeccionados.)) 

No es* necesario detenerse en distinguir las leyes de 
las resoluciones: aquellas se dan para objetos generales, 
éstas para cualquier ramo especial. Mibchaa veees se ha 
dado INDISTINTAMENTE á los actos legislativos los 
nombres de leyes ó resoluciones, sin dejar de ser mcues- 
tíonable la obligación de obedecer y cumplir con conteni- 
do, cualquiera que sea el nombre con que se expidan. 

VII. 

En seguida.se ocupa el Fiscal, de demostrar que por 
"consentimiento universal, y por interpretación auténtica 
del mismo Congreso de la República, no existe, ni puede 
existir incompatibilidad entre el artículo 32 de la Cons- 
titución del Estado y él derecho de preferencia estable- 
cido por las leves de 49 y 60; y con el texto de nuestra 
legislación y deJa legislación francesa, demuestra tam- 
bién, que ni en el Perú, ni en el imperio francés á que 
pertenece la casa Dreyfus Hermanos y C^, existe tam- 
poco la igualación de derechos civiles que tan violenta- 
mente trata de deducir el señor Ministro de Hacienda 
de aquel artículo constitucional. 

El luminoso tratado que contiene la vista sobre el de- 
recho de preferencia cuestionado, puede decirse que se 
completa y reasume en el siguiente párrafo. 

<(En la actualidad, no seria menos positiva, la exis- 
cc tencia de ese derecho, aun en la hipótesis de que las 
« leyes de 1849 y 1860 se hubiesen limitado á conceder- 
« lo transitoriamente para casos determinadois.)» ^ 

Si por haberse dicho en ellas <? que el Gobierno pro- 
voque en el mundo, una consignación que sea mas eco- 
nómica, concluida la presente, 6 el remate por asiento ú 
otro medio de expender el guano mas provechoso á la 
Nación, dando siempre la preferencia á los hijos del país,» 
se reconoce ser cierto é indudable que, concluida la con- 
signación entonces presente, gozarian los peruanos del 
derecho de preferencia; es indispensable convenir en que 
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ahora ha llegado ese caso, confonnp á la modifiGacion 
1^ artículo 1^ de la resolución legislativa de 14 de Fe- 
brero de 1861. Por esa modificación se mandó insertar 
en las consignaciones contratadas en 1860 la misma ley 
de 849 con la misma cláusula canoluida la presente^ 
JK^luegOy concluidas esas consignaciones, tienen lugar 
la convocatoria j el derecho de preferencia. Y como esas 
consignaciones son las que van á concluir, j para con- 
clusión de ellas, en la venta de los dos millones de tone- 
ladas, cuyo expendio harán Dreyfus Hermanos y G?; 
ES EVIDENTE QUE, PARA ESTE CONTRATO 
ES PARA EL QUE TIENEN DERECHO DE PRE- 
FERENCIA LOS HIJOS DEL PAÍS, EN CUMPLI- 
MIENTO DE LA LEY ESPECIAL DE 1861/ 

VIII. 

Réstanos hablar del último punto cuestionado, que 
bien pedimos llamar el primero y mas importante, por 
ser de mas próxima actualidad, y por la inconmensura- 
ble trascendencia de los precedentes que está llamado á 
sentar, decidiendo una cuestión de vida 6 muerte, para 
el prestijío y respetabilidad del mismo poder judicial, 
para todas las garantías individuales y nacionales, y por 
último, para la misma constitucionalidad del Estado. 
Este punto es el de JURISDICCIÓN. 

Bien quisiéramos reproducir todo el tratado que respec- 
to de él se consigna en el dictamen fiscal; pero habiéndo- 
se estendido nuestro artículo mas de lo que pensamos, 
nos vemos obligados á trascribir solo los pantos principa- 
les; prescindiendo de todo comentario, por temor de 
fatigar la atención del benigno lector. Hé aquí los prin- 
cipales jundamentos. 

« El poder de administrar justicia, lajwrüdiccion^ cor- 
responde á los magistrados y jueces (artículo 2^ del Gó- 
^go de Enjuiciamientos,) porque la justicia se administra 
en la República por los tribunales y juzgados (artículo 
24 de la Constitución,) encargados del roder Judicial, 
que en el ejercicio de este ramo de la soberanía nacional 
es independiente de los poderes legislativo y ejecutivo, 
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no pudiendo ninguno de los tres salir de sus respectiros 
limites constitucionales (artículo 3 y 43 de la Constitu- 
ción y 4o y 26 del Código de Eujuiciamientos.) 

Por administrarse la justicia en el modo y en la for- 
ma que determinan las leyes (artículo 124 de la Consti- 
tución) compete en general á los jueces (artículo 1366 
del Código de Enjuiciamientos) conocer de las causas de 
despojo en que se demande la restitución á la posesión 
de alguna cosa de las comprendidas en los artículos 464 
y 466 del Código Civil; esto es, de las cosas y de los de- 
rechos incluidos expresamente en el artículo 465, ó en 
general, de las cosas corporales é incorporales según las 
denominan los artículos 464 y 466. JK^Si el despojo 
se IMPUTA al Supremo Poder Ejecutivo^ conoce de la 
cama la Excma. Corte Suprema^ ejercitando la especial 
atribución 5^ artículo 18 del Reglamento de Tribunales. 

Consiste el despojo imputado en. esta causa al su- 
premo GOBIERNO, en baber celebrado con la casa Drey- 
fus Hermanos y C^ de Paris, el contrato de venta de 
dos millones de toneladas de guano, sin haberse salvado 
ni atendido el derecho de preferencia de los nacionales 
demandantes, á pesar de que ellos, con noticia de haber 
recibido el Gobierno de sus agentes en Paris un contra- 
to ad referendum^ le pidieron desde el 13 de Agosto, se 
insertase una cláusula para usar de su derecho en el 
plazo que se designase, como lo hizo el Gobierno en 
1862; y á pesar también de que ofrecieron á primera 
hora del 18, aun antes de que fuese publicado el contra- 
to en él Peruano de esa fecha, doscientos mil soles, me- 
jorando las condiciones en que se subrogaban, y obli- 
gándose á ceder bajo su propia responsabilidad 80 pO^Q 
de la negociación al público. 

A estas alteraciones, mejorando siempre el contrato, 
se ha agregado después por los mismos nacionales la re- 
baja de 25 ^0;() en |la prima y del 20 pO^Q en el inte- 
rés, y se dá por adehala al Fisco dos millones de soles. 
.{••••■••••. ••*•••.••••••« •«.•.••*•• •.«••«•••*•.•.•••••••.•••••••••« 

Después de deslindar el Fiscal con la mas clara pre- 
cisión la órbita que corresponde, respectivamente á cada 
uno de los poderes del Estado, y la manera libre y esiMh 

17 
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dita de ejercer sus atribuciones dentro de ella, conti- 
núa así: 

«Sobre estos sólidos fundamentos, la Corte Suprema 
pronuncia su sentencia constitucional (artículo 123); y 
en ella, si la acción entablada es de despojo y lo ha habi- 
doj mandada la restitaciony j si la demanda es de nuli- 
dad ó rescisión y el contrato es anulable ó rescindible 
en todo 6 en parte, lo rescinde ó anula; pero si no hay 
despojo, rechaza la querella, y si hay justicia para res- 
cindir ó anular al contrato, desecha la demanda. Se 
oontravendria á la Constitución, se alteraría el orden 
establecido por ella y se comprometería la mas impor- 
tante de las garantías sociales que es la libre y expedita 
administración de justicia, si la jurisdicción que exclu- 
sivamente compete á la Excma. Corte Suprema, no pu- 
diese revisar y anular, habiendo mérito para ello, los 
determinados actos gubernativos sometidos á su fallo. 

jK^La jurisdicción de la Excma. Corte Suprema en 
los dos casos indicados, es la última salvaguardia que la 
República ha establecido para que se mantengan efecti- 
vamente bajo la protección de la ley, los bienes y dere- 
chos individuales^ y los Uends y derechos del ESTADO. 

A las consideraciones de interés general y de conve- 
niencia pública en que se funda la veneración que en 
todos los paises organizados se tributa á la potestad de 
juzgar, afianzándose la religiosa observancia de los pre- 
ceptos de la Constitución, distribuidora de los diversos 
ramos en que se ejercita la soberanía nacional, se agrega 
otra muy digna de discreta atención. Las decisiones 

JUDICIALES DE LA SUPREMA CORTE DE UN ESTADO, MA- 
NIFESTANDO AUTORIZADAMENTE TODO LO QUE EN JUSTI- 
CIA CORRESPONDE EN CADA CASO CUESTIONADO, PRODU- 
CEN MORAL, LEGAL E INTERNAGIONALMEMTE EL BIEN 
FECUNDO DE PONER FIN A LAS CONTROVERSIAS, SIN EX- 
PONER EL CRÉDITO NI LA RESPONSABILIDAD DE 
LOS GOBIERNOS. 

Reconoció la verdad y las ventajas de esta Suprema 
Jurisdicción él señor Ministro de Hacienda^ cuando pre- 
vino en la 8^ instrucción dada á los comisionados fisca- 
Us, que podría llegar el caso en que los anteriores con- 
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tratos de consignación de guano se anulen ó rescindan 
por autoridad judicial^ los reconoció también el mismo 
Grobiemo para el actual contrato con Dreyfus Hermanos 
y G^; ¡/ esta casa contratista se sometió expresamente á la 
Jurisdicción Nacional para todas las cuestiones que so- 
breviniesen, cuando se estipuló en el artículo 33 que 
<c todas las desavenenciaei á que diese lugar el presente 
« contrato, se decidirían por los Tribunales de la Repú- 
(f blica« » 

Lejos, pues, de que con el cumplimiento de las leyes, 
ni con las decisiones que con arreglo á ellas pronuncie 
la Excma. Corte Suprema, se* lastime el crédito del Go- 
bierno ni se debilite la fé que merece; se mantendrá el 
jefe del astado en su excelsa posición; no DESGUAR- 
NECERÁ el Poder de la justicia peruana; atraerá ma- 
yor respeto á las instituciones de la República y cum- 
plirá con lealtad su palabra esplícitamente empeñada en 
el contrato, si deja libre y expedita la jurisdicción de la ' 
Excma. Corte Suprema, para que decida conforme á sus 
atribuciones permanentes las desavenencias á que ese 
contrato ha dado lugar, y si cuando se le presenten, en 
forma de EJECUTORIAS, esas decisiones del primer 
Tribunal del Estado dijere — (da Constitución en el inci- 
so 89 artículo 49 prescribe que el Presidente de la Re- 
pública haga cumplir las sentencian de los Tribunales: 
pues que se cumplan.» 

La independencia del Poder Judicial no es desarmonia 
en el Gobierno, cualquiera que sea su forma: « es el úni- 
« co medio práctico, según la observación de Fritot, de 
« establecer verdaderamente el orden, la justicia en todas 
« las instituciones, en todas las partes de la organización 
« y de evitar el yugo y los peligros y los excesos de to- 
« da clase de despotismo.» 

En vista de tales fundamentos, es inconcebible cómo 
hay Ministros, abogados y escritores, que pretendan aún 
sostener al contrato Dreyfus y combatir las demandas 
de los capitalistas nacionales; y mas inconcebible aun, 
que haya un vocal en la Excma. Corte Suprema que 
opine por la incompetencia de ese Tribunal. Pero sobre 
todo lo que hay de mas elevado» existe algo que es snpe- 



ríor. — Ese algo, es la justicia eterna eo el cielo, y la 
opinión pública en la tierra. 

El tiempo y la historia otorgarán á todos completa 
justicia. 

Lima, Setiembre 20 de 1869. 



( DE EL '' NACIONAL. " ) 



JURISDICCIÓN. * 



Esta palabra implica el poder y el deber de adminis- 
trar justicia. La justicia es la que ordena y armoniza á 
las sociedades, haciendo de modo que la libertad de cada 
uno pueda coexistir con la libertad de los demás. El se- 
creto de esta coexistencia consiste única y exclusivamente 
en respetar y hacer respetar el derecho, enmendando, 
corrijiendo y si se qaiere, castigando sus transgresiones. 
El derecho es el conjunto de las condiciones necesarias 
para la conservación y desarrollo de nuestra vida física, 
moral, intelectual, en cada una de las esferas religiosa, 
social, política, etc. en que el ser racional se encuentra 
colocado. 

Este mecanismo de las sociedades, con su clara y su- 
blime sencillez, no nos permite dudar de que correlati- 
vas á la jurisdicción, la justicia, la libertad y el derecho, 
es decir, todo nuestro ser individual y social, en todas 
sus relaciones con los demás hombres y en el uso de las 
oosas creadas. De consiguiente, los encargados de admi- 
nistrar justicia han recibido del soberano el depósito sa- 
grado de todo un mundo moral. 

Si son meros depositarios tienen que responder ante 
el soberano del depósito integro, ileso, inmaculado, tal 
cono se le confió. Y si esta augusta jerarquía les impone 
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deberes tan eleradoi, no pueden desprenderse de 1a mí- 
nima parte de la jurisdicción sin hacerse indignos de la 
confianza del soberano j reos del delito de naber dis* 
puesto de parte de lo depositado, contra la voluntad de 
su dueño. 

Tompoco nosotros podemos permitir que se altere ni 
menoscabe en manera alguna esa entidad moral en que 
están comprendidos nuestra vida y todos nuestros in« 
tereses. 

Para saber si la jurisdicción se altera ó menoscaba, 
tenemos reglas fundamentales é invariables en el derecho 
natural, j reglas mas esplicitas en la Constitución del 
Estado j en las leyes que reglamentan su observancia. 
La Constitución se subordina á la ley natural que le es 
anterior y superior, y las leyes secundarias se subordinan 
á la Constitución, que por eso se llama ley de loi leyes ó 
ley fundamental. 

Así mismo,' para la recta inteligencia y debida apli^ 
cacion de estas reglas, es imprescindible que estén fijos 
los ojos del espíritu en la escala gerárquica en que, con* 
forme á la voluntad divina descifrada por la razón hu* 
mana, residen los poderes y las facultades sociales y 
políticas con sus esferas de acción y sus demarcaciones 
respectivas. 

Aunque sea de todos sabido, es necesario repetir para 
evitar y disipar embrollos, que Dios como supremo legis- 
lador del Universo, ha sancionado el derecho natural á 
que obedece sin apelación el soberano que es el pueblo. 
El pueblo delega, nada mas de lo que tiene, es decir, sus 
poderes estrictamente ceñidos al derecho natural, á una 
asamblea constituyente. Si el soberano delegara mas de 
lo que tiene, cometeria una transgresión sacrilega de la 
ley de Dios« Si la asamblea constituyente no se limitara 
á haéer legal lo que Dios ha hecho natural^ traspasarla 
la esfera de sus facultades, traicionaría la confianza de 
sus comitentes, seria nulo ante el soberano y ante Dios 
todo cuanto hiciese, excediéndose de los poderes recibi- 
dos. Desde aquí empezaría la ilegitimidad de las insti- 
tuciones. 

El ctterpo coMtituyente, al subdelegar el ejercicio de 
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la soberanía en los tres tan conocidos poderes, y al de- 
clarar los derechos y deberes de los ciudadanos, dice á 
cada uno de los primeros y á cada uno de los últimos: 
esto harás, aquello te es permitido y de aquí no pasarás. 

A la luz de estos principios que nadie desconoce, que- 
dan en descubierto las emboscadas á que se ha querido 
llevar á la Excma. Corte Suprema para cercenarle una 
parte de la jurisdicción que está obligada á ejercer. 

Nadie puede negar que tiene jurisdicción general para 
conocer de los asuntos contenciosos en los casos, tiempo, 
modo y forma que determinan la Constitución y la ley. 

A esta atribución general, emanada de la naturaleza 
misma de las cosas, se agrega la espresa y especial de 
que pasamos á tratar. m m 

El artículo 18, inciso 6^ del Reglamento de Tribuna^ 
les, atribuye á la Corte Suprema el conocimiento de la 
acción de despojo que se entable contra el Poder Eje- 
cutivo. Esta atribución es complementaria del artículo 
124 de la Constitución, en que se declara quienes y de 
que modo administrarán justicia. La administrarán los 
'tribunales y juzgados en general, conforme á la demar- 
cación y designación de atribuciones que haga la ley. 
La ley, que es el Reglamento de Tribunales, dice que 
en las causas de despojo que se imputen al Gobierno eje- 
cutivo conocerá la Carte Suprema. 

Hasta aquí todo viene claro; desde la fuente primitiva 
del derecho que es Dios, y no hay punto en que discre- 
pen las opiniones hasta hoy espresadas, referentes á 
la cuestión que se ajita proveniente del contrato Dreyfus. 

Pero el señor Ministro de Hacienda y algunos respe- 
tables abogados, dicen, que el artículo é inciso citados 
del Reglamento de Tribunales, es la regla general; pero 
que á esta regla le ha sobrevenido una excepción desde 
que el ultimo Congreso autorizó al Poder Ejecutivo para 
que se procurara fondos á fin de llenar el déficit que 
resultaba en el presupuesto general del presente bienio. 

Según dichos señores, la amplitud y naturaleza espe- 
cial y extraordinaria de esta autorización, inhibe á la 
Corte Suprema de conocer en una querella de despojo 
que ante ella se ha interpuesto^ porque es un incidente 
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áél oumplimiento de aquello á que estaba ple&ame&te 
autorizado. 

Para aclarar este punto hemos tenido que traer á la 
memoria de todos, las bases inamovibles en que descansa 
el drdon con que se mueve nuestra gran máquina social. 

El Congreso no ha podido proceder ni ha procedido 
contra lo dispuesto por la Constitución. Para dar una 
autorización que implicara la suspencion de jurisdicción 
de la Corte Suprema, necesitaba el Congreso haber reci- 
bido no una Constitución en que se demarcan las esfe* 
ras de acción de cada uno de los tres poderes, sino facul< 
tades discrecionales; pero semejantes facultades no podia 
darlas, ni ese poder constituyente, porque tampoco las ha 
recibido del soberano, según lo que dejamos espuesto. 

El Congreso solo pudo hacer é hizo lo que la Consti- 
tución le permitiaí facultar al Ejecutivo para procurar 
recursos á fin de llenar el déficit: pero se entiende y no 
puede menos que entenderse, que es sin vulnerar el de- 
recho ajeno, ni alterar en lo mas mínimo el orden polí- 
tico establecido. Es una grave injuria la que se hace á 
los representantes del pueblo, al suponer que hubiesen 
dicho al Poder Ejecutivo: Haceos de dinero para llenar 
el déficit: si podéis, adquirirlo lícitamente, y si nó, ad- 
quirirlo como podáis. 

La autorización, dicen, fué un voto de confianza, y 
solo el mandante es competente para saber si un manda- 
tario ha cometido 6 n<5 abuso de confianza. Pero ¿cómo 
ha de dar voto de confianza un mandante que á su vez 
es mandatario de otro de quien no ha recibido facultad 
para otorgar votos de confianza á nadie? 

El señor doctor Cisneros ha arrastrado injeniosamen- 
te á todo un Congreso Nacional y á todo un Poder Eje- 
.cutivo al terreno de la jurisprudencia civil para tratarlos 
como á litigantes comunes; pero á poco andar conocerá 
que no está fuerte en ese terrano, si estiende su jurídica 
alegoria hasta las fuentes del derecho y la política que 
nosotros hemos reseñado. 

El pueblo es delegado de Dios, el poder constituyente 
lo es del pueblo; el Congreso lo es del poder constituyen- 
te: y allí termina la subdelegacion. El poder constituyente 



— 294^ 

no tiene uno solo sino tres grandes subdelegados, á quie* 

nes previene en sus mas sustanciales instrucciones, que 
obren independientemente el uno del otro, sin mas con- 
tacto entre ellos que el que espresamente le señala. No 
faculta á ninguno de los tres para que delegue en el otro 
las facultades que esclusivamente le compete ni mucho 
menos para que otorgue facultades que no tiene. 

Si el señor doctor Gisneros, quiere que en vez de de- 
legaciones, hablemos de procuradores 6 apoderados, em- 
peorará de situación- pues lo prinero que habría hecho 
como buen abogado es ba$tantear el poder que cree dado 
por el Congreso al Gobierno Ejecutivo. Al examinar el 
documento» que es la autorización de 25 de Enero, ha- 
bría conocido á la primera ojeada que no es propiamente 
un poder, sino una 9UBtitucion de poder ^ que habría he- 
cho en el Ejecutivo, del que se le nabia otorgado por el 
Poder Constituyente nacional; pero ¿tiene acaso la cldvr 
iula de %u%titucion que es necesaria según derecho, la 
minuta de autorización que el Congreso ha recibido de 
su mandante en la Constitución del Estado? 

Parece, pues, fuera de duda que ni el Congreso ha 
podido dar ni el Ejecutivo recibir, una autorización que 
pudiera llamarse delegaciony procuración, mandato, ó 
jestion de negocios, en el sentido jurídico de estas pala- 
bras, y que por este lado la jurisdicción de la Corte Su- 
prema, queda no solo ilesa, sino invuln^able. 



CORTE SUPREMA. 

DEMANDA DE DESPOJO — CUESTIÓN JURISDICCIÓN. 



Brillantes y excelentes discursos han pronunciado los 
DD. Pérez y Cisneros ante la Excma. Corte Supiema, 
el primero defendiendo á los capitalistas nacionales, y el 
segundo á la casa extrangera Dreyfus Hermanos y C?, 
pero la Verdad sea dicha, de todo se ha hablado, todo se 
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ha áiseatido hasta el exceso, masía úiMiMn juruáicemí 
qae es precisa y de especial pronunciamiento, porque no 
puede recaer sentencia sobre lo principal de la demanda 
mientras no esté resuelto que el Tribunal es competen- 
te, se ha tomado tan de lijero 7 con tanta vaguedad por 
una y otra parte, que en defensa de los fueros del pri- 
mer Tribunal de la República, y para que con ellos no 
sucumban la jutíida y la ley, vamos á trazar algunas 
líneas ajena de toda pasión mezquina y solo por el inte- 
rés de que triunfe la verdad. Oidnos, pues, con impar- 
cialidad. 

¿De qué se trata? ¿Cuál es la cuestión que está pen- 
diente ante el augusto Tribunal Supremo? ¿Qué deman-^ 
da es la que ocupa en estos momentos su preciosa aten- 
ción? La de despojo que han interpuesto los capitalistas 
nacionales, porque se les ha privado por el Supremo 
Gobierno del derecho de preferencia que les concedaí 
las ley es en todos los contratos sobre guano. Esta de- 
manda puede ser yuMta é injutta, puede ser buena o 
mala, puede haberse entablado con derecho 6 sin él; pe- 
ro lo cierto es, que se tiíata de una demanda de despojo, 
sobre la cual no puede resolver la Excma. Corte Supre- 
ma sino cuando haya declarado previamente que tiene 
jurisdicción. Y para conocer en esta demanda tiene ju- 
risdicción, es competente? Sí y mü vecen «i. El inciso 5^ 
del artículo 18 del Beglamento de Tribunales, que es 
una ley del Estado^ señala entre las altas atribuciones 
del Supremo Tribunal de la R^ública, la de conocer en 
las demandas de despojo que se promuevan contra el 
Poder Ejecutivo. La ley es clara, *es terminante, y ante 
ella debe desaparecer toda disputa. Los abogados que 
deben ser los sacerdotes de la ley, que en todo caso de- 
ben procurar su observancia, y que deben sacrificarse 
por su cumplimiento, vemos con dolor que han oscure- 
cido tanto esta cuestión, que han llevado la confusión á 
las almas débiles, hasta el estremo de creerse por muchos 
que no tiene jurisdicción la Corte Suprema. 

En toda cuestión judicial debe haber juez espedito, 
porque sin juez no puede decidirser debe haber también 
partes capaces de litigar, porque los incapaces no pueden 

U8 
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pelear. Una ves que se reconozca que el juez tiene ju- 
risdicción, que los litigantes son personas capaces para 
pleitear, entra el juez ú decidir, si es ó no justa la de- 
manda; pero jamás, mientras el mundo es mundo se le 
ha ocurrido á nadie decir: el juez no tiene juris Jiccion 
porque la demanda es injusta, ni ha habido nunca Tri* 
bunal, ni puede que haya dicho, por cuanto la demanda 
es injusta ó es mala, yo no tengo jurisdicción; y á tanto 
equivaldría el que hoy la Excma. Corte Suprema se de- 
clarara incompetente ó sin jurisdicción, porque el Go- 
bierno no habia inferido despojo, á causa de que habia 
procedido autorizado por una ley especial, 6 porque los 
nacionales, no tienen el derecho de preferencia. No se 
confundan, pues, artificiosamente las cuestiones de ju- 
risdicción, y la de justicia ó injusticia de la demanda: 
de despojo es, porque la una es distinta de la otra, la 
primera dice relación ¿ la persona del juez y la segunda 
abraza el objeto de la demanda. Para declararse si hay 
6 nó despojo, es necesario que haya juez. — ¿Quién es el 
juez que conoce en todas las demandas de despojo que 
se promueven contra el Gobierno? El Tribunal Supremo. 
¿Quién duda de esto? ¿Qué principiante en jurispruden- 
cia no sabe que la Corte Suprema, es el juez de los des- 
pojos que cause el Gobierno? La Excma. Corte Supre- 
ma no tiene por consiguiente mas que ver, que sobre su 
mesa hay una demanda de despojo, sin entrar por ahora 
á calificarla sobre ai es buena ó mala, y recordar la atri- 
bución 5^ del articulo 18 del Reglamento de Tribunales, 
que le dá jurisdicción sobre estas demandas especiales. 
Si los hechos dan alguna enseñanza, podemos recor- 
dar la demanda de despojo promovida por el Dr. D. Jo- 
sé Boza, por la desposesion de la contrata del ferro- 
carril de Pisco á lea, y la de D. Andrés Alvarez Calde- 
rón por el carguío del guano, patrocinados por el hábil 
Dr. Cisneros. ¿Ante qué juez ocurrió cuando demandó 
de despojo al Gobierno dictatorial del coronel Prado? 
A la Excma. Corte Suprema. Es pues, una inconsecuen- 
cia que tratándose hoy de otra demanda de ¿espojo, se 
le niegue la jurisdicción al Tribunal Supremo, por ca- 
pricho ó por cálculo. ¡Con que la Corte Suprema fué 
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comoetente cuando el Dr. Oisneros defendía el despojo 

de Boza y el de Calderón, pero es incompetente cnando 
defiende á la contraria! La íurisdiccion de la Suprema 
vana según elDr. Cisneros defienda al demandante 6 al 
demandado. ¡Que jurisdicción tan pobre sería esta! El 
inbunal Supremo declaró deapoio en los actos practica- 
dos por el Dictador, y el Dictador ejercía la suma del 
poder, y sin embarco se quiere que no tenga jurisdicción 
para conocer de los despojos hecbos por quien no es 
l^ictador. Esto es un contrasentido. 

leñemos en este momento á la vista el folleto que el 
detensor de Dreyfus Hermanos y C^ ha hecho repartir 
por medio del señor Ron, en el tercer dia de su informe, 
y en el se consagra un capítulo especial á la incompe- 
tencia del Tribunal Supremo. Dice el abogado de la 
ííasa extranjera, que el Gobierno ha celebrado el contra- 
to con Dreyfus en virtud de una autorización extraordi- 
naria y expresa, que esta autorización es un mandato, 
un encargo, y que la Corte Suprema no puede avocarse 
al conocimiento de los actos que el Ejecutivo practica á 
nombre del Oongreso, para decidir si se ha estralimitado 
en su encardo. Antes de todo, los hábiles juegan mucho 
con las palabras, y es necesario no deíarnos enredar. 

Se dice que la autorización de 26 de Enero es extraor- 
dinaria, ¿que se entiende por extraordinaria? Se quiere 
dar á comprender acaso, que el Oobiemo podía sobre- 
poniéndose á las leyes, hollando los derechos individua- 
les, desconociendo los derechos adquiridos, pizoteando 
la justicia y sustrayéndose á los fueros de los Tribunales, 
emplear cualquier medio para llenar el déficit? Si esto 
es lo que se defiende por la casa Dreyfus, dejemos la plu- 
ma y que vengan aquí los turcos, que tal vez ellos no 
sostengan para su país tal doctrina, ni proclamen la dic- 
tadura en sus mas repugnantes consecuencias. Si por 
extraordinario se entiende, que no estando en las atribu- 
ciones del Presidente de la República arbitrar medios 
para adquirir fondos á fin de cubrir el déficit bienial, 
se concedía esta facultad por primera vez, pero sin es- 
tropear las leyes, sin quebrantar la justicia, sin desco- 
nocer los derechos adquiridas, sin sustraerse á la Nación 
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de loB Tribunales, nn hollar los derechos individuales, 
estamos conformes. Porque no debemos suponer que el 
Oongreso delegara aquello que no tiene, ni el Ejecutivo 
ni las Cámaras' Legislativas, ni la Corte Suprema tienen 
poder para salir de la Constitución ni para pasar sobre 
la justicia. Establecido^ pues, que la autorizscion de 25 
de Enero no implica la destrucción del régimen legal y 
constitucional existente, vengamos al argumento que se 
funda en esta autorización. 

La autorización es un cargo, y la Corte Suprema no 
puede avocarse al conocimiento de ese mandato, para 
decidir si el Ejecutivo, se ha extralimitado en ese encar- 
go. Este es el argumento. JSn primer lugar, la Corte 
Suprema no vá ahora & decidir, si el Gobierno ha cum- 
plido bien 6 mal el mandato, porque ella no se vá á ocu- 
par del contrato, no lo vá á juzgar, no vá á decir si las 
estipulaciones de este convenio son buenas 6 malas. So- 
bre esto no rueda la demanda; los nacionales no han de- 
mandado la nulidad del contrato, lo que se cuestiona es 
un despojo, porque teniendo éitos la preferencia por 
la ley, el Ejecutivo les ha privado de ese derecho, por 
consiguiente, la Corte Suprema, sin decidir á cerca del 
encargo 6 mandato, va únicamente á resolver si esa pri- 
vación gubernativa del derecho de preferencia envuelve 
un despojo. Si maSana Drayfos suscitara un pleito so- 
bre su contrato por cualquiera motivo que fuara, ¿se di- 
rifb acaso que el Grobiwno y la Corte Suprema no pueden 
conocer de este juicio, porque yo celebré esta negociación 
por un encargo especial del Congreso, y nadie sino el 
Congreso puede conocer de este pleito? Sin duda que 
né, porque seria absurdo que de los pleitos de esta nego- 
ciación se escusara el Gobierno alegando que al Congre- 
so le tenia que dar cuenta de esta autorización 6 encar- 
go, porque los Congresos no pueden conocer de pleitos 
ni de asuntos contenciosos. En el mismo caso nos eiM^on- 
tramos ahora, y si la Corte Suprema se declara incom* 
pétente, haria un daño inmenso al país, renunciaria su 
propia autoridad, estableceria un absurdo. Dañuria al 
país, porque todos están pendientes de su resolución en 
las demandas de despojo y prefor^eia, y su sent^acia 
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cualquiera que sea, la aceptarán, mientras que declarán- 
dose incompetente y no teniendo solución estas cuestio- 
nes, los intereses primados quedan en ajitacion y tras ellos 
pueden divisarse una tormenta. Para servir al pais y al 
mismo Gobierno, es necesario que el poder legítimo, que 
el Tribunal Supremo compuesto de magistrados que ni 
aspiran al poder ni desean la guerra civil de las pasiones; 
con la calma, la serenidad, la ilustración que los carac- 
teriza, decidan en justicia estas cuestiones. Si el Gobier- 
no vence, tendrá una ejecutoria que oponer á los que 
esclamen que ha procedido mal. Si el país triunfa, del 
buen sentido de los que dirijen los destinos de la Nación, 
es de esperarse, que fieles á su palabra de ser jitstos y 
nada^mas ({Jie jtístosy acaten los fallos del primer Tribu- 
nal de la Bepublica. Renunciaría la Corte Suprema & 
su autoridad, porque el inciso 5? del artículo 18 del Re- 
glamento de Tribunales, le concede la facultad de cono- 
cer en las demandas de despiojo, y sin cuidarse y rebajar 
su autoridad, no puede poner en duda su jurisdicción. 
Estableceria un absurdo, porque lo es, que el Congreso 
pueda decidir sobre la demanda de despojo de los nacio- 
nales, porque las Cámaras Legislativas no pueden co- 
nocer de asuntos contenciosos ni de administrar justicia. 
Esta facultad solo es propia de los tribunales y juzga- 
dos por la Constitución, y seria preciso pasar sobre ella 
para que el Congreso se convirtiera en tribuual de cau- 
sas de despojo. 

En segundo lugar ya hemos fijado el sentido de la au- 
torización extraordinaria de que tanto se hace mérito 
por el defensor de Dreyfus. Esa autorización no signifi- 
ca arbitrariedad, no significa desconocer los derechos 
adquiridos, no importa atrepellar las leyes existentes, 
ni sobreponerse á los tribunales; luego no se puede invo- 
car con buena fé para decir que la Corte Suprema no 
tiene jurisdicción para esa autorización que tiene el Eje- 
cutivo. Si la autorización hubiera sido para que solo con- 
tratara el Gobierno con los extrangeros, excluyendo á los 
hijos del pais, podría decir el Gobierno: he procedido 
prescindiendo de los nacionales porque eso me mandaba 
la ley de 25 de Enero; pero no teniendo esta autoriza- 
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cion la escepcion referida, y habiendo leyes preexis^ 
tentes, queda la preferencia á los nacionales* La autori- 
zación no puede pues, servir de escudo al gobierno contra 
los hijos del pais. 

Dice después el abogado de Dreyfus, que por los 
principios de jurisdicción universal, solo aquel que confia 
á otro la gestión de un negocio, tiene facultad de esti- 
mar si el gestor ha sido fiel á su mandato. Esto es repe- 
tir el mismo argumento anterior con cambio de algunas 
palabras. Al principio se presantó el argumento en par- 
ticular y ahora se generaliza; pero si el gestor no debe ' 
dar cuenta del mandato, sino á su mandante, de los plei- 
tos que se susciten no puede conocer el mandante en 
tesis general, porque nadie puede administrarse justicia 
á sí mismo. Un ejemplo aclarará mas esta cuestión. Su- 
poned que Juan es un mero administrador de los bienes 
de Pedro. Este último porque ha gastado mas de lo que 
le producian sus fincas mensualmente, 6 porque tiene 
mas dependientes y empleados de los que racionalmente 
debe tener, 6 porque los anteriores administradores se 
han alzado con sus entradas, 6 porque ha entrado en 
negocios que requieren fuertes capitales, sin tenerlos, lo 
cierto es que tiene un déficit. En el conflicto de llenarlo 
para balancear las entradas con los gastos, Pedro ha 
autorizado á su administrador Juan para que busque 
fondos dándole cuenta de los contratos que celebre. Juan 
con esta autorización general y amplia, puede vender, 
hipotecar, empeñar los bienes, arrendarlos y darlos en 
administración. De estos contratos solo el dueño podrá 
juzgar acerca de su conveniencia, solo el mandante po- 
drá estimar si el gestor ha procedido fielmente; pero Juan 
al celebrar estos contratos ha desconocido derechos ad- 
quiridos por un tercero, ha obrado contrariando las leyes 
existentes, se ha sobrepuesto á la justicia, y esto ha da* 
do lugar á que se interpongan varias demandas, ante el 
poder que tiene la facultad ae administrar justicia. ¿Juan 
podría decia no respondo á esos pleitos, porque he pro- 
cedido haciendo uso de la autorización del dueño? ¿Se 
le admitiría que dijera, yo no debo dar cuenta sino á mí 
mandante» para mi no hay tribunales, no hay justioia? 
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Sin duda que no. 

Todos los que no hayan peleado con su rázoh, y con 
el sentido común, distinguirán que una cosa es dar cuen- 
ta del mandato al comitente, y otra responder de los 
pleitos que se susciten por haber dañado derechos age- 
nos: que si para lo primero solo es competente el man"" 
dante, para lo segundo son competentes los Tribunales 
establecidos por la ley; que estos últimos sin meterse á 
decidir sobre la conveniencia y necesidad de los contra- 
tos, pueden fallar acerca de los pleitos á que den oríjen. 
Si Juan se excepcionára, pues, diciendo que no tenia 
que dar cuenta sino á su mandante, se le respondería: 
su mandante no puede administrarse justicia á sí mismo, 
por el principio absoluto de justicia que enseña, que na- 
die puede ser juez y parte á la vez. Se le respondería 
también, que en las atribuciones de su mandante no es- 
taba conocer de los asuntos contenciosos, los que perte- 
necen por la Constitución, á los Tribunales de la Repú- 
blica. Ante estas dos razones, desaparecería el sofisma 
de que el gestor solo debe dar cuenta á su mandante. 

Se alega también por el defensor de la casa de Drey- 
fus, que si el Congreso se reservó de antemamo el cono- 
cimiento de este asunto, fué porque quiso que nadie pu- 
diese impedir ni retardar su cumplimiento hasta que- él 
en su sabiduría decidiese en su caso, si era aceptado 6 
no el procedimiento del Gobierno. El Congreso se reser- 
vo la facultad de pedir cuenta de esta autorización, por 
que todo el que dá un poder tiene derecho de pedir 
cuenta á su mandatario. No fué por consiguiente, con 
la mira de que nadie retardara <5 impidiera su cumpli- 
miento, el valor exigido que se le diera cuenta, sino por 
el deber que tiene todo comisionado y todo administra- 
dor de bienes ágenos de dar cuenta del modo como ha 
llenado su cometido. De otro lado el cometido es llenar 
el déficit bienal y este déficit tanto lo llenará el Ejecuti- 
vo con la plata de Dreyfus como con la plata de los ca- 
pitalistas nacionales: tan dinero creemos que es uno 
como otro, y que para el efecto de saldar el déficit, tan^^ 
to vale tomarlo de los franceses como de los peruanos^ 
bajo las mismas condiciones. Hé aquí, pues, que sin r^* 
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tardar el cumplimiento de la antorizaciony puede tomar- 
se la plata de los peruanos j sin perjuicio de que se dé 
cuenta al Congreso de la negociación. 

Continúa el defensor de Dreyfus alegando que si la 
Corte Suprema se declara competente para conocer en 
la demanda de despojo, ¿dónde podría detenerse? ¿En- 
trada la Corte en esta via, á qué queda reducida la se- 
paración 6 independencia de los poderes? Para ver la 
futilidad de este argumento, retorsámolo. Si la Corte 
Suprema se declara incompetente, ¿donde se detendría 
el Poder Ejecutivo? ¿A qué quedaría reducida la inde- 
pendencia del Poder Judicial, si no pudiera conocer de 
las demandas de despojo contra el Gobierno? El Poder 
Ejecutivo con su poder sie<npre absorvente privaría al 
hombre y al ciudadano de sus derechos, j no habria an- 
te quien reclamar, porque la Corte Suprema por temor 
6 por contemporizar con el Ejecutivo se habria declara- 
do incompetente. Si los actos violatarios de las leyes 
practicados por el poder, no son justiciables, ¿para qué 
existe la Corte Suprema, para qué existen los Códigos, 
para qué existe el inciso 5? del artículo 18 del Regla- 
mento de Tribunales? Si de veras nos interesamos por 
evitar la estralimitacion de los poderes constituidos, si 
sinceramente deseamos la independencia de los altos po- 
deres del Estado, no debemos sostener la funesta doctri- 
na de que los asuntos contenciosos, como un despojo, no 
son de la competencia del Poder Judicial. Los que hoy 
con un valor digno de mejor causa tratan de implantar 
esta absurda teoría, cuando por ella vean al pais en un 
completo caos, cuántas torturas tendrán que devorar en 
su corazón, porque todo absurdo conduce, por una fata- 
lidad inesplicable de estravío en estravío, y deja tras de 
sí huellas siniestras, así como la verdad y la justicia de- 
jan por donde pasan un camino de luz y de felicidad. 
En nombre de la separación de los poderes, en nombre 
de la independencia del Poder Judicial, conjuramos, 
pues, á la Excma Corte Suprema á que no renuncie su 
propia autoridad. 

Haciendo el defensor de Dreyfus el últiino esfuerzo 
para probar la incompetencia del Tribunal Supremo, 



— 808 — 

¿ice: Consideremos las consecuencias de la declaratoria 
de la competencia de la Corte. Sería la primera que que- 
daba imposible la intervención futura del Congreso, por- 
que de nada se le tendria que dar cuenta, desde que una 
autoridad distinta (la judicial,) habría decidido sobre él. 
Es la segunda, un conflicto estraño y de trascendentales 
consecuencias porque si la Corte Suprema entra á ocu- 
parse del fondo del negocio^ y luego el Congreso quiere 
por su parte ocuparse de 41, pueden llegar áser contra- 
dictorias las dos resoluciones. 

Estas consecuencias son fantasmagorías con que se 
quiere asuntar á la Corte Suprema. Se supone que son 
niños sin discernimiento los magistrados del primer Tri- 
bunal de la República, á quien se puede engañar con 
estas falsas consecuencias. 

La primera consecuencia no puede tener lugar, porque- 
la Corte Suprema no vá á decidir sobre si el contrato es 
bueno, sobre si está en la órbita de su autorización, ó 
mas bien dicho, valiéndose de las propias palabras del 
defensor de Dreyfus, no vá á entrar en el fondo del ne- 
gocio, y por consiguiente, queda siempre espedita la revi- 
sión del contrato por el Congreso. La Corte Suprema lo 
único que vá á decirle al Gobierno es: ese contrato que 
usted ha celebrado con una casa' extrangera para procu- 
rarse fondos, conveniente 6 inconveniente á los intereses 
fiscales, debe celebrarse con los hijos del país, porque 
éstos tienen la preferencia en los negociados de guano: 
de. modo que la Corte Suprema no juzga el contrato, si- 
no únicamente se ocupa de la privación del derecho que 
tienen los nacionales de ser preferidos, ó sea del despojo. 
Declare que hay ó no despojo, no resuelve sobre el con- 
trato, sino sobre un hecho incidental, sobre una cues- 
tión privada, entre el Gobierno y los capitalistas nacio- 
nales. Ved aquí, que la primera consecuencia no existe 
ni puede existir. 

En cuanto á la segunda, tampoco puede tener lugar, 
porque desde que la revisión del Congreso vá á recono- 
cer sobre el fondo de la cuestión, y de esto no se ocupa 
la Corte Suprema, no puede haber contradicción en sus 
relaciones. 
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£l Congreso tanto puede declarar insubsistente esté 
negociado estando en poder de Dreyfus, como en manos 
de los capitalistas nacionales, porque la persona del con- 
tratista no hace á la esencia del negociado. No se nos 
diga, pues, que surjirá mas tarde un conflicto entre el 
Congreso y la Corte Suprema, porque el Congreso, ni 
puede tener interés especial en que la fortuna Jel país 
se la lleven los extranjeros, ni deja de quedar en liber- 
tad de aprobar 6 desaprobar el contrato. 

Hemos seguido uno á uno todos los argumentos con- 
trarios aducidos sobre la incompetencia del Tribunal Su- 
premo, y sin jactancia podemos afirmar, que todos han 
sido destruidos, no por nosotros, débiles campeones de 
esta lucha de titanes, sino por la verdad^ la verdad hija 
del cielo y compañera inseparable de la justicia, que con 
su poder fecundo é irresistible, disipa las nieblas del 
error y del absurdo, como el humo se disipa en el espacio 
agitado por el viento. 

ün impardal. 



CORTE SUPREMA. 

DEMANDA DE DESPOJO — CUESTIÓN JÜRISDICA. 



Los defensores de los capitalistas nacionales, no se 
han fijado en la sustanciacion del punto incidental de la 
jurisdicción 6 competencia de la Corte Suprema; y ese 
olvido en una cuestión tan importante, puede perjudicar 
la causa de los nacionales mas allá de lo que á primera 
vista puede calcularse. 

Interpuesta la demanda de despojo ante la Excma. 
Corte Suprema, pidió ésta informe al Gobierno. No es 
del caso recordar los términos duros, altisonantes y ve- 
jatorios de ese informe; pero lo cierto es, que entre laá 
razones 6 excepciones contra la demanda, se adujo por 
el Gobierno que la Excma. Corte Suprema no tenia ju« 
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risdiccion, porque él habia procedido autorizado por uñd. 
ley especial del Congreso, á quien tenia que dar cuenta. 
Desde que al Tribunal Supremo se le negó la jurisdic- 
ción para conocer en la demanda de despojo, ¿qué ha 
debido hacerse? ¿Ha podido la Corte pasar adelante, sin 
resolver previamente ese punto? N<5. ¿Y cómo se sus- 
tancia excepción de jurisdicción propuesta ante un juez 
ó ante un Tribunal? La ley del procedimiento nos dará 
la respuesta. 

El Gobierno es aqui el demandado, y por eso á él se 
le ha corrido traslado ó se le ha pedido informe, que 
tanto vale para defenderse. Aquel &. quien se le corre 
traslado ó se le dá audiencia en un juicio, puede, con- 
forme al artículo 615 del Código de Enjuiciamientos, 
usar, conforme á este Código, de las excepciones que le 
favorezcan. El Gobierno ha creido que la • excepción de 
jurisdicción le favorece, luego ha podido usar de "ella; 
pero conforme d este Código^ es decir, debió proponerla 
oportunamente y en los casos que se ' permite usar de 
ella, porque el Gobierno es parte, es un litigante en este 
caso, y no puede ser superior á las leyes del procedi- 
miento, porque las leyes obligan igualmente á todos, se^ 
gun lo enseña la Constitución; y porque sería una ano^ 
malía que en un pleito, solo una de las partes estuviera 
sujeta á las leyes del procedimiento y la otra no. 

Según el artículo 618 del Código de Enjuiciamientos, 
son excepciones declinatorias, la de incompetencia del 
fuero, la de pleito pendiente y la de impedimento del 
juez. Veamos cual de estas excepciones es la que ha de-> 
dücido el Gt)bierno, porque no está á su arbitrio inventar 
nuevas excepciones, ni dar el nombre de excepción de 
jurisdicción á lo que no lo es. 

Toda persona goza del derecho de no ser demandada 
sino ante el juez de su fuero, (articulo 116 del Código 
de Enjuiciamientos) y el Gobierno es una persona moral, 
y por consiguiente goza de este derecho. Demandada 
una persona ante juez de diver,so fuero tiene tres caminos 
que escojer; ó declina de jurisdicción, ú ocurre á su juez 
propio para que entable competencia, ó proroga lajurU- 
dicción (articulo 117 del mismo Código. ) Aqui el Go* 
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t)ienio ha declinado de jurisdicción y dice: que su jue2 
en esta demanda es el Congreso. Absurdo; porque el 
Congreso no puede sustanciar demandas, ni resolverlas 
y fallarlas. ¿De cuando acá los Congresos administrarían 
demandas de despojo y las resolverían? ¿Desde cuando 
la facultad de administrar justicia está en los Congre- 
sos? ¿Desde cuando los asuntos litigiosos 6 contenciosos 
son de la esfera del Cuerpo Legislativo? Hubo una vez 
un Congreso que quiso juzgar y aplicar penas, y el Pre- 
sidente de la República destituyó ese Congreso, porque 
un abuso engendra siempre otro abuso. Para poner coto 
para contener á un Congreso que se extralimitaba, no 
habia mas que sacarlo de acción, porque de otro modo 
era incontenible. Iloy juzgaba con tal pretesto, mañana 
lo haría bajo otro motivo, hasta que concluyera por ab- 
sorverse las atribuciones de los otros poderes constitui- 
dos. La ley no habría previsto el remedio para un Con- 
greso que se extralimita, y era necesario buscarlo, aun 
cuando fuera en los hechos, porque de otro modo los 
abusos de un cuerpo extralimitado se convertirían en 
leyes. 

Según el artículo 133 del Código de Enjuiciamientos, 
en las causas de fuero especial, son jueces competentes, 
conforme á sus ordenanzas y leyes especiales, tos primi- 
tivos á quienes correspondan según el artículo 11 de es- 
te código. Este artículo 11 dice: « Tienen jurisdicción 
privativa, la Corte Suprema, en virtud de las atribucio- 
nes especiales que le señala la ley, sobre casos ó perso- 
nas determinadas. » El inciso 5^ del artículo 18 del 
Reglamento de Tribunales le señala como atribución 
especial, «conocer de las demandas de despojo que se 
promuevan contra el Supremo Gobierno» ; luego tiene 
jurisdicción privativa para este caso, y es la competente 
conforme al articulo 138 del Código de Enjuiciamientos. 

Pero aun en el supuesto de que la Corte Suprema no 
tuviera jurisdicción para conocer en las demandas de 
despojo contra el Gobierno, en la actualidad esta juris- 
dicción estaría prorogada; en primer lugar, porque no se 
interpuso Ja escepcion oportunamente, y el art. 621 del 
oódigo citado es terminante á este respecto; y en según** 
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do lagar, porque se ha contestado directamente por el 
Gobierno á Ja demanda de despojo, en cuyo caso se pro* 
roga la jurisdicción, conforme al inciso 29 del artículo 81 
del mencionado c<5(ligo. 

Se dice: la jurisdicción privativa no se proroga. Falso. 
El artículo 88 del Código de Enjuiciamientos saca de 
dudas. Este dispone: « que la jurisdicción de los jueces 
privativos solo se proroga en asuntos y sobre personas 
que correspondan á su fuero, a Luego hay casos de pro- 
roga en la jurisdicción privativa. El asunto de que se 
trata es un despojo, y la persona demandada es el Go* 
bierno; y como estos asuntos y esta persona están bajo 
la jurisdicción de la Corte Suprema, según el artículo Í8 
del Reglamento de Tribunales, luego la proroga puede 
tener efecto en el caso de que nos ocupamos. 

Se alega que la Corte Suprema es incompetente, por 
que el Gobierno ha procedido autorizado por una ley 
especial; pero esto á lo mas será razón para declarar que 
no hay despojo; porque si el Gobierno ha obrado en 
cumplimiento de una ley, su acto 6 contrato no será ex-* 
poliativo páralos nacionales; mas, entre no haber despo-* 
jo y ser la Corte Suprema incompetente para esta de* 
manda, hay una inmensa distancia. Para que se declare 
si hay 6 no despojo, os necesario que haya juez que ha- 
ga esta declaración. ¿Y quién es el juez que está llama- 
do á decir, sí una demanda de despojo contra el Gobier- 
no es buena 6 mala, si es justa 6 injusta? El Tribunal 
Supremo. Su jurisdicción es tan clara, que no se com- 
prende como haya ' hombre con un dedo de frente y un 
poco de sentido común, que le niegue su competencia 
para esta demanda. Si la Corte Suprema se declarara 
incompetente, haciendo uso del argumento de la autori- 
zación, por este simple hecho resolvería que no habia 
despojo, porque si el Gobierno tenia autorización para 
privar á los nacionales del derecho de preferencia, claro 
es que no les habia inferido despojo. — Hé aquí que la 
Corte Suprema prejuzgaría y resolvería en un artículo 
lo que debe ser materia de la sentencia definitiva. Si la 
Corte Suprema es incompetente ¿quién resolverá las 
cuestiones 6 pleitos á que dé origen este contrato? £1 
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Poder Legislativo no pnede, porque este es poder de dar 
leyes, como sn nombre lo indica, pero no poder de ad- 
ministrar justicia. Será el Gobierno? Tampoco, porque 
es parte de esos contratos, y nadie puede ser parte y 
juez. Luego, si ni el Poder Legislativo ni el Poder Eje- 
cutivo pueden conocer de esta demanda, no queda sino 
el Poder. Judicial. 

Los otros dos casos en que puede interponerse la de- 
clinatoria de jurisdicción son, el de pleito pendiente y el 
de impedimento del Jv^z, Aquí no se ha alegado ni el 
uno ni el otro, porque no hay otro pleito pendiente de 
despojo, ni los jueces tienen impedimento personal que 
los inhabilite para conocer en esta demanda. Por con- 
siguiente la excepción de jurisdicción no tiene razón de 
ser ante la justicia y ante la ley. 

Establecido que la excepción de jurisdicción propues- 
ta por el Gobierno, no puede tener cabida en ninguno de 
los casos señalados por la ley, veamos como ha debido 
sentenciarse. 

Es tan trivial y tan conocido el modo de sustanciar las 
excepciones declinatorias, que no hay principiante de 
jurisprudencia que no sepa, que propuesta cualquiera de 
ellas, se corre traslado á la otra parte, y luego se oye al 
fiscal. Siempre que en primera Instancia, en la Corte d 
en cualquier otro Tribunal, el demandado declina de ju- 
risdicción, se observa el mismo procedimiento. Aquí ha 
debido reclamarse á favor de los capitalistas nacionales 
este orden de sustanciacion, porque con ese traslado se 
habría echado por tierra la excepción, cuanto porque la 
cuestión se habria circunscrito mas solo al punto de la 
jurisdicción, como porque en ese caso llevaría el recurso 
6 la excepción el Gobierno, y Jos que hacen causa común 
con él, tendrían que hablar primero, y contestarle después 
los que combaten la excepción. Este es el orden racio- 
nal de proceder, demarcado en el código y acojido por la 
esperiencia diaria. 

Para alucinar y confundir mas esta cuestión de juris- 
dicción, el defensor de Dreyfus ha publicado algunas 
sentencias de la Corte Suprema, en otras cuestiones pa- ^ 
recidas pero no iguales é» ist^, Pesde luego no se puede 
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Íasgar por ejemplos» según el artículo 48 del Gddigo de 
Snjuiciamientos, y la razón es obvia: los jueces no son 
infalibles, ese don precioso solo es un atributo de la Di- 
vinidad, y por consiguiente pueden errar y equivocarse. 
¿Y seria justo que porque un juez se equivocó una vez, 
debiera equivocarse siempre? Los hombres pueden en- 
mendar sus errores, pueden hoy, con mas acuerdo, pen- 
sar de distinto modo de ayer. 

Los mas grandes hombres, los filósofos mas eminentes 
y los pensadores mas profundos, cambian en el modo de 
ver las cosas, y seria la mas cruel injusticia que por que 
una vez se erró, debiera ese error constituir una ley. 
Para evitar esto, es que nuestros legisladores prohibie- 
ron juzgar por ejemplos. Lo que se haya hecho eíi otras 
cuestiones, no puede, pues, invocarse como un antece- 
dente al cual hay que deferir en todo caso, porque eso 
seria sostener en principio lá esclavitud del error. Ver- 
dad es que el invocar las resoluciones espedidas en otras 
causas tiene la ventaja de herir el amor propio de los 
jueces, y obligarlos á que sin examen hagan lo mismo, 
por no aparecer contradictorios; pero los dignos magis- 
trados de la Oorte Suprema, ante que su amor propio, 
verán la justicia y por ella se sacrificarán, Fiat justicia 
et mal cceelum. No es aparecer como contradictorio de- 
fender hoy mejor causa que ayer. No es contradictorio 
el magistrado que ama la verdad y la justicia, las busca 
y las dá al que las tiene. Para no poner la ley en ese 
conflicto á los jueces, es que ha prohibido que se juzgue 
por ejemplos. 

Pero á mayor abundamiento, en el caso actualno pue- 
de haber contradicción, si la Excma. Oorte Suprema se 
declara competente; un ligero análisis de las resolucio- 
nes publicadas, nos convencerá de esta verdad. 



Cuando decíamos ayer que las ejecutorias que ha pu- 
blicado el defensor de Dreyfus para probar la incompe- 
tencia del Tribunal Supremo en el conocimiento de la 
demanda de despojo de los capitalistas nacionales, se 
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referían á casos pareeidoij pero no iguales, nos engaftár 
bamos mucho^ porque mas estudiados hoy en la hoja 
suelta que ha publicado el ((Nacional», podemos afirmar, 
sin temor de ser desmentidos, que esos casos son ente- 
ramente distintos y diversos. Vamos á probarlo. 

Principia el defensor de Dreyfus haciendo esta pre- 
gunta: ((¿Está, rigorosamente obligada la Excma. Corte 
(( Suprema, á conocer de l^s querellas de despojo, por el 
(í solo hecho de interponerlas ante el Tribunal?» — Res- 
pondemos — que sí, y esta interrogación equivale á pre- 
guntar: está el Tribunal del Consulado obligado á cono- 
cer de las demandas mercantiles que le interpongan los 
comerciantes, por el solo hecho de interponerlas ante su 
autoridad? ¿Está un juez de aguas obligado á conocer 
de la demanda que sobre aguas le interpongan los ha- 
cendados, por el simple hecho de haberla interpuesto? 
¿Está un juez del crimen en la obligación de conocer 
de la querella que se le interponga, por un delito come- 
tido en su territorio, por salo el hecho de interponerla? 
¿Está un juez ordinario en la obligación de conocer en 
una demanda sobre propiedad, por el hecho de haberse 
interpuesto en su juzgado? Sí. Ni el juez de comercio, 
ni el de aguas, ni el del crimen, ni el ordinario en su 
caso, podrian escusarse de admitir las demandas que se 
le interpusieran, alegando que eran incompetentes, por 
que seria absurdo y ridículo decir, el juez de aguas no 
es competente para conocer en las demandas de aguas, 
ni el juez de comercio de las demandas mercantiles. Así 
es absurdo y ridículo alegar, que la Corte Suprema, que 
es el juez ad hoc para conocer de las demandas de des- 
pojo contra el Gobierno, según el inciso 5^ del artículo 
18 del Reglamento de Tribunales, no es competente. 
¿Cuál es entonces el juez que la ley ha creado para co- 
nocer de las demandas de despojo contra el Gobierno? 
Señalarlo y nos daremos por vencidos. 

Las ejecutorias son hechos y los hachos no forman el 
derecho^ y por consiguiente no pueden servir de princi- 
pio dí de regla de justicia. Si los hechos fueran superio- 
res á la ley y á la justicia, inútiles serian éstos, porque 
en toda cuestión bastaría consultar las ejecutorias que 
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&í otros casos iguales 6 parecidos se hubieran pronun- 
ciado. Las sentencias son el resultado de la opinión de 
los jurisconsultos que tienen el poder en sus manos, y 
como la opinión de los hombres es variable y hasta á 
veces contradictoria, resultaría, que si la justicia naciera 
de las ejecutorias, la justicia podía ser variable y con- 
tradictoria. 

Para evitar estos escoUos, la ley ha prohibido jus^^ar 
por ejemplos^ esto es, por los hechos consumados. Pero 
ya que la discusión se ha traido al terreno de los hechos, 
fuertes con lá justicia de nuestra causa, sigamos al de- 
fensor de Dreyfus en ese camino, que la victoria será 
mas completa, si aun en ese campo vedado lo vencemos. 

CASO DE EBOLI. 

Don José Eboli celebró un contrato con el Supremo 
Gobierno para afinar y amortizar la moneda boliviana, 
contrato que se elevó á escritura pública el 16 de Octu- 
bre de 1857, pero con la notable condición, de que el 
Gobierno se reservó el derecho de CLcelerar la amartízacian 
por otros medios mas económicos y mas prontos^ como lo 
afirma la Corte Suprema en el 2.^ considerando de esa 
sentencia, que se ha publicado por la casa Dreyfus como 
un gran triunfo, sin comprender lo que publicaba. Si, 
pues, el Gobierno, se reservó el den'echo de hacer la amor- 
tización de la moneda boliviana por otros medios mas 
económicos y mas prontos que el de la afinación que iba 
á emprender EboU, es claro: que cuando el Poder Eje- 
cutivo hizo uso de este derecho, obró legalmente y no 
salió ni del pacto, ni de sus atribuciones. No habia por 
consiguiente despojo. ¿Quién le mandó á Eboli contratar 
dejándole al Gobierno el derecho de hacer la amortiza- 
ción de la moneda boliviana por otros medios mas eco- 
nómicos y mas prontos? El que hace uso de un derecho 
no comete injusticia ni practica un acto expoliatívo. 

Eboli no tenia, pues, justicia para quejarse de despo- 
jo. Así lo comprendió, y por eso la Corte Suprema en 
el 4^ considerando de esa sentencia que es el pertinente 
á la cuestión actual, dijo: «que en su virtud no resta á 
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<r Bboli otra aooion que la de daños y perjuicios, por 
« falta de camplimiento al contrato; y es la que ha for- 
« mulada en su escrito de fojas 22, en que asienta, que 
<( la restitución seria inútil si no se le franqueaba la ofi- 
«r ciña y si no se le entregaba la moneda boliviana para 
<r afinarla, lo que demuestra que su objeto no es sino de- 
« mandar daños y perjuicos,» 

lié aquí el primer Tribunal de la República exponien- 
do en el 4fi considerando de su sentencia, que la deman- 
da de Eboli no tenia otro objeto que demandar daños y 
perjuicios. Por consiguiente no era demanda de despojo, 
salvo que se lleve la temeridad contraria al estremo de 
suponer que la Corte Suprema habia falseado los hechos. 
En el 5.° dijo el mismo Tribunal: «que de esa demanda, 
« (es decir, de la de daños y perjuicios) no corresponde 
tf conocer á este Tribunal, al que solo compete resolver 
« sobre el hecho del despojo y restitución, sino á los Tí"i- 
« bunales de Hacienda. Por tanto, se declara incompe- 
ff tente este Tribunal, etc. etc.» 

De modo que en este considerando se sostiene por la 
Corte Suprema, que ella es competente para conocer so- 
bre el hecho del despojo y restitución; pero que no lo es 
para conocer de las demandas de daños y perjuicios que 
corresponden á los tribunales de hacienda; y que como 
la demanda de Eboli era sobre daños y perjuicios, ella 
se declaraba incompetente. ¿Qué nos dice ahora el de- 
fensor de Dreyfus, cuando con sus mismas armas lo ba- 
timos? Si, pues, hay que ocurrir á los hechos y en ellos 
fundar la defensa de los capitalistas nacionales, la ejecu- 
toria pronunciada en el caso de Eboli, es el mejor argu- 
mento para sostener la jurisdicción de la Corte en este 
caso, porque ella ha dicho, que es competente para co- 
nocer de las demandas de despojo y de la restitución. 
Mejor hubiera sido que se hubiera silenciado esta*ejecu- 
toria, porque ella es el arma mas terrible que puede es- 
grimirse contra las pretenciones de Dreyfus. 
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OASO DE WENDELL. 

El Gobierno proyectó hacer un puente de fierro» en el 
Bimac y pidió propuestas. Presentadas las de Wendell 
y la de Armero el Gobierno prefirió la de este último; y 
entonces Wendell ocurrió á la Corte Suprema entablan- 
do la original y singular demanda de preferencia, parA 
que se compeliera al Gobierno á que elijiera su propues- 
ta en lugar de la de Armero. Como pretencion tan es- 
trafalaria era necesario revestirla con algún colorido 
aparente de justicia, se habló incidentalmente de expo- 
liación; pero en sustancia y en verdad, la demanda era 
para que se obligase al Gobierno á que elijiera su pro- 
puesta. Se pidió dictamen al señor fiscal Paz-Soldan, 
quien dijo: «cuando el Gobierno pide propuestas para 
^ hacer alguna obra, no contrae la obligación forzosa de 
« aceptar las que se le presenten, ni los que proponen 
« adquieren derecho de ser admitida la suya con prefe- 
« rencia á otros. Si el Gobierno elije mal, abusará si se 
íc quiere, pero el conocer de tales actos y decidir de su 
<f mérito, no compete al Supremo Tribunal que tiene li- 
tf mitada su jurisdicción á conocer de los contratos que 
« celebre el JEjecutivo, ó de los despojos que infiriese. La 
« principal exigencia del recurso de Wendell, es asunto 
K ajeno de la jurisdicción de V. E., y pide el fiscal que 
<f V. E. se declare incompetente. »— De conformidad con 
este dictamen, se declaró el Tribunal Supremo incompe- 
tente para conocer de la demanda de Wendell. Pero 
¿qué tiene esta demanda de común con la de despojo de 
los capitalistas nacionales? En qué se parecen? Por qué 
son iguales? ¿Por qué se ha traido al debate, cuando es 
enteramente impertinente? ¿Quieren acaso los capitalis- 
tas nacionales que porque se pidieron propuestas las su- 
yas sean admitidas? Nó. Su demanda se funda en que 
la ley ha declarado á favor de los hijos del país, el de- 
recho de ser preferidos siempre en los negociados del 
guano, y que de ese derecho civil han sido privados ar- 
bitrariamente, sin fórmula de juicio, por el Gobierno. 

Wendell, pues, no alcanzó justicia, porque el que pide 
propuestas no queda obligado á aceptar forzosamente 
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las que se le presentan; y porque teniendo el Gobierno 
la facultad de elegir, no podia compelérsele á que eligie- 
ra una propuesta determinada. Puede el Gobierno abu- 
sar al hacer una mala elección en el remate de una obra 
pública, pero de ese abuso no puede conocer la Corte 
Suprema; porque, como dioe el Dr. Paz-Soldan, su ju- 
risdicción está limitada d conocer de los contratos que ce- 
lebre el Ejecutivo ó de hs despojos que infiriese. Luego 
en las demandas de despojo tiene jurisdicción y es com- 
petente, en opinión de su ilustrado fiscal, para decidir la 
actual. De conformidad con este dictamen se pronunció 
el auto del Tribunal, y por consiguiente quedó ejecuto- 
riada la competencia de la Suprema para las demandas 
de despojo. Demasiado largo se hace tal vez este artí- 
culo; pero para que los fueros del primer Tribunal no se 
menoscaben y para que la verdad salga triunfante, es 
necesario examinar con detención las ejecutorias que se 
han presentado de contrario como la última razón en fa- 
vor de Dreyfus. 

CASO DB THORNB. 

1^ ^^^^^'^^ Thorne consiguió del Gobierno del gene- 
ral Pezet, que se le prorogára por ocho años el arrenda- 
miento de la nieve. Para obtener esta próroga, no se sa- 
có á remate público este derecho fiscal, y el Gobierno 
del coronel Prado declaró nulo é insubsistente ese con- 
*^^í^m 9^^^^^^^ Thorne á la Corte Suprema por despojo, 
y ®rpu ^^^^^^ ^^ ^^^^ justicia, declarando este. Restitui- 
00 Ihorne, el fiscal pidió la nulidad del contrato, y la 
Oórte Suprema lo declaró insubsistente. En este estado 
las cosas, Thorne entabló ante la Corte Suprema dos de- 
mandas: una de daños y perjuicios y otra de pago de 
mejoras. Se pidió dictamen al señor fiscal Ureta, y éste 
Opinó porque ya la Corte Suprema no era competente, 
porque de las responsabilidades de Thorne contra el Es- 
tado ó vice-versa, no podían conocer sino los juzgados 
de hacienda, porque ya no seria el pleito sobre la contra- 
ta que ha descmarecidoj sino sobre derechos ó responsa- 
bilidades de Thorne. De conformidad con este dictamen 
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áe declaró la Corte Suprema iacompetente eñ éstas dod 
demandas. 

Pero ¿este caso prueba algo contra la jurisdicción de 
la Oorte Suprema en las demandas de despojo? N6. El 
Tribunal Supremo conoció de las demandas de despojo 
j de nulidad del contrato, haciendo uso de las atribucio- 
nes que le conceden los incisos 49 y 69 del artículo 18 
del Reglamento de Tribunales. Estas ejecutorias prue- 
ban, pues, lo contrario de lo que ha tratado de probar 
Dreyfus. En las demandas de daños y perjuicios y pago 
de mejoras por el Estado, se declaró incompetente, por- 
que estas demandas no son del resorte de la Corte Su- 
prema. Cuando Eboü demandó daños y perjuicios la 
Corte dijo: «yo soy competente para conocer de la deman- 
da de despojo, pero no para la de daños y perjuicios que 
pertenece á los Tribunales de Hacienda» . La doctrina de 
la Corte Suprema, es, pues, uniforme á este respecto, y 
tanto en el caso de Eboli como en el de Thorne ha decla- 
rado que es competente para las demandas de despojo, y 
que para la de daños y perjuicios debe ocurrirse á los 
Tribunales de Hacienda. 

4 CASO DB BBKTOK. 

Renten solicitó permiso para construir un baradero 
en las islas de San Lorenzo, bajo ciertas condiciones que 
propuso. El Gobierno concedió la licencia, pero modifi- 
cando las condiciones de la propuesta. Renten no aceptó 
en tiempo oportuno esas condiciones, y el Gobierno, con 
la misma autoridad con que había dado la licencia, la de- 
rogó. Entabló demanda de despojo, y la perdió. Para 
revivir ese pleito fenecido, demandó al Gobierno para 
que le otorgara la escritura respectiva al permiso del ba- 
radeor. El fiscal dijo, que la jurisdicción del Tribunal 
Supremo solo se ejercia en dos casos: 19 en los pleitos 
sobre contratos celebrados por el Supremo Gobierno ó 
sus agentes;* y 29 en los despojos hechos por él mismo 
para solo el efecto de la restitución, y que á ninguno de 
estos dos casos correspondía la demanda de Renten, y 
que por consiguiente el Tribunal no tenia jurisdicción: 
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t^ue además, la demanda Renton tendía á revivir un plei- 
to fenecido. 

De conformidad con este dictamen y con fecha 7 de 
Junio de 1864, la Corte Suprema considerando 1°: que 
el Supremo Tribumal solo se puede constituir en juzga- 
do de primera Instancia, en los casos expresados por la 
ley: 2^, que en las cuestiones entre particulares y el f o- 
der Ejecutivo, solo puede conocer de los pleitos que se 
susciten sobre contratos celebrados por el Supremo Gro- 
bierno, lo que requiere un contrato celebrado y ajustado 
antes: ó de los despojos hechos por el Supremo Poder 
Ejecutivo, para solo el efecto de la restitución (inciso 4° 
y 6^ artículo 18 del Reglamento de Tribunales: ) 3^ que 
la jurisdicción que la ley concede para estos dos casos, 
no puede ser ampliada; por estos fundamentos se decla- 
ró incompetentes pero fué porque ya Renton habia per- 
dido la demanda de despojo, y queria revivir el pleito fe- 
necido. Algo mas, queria que se le otorgara escritura 
por un permiso 6 licencia que habia sido derogada, y el 
Gobierno es el único que puede conceder esas licencias 
sin que se le pueda hacer fuerza á que las otorgue cuan- 
do se le antoje, á un particular. La Corte Suprema al 
declarar en este caso que no tenia jurisdicción se cuidó 
de espresar que su jurisdicción solo, ejerce sobre con- 
tratos celebrados ó sobre despojo, y que no pertenece á 
ninguno de estos jcasos la demanda de Renton, no tenia 
jurisdicción. ¿Se ha resuelto aquí, que la Corte Supre- 
ma es incompetente para conocer de las demandas de 
despojo contra el Gobierno? Nó, por el contrario, esa 
resolución es la confirmación de que el Tribunal Supre- 
mo es el único competente en demandas de despojo. 

Los demás ejemplos citados por el defensor de Drey- 
fus para probar la incompetencia del Tribunal Supremo, 
son tan impertinentes como el que acabamos de exami- 
nar, por cuyo motivo nos escusamos de Ocuparnos de 
ellos. 

Se creyó por el defensor de Dreyfus, que la Corte 
Suprema, en el camino del deber y de la justicia, se ha- 
bia extraviado alguna vez, y que en sus sentencias habia 
consignado que era incompetente para conocer de los 
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pleitos sucitados por contratos celebrados por el GobieiS 
no, ó en los despojos causados por éste; y al efecto se 
preguntó enfáticamente, ¿está rigorosamente obligada 
la Excma. Corte Sjiprema, á conocer de las querellas 
de despojo, por el solo hecho de interponerlas ante el 
Tribunal; ? y á renglón seguido copid las ejecutorias que 
pensó destruian esa pregunta, y negaban el principio de 
la competencia de la Suprema en las demandas de des- 
pojo; pero esas ejecutorias se han vuelto contra él; y son 
el fundamento mas sólido de la defensa de los capitalis- 
tas nacionales, porque la Corte Suprema no puede hoy 
renunciar á sus altos fueros, ni romper con su pasado, 
declarándose incompetente para conocer en una Cuestión 
de despojo, cuando dia por dia ha venido repitiendo lo 
contrario en sus inquebrantables fallos. 

Un imparcial. 



EL GOBIERNO HA GARANTIDO LAS LETRAS DE DREYFUS. 



Oausa asombro la manera como se defiende el con- 
trato D rey fus. En el deseo de triunfar no se repara en 
los medios; y se hace aseveraciones tan manifiestamente 
falsas, que podian considerarse un insulto al público. 
Parece que los defensores de ese* malhadado negocio no 
tuvieran en <3uenta el juicio parcial é ilustrado que re- 
prueba los medios empleados para alucinar á la gene- 
ralidad. ' 

Se lleva el cinismo de negar la verdad y negarla con 
insolencia, hasta el campo mismo de las leyes, y se pre- 
tende no solo interpretarlas arbitrariamente, sino desco- 
nocerlas abiertamente. 

En un artículo publicado el viernes 24 del presentó 
bajo el rubro «Cuestión Dreyfus» página 1? del «Comer- 
cio» se dice: t(El Dr. Pérez, sin comprender tal vez el 
alcance de sus palabras, lanzó contra los señores Drey^ 
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fus ana acasacion que ayer ha tenido todavia la liW- 
tad de repetir; á saber, que esos señores no tenían oré- 
dito, que sus letras para ser recibidas en el comercio ha- 
bian necesitado la garantía del Gobierno, que no habian 
entregado ni un real en la tesorería; que el Gobierno les 
prestaba su crédito y que sin él nada podrían. Impostura. 

«Los señores Huth Gruning, el Banco de Londres y 
las demás casas comerciales que han tomado letras de 
Dreyfus no han exigido garantía alguna; y es una ruin 
mentira decir que esas letras han sido garantidas por el 
Gobierno antes de ser aceptadas. 

Si el Gobierno endosó las letras recibidas de Dreyfus 
al entregarlas á los csnsigaatarios, esta no es una gar an- 
ua especial y es preciso ser muy ignorante para creerlo 
y decirlo así. Desde que las letras de Dreyfus eran á fa- 
vor del Gobierno no podían ser aceptadas ni pagadas 
sin el endoce á favor de los consignatarios. Esto se hace 
con todas las letras. 

«Véase pues, como es falsa que el Gobierno haya ne- 
cesitado garantir las letras Dreyfus, que éste no haya 
entregado un real y que no tenga mas crédito que el del 
Gobierno. 

« Si el Dr. Pérez es caballero y hombre de honor, debe 
retractarse de su acusación y confesar leal y dignamente 
que ha sido engañado por sus clientes. Sí no lo hace en 
vista de los hechos que acabamos de esponer, tendremos 
el derecho de llamarlo impostor. >» 

Hé aquí llamado impostor el abogado que dijo haber- 
se garantido por el Gobierno las letras de Dreyfus. 

Hé aquí llamada impostura la manifestación de que 
las letras de Dreyfus estaban garantidas por el Gobierno. 

Veamos ahora cual es el impostor y cual la impostura. 

Es un hecho que las letras de Dreyfus entregadas al 
Gobierno en pago de diversas cantidades han sido endo- 
sadas por el Gobierno. El defensor de Dreyfus y el au- 
tor del artículo reconocen el hecho. Veamos pues que 
es lo que significa endosai^^ que efectos produce. Sí el 
endoso no produce el efecto de garantía, el señor Pérez 
es el impostor; pero si el endoso produce ese efecto en- 
tonces el dictado recae sobre los que lo han lanzado^ 
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l)ejamos hablar á ley única que puede calificar estos 
hechos con el severo lenguaje de la justicia. 

Código Civil artículo 1976. «Los endosantes están 
comprendidos en la responsabilidad solidaria que esta- 
blece el artículo 1970 á favor del que tiene la libranza 
no pagada. » 

Código Civil artículo 1970. «En el caso de no haber- 
se pagado la libranza que fué aceptada, son responsables 
solidariamente el aceptante j el librador, pero demanda- 
do cualquiera de ellos no se puede repetir contra el otro 
sin acreditar la insolvencia del primero. » 

Código de Comercio artículo 431. «El endoso produce 
en todos y cada uno de los endosantes la responsabilidad 
del afianzamiento del valor de la letra en defecto de ser 
aceptada y á su reembolso con los gastos de protesto y 
recambio, sino fuese pagada á su vencimiento con tal que 
las diligencias de presentación y protesto se hayan eva- 
cuado en el tiempo y forma que las leyes previenen. » 

Código dé Comercio frahc^s. «Todos los que han fir- 
mado, aceptado ó endosado una letra de cambio, están 
obligados á garantizarla solidariamente al portador. » 

ídem Ídem artículo 118. «El que jira y los que endo- 
san una letra de cambio, son garantes solidarios de la 
aceptación y del pago á su vencimiento. » 

Según estas disposiciones terminantes el Gobierno del 
Perú es solidariamente responsable al pago de las letras 
de Dreyfus, desde que las ha endosado y es evidente 
que una garantía de tanta importancia asegura al que 
recibe las letras contra todo evento; y por consiguiente 
dá á las letras un valor que no tenían ó duplican la se- 
guridad del que tuviesen. 

£s pues de todo punto falsa la aserción de la defensa 
de Dreyfus al decir que el endoso no es una garantía. 
La ley le desmiente diciéndole: el endoce produce en el 
endosante la responsabilidad al afianzamiento del valor 
de la letra. No es pues impostura la afirmación de que el 
Gobierno ha garantido las letras de Dreyfus; es por el 
contrario un hecho evidente reconocido por el defensor 
de Dreyfus, el del endoso, y la calificación con igual evi« 
dencia es dada por la ley. Verídico^ 
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EL INFORME DEL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA. 



BZTINOION COMPLETA DEL DÉFICIT DEL PBESUPUESTO. 



u El Gobierno ba obtenido 

u algo mas; gracias á la baratara del 
« préstamo y á las demás condiciones 
« de una operación bien combinada; hi* 
« logrado satisfacer permanentemente 

u las necesidades del Tesoro 

« y dejar completamente ex- 

« pedito y sin deuda á nadie el ingreso 
i( del guano en Europa á fines de 1871, 
« extinguiendo asi completamente el dé- 
(( ficit del presupuesto.» 

Hé aquí las palabras textuales del documento oficial 
dirijido al primer Tribunal de la República y que versa 
sobre el presupuesto, siendo la parte que mas nos inte- 
resa del informe del señor Ministro de Hacienda. 

Tamaño spfísma debería tratarse satíricamente, si ese 
punto no fuera para todo peruano el cáncer roedor de la 
Nación; y por consiguiente una cuestión demasiado seria 
para no examinarla y considerarla con toda la gravedad 
que requieren las llagas de la patria. 

No se puede hablar del presupuesto sin hallarse fren- 
te á frente con el déficit; ese monstruo que desde 30 
años se presenta todos los bienios como el espectro ater- 
rador de todos los Gobiernos, y que según hace creer el 
señor Piérola, su señoría imitando á Hércules habría 
matado de un tajo esa hidra de cabezas múltiples. 

Es casi imposible tocar un punto tan delicado, sin te- 
ner que echar una pequeña mirada retrospectiva sobre 
la historia de nuestro guano, que es en gran parte la de 
nuestra hacienda. 

Desde la época de la creación de las consignaciones, 
grandes fueron las reformas y muchas las mejoras que 
en favor del fisco se introdujeron en el sistema oonsig- 
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nativo del guano; mejoras que no habian cesado de prc* 
gresar hasta el avenimiento al ministerio del señor Fié - 
rola, é, quien fué fatalmente reservado retroceder en esa 
marcha progresiva y económica, olvidando que el mayor 
de los vicios del sistema, consiste en las averias y riesgos 
de mar por cuenta del Gobierno, y lo mas imperdonable, 
de establecer el funesto precedente de hacer participar 
al consignatario en las* utilidades qu.e se obtengan, y de 
antemano realizadas, en el aumento del precio de venta 
del guano. 

Bastante triste es tener que recordar aquí que á me- 
dida que aumentaron los productos del guano y que se 
fueron reduciendo los gastos de consignación, mayor in- 
cremento tomaron nuestras prodigalidades, que llegaron 
como se vé hoy, á un presupuesto de 33 millones de so- 
les anuales; progresión que corresponde poco mas 6 me- 
nos á un millón cada año, desde la verdadera esplotacion 
del guano; pero lo que hay de mas sorprendente para- el 
observador es, que mientras las arcas del Estado rebo- 
zaron de dinero, jamás se suscitaron cuestiones sobre 
los consignatarios, y solo cuando el Tesoro estaba exhaus- 
to, los pensionistas, los Congresos y la oposición se afa^ 
naban en discurrir sobre las consignaciones, y sobre el 
guano, echando la culpa de la deficiencia del Erario so- 
ore los consignatarios. 

¿Para qué discurrir sobre un porvenir fiscal desconta- 
do, que estaba consumido anticipadamente? ¿Por qué 
echar la culpa á los consignatarios, cuando nosotros so^ 
mos los únicos culpables? ¿No hubiera sido mejor siste- 
marnos, enmendarnos y economizar, gastando exclusiva^ 
mente lo que nos correspondía en cada bienio? 

Desde el establecimiento de las consignaciones, todos 
nuestros Ministros de Hacienda, exceptuando al señor 
Pardo, no han querido comprender, que el guano no es 
una riqueza que se reproduce, sino eventual, que un ca- 
taclismo,* un descubrimiento y especialmente nuestros de^ 
BÓrdenes, pueden destruir; qué el comercio, la agricultu- 
ra, la industria son superiores al guano y también al 
oro. ¿Qué caso hizo el Gobierno de ios Estados Unidos 
del oro de California? Ninguno; prefirió la inmigración 



i los {>lacei^es auríferos que bien hubi^a podido esplotat 
por su cuenta. 

Asi como el oro y el guano son las divinidades del 
culto del hotnbre, son sin duda alguna los enemigos acér- 
rimos del progreso de las naciones, como nos lo demues- 
tra en todas sus páginas la historia universal. 

¿El guaho fué mandado providencialmetite al P<Brá, 
para su prosperidad 6 para causar su ruina? Según ks 
progresiones de nuestro presupuesto, no podemos cegar- 
nos hasta desconocer que es hacia nuestra ruina que 
marchamos á pasos precipitados; pero dejamos á la apre- 
ciación de nuestros lectores el resolver si la riqueza del 
guano ha sido un bien para nuestra sociedad, para nues- 
tras costumbres, para nuestra administración esencial- 
mente republicana, j si en fin, el guano ha mejorado 6 
empeorado nuestro*modo de ser. 

No es de nuestra incumbencia averiguar si el contrato 
DreyfuB es <5 no aleatorio para el Estado; esto corres- 
ponde á los financistas; ni tampoco es nuestro propósito 
defenda*lo 6 combatirlo para sostener á los consignata- 
rios y á los capitalistas nacionales, que es Carea enco- 
mendada á sus abogados; tenemos miras mucho mas ele- 
vadas, inseparables de la neutralidad, porque solo con 
esa indq>endencia nos creemos autorizados á concretar- 
nos al interés patrio. 

Con excepción del señor Pardo, todos nuestros Mi- 
nistros de Hacienda, y especialmente el señor Piérola, 
han considerado al guano como una mina inagotable, co- 
mo un saco de donde se puede elxtraer eternamente, sin 
intároducir nunca nada, y al señor Piérola vino á tocarle 
lo que no se le habia ocurrido á ninguno, la desgraciada 
idea de decir que habia alcanzado extinguir eompktor 
mente el déficit del presupuesto con la venta del guano. 

En una República como la nuestra, con una población 
reducida y un territorio inmenso, el guano, la riqueza 
nacional hace parte de su autonomía, de su independen^ 
da y de su soberanía; no se le puede devorar sin corne^ 
ter un crimen, porque esa riqueza que es sU vida y su 
sangre, gastarla es debilitar á la Nación, y arruinarla 
para siempre. 



£1 guan^ ñttado nuestra fortuna, es uxk tesQro que le 
debe CQnaeiPvar, acumular y multiplicar, para que trans- 
formado en capital, produzca una renta perpetua j cre- 
ciente, que sirva de elemento poblador j de engrandeci- 
miento de la Nación, que la debe guardar para el dia de 
una desgracia en que se viera en peligro 6 amenazada. 
Por el contrario, el guano sirve para pagar nuestros es« 
travios y los desatinos de tantos Ministros que para sa- 
tisfacer las necesidades del momento han ido consumíen^ 
do nuestro porvenir. 

Ante estas consideraciones que nos han sido sugeri-* 
das por la triste situación financiera á donde nos ha con« 
duoido el guano, gracias á los Ministros que lo han ad-^ 
• ministrado^ nos vemos en la imprescindible necesidad de 
preguntar al señor de Piérola, que dijo á los represen- 
tantes de la Nación que («yuanto moa se debe mas crédito 
86 tieTie» ¿á dónde vamos con nuestro crédito que su se- 
ñoría considera haber levantado á tanta alturaí..M«» 

El señor de Piérola, menos que nadie, podrá resolver \ , 
esa pregunta, porque no valen ni misterios ni mils^os» 
donde toda controversia tiene que^ceder el campo á las 
demostraciones matemáticas. 

£1 señor Ministro habla de recursos con tanta profu- 
sión, que casi nos inclinaría á suponer que se ha impues^ 
to la misión de cubrir todos los déficits de los presupuesr* 
tos venideros. 

Su señoría se jacta de haber obtenido fondos mas allá 
de sus esperanzas, sin caer en cuenta que cuanto mas 
ha encontrado por medio del guano, peor es para noso- 
tros; porque cuanta mas holganza disfrutemos mas tar- 
daremos en sistemarnos y en sistemar nuestra hacienda; 
así es que lo que su señoría se afana en probar que es 
una ventaja, es para todo hombre serio el mayor de los 
atrasos para el país. ¿Por ventura es ventaja no hallar- 
nos obligados á reembolsar por ahora los adelantos de 
Dreyfus, y la v^ta que al año se dá por hecha de cada 
cargamento que se exporte, para poder girar por el va- 
lor de su producto contra dicho Dreyfus? 

Esto Qs dar mucho mas mérito á la cantidad disponi- 
bto qui^ á la calidad del contrato ¿y el señor Ministro 
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cree que la bondad y excelencia del negociado Dreyfus, 
consiste en abrirnos su caja á discreción? Permítanos 
su señoría dudar que Dreyfus y ningún banquero ten- 
gan elementos suficientes para satisfacer permanente- 
mente nuestras necesidades interminables; nos estamos 
separando de la cuestión; pero esto será bueno para el 
que no piensa en el dia de mañana, y para los que sue- 
ñan con el porvenir de la patria, es lo peor del negocia- 
do; porque cuantos mas adelantos se perciban, cuanto 
mas se gire y cuantos mas empréstitos se hagan, tanto 
mas crónico é incurable será el mal estado de nuestras 
finanzas; mas se deberá; es cierto que. se perfeccionará 
el principio del señor de Piérola sobre el engrandeci- 
miento del crédito; mas para los que profesamos ideas 
absolutamente opuestas, nos consideramos irrefutables^ 
al sostener que cuanto mas debamos, mas cercana estará 
la bancarrota que nos amenaza y que estamos pieviendo. 

El señor Ministro dice en su informe á la Corte Su- 
prema, que ha logrado dejar completamente expedito y sin 
deuda d nadie el ingreso del guano de Europa d fines de 
1871. Es de suponer que el 28 de Agosto fecha de ese 
documento, su señoría no habia sospechado tener que 
hacer importantes rectificaciones en sus cálculos, al di- 
rigirse el 16 del corriente á la Comisión Permanente; 
pues el déficit fué primeramente de soles 17.225,886 50 
centavos; después fueron de soles 37.874,852; y en fin, 
en 1870, mediante el empréstito Dreyfus, quedará apro- 
ximativamente en soles 6.900,000. 

¿Y á Dreyfus quién le paga? Admitiendo la exactitud 
muy dudosa de esos números, á fines de 1871 deberemos 
K Dreyfus el déficit del bienio presente por una parte y 
la mitad del de 1871 y 72, y los interesas por otra, y 
4 pO/o mas que se le paga á Dreyfus, por ser 4 pO^o 
menos que producirá el guano, solo que su señoría haya 
encontrado el modo de aumentar el producto de la venta 
del guaRo por las sumas que se reciban de Dreyfus. 

Las rectificaciones del informe del señor Piérola á la 
Comisión Permanente, han sorprendido á todos los que 
tienen algunas nociones de contabilidad, porque atesti- 
guan evidentemente que su seUóría entró al Ministerio 
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8in hacer siquiera un reconocimiento del estado de núes* 
tras finanzas, para descubrir exactamente la cifra á que 
ascendía el déficit. ¿Sin conocerlo cómo podia cubrirlo? 

En esta parte, el señor Ministro ha trabajado contra 
BU propia obra, contra el empréstito Dreyfus; pues cuan- 
to mas grande fuera el déficit mas latitud debiera tener 
la autorización del 25 de Enero j mas justificación tu- 
viera la contrata de venta de dos millones de toneladas 
de guano. 

En fin, el informe del señor Ministro á la Comisión 
Permanente, nos evita el trabajo de toda refutación so- 
bre el ingreso libre del guano de Europa afines de 187 In 
Nunca lo hubiéramos hecho con la misma claridad que 
el señor Ministro. Pero en orden al empréstito, que au- 
mentará las deudas del Estado, su señoría no habrá he* 
cho mas que cambiar de acreedor para cubrir momentá* 
nea é ilusoriamente el déficit del presupuesto, si el señor 
Ministro alcanza á saber á cuanto asciende; en todo ca- .^ 
so será siempre abriendo un antro para tapar el agujero * x^ j. . 
de un buque que hace agua. "^ -C:^ 

Si el señor de Piérola, teniendo una finca cuya renta 
fuera gastada anticipadamente, la hipotecase en vano 
para cubrir sus necesidades, y la vendiera por mensua- 
lidades por otra parte á fondo perdido, el señor de Pié- 
rola haria frente á sus gastos, pero se quedaria sin pro- 
piedad. 

Se salda el déficit del presupuesto en apariencia; mas 
nos quedamos sin guano, lo que se llama tratar el déficit 
por la operación cesariana. 

Para lo que es extinguirlo completamente^ no es un 
sofisma, es un delirio; y si los milagros fueran posibles 
en economía política, no sería nunca con el contrato 
Dreyfus que se lograría; y mucho menos con el guano, 
porque su señoría, remolcado de sus antecesores, ha t^ 
mado el guano por una renta, confundiendo el principal 
con los réditos y consumiendo el capital antes que los 
intereses. 

Todos los Gobiernos regularmente constituidos obli- 
gan á dimitir á todo Ministro que se deja dominar, en 
el movimiento financierp por el déficit, llamando en au 
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lugar al que s^ baile capaz no solo de cubrirle y equili- | 

brar los ingresos con los egresos, sino para alcanzar un 
sobrante que aplicar al de los años anteriores. De no 
ser asi ¿á dónde irían á parar? | 

Un Ministro podrá decir que ha extinguido realmente ¡ 

el déficit, cuando haya sacado esos elementos de las ren- ! 

tas positivas y ordinarias del país, que van creciendo y 
multiplicándose por medio de su engrandecimiento con 
el desarrollo del comercio, de la industria y de la agri- 
cultura. Todo lo demás son quimeras, sofismas, é ilusio- 
nes, que tienen que llegar tarde 6 temprano al dia del 
desengaño. 

Los deseos y las' tendencias de todos los peruanos ilus- 
trados y verdaderamente patriotas están acordes para 
que el Gobierno del Perú tenga que vivir, como los de 
las demás naciones, de sus rentas ordinarias, indepen- 
dientes del guano. Es verdad que esa repentina transi- 
ción sería imposible; pero poco á poco se hubiera alcan- 
zado. 

Es enteramente imposible, lo repetimos, la extinción 
completa del déficit del presupuesto por medio del pro- 
ducto del guano, que es agotable. La cura de un mal 
crónico, no se obtiene con paliativos, sino con remedios 
enérgicos; pero nunca matand^ al paciente. Toda ope- 
ración de adelanto, sea con Dreyfus ó con los capitalis- 
tas nacionales, es un paliativo; la muerte al fin. 

A mas de una deuda crecidísima y que sigue crecien- 
do, tenemos hoy un presupuesto de 66 millones, sin con- 
tar el interés de los capitales invertidos en los ferro- 
carriles, y garantido por el Betado, al paso que llevamos, 
irá á 100 y también á 200 millones, porque el guano ha 
tomado una influencia tal sobre nuestro modo de ser y 
sobre el destino de nuestro porvenir, que, consumere 
natij acostumbrados á vivir con su producto, estamos 
dando ejemplo del fenómeno mas monstruoso que regis- 
tra la historia de la economía política, administrativa y 
social. 

En todos los paises del mundo los ciudadanos son los 
contribuyentes del Gobierno oon el objeto de cubrir los 
gastos de administración. 
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En el Perú $1 Gobierno ea el contribuyate de lot 
ciudadanos, con el fin de llenar sus necesidades. 

El número y las exijencias, como también la liberali- 
dad de una administración tan paternal deben agotar 
tarde 6 teinprano el patrimonio. 

Ni los Gobiernos de la abundancia (1854) ni los déla 
economía (1866) han sido capaces de satisfacer las pa- 
siones de nuestro carácter díscolo. 

Lanzados ciegamente en esa direcciou que conduce al 
abismo, ¿cuál es el Gobierno que se atreverá á empren- 
der la reforma sin aterrarse ante la ruptura del equili- 
brio político de nuestra desventurada patria? 

Ante la perspectiva de tan triste cuadro ¿nos será 
permitido hacer unas reflexiones? 

Jiro sobre jiro, adelantos sobre adelantos, empréstito 
sobre empréstito, y practicando los principios del señor 
de Fiérola, sobre el engrandecimiento del crédito por 
medio de la multiplicación del débito. 

;EI guano será eterno? 

Sírvase el señor de Piérola, antes que su señoría se 
retire del Ministerio, como el Cincinato malogrado de la 
eoctincion del déficit del pre»wpue%tOy absolver esta pre^. 
gunta: 

¿Así que concluya el guano, con qué y cómo pagare* 
mos nosotros 6 nuestros hijos Iqs intereses y amortiza-^ 
cion de nuestras deudas, garantidas todas por los bienes 
y rentas del Estado y por el honor de la Nación? 

Lima, Octubre 3 de 1869. 



OPINIÓN PUBLICA. 



£1 axioma democrático de que en las repúblicas el 
hombre no vale por su persona sino por los principiod. 
que representa, produce la certidumbre de que el voto 
popular paja el supremo magisterio, eg la d^laracioa de 
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3ae el oiadadano en quien recae, representa en alto gra- 
los principios, es decir, las opiniones en cuyo triunfo 
se empeña la mayoría. 

Si la elección ha sido libre, no cabe duda en que el 
elejido simboliza la opinión pública y contrae el sagrado 
compromiso de 'absorberla y reflejarla durante el periodo 
administrativo. 

Cuando sobreviene discordancia entre las manifestacio- 
nes de la opinión pública y el proceder de que oficial- 
mente representa esta misma opinión, no es natural ni 
lógico suponer que es el público quien ha cambiado de 
principios, porque este se compone de millares de hom- 
bres de creencias arraigadas y de aspiraciones uniformes . 

La mudanza no puede estar sino en la persona del ele- 
gido, y si la estuviera en el público, la razón aconseja y 
el deber prescribe que el representante de la opinión pú- 
blica no cambie de papel tornándose en enemigo de ella, 
sino que la siga en su camino. 

Al encargarse del poder político suelen prometer los 
supremos magistrados en sus alocuciones oficiales, que 
gobernarán con la opinión de la mayoría. Asi queda és- 
plícita y solemne la promesa de seguirla. 

Ni puede ser de otro modo, pues nos alarmaría el ab- 
surdo de que esa mayoría que dio poder, fuerza y me- 
dios de gobernar, no conservase el derecho dé ser escu- 
chada con atención y docilidad. 

No solo por deber, aun por conveniencia personal tie- 
nen de ser escuchadas las observaciones del público pen- 
sador, puesto que los gobiernos que las menosprecian, se 
condenan á sí propios á la pena de andar sin luz por en- 
tre escollos y precipicios. 

Todos necesitamos de discusión y de consejos como 
elementos necesarios de la vida social, y los encargados 
del poder supremo, lejos de estar esceptuados de esta re- 
gla general^ necesitan por el contrario mayor suma de 
auxilios morales é intelectuales, por el hecho mismo de 
ser su jerarquía mas elevada y mas graves y complica- 
das sus atenciones. 

Respecto del deber, de la necesidad y la conveniencia 
de oir y acatar á la opinión pública, solo puede dudarse 
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en aquellas naciones desgraciadas en que los encargados 
del poder supremo Hevan su orgullo hasta el punto de 
creerse depositarios únicos del acierto universal. 

Entre nosotros no se desconocen los respetos debidos 
á la opinión del país; pero suele haber cierta confusión 
de ¡deas y fatales equivocaciones al tiempo de obtar en- 
tre 'opiniones contrapuestas. Los momentos arduos en 
que á veces claudica hasta la honradez política, son los 
de pesar, contar y medir los argumentos en que se apo- 
ya cada una de las filas combatientes. Ni la fuerza de 
los argumentos, ni el número y la calidad de las perso- 
nas de donde parten, alcanzan á ser apreciados en su 
justo valor por el supremo magistrado. 

Los órganos y agentes del poder y las personas que 
consiguen acercárcele y hablarle de viva voz, encuentran 
medios de hacerse escuchar de preferencia y acaban por 
suplantarse á la opinión jenuina de los pueblos, por eri« 
jirse en intérpretes de la voz pública y por cerrar las 
puertas á todos los razonamientos que no parten de su 
pluma ó de sus labios. 

No es en tal caso una terquedad sistemática la qu^ 
malquista á la persona del supremo magistrado, sino la 
desgracia de verse sin los medios necesarios para la apli- 
cación del buen criterio. 

Ni los presidentes ni sus consejeros oficiales se ponen 
deliberadamente en estado de rebelión contra el país. Los 
primeros favorecen con su ilimitada confianza á los se- 
gundos, y estos confian mas de sí propios que de todo el 
público en general. Trazan planes, libran providencias 
y aunque resulten desacertadas y aun atentatorias, quie- 
ren llevarlas hasta el término que se han propuesto, y 
no cejar ante el juicio de la mayoría, porque creen que 
este sometimiento los degrada,- haciendo suponer, 6 un 
error que no han debido cometer ó falta de enerjía para 
arrollar las preocupaciones del populacho. 

El precedente de haber sido escojidos de entre los me- 
jores, inflama su amor propio hasta el estremo de prefe- 
rir precipitarse en los abismos á que conducen los desa- 
ciertos, á conocer superioridad á los que opinan en con* 
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tra de shb planes 6 piden se remedien & tiempo el mal 
que ocasionan con sin» hechos. 

En otras ocasiones no es el orgullo de superioridad 
fi(Q(Hal, sino otros móviles de pésimo carácter, los que se 
avanzan hasta querer ofuscar la mente de los gobiernos. 

Se cree 6 se finje creer que la opinión pública es va- 
ga, incierta y que se confunde de clamadorogí y vocingle- 
ros. Si tal concepto pueden formar los particulares, no 
sucede lo mismo con un Gobierno que cuenta con reglas 
fijas en que apoyar su criterio. 

Se sabe aüte todo y sobre todo que el interés primor- 
dial de la sociedad está en la fiel observancia déla Cons- 
titución y las leyes. Esto es lo que está favorecido no 
solo por la mayoría, sino por la hunanimidad de la opi- 
nión. El voto popular reducido á su mas sencilla expre- 
sión, quiere decir: os elijo como el mas fiel al cumpli- 
miento de mis leyes. 

El grito clamoroso y á veces el furor de la opinión se 
reduce á reclamar que no se aparten de la ley. Este gri- 
to no es excitado por la vana vocinglería, ni por el espíri- 
tu demagójico, sino por los que tienen en una mano la 
ley y en otra los proyectos 6 los hechos del gabinete. 

La mayoría de los ciudadanos está pendiente de sus 
industrias particulares y sus domésticas labores: no pres- 
ta graifde atención á los charlantes, ni se distrae de sus 
menesteres para afiliarse en la insustanciálidad; cuando 
se la vé sobre-excitada y conmovida, es por que algún 
peligro amenaza perturbar el orden social. De consi- 
guiente el medio sólido y seguro que tiene el supremo 
magistrado para cumplir con las promesas y juramentos 
de gobernar con la opinión, está en la extricta observan- 
cia de la Constitución y de la ley. 

Si los órganos, los agentes ó los amigos de un magis- 
trado honrado le extrabian algún tanto, nunca consegui- 
rán descarrilrle enteramente, sí tiene la ley por delante 
y una imprenta libre que le advierta oportunamente los 
artículos que ha quebrantado ó que está en peligro de. 
quebrantar. 

^^En tal sentido puede decirse que para el Gobierno la 
opinión pública es la ley. 



Por lo deínás, «1 mismo Napoleón III d^ftl>6 ea un 
<loctimento solemne que la opinión siempre acaba ^or 
triunfar con la acquiescencia, 6 á pesar de los gobiemoB. 



LA SITUACIÓN. 



La renuncifi de la mayoría del Ministerio, ha Venido 
á agregar nueras dificultades á las que ya embarazaban 
la marcha de la administración y á aumentar la incerti- 
dumbre y la anciedad con que todos ven áesenvolverse 
las consecuencias del negociado, que justamente se mira 
con la incógnita del dia. — ^Para despejarla, los hombres 
y los poderes públicos van examinando en larga eérie 
todos los problemas de detalles que han surjido, y res- 
pecto de los cuales las opiniones y los intereses lachan 
en sostenida pugna, buscando como hacerse camino, asi 
haya de mirarse la ley como obstádulo fácil de salvar *- 

En medio del laberinto creado por la contradicción de, 
las circunstancias, vacilan los que debieran dar mas 
grande ejemplo de firmeza, y como si la luz huyera de 
su cerebro, tropiezan á cada paso, corri^do en pos de 
soluciones inaceptables. 

El Consejo de Ministros estuvo dividido en cuanto al 
modo.de ver el contrato Dreyfus. La mayoría opinaba 
su subsistencia, y sin embargo, no solo han salido ios 
miembros que la componian, sino también el Ministro 
que aprobó el contrato y que lo ha defendido con tanto 
xíalor. 

Lógico era que prevaleciendo su política, conformán- 
dose el Presidente con su modo de pensar sobre Ih ma- 
teria y suscribiendo la respuesta á la Comisión Penoa* 
nente, que debería mirarse ^como la áltima palabra del 
Gobierno y la espresion de su profundo respeto é inalte- 
rable convencimiento, el Ministro de Hacienda conserva- 
se su cartera, á fin de levantar sobre ese pedestal el nii^ 
vo Ministerio. 
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Contra estas prescripcioces de la Mgica administrtívá 
7 estos consejos inspirados por la claridad del proceder, 
^1 Presidente aceptando la responsabilidad solidaria en 
el asunto que motiva el desacuerdo, busca nuevos hom- 
bres que le ayuden á sobrellevar el peso de esa respon- 
sabilidad que ellos no contrajeron. 

Hé allí el lado mas difícil y quizá irresoluble de la 
cuestión, á lo menos en el terreno de la dignidad y de la 
conveniencia pública. ¿Se ha fijado como indeclinable 
principio de conducta la aceptación amplia y completa 
del contrato Dreyfus? ¿Se impone á los nuevos Minis- 
tros la tarea de continuarlo y llevarlo á práctica en toda 
la latitud de sus consecuencias? Si así sucede, el país 
nada ha ganado, la situación lejos de definirse y acla- 
rarse, se reagraba y oscurece, porque seguirá la pugna 
funesta entre los poderes constitucionales, crecerán las 
proporciones del antagonismo que fatalmente ha surgido 
y sobre los males presentes, se levantarán los males po- 
sibles y aun probables de la nueva situación, una vez 
que nos coloquemos en la peligrosa pendiente á donde 
por desgracia se ha inclinado, hace tiempo, la adminis- 
^ tracion. 

Imponer á los nuevos hombres la responsabilidad 
de un pasado, en cuyos hechos no tienen parte, es 
comenzar por exijir ciertas renuncias inconvenientes, 
al libre pensamiento, 6 dejar solo expedito el camino á 
los que mas se han distinguido en su celo por defender las 
ideas del Gobierno ea el contrato Dreyfus. Cualquiera 
de los dos extremos es, no solo peligroso, sino funesto 
para el país. Los que tienen opiniones conocidas 6 inte- 
reses comprometidos 6 esperanzas fincadas en una solu- 
ción favorable al contrato, llevan al Ministerio la liber- 
tad de menos y la censura de la opinión de más. A veces 
un mal puede ser curado, causando otro, pero es preciso 
que no sean idénticos. ¿Qué significa la salida del Minis* 
tro de Hacienda si el que le suceda se encarga de p(»ner 
los remates á su obra? 

Pasando al otro extremo; los hombres que suben al 
poder entrabados por condiciones que amenguan también 
la libertad, no hacen mas que seguir un camino trazado 
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tomar el poder cediendo á una coacción y renanciar i 
la iniciativa cuyas saludables consecuencias tiene el país 
derecho de exijir á los que se ponen al frente de una 
situación. 

Y cosa bien estraña! Cuando todo ministerio marca 
un nuevo período, una nueva forma, una dirección nue- 
va en el movimiento de los negocfios administrativos, el 
que ahora se formase no haria sino tomar una siuacion 
vieja, insostenible, cargada con todas las dificultades de 
su decrepitud, endeble, por tanto, y expuesta á una 
próxima caida. 

Toda medida de salud pública debe importar un pro- 
greso,d eterminar un mejoramiento inmediato y positivo, 
un cambio radical, que nos saque de la oscuridad y del 
desorden, para colocarnos en la senda del método y 
de la luz. 

Hé allí porque, la solución que se funda en el statuo 
quo, es una solución imposible, un paso falso que acaba- 
rá de sumergirnos en el mismo pantano del cual hacemos 
esfuerzos para salir. Y toca á los hombres de buen sen- 
tido y de recto corazón, retroceder ante el imposible y 
buscar salida en el único terreno que conduce á todas 
las conciliaciones, donde se regulan todos los movimien- 
tos, donde se cumplen las leyes del equilibrio, fuera de 
' las que, las sociedades y los gobiernos marchan impeli- 
dos por una sola fuerza que los aparta de su centro* 

El sistema republicano, aunque solo se realize imper- 
fectamente, tiene la ventaja de proporcionar siempre re- 
.• cursos y de abrir caminos que evitei\un conflicto. La 
ley ocupa en él, el puesto de distinción: la ley es el po; 
der, es la soberanía, es el individuó y es el Gobierno. 
Todo lo que no se deduzca de ella es anómalo y bastar** 
do. Toda vida que no se deribe de la suya, es una vida 
imperfecta y que lleva en sí misma las condiciones de la 
muerte. 

Pues bien: dejad que la ley obre, imponed silencio á ' 
las Iberas determinaciones de un dia; buscad un ministe- 
rio que se componga de hombres libres, porque el país 
renuncia hasta la dicha, sino la ha de alcanzar por el 
camino de la libertad. Desde que hay controversia, nin* 
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guno de los que controvierten tienen el derecho de decir 
que ha pronunciado la fórmula de la verdad. Solo el que 
conoce de la controversia, el poder que se ha declarado 
competente, el que deriva su imperio y su jurisdicción 
de la ley, única fuente de imperio; solo ese Tribunal pue- 
de y debe decir si el contrato Dreyfus tiene 6 no sub- 
sistencia legítima, si hasta ese punto se lleva la conten- 
ción, después de resueltas las cuestiones hoy en pié. 

La palabra de la Corte Suprema debe ser escuchada 
y mientras la pronuncia debe prescindirse de toda fija- 
ción de condiciones que importa continuar el sistema 
discrecional contra el que tantas veces hemos elevado 
nuestras protestas. La libertad para los que suben al 
Poder: la libertad en toda la amplitud constitucional, 
para la Corte Suprema; la libertad para la Nación que 
aceptará los perjuicios del error, siempre que se cometa 
sin ofensa de la ley. 

No comprendemos por qué, presentándose un camino 
tan^xpedito y en el que vienen á encontrar centro y re- 
poso todas las fuerzas agitadas hace tiempo; no com- 
prendemos como teniendo á la vista ese recurso salvador 
se lleve á la situación el triste contingente de multiplica- 
das vacilaciones y se busca para despejar la incógnita, 
los mismos falsos datos que sirvieron para complicar el 
problema. 

No es posible vestir á los nuevos hombres que suban 
al ministerio con el manto desteñido de la política vieja, 
salvo que, como ya dijimos, los hombres estén de ante- 
mano cubiertos con ese manto, en cuyo caso serán tam- 
bién hombres viejos, portadores de ideas rechazadas é 
incapaces de hacer nada fecundo, ni provechoso. 

La libertad republicana no acepta otra coacción que 
la que imponen los preceptos del derecho constitucional; 
y los ciudadanos celosos de ella, dignos porque saben 
mantenerla, no pueden jamás doblegarse ante la infali- 
bilidad de meras opiniones que no pueden ser respeta- 
bles, sino cuando se transforman en hechos legales por 
la sanción competente. Cuando ella recaiga sobre el con- 
trato Dreyfus, el país, en obedecimiento á sus propias 
leyeS) lo acatará como una de ellas. Mientras tanto, el 
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huevo ministerio solo empeorará la situación, si ha de 
imponérsele como necesario é indestructible un hecho 
que hoy se discute á la sombra de la ley constitucional. 



EL NUEVO MINISTERIO. 



La crisis ha terminado: resta saber si también el mal 
ha llegado á un período de saludable reacción, por lo 
mismo que no todas las crisis determinan una esperanza 
salvadora. 

Tenemos un Ministerio; el vacio se ha llenado; pero 
conviene que el pais conozca la naturaleza de los ele- 
mentos que han entrado en su recomposición. Es tanto 
mas premiosa la necesidad de conocerlos, cuanto que en 
el pais no existen partidos definidos, ni los hombres que 
Se suceden y turnan en el ejercicio de los altos cargos, 
han hecho jamás completa y sincera profesión de fé. 

El Gobierno, entidad diariamente responsable ante la 
opinión pública, que es su primero y mas alto Tribunal; 
el Gobierno que solo es tal, en tanto que representa los 
intereses del pueblo, que realiza sus derechos é inter- 
preta sus legitimas aspiraciones, no debe guardar silen- 
cio, cuando sobre el principio general que le obliga á la 
publicidad de sus actos y de sus propósitos, existen cir- 
cunstancias particulares, muy respetadas y muy delica- 
das, para que no se las atienda. Y esas circunstancias 
que caracterizan la situación, que tantas dificultades 
han esparcido sobre ella, que se prolongan manteniendo 
una ansiedad mortificante, exyen que se pronuncie so- 
bre ellas una palabra, que se revele de una vez á la Na- 
ción franca y lealmente si el nuevo Ministerio abriga 
ideas viejas, esto es, si la crisis continúa, 6 si el mal de^ 
clina por la aplicación del único remedio eficaz: la liber- 
tad constitucional. 
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En el curso ordinario de las cosas, quizá podría mí*^ 
rarse con tolerancia el silencio de los llamados al podoiK 
aguardaríamos que sus obras nos revelaran su política,, 
la extensión de su iniciativa y su acierto en la cUreccion 
de los negocios públicos. P«ro en el dia estamos pen- 
dientes de una palabra que es, no solo el resumen de 
una situación, sino el principio de un período, que así 
puede ser venturoso como adverso para la República. 
Palabras hay que marcan épocas que conmueven los es- 
píritus, que perturban el movimiento de las sociedades, 
G que difunden una tranquilizadora confianza. 

Los nuevos Ministros han prestado el juramento de 
>&lelidad á la Bepública, y con él han adquirido el com- 
promiso de decirle lo que piensan sobre los medios de 
asegurar su porvenir. En nuestro sistema no entran las 
censuras previas, ni los juicios preventivos. Cada cual 
debe ser juzgado por sus obras, libremente practicadas. 
Por eso nos abstenemos de avanzar apreciación alguna 
sobre el nuevo gabinete, hasta que él, penetrándose de 
las exijencias de la actualidad, comprendiendo que no 
se paede avanzar un paso sin señalar el derrotero que 
ha de seguirse, anuncié á la nación si procede buscando 
solo su provecho y su tranquilidad, ó si ha aceptado 
condiciones desfavorables á la solución del problema 
pendiente. 

A creer lo primero nos inclinan nuestras espercuizas, 
que ojalá no sean desvanecidas. Por felicidad nos man- 
tenemos aun lejos del pesimismo desconsolador que mar- 
chita las almas y las reduce á la inerte languidez de la 
indefencia. Tenemos fé en el patriotismo y quisiéramos 
que todo el mundo, sin mirar en él una vana palabra, 
ni un sentimiento de pura teoría, lo convirtiese en un 
resorte de progreso. 

El libre ciudadano deriva su grandeza y su crédito 
de la ley que le señala un lugar en la asociación de sus 
hermanos y que le pide para sí las primicias de su obe- 
diencia. Antes que ella nadie, porque es el principio y 
la causa de toda fu^za y de todo poder. Los nuevos 
Ministros, llamados en un periodo difícil, deben aspirar 
á cubrirse con el laurel que la Bepública otorga como 
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^premió & sus buenos hijos. T ese premio supone una 
buena obra, un esfuerzo hacia el bien, por el cual volva- 
mos á colocarnos en condiciones normales. 

Hay algo de inseguro, de peligroso que no debe pro- 
longarse; j el nuevo Ministerio ha venido precisamente 
por causa de esa inseguridad y de ese peligro. Asi lo ha 
comprendido el pais y juzgando con sano criterio, tiene 

> el derecho de esperar que no se habrá operado un mero 

y estéril cambio, sino que los designados, pesando bien 
las circunstancias, haciéndose cargo de la signifícacion 
y las consecuencias de su llamamiento, mirando por su 
bumi nombre, se habrán puesto ya de acuerdo en cuanto 
á la solución de todos aguardada. 

Gomo dedamos ayer: el Ministerio no podrá conside^ 
nurse nuevo, si ha de seguir una senda marcada de an- 
-t^mano. No es eso lo que quiere el pais: no es eso lo 
^ue significa un camUo de gabinete. Cuando todos se 
afanan procurando hallar una salida conveniente, el Go- 
bierno que reasume el interés de todos, debe ser el mas 
solícito en estudiar los caminos que han de sacarnos del 
conflicto. 

Sn tales drcunstancias, la organización de un gabine- 
te, no es un hecho común y ordinario,» sino el término de 
una época en la cual prevaleció una idea y el principio 
de otra, en la cual debe dominar la idea nueva. No se 
aplican dos situaciones diversas presididas por el mismo 
espíritu. El espíritu viejo está gastado: preciso es bus- 
car impulso en mas vigoroso aliento. 

Si el cambio se ha verificado por discordia de opinio- 
nes sobre la mas importante cuestión de actualidad, no 
es posible admitir siquiera la hipótesis de que la cues- 
tión isubsista, una vez realizado aquel. Debemos creer, 
en consecuencia, que el problema está resuelto. 

^ Y la resolución no debe consistir en un aplazamiento 

que importaría la consumación definitiva de los hechos, 
sino que debe ser inmediata, debe eliminar toda resis- 
tencia, poner de lado todos los datos que se fundan en 
argumentos especiosos y dejar que los hechos se desen- 
vuelvan dentro del orden constitucional. Así lo exije el 
respeto mutuo que se deben los poderes públicos y la 
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necesidad suprema de cumplir las leyes, cualesquiera 
que sean sus defectos y sus imperfecciones. 

Se ha avanzado mas de una vez la opinión de que hay 
mengua en retroceder, como si todo retroceso importase 
un mal; como si fuera indecoroso someterse al princi- 
pio sobre cuyo imperio se quiso un momento hacer dis- 
puta. 

La ley obliga igualmente á todos, dice la Carta cons- 
titucional; y solo cuando se mueven dentro de ella el 
Poder Legislativo y el Ejecutivo ^cumplen su misión. Si 
fuera cierto que el primero se propuso suspender los 
efectos de todas las leyes y de la Constitución misma, 
para dar al segundo una facultad discrecional, absoluta 
é ¡limitada; el Poder Legislativo habria procedido desau^ 
torizado, porque él está debajo de la ley, subdito como 
todos los poderes y como todos los individuos, de esa so- 
la soberana á la que jamás debe dejar de rendirse ho- 
menaje. 

Así pensamos nosotros, y sin aspirar al dogmatismo 
que no entra en nuestro sistema, por lo mismo que pug- 
na con la libertad y con la tolerancia, creemos que estas 
ideas deben formar el símbolo del ciudadano creyente en 
la religión de la República. No hay persona cuyo pen- 
samiento haya alcanzado el privilegio de la verdad. La 
Verdad debe brotar de la discusión, y en la gi^n asam- 
blea de la opinión, todos tienen el derecho de levantar 
la palabra y de llevar su contingente de luz. 

Por eso, y para que la luz se haga, exijimos, en nom- 
bre de la solemnidad de las circunstancias y de la tras- 
cendencia de la cuestión pendiente, que el nuevo Minis- 
terio diga lo que piensa sobre ella, cual es la solución 
que tiene preparada, cual es la fórmula de sus buenos 
deseos respecto del porvenir de la patria. Hé allí el pri- 
mero, indispensable paso que debe darse, para calmar la 
incertidumbre, para saber si el cambio es verdadero: si 
tenemos en el gabinete nuevos elementos, fuerzas de* pro- 
greso, 6 si solo existen las apanencias de un cambio, 
que en tal caso no seria mas que una débil soldadura 
aplicada á la situación. 

Poco tiempo mas, y nos será dado saür de la sombra 
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de la hipótesis. Entonces podremos discutir sobre he- 
chos positivos 7 salir de una vez del triste círculo de las 
conjeturas que tanto mortifican, de las esperanzas que 
tanto alientan; pero que entrambas producen la vacila- 
ción que es el mas penoso estado del alma. 



FIN ,DEL TOMO PBIHEBO. 
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